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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan Andrés Fontaine Talavera, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dan por aprobadas la actas de las sesiones 6ª y 7ª, ambas ordinarias, en 5 y 6 de abril del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a una solicitud remitida en nombre del Honorable señor Espina, acerca de presentaciones efectuadas ante la Contraloría Regional de La Araucanía por concejales de Lumaco en relación con eventuales irregularidades en esa Municipalidad.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente, con el que responde una petición de antecedentes cursada en nombre del Honorable señor Navarro, sobre el proyecto “Plataforma Solar del Desierto de Atacama”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma de la Carta Fundamental, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


Dos de la citada Comisión, relativos a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- Proyecto de reforma de la Carta Fundamental, en primer trámite, sobre voto de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.335-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Andrés Zaldívar, Escalona y Lagos, en primer trámite constitucional, en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno (boletín N° 7.452-05) (Véase en los Anexos, documento 4).


Nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la misma Comisión, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la solicitud del señor José Narciso Chamorro Peirano, con la cual requiere la rehabilitación de su ciudadanía, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República (boletín N° S 1.309-04).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables señor Bianchi, señora Rincón y señores Chahuán, Gómez y Muñoz Aburto, con la cual inician un proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (boletín N° 7.592-13) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable señor Andrés Zaldívar, mediante la cual da inicio a un proyecto de ley que crea la comuna de Lontué en la provincia de Curicó.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo establecido en el inciso tercero y el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Permiso constitucional



Solicitud de la Honorable señora Rincón para ausentarse del territorio nacional entre los días 24 y 27 de abril en curso.



--Se accede a lo solicitado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en el tercer lugar del Orden del Día figura el proyecto de ley, con “discusión inmediata”, que prorroga una franquicia tributaria para Arica que venció el 31 de diciembre recién pasado.



Es tan delicada la situación de esa ciudad que pido que la iniciativa sea votada sin discusión, dado que, por el hecho de haber vencido el beneficio, varias de las pocas empresas que quedan allá están a punto de irse por no tener certeza jurídica en ese sentido.



El Ejecutivo se comprometió a enviar una indicación, la cual no ha llegado. No podemos seguir esperando. Por lo menos, se cuenta con todo 2011 para que pueda materializar un texto.



Así que solicito que el proyecto sea despachado ahora.

El señor GIRARDI (Presidente).- Me informan que ella ya llegó.

El señor ORPIS.- Entonces, con mayor razón formulo mi petición, señor Presidente, de modo que aprobemos la indicación y concluyamos el tramiento del asunto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solo deseo secundar lo expresado por el Senador señor Orpis.



En verdad, se registra bastante consenso sobre el particular, incluso en la propia Comisión de Hacienda, que entendió los problemas por los cuales está pasando Arica. La iniciativa mencionada es sumamente importante para permitir que se siga desarrollando allá la actividad industrial productiva.



Si la indicación llegó, con mayor razón se justifica la aprobación. Medió un acuerdo con el Ejecutivo y la Comisión de Hacienda. Sería ideal votar el proyecto sin discusión en el primer lugar del Orden del Día.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, la iniciativa la revisamos en la Comisión de Hacienda, como lo mencionaron los Senadores señores Orpis y Rossi. Creo que el punto central radica en saber si se recibió la indicación y cuál es su texto.

El señor ORPIS.- Los beneficios se extienden hasta el año 2012.

El señor FREI (don Eduardo).- ¿Ya llegó?

El señor ORPIS.- Así es.

El señor FREI (don Eduardo).- El señor Ministro de Hacienda aseveró que se estaban revisando todas las medidas especiales en relación con las zonas extremas, lo que evidentemente implicaba que el asunto no se iba a poder resolver.



Le planteamos que, si había algún estudio o proyecto respecto de esos sectores, se separara Arica de Magallanes, ya que no era posible considerar una sola iniciativa sobre el particular. A raíz de ello se le solicitó que por lo menos se dejara la franquicia hasta 2012, porque ya estamos en abril y todavía no se conoce el informe pertinente.



Por lo tanto, pido que la Secretaría lea la indicación para poder pronunciarnos sobre ella.

El señor ORPIS.- Su texto fija el año 2012.



La idea es que el proyecto se vote sin discusión.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay inconveniente, este se tratará en el primer lugar del Orden del Día.



Acordado.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, sin perjuicio de lo planteado recién por quienes me antecedieron en el uso de la palabra, me llama la atención que se haya modificado el Orden del Día, dado que en la sesión extraordinaria de la mañana estábamos discutiendo el proyecto de reforma constitucional sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los trabajadores del sector público. Entiendo que quedaron seis Senadores inscritos y que iba a continuar el debate para luego proceder a la votación. Sin embargo, resulta que se ha introducido el cambio a que he hecho referencia.



Consulto a la Mesa para saber qué ocurrió.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por acuerdo de Comités, se incluyó en el primer lugar del Orden del Día el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, señora Senadora.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la Cuenta se declaró inadmisible una moción presentada por el Senador señor Zaldívar referente a la creación de la comuna de Lontué en la provincia de Curicó.



Si bien el precepto constitucional es claro, cuando debatimos acerca de la posibilidad de constituir Regiones o comunas quedó establecido que ello se basaría en un estudio; que existía el derecho de pedir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo un análisis que permitiera evaluar las condiciones para hacerlo.



Entonces, si media una iniciativa tendiente a crear una Región o una comuna, le pido a la Sala despejar la cuestión, porque cabría pensar que, a lo menos, la Comisión de Gobierno puede conocer el antecedente y evaluar si existe o no fundamento para ello. Si la respuesta es afirmativa, sería posible pedir después el patrocinio, que sería lo correcto.



Un proyecto de ley de este tipo solo en manos del Ejecutivo resta un muy importante elemento de representatividad de la ciudadanía.



En el caso particular de que se trata, creo que si bien se puede declarar inadmisible la moción, cabe dejar planteada la solicitud de evaluación por parte del Gobierno, en especial por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, de tal manera de contar con los antecedentes necesarios, porque existen otras iniciativas en la materia.



Creo que nos inhibe el rechazo, sin más, de una petición de esta naturaleza.



Quisiera solicitar que se requiriesen al Gobierno los antecedentes sobre la factibilidad de la creación de la comuna mencionada o de cualquier otra iniciativa, relativa a una Región o a una comuna, que presenten los señores Senadores.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Efectivamente, señor Presidente, presenté la moción que la Mesa, con razón, ha declarado inadmisible por decir relación con una facultad exclusiva del Primer Mandatario; pero el asunto corresponde a una propuesta planteada por todos en la última campaña presidencial y parlamentaria.



En la comuna de Molina, a la que pertenece Lontué, se registra unanimidad en la gente y en todos los sectores consultados acerca de la necesidad de avanzar hacia la creación de esta nueva división de la provincia de Curicó.



Entiendo, por supuesto, que el Gobierno cuenta ya con estudios sobre la materia.



Espero que el Senador señor Coloma, quien representa también a la Región del Maule, se haga parte de la idea y que trabajemos juntos para poder lograr el objetivo perseguido.



Pero no me niego -al contrario- a lo expuesto por mi Honorable colega Navarro en el sentido de que, sin perjuicio de enviar un oficio al Ejecutivo, pase la iniciativa a la Comisión de Gobierno, donde podríamos estudiar, con el representante del Ministerio y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, la factibilidad de este tipo de proyecto para darle curso.



Me parece que en varios otros casos van a tener que crearse comunas y concurren todos los requisitos que actualmente se afirma que rigen para que exista este tipo de división territorial.



Pido que se mande, por lo tanto, el oficio referido, sin perjuicio de que, si se quiere remitir la iniciativa a Comisión, también me adhiero a ello.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solo deseo sumarme a la petición de mi Honorable colega Zaldívar.



En efecto, el requerimiento de crear la comuna de Lontué no nació ayer ni anteayer, sino que data de muchos años, y sus habitantes esperan hace mucho tiempo un pronunciamiento del Ejecutivo. Recuerdo que hace 20 o 30 años ya se mencionaba el asunto.



Por eso, estimo importante la remisión de un oficio, suscrito por una representación parlamentaria transversal, en orden a que es necesario acelerar los estudios para la presentación de un proyecto de ley de esta naturaleza.



Así que simplemente deseo dejar constancia de un acuerdo sobre el particular y de que cabe pedirle al Gobierno la máxima velocidad para definir, eventualmente, la creación de una comuna que no me cabe duda que es de las que realmente requiere la Región.



Con frecuencia -y el Senador señor Navarro planteaba algo al respecto- se aspira en muchos lugares a constituir una comuna. Ahora, es preciso ser responsables, en cuanto a que aquellas que se configuren tengan sentido, financiamiento, futuro.



A mi juicio, en el caso que nos ocupa se da tal ecuación. Sobre esa base, quiero sumarme, por este lado, a la solicitud y pedirle al Gobierno -repito- la máxima velocidad para lograr una definición.



He dicho.

V. ORDEN DEL DÍA

EXTENSIÓN DE VIGENCIA DE FRANQUICIAS DE ARTÍCULO 28

DE DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 341, de 1977, de hacienda,

y de artículo 35 de ley nº 19.420

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala hace un momento, corresponde tratar en primer lugar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley Nº 19.420, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7433-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es extender hasta el 31 de diciembre de 2011 el plazo de dos franquicias tributarias:



-La que exime de derechos, tasas y demás gravámenes aduaneros, en su importación al resto del país, a las mercancías elaboradas por empresas industriales manufactureras instaladas en Arica, y



-La que permite que las empresas manufactureras no acogidas al régimen de zona franca, instaladas o que se instalen en Arica, soliciten el reintegro de los derechos, tasas y demás gravámenes aduaneros en que hayan incurrido.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y le dio la aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. El texto se consigna en el primer informe.



Como se recordará, se abrió un plazo para presentar indicaciones, habiéndose formulado por el Ejecutivo una tendiente a sustituir el guarismo “2011” por “2012” tanto en el artículo 1° como en el artículo 2°.

El señor GIRARDI (Presidente).- La idea es pronunciarse sobre la iniciativa de inmediato, sin discusión, y después respecto de la indicación, para cumplir a cabalidad con el Reglamento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sus Señorías tienen la indicación en sus escritorios.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación el proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto por 29 votos a favor.



Votaron las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, la indicación se dará por aprobada con la misma votación.



--Así se acuerda, quedando aprobado en particular el proyecto.

Composición nutricional de alimentos y publicidad

sobre la materia. Informe de Comisión Mixta

El señor GIRARDI (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y los entonces Senadores señora Matthei y señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4921-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor Girardi y señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide).


En primer trámite, sesión 5ª, en 21 de marzo de 2007.


En tercer trámite, sesión 56ª, en 29 de septiembre de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 80ª, en 9 de enero de 2008.


Salud (nuevo): sesión 30ª, en 18 de junio de 2008.


Salud (segundo): sesión 6ª, en 1 de abril de 2009.


Salud (tercer trámite): sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2010.


Mixta: sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.


Discusión:



Sesiones 2ª, en 12 de marzo de 2008 (vuelve a Comisión); 31ª, en 1 de julio de 2008 (se aprueba en general); 9ª, en 14 de abril de 2009 (se aprueba en particular); 73ª, en 7 de diciembre de 2010 (queda pendiente su discusión); 75ª, en 14 de diciembre de 2010 (se rechaza y pasa a Comisión Mixta).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Habiendo rechazado el Senado algunas de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, la Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas ramas del Congreso, consigna sus proposiciones en el informe que Sus Señorías tienen a la vista.



Las proposiciones fueron aprobadas por unanimidad, con excepción del artículo 5°, referido a las facultades del Ministerio de Salud para determinar los alimentos altos en calorías y sal, que contó con el voto en contra del Honorable señor Uriarte y del Diputado señor Lobos; del artículo 6°, que prohíbe la comercialización y publicidad de los alimentos altos en calorías y sal dentro de los establecimientos de cualquier nivel y modalidad, que contó con el voto en contra de los Senadores señores Chahuán y Uriarte y del Diputado señor Lobos, y del inciso tercero del artículo 8°, que dispone la prohibición absoluta de usar ganchos comerciales para la promoción de alimentos, tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares, lo cual contó con la abstención del Honorable señor Chahuán.



Cabe tener presente que el artículo 4º requiere para su aprobación los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión el informe de Comisión Mixta.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La había solicitado primero el Honorable señor Rossi.



¿Desea plantear un punto de Reglamento?

El señor CHAHUÁN.- Así es, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, tal como habíamos conversado hace unos minutos, la Coalición por el Cambio está dispuesta a despachar el proyecto. Pero habría que efectuarle algunas correcciones, de común acuerdo con la Concertación, en la Comisión Mixta ya formada. 



Además, el Presidente del Senado ha manifestado su plena disposición a apoyar un veto tendiente a modificar materias menores de la iniciativa y mantener los artículos más emblemáticos, como la prohibición de expendio de comida chatarra en los colegios y el término de los ganchos publicitarios que permitan, por ejemplo, la venta de “cajitas felices”.

El señor ROSSI.- ¡Pero eso no es un punto reglamentario!

El señor PIZARRO.- ¡Para nada!

El señor CHAHUÁN.- En tal contexto, quiero pedir, como lo habíamos acordado, que se vea la posibilidad de volver el proyecto a la Comisión Mixta para ese fin.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No se está refiriendo a un aspecto reglamentario, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Pero déjeme terminar, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- ¡Se está refiriendo a la iniciativa! 

El señor CHAHUÁN.- Además, en virtud del artículo 129 del Reglamento, solicito segunda discusión para este proyecto a los efectos de acordar un texto por unanimidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Lo primero: su planteamiento no era un punto reglamentario; surge del debate.



En segundo término, la petición de segunda discusión corresponde después de agotada la primera.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, gracias por recordar el Reglamento.



En verdad, he notado mucho entusiasmo luego de que la SOFOFA dio a conocer su opinión crítica respecto del proyecto. Estoy sorprendido por tanto interesado de última hora. Aquel llevaba años en tramitación: hubo mucha discusión y participación de organizaciones sociales, del mundo académico y de especialistas de primer nivel en el campo de la salud pública en lucha contra la obesidad, en fin. ¡Y hoy todo el mundo se halla muy interesado...!



Resulta que la iniciativa, cuyos artículos fueron aprobados prácticamente por unanimidad -según señaló el señor Secretario-, ahora es mala. Mucha gente hoy día dice eso: “Es un mal proyecto”.



El Ministro de Salud lo hizo, sorprendentemente, después de que la SOFOFA, los empresarios, los productores, los importadores, los fabricantes de alimentos señalaran que no les gustaba el proyecto porque los estigmatizaba.



¡Pobres empresarios que venden comida chatarra a los niños de Chile: esta normativa puede disminuirles sus ganancias...!



Lo que está en juego hoy, a mi juicio, es algo muy de fondo. Y agradezco profundamente a la Sociedad de Fomento Fabril que haya puesto el tema en discusión -¡se lo agradezco!-, porque permite hacer un debate de cara a la ciudadanía. 



Este problema es de interés público. Y aquí ha quedado en evidencia que existen claros conflictos de interés. Hay quienes privilegian ciertas necesidades de grupos particulares (los fabricantes y productores de alimentos; la propia SOFOFA), versus los que priorizan el bien común y la salud pública de la población.



¡Qué falta de coherencia se ve cuando un Gobierno que habla de una campaña de vida saludable y de combatir la obesidad -incluso plantea incluir en el Plan AUGE la cirugía bariátrica para corregir alteraciones metabólicas producto de la obesidad- hoy día dice, con páginas completas de inserción en los diarios, que este proyecto no es bueno!



¿Y por qué no lo es? ¡Porque no les gusta a los empresarios, pues se verán afectados...!



Esta iniciativa, al informar a la población mediante el rotulado cuáles son los alimentos altos en grasa, en calorías y en sal, evidentemente provocará una baja en su consumo.



¡Ojalá así sea! Ese es el objetivo: reducir la ingesta de alimentos dañinos para los niños. 



Hoy, organizaciones que dicen fomentar la vida sana -seguramente, financiadas por las mismas empresas- expresan que la iniciativa no es buena. ¡Ello, después de años de manifestar que se trata de un gran proyecto, que es avanzado en la materia y que ha generado grandes consensos!



Permítanme dudar del comportamiento ético de mucha gente.



Lo digo con bastante responsabilidad.



No puedo entender esa actitud respecto de una iniciativa que ha concitado tanto acuerdo, que ha sido tan transversal, que no ha tenido mayores problemas en su tramitación.



¡Habla la SOFOFA: crisis política en el Gobierno, crisis en el Gabinete!



Al señor Ministro de Salud ahora ya no le gusta el proyecto. Y al Presidente del Senado y a quien habla nos descalifica de manera inaceptable. ¡Inaceptable!



Deseo expresar, con todas sus letras, que esta es una buena propuesta, pues se centra en las materias a las que se debe apuntar para combatir la obesidad: el fomento de la actividad física, entre otras.



¡Quién va a votar en contra de triplicar las horas de educación física! 



¡Quién va a votar en contra de que las mallas curriculares en todos los niveles de enseñanza, cualquiera que sea su modalidad, contemplen contenidos sobre las consecuencias de una alimentación poco saludable!



¡Quién va a votar en contra de que en el rotulado se indique la composición nutricional de los alimentos; de que se prohíba su publicidad engañosa; de que se etiqueten los productos ricos en sal, en grasa o en calorías, que son nocivos, dañinos, y provocan obesidad infantil y trastornos metabólicos en la población! 



¡Quién va a estar en contra de que se prohíba que esos productos nocivos y dañinos se comercialicen en las escuelas!



Los padres y apoderados nos pidieron muchas veces en la Comisión -y también en las comunas y los barrios- que legisláramos en esta materia para evitar que tales alimentos se vendieran a los niños.



¡Es tan difícil de entender eso!



En tal sentido hubo un tremendo consenso, igual que en lo relativo a la restricción de la publicidad. 



Sin embargo, en vez de hacer lo que las grandes empresas en todos los países del mundo -adecuar la composición nutricional de sus alimentos a los nuevos requerimientos bajando la sal oculta, las calorías-, acá amenazan: “No aportaremos a la Teletón”; “No financiaremos la Copa Milo”; “No vamos a apoyar más labores sociales”.



¡Esa es una amenaza velada! ¡Es matonaje de la SOFOFA! ¡Resulta francamente inaceptable en una democracia y constituye una afrenta a esta Corporación!



Los representantes de la Concertación -y le respondo al Senador Chahuán, por su intermedio, señor Presidente- no iremos a ninguna Comisión Mixta; aprobaremos el informe, porque estamos privilegiando el bien común, la salud pública chilena, la salud infantil, y no intereses corporativos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra...

El señor CHAHUÁN.- He sido aludido, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, puede pedir la palabra de acuerdo al Reglamento, pero no necesariamente se le dará de inmediato. Se la concederé luego del siguiente orador.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, firmamos la moción en su momento sobre la base de antecedentes que, desde los puntos de vista médico y sanitario, se tienen en cuenta en el mundo entero.



Por esas cosas del destino, la discusión del proyecto, que había hecho un viaje tranquilo en el Senado -su tramitación incluso se postergó bastante tiempo por distintas razones-, adquiere en la actualidad una connotación en el debate nacional que -perdóneme que lo diga; no obstante, lo hago con mucho respeto y afecto- me avergüenza.



Primero, dejo constancia de que hemos seguido la norma internacional respecto al consumo de alimentos que provocan obesidad y que son causa inicial de diabetes, de hipertensión, de lesiones cerebrales y cardíacas. Es decir, no estamos planteando nada distinto de lo realizado en la materia por países más desarrollados.



Cabe tener presente que especialistas del más alto nivel internacional que estuvieron con nosotros le dieron la razón a la iniciativa que nos ocupa.



En ese sentido, estamos tremendamente preocupados: Chile busca acomodar sus normas a las de la OCDE, con los equipos más importantes en materias económicas, etcétera; pero, cuando se trata de legislar en favor de los niños y ello toca de alguna manera el interés económico de las grandes empresas, parece que se nos olvida todo nuestro afán de desarrollo y nos quedamos con una negativa absurda, en este caso al informe en debate.



Segundo, quiero reclamar con muchísimo respeto (y me hago responsable de mis palabras): jamás imaginé que en este país, después de 20 años de democracia, pudiera haber instituciones mercantiles o económicas que tuvieran el sans-façon de hablar en el tono en que lo han hecho las aludidas. 

¡Eso es una insolencia! Y es una insolencia, además, para el Gobierno, porque lo han puesto en una situación tal que hace coincidir -lo digo en esos términos- la vuelta atrás de su posición con la voz de la SOFOFA. 


Yo no le imputo al Gobierno que esté actuando en función de ella. Como en las viejas películas, siempre es posible que se trate de una simple coincidencia. Pero resulta curioso que ambos hechos ocurran el mismo día.



Tercero, el Ejecutivo trabajó esta materia con la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados. Y en el Senado estuvo con nosotros la señora Jadue, entonces Subsecretaria de Salud Pública. Después de eso, ningún representante del Gobierno vino a decirnos que estaban en desacuerdo con lo que ocurría. 



Le pedí al Secretario de la Comisión Mixta que, como ministro de fe, entregue un documento donde se muestren las grandes diferencias entre lo que se aprobó en el Senado y lo que acordó la Cámara Baja. Visto ello, llegamos a la conclusión de que no es para nada cierto que en esta última se hayan tergiversado acuerdos o el sentido del articulado.



El Gobierno ha afirmado que el proyecto no corresponde a los acuerdos. 


Nunca, señor Presidente, ni el Ministro de Salud, ni el del Interior, ni el de Economía, ni nadie que tenga que ver en algo con el asunto vino a nuestra Comisión de Salud a decir: “No nos parece”. Si así hubiera sido, habríamos discutido el punto, como sucede siempre que se plantea una diferencia.


En su minuto fuimos capaces de arreglar con el titular de la Cartera de Salud lo de las licencias. De ese mismo modo podríamos haber arreglado esto otro. 



Pero en definitiva, después de la insolencia de la SOFOFA, de la presión evidente que ello significa para un Gobierno que representa genuinamente a la Derecha chilena, este adopta la actitud de no decir una palabra. Luego -peor aún-, un caballero como el Ministro de Salud se permite hacer observaciones sobre los parlamentarios tal cual si fuéramos un colegio parvulario al que puede decirle lo que se le antoje.



Otro aspecto acerca del cual se ha discutido mucho -incluso dentro de la Concertación hubo quejas sobre el particular- es la eficiencia para resolver ciertos asuntos en la Comisión Mixta. 



En tal sentido, cabe señalar que el artículo 4° se relaciona con el 6°. El primero se refiere a los programas de estudios y a cómo deben proceder los colegios en esta materia, y el segundo, a la prohibición de venta de determinados productos a los menores. 



Se votó al final -ello generó molestia en algunos señores Senadores, por considerarse que fue un poco torpe haberlo colocado- un texto relativo a la venta de alimentos en establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media. Y se dice ahora que estamos extendiendo la prohibición al nivel universitario, lo que es una estulticia.



Tengo en mis manos un certificado del Secretario de la Comisión Mixta que dice:



“Certifico que en la tramitación del proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (...) el Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un inciso primero del artículo 4° del siguiente tenor:



“Artículo 4°.- Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todos sus niveles de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas,” etcétera.



“La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó la frase “en todos sus niveles de enseñanza” por “en todas sus modalidades”.



“En la sesión de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las discrepancias producidas entre ambas Cámaras respecto de dicho proyecto, celebrada el día 12 de enero de 2011, luego que la Secretaria accidental diera cuenta del alcance de la discrepancia,” -esto motivó incluso la risión, como dicen en mi tierra, de muchos Senadores- “el Honorable Senador señor Francisco Chahuán propuso emplear ambos conceptos, o sea, en todos los niveles y modalidades de enseñanza. La cuestión quedó para ser resuelta en la sesión siguiente.”.



En tal oportunidad, para poder llegar a acuerdos -porque queríamos sacar el proyecto luego y porque, en materia de currículum, sinceramente creo que a los universitarios también hay que enseñarles esos contenidos, pues nos los conocen-, aprobamos la fórmula que propuso el Senador Chahuán.



El Gobierno, a través de sus personeros, ha señalado que la propuesta es una barbaridad, ya que no se puede prohibir la venta a gente mayor de edad. Si es bárbaro eso, el señor Chahuán es el responsable; y nosotros, también, por haber hecho caso a su planteamiento al objeto de conseguir la aprobación del proyecto.



Por lo tanto, señor Presidente, me quedo con tres ideas centrales. 



Primero, esta iniciativa debe aprobarse porque es buena.



Segundo, el debate me deja la sensación desagradable de que en este país sigue habiendo personas que se expresan como si fueran dueños de fundo del siglo antepasado, aunque ni siquiera estos señores hablaban de esa manera. Las instituciones a que me refiero terminan convirtiendo en buenos a los grandes latifundistas chilenos porque, a pesar de todos sus abusos, nunca usaron ese lenguaje.



Y tercero, me quedo con la triste impresión de que no es simple coincidencia que, frente a este proyecto, el Ejecutivo haya cambiado su posición y su votación justo cuando la SOFOFA levantó el punto de la manera como lo hizo.



Señor Presidente, votaré favorablemente la propuesta de la Comisión Mixta.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Honorable señor Chahuán, ¿pidió la palabra conforme al artículo 114 del Reglamento o para emitir su opinión sobre la iniciativa?

El señor CHAHUÁN.- Para intervenir, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, lamento la forma en que estamos desarrollando el debate.



Por su intermedio, debo señalar que el Senador señor Ruiz-Esquide, cuando alude al artículo 4°, pareciera no haber leído el resto del proyecto de ley.



Efectivamente, yo propuse que “en todos los niveles y modalidades de enseñanza” se incluyan en los currículos contenidos referidos a los hábitos saludables. Pero distinto es lo que se plantea en el artículo 6° -parece que Su Señoría no tiene conocimiento de ello o no leyó la norma-, el cual dispone la prohibición de vender determinados productos “en todos los niveles y modalidades de enseñanza”. Así se aprobó el precepto, a propuesta del Diputado David Sandoval, con la anuencia, entre otros, del Senador Rossi y los votos en contra del Senador Uriarte, de quien habla y del Diputado Lobos.



Aclaro el punto porque creo que no se leyó correctamente el articulado.



Para hacer imputaciones hay que estar bien informado o pedir el certificado adecuado. Lo digo con todo respeto.



En segundo lugar, le hago presente al Senador señor Girardi -por su intermedio, señor Presidente- que nos hemos perdido una tremenda oportunidad. Porque en las conversaciones sostenidas con él le hicimos ver la disposición de la coalición de Gobierno de apoyar el proyecto -¡de apoyarlo!-, y le manifestamos que en lo sustantivo estamos absolutamente de acuerdo. 



Nos preocupa que seamos uno de los cinco países del mundo con mayor cantidad de obesidad infantil. Hemos alertado -como lo hicieron los Senadores Rossi y Girardi, con quienes hemos trabajado estas materias- sobre la próxima crisis sanitaria como consecuencia del alto consumo de grasas, azúcares y grasas saturadas. Del mismo modo, creemos avanzar cuando comunicamos al señor Presidente del Senado que estamos disponibles para acudir a una Comisión Mixta con el objeto de resolver las desavenencias. 



¿Cuáles es la controversia? Una evidente tiene que ver con la indicación del Diputado señor Sandoval al artículo 6° de la iniciativa, apoyada por el Senador señor Rossi, en orden a impedir la venta de tales productos en universidades e instituciones de educación superior. 



¡Es evidente, señor Presidente! ¡Queremos mejorar el proyecto!



De otro lado, también hemos conversado con el Senador Girardi sobre la posibilidad de envío y apoyo del veto presidencial para dos normas del proyecto, que son completamente secundarias.



Lamento de verdad que no tengamos la posibilidad de contar con una iniciativa que tenga respaldo unánime en el Parlamento.



Los Senadores de la Coalición por el Cambio estamos dispuestos a avanzar. Sin embargo, no podemos pasar por alto las acusaciones de un Senador de la República, que realmente deberían avergonzar a esta Corporación. Él sostuvo: “Habrá que preguntarse si la SOFOFA está financiando campañas parlamentarias.”. 

El señor ROSSI.- ¡La vergüenza deberían tenerla ustedes!

El señor CHAHUÁN.- Es una vergüenza, porque además atenta contra la dignidad del Congreso, en especial del Senado.



Hemos expresado que vamos a votar en conciencia este proyecto de ley. Porque en el Hemiciclo no representamos más que los intereses de la gente: ¡Los intereses de la gente!



Me parecen profundamente injuriosas para esta Corporación las declaraciones del Senador Rossi. Y no las voy a aceptar.



Por otra parte, señor Presidente, tenemos una posibilidad histórica: que la Cámara Alta despache una iniciativa que reúna los consensos necesarios para terminar con los ganchos comerciales. Sí, para acabar con ellos y con la entrega de regalos y juguetes que inducen a que los niños consuman productos con elevados índices de sal y de grasas saturadas. Así lo dijimos en la Comisión; así lo subrayamos y así lo vamos a sostener con nuestra votación.



Con la misma fortaleza, hemos señalado que, para evitar que el proyecto se enrede en el Tribunal Constitucional -¡se enrede en el Tribunal Constitucional!-, pues cualquier norma que establezca currículos, como ocurre con los educacionales...



Por su intermedio, señor Presidente, pido al Senador Rossi que  me permita continuar. La única manera de entender es escucharnos. Si no es así, no habrá debate. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Llamo al orden a Sus Señorías.

El señor NAVARRO.- ¿Cuánto dura la réplica, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Senador Chahuán está haciendo uso de la palabra dentro del tiempo reglamentario. No ha utilizado el derecho a réplica.

El señor CHAHUÁN.- En el mismo sentido, debo señalar que -se lo propusimos al Senador Girardi, porque queremos sacar adelante el proyecto de ley- el inciso segundo del artículo 4° establece: “Además, dichos establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos tres bloques semanales fraccionados de actividad física práctica, que genere alto gasto energético.”.



Nosotros, que queremos sacar la norma, y avanzar, creemos necesario establecer una vida saludable y abandonar la conducta de sedentarismo. Lo hacemos, sobre todo, pensando en los dramas que vendrán en los próximos 20 o 30 años, cuando tengamos una población predominantemente enferma de diabetes y afectada por infartos cardiovasculares. Para eso hay que avanzar.



Por lo mismo, dijimos al Senador Rossi que para aprobar el proyecto de ley y evitar que se enrede en el Tribunal Constitucional era preferible la redacción de la Cámara de Diputados, que proponía la posibilidad de promover la actividad física.



Entonces, acá hay un debate completamente artificial. 



Y si la Concertación quiere adelantar de verdad el despacho de este proyecto, como lo deseamos nosotros, debemos terminar con los ganchos comerciales que llaman a los niños a consumir productos altos en grasas, en azúcares y en grasas saturadas, y promover la formación de una Comisión Mixta para que la iniciativa sea despachada como un gran logro del Senado. Y, por supuesto, en ese aspecto vamos a tener el apoyo del titular de la Cartera de Salud y del Ministro Larroulet.



Entonces, llamo a la Concertación a no sacar una ventaja pequeña, a no enredar el debate y a ser capaces de despachar una normativa legal que finalmente termine por establecer los estándares de una vida saludable, hábitos sanos y el abandono del sedentarismo. En definitiva, se trata de alertar a la población sobre los peligros de los productos altos en sal, en azúcares, en grasas saturadas.



Señor Presidente, llamo a no perdernos en el debate. Tenemos dos maneras de enfrentar esta materia: la primera, con altura frente a la necesidad clara de aprobar el proyecto; la segunda, con la cosa pequeña y con acusaciones al voleo. Si nos quedamos con esta última, al final del día la gente va a pasar la cuenta al Senado en su totalidad y nos evaluará según el modo en que actuemos.



Por el bien y la salud de los chilenos ahora y en los próximos 20 años, llamo a elevar el nivel del debate, a generar las instancias que nos permitan destrabar el proyecto, sin creer que actuamos en defensa de los intereses empresariales, que no representamos. Por lo menos yo no lo hago.

El señor ROSSI.- ¿Y quién lo hace?

El señor CHAHUÁN.- Acá yo no represento a nadie en especial; representamos a los chilenos. Y por eso pido que seamos capaces de sacar una norma que nos van a agradecer las futuras generaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en verdad, sorprende este debate, porque se produce después del trabajo de la Comisión Mixta que revisó las materias, en la cual la mayoría de los acuerdos adoptados fueron unánimes, como algunos de los que se han explicitado durante la discusión que hemos escuchado en la Sala, por ejemplo, el que dice relación a los currículos escolares; a las horas de clases, a la obligación de los establecimientos educacionales de promover una adecuada formación.



En la Comisión Mixta gran parte de los acuerdos se tomó por unanimidad.



Muchas de las cosas que hemos oído a quienes nos han antecedido en el uso de la palabra tienen que ver con que la Comisión Mixta se pronunció respecto de lo que sugirió o propuso la Cámara de Diputados. Pero la Comisión, por unanimidad, rechazó esa proposición, acordando el texto que hoy se somete a consideración de la Sala.



Señor Presidente, sorprende que no hayan tenido una reacción tan apasionada y con tanta convicción ante los medios de comunicación, los que hoy, luego del trabajo de la Comisión Mixta, señalan la conveniencia de revisar lo acordado por dicho órgano. Y lo que más sorprende es que su alocución, este llamado a la seriedad, se haga después de lo que vimos todos los chilenos en televisión ayer por la noche. 



Hoy día, en la reunión de Comités, pedí que el proyecto se votara esta tarde, porque, de lo contrario, tendríamos que explicar a la ciudadanía por qué, de manera posterior a la arremetida comunicacional de algunos grupos económicos, estamos presentando reparos a algo acordado casi en su totalidad unánimemente en la Comisión Mixta, teniendo presente las sugerencias que algunos colegas efectuaron a ciertos artículos.



Señor Presidente, me preocupa la forma en que vamos deteriorando la imagen pública de la política y cómo los actos que realizamos ponen en tela de juicio ante los ciudadanos nuestro comportamiento.



Creo que esto debe ser votado hoy. Y, de haber un reparo, este puede ser subsanado a través de un veto en la Comisión pertinente, lo cual no se hizo, según declaró el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, una cuestión reglamentaria.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en virtud del Reglamento, pido el uso de la palabra, conforme al derecho que se puede ejercer cuando algún Senador se siente aludido por las declaraciones o expresiones de algún colega.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Tuve la oportunidad de leer declaraciones a la prensa del Honorable señor Rossi.



Soy Senador, al igual que todos ustedes, y de Gobierno. Y al ver y oír expresiones en las cuales se afirma que los Senadores oficialistas podrían haber sido financiados en sus campañas o que no sería extraño que hubiese pagos a quienes sustentaran una posición “A” o “B”, creo que se nos está ofendiendo a todos y, más que eso, generando una situación que nos impide desarrollar un debate con altura de miras, seriedad y responsabilidad, en que cada cual se sienta libre de ejercer su derecho como legislador, sin que se le imputen actos delictuales que dañen su honra.



Pido al Honorable colega  eliminar de su discurso las expresiones que utilizó en esta sesión. Porque ninguno de nosotros merece las imputaciones que hizo.



Como no he participado en la Comisión Mixta, quiero tener la más plena y total libertad para pronunciarme sobre el informe que hoy se somete a nuestra consideración.
Pero, así como a él le molesta que le puedan presionar desde organismos externos -en ello le encuentro toda la razón-, no podemos permitir que tales presiones se hagan desde el interior del Hemiciclo sobre la base de presumir que uno va a actuar, votar,  hablar, defender o criticar algo en función de haber sido objeto de soborno.



Eso nunca lo he escuchado en el Senado.



Y, por lo tanto, con el mayor de los respetos, solicito a Su Señoría el retiro de sus palabras, a fin de respetarnos entre nosotros, que es lo primero, antes de pedir respeto hacia los demás, y de ejercer nuestras responsabilidades constitucionales en plenitud y con la libertad que nos merecemos.



Se lo solicito al colega Rossi por su intermedio, señor Presidente, con el objeto de que tengamos un buen debate sobre este proyecto de ley, sin suponernos intenciones  incorrectas ni prejuzgarnos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, solamente quiero saber a qué norma reglamentaria hizo alusión. Sería bueno precisar si se trata del artículo 114 o de otro, para ser considerado en su momento.

El señor CHADWICK.- Es el artículo 114, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿por qué no pregunta al Senador Rossi si está dispuesto a acceder a lo que le pidió el colega Chadwick?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Los llamo a todos al orden.



Se ha formulado una solicitud al señor Senador y él meditará sobre ella.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el proyecto en debate tiene una larga historia. Quiero recordar su inicio, porque me parece importante para la historia fidedigna de la ley y para información de todos.



Durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet se había planteado como meta que se registrara un tope de 12 por ciento de niños obesos a los 6 años. Cuando se realizó la encuesta nacional de salud, nos dimos cuenta de que nos acercábamos al 23 por ciento, y que nos hallábamos entre los países con mayor obesidad en el planeta y con uno de los riesgos más altos de enfermedad cardiovascular en adultos.



Al evaluar el contexto, observamos que los chilenos presentaban una de las más elevadas prevalencia de obesidad: dos de cada tres adultos son obesos y tres de cada cuatro padecen de hipertensión arterial. Con ello nos dimos cuenta de que estábamos entrando en una espiral de aumento de las enfermedades crónicas no transmisibles como primera causa de muerte.



En Chile, todos los días mueren 300 personas y 200 de ellas por infarto, accidente vascular, cáncer o complicaciones de hipertensión y diabetes. Pero lo más grave es que 100 personas de esa última cifra son jóvenes. Por lo tanto, se trata de decesos evitables.



Eso nos llevó a discutir con una eminencia mundial de nuestro país, el doctor Ricardo Uauy. Tomamos la decisión de convocar a un gran encuentro para formular este proyecto. Realizamos un seminario en el Congreso Nacional en que participaron 700 personas, al cual asistieron más de 500 nutricionistas del país, expertos de la Organización Mundial de la Salud y de la Organización Panamericana de la Salud y otras dos celebridades de estatura mundial: el doctor Pekka Pushka -a lo mejor algunos de ustedes recuerdan que fue Ministro de Finlandia, donde existe la experiencia más exitosa del orbe en combatir la obesidad-, Presidente de la Sociedad Mundial de Cardiología; y Philippe James, principal asesor político en el Reino Unido -donde igualmente se registra éxito en la materia-, Presidente de la Sociedad Mundial de Obesidad.



Con las organizaciones ciudadanas, las sociedades científicas y las sociedades chilenas de Pediatría, entre todos, elaboramos la iniciativa que Sus Señorías conocen. Ella se presentó en el Senado y fue aprobada primero por la Comisión de Salud y después por la Sala, yo diría casi unánimemente. Además, fue respaldada de manera clara y taxativa por las anteriores autoridades de salud, la Ministra Barría y el Ministro Erazo. Y las respectivas Subsecretarias de Salud manifestaron, en reiteradas oportunidades, que se trataba de una legislación necesaria para Chile.



Vino el cambio de Gobierno, y el Senado volvió a discutirla, porque durante su trámite en la Cámara de Diputados fue modificada en aspectos que consideramos esenciales.



El proyecto se hace cargo de una realidad: los niños chilenos, nuestros hijos o nietos, ingieren comida chatarra influenciados por la publicidad y el marketing. Y la recomendación más taxativa de la Organización Mundial de la Salud, que se reunió en Ginebra en el año 2002 y que fue suscrita por Chile, establece un llamado a disminuir la propaganda, a impedir la venta de comida chatarra en los colegios, a bajar los niveles de sal, grasa y azúcar, a tener rotulados comprensibles y a practicar actividad física.



Sin salirnos ni un centímetro ni una coma de lo propuesto por esas recomendaciones de Ginebra, nosotros elaboramos el proyecto que nos ocupa con las personalidades que mencioné.



Y lo que busca esta iniciativa tan resistida es impedir la venta de comida chatarra en los colegios, lo cual ya se realiza en casi todos los países de la OECD. Por lo menos en Francia, Alemania, Italia, España, Estados Unidos. El alcalde de Nueva York, Michael Bloomberg, quien es republicano, recibió un premio equivalente al Nobel de la Salud, por ser uno de los más duros críticos de la comida chatarra y de su publicidad. Incluso, él colocó botellas de Coca-Cola en el Metro, donde se exhiben los terrones de azúcar que contiene cada unidad. Además, ha denunciado a empresas como Nestlé y Kellogg´s por registrar altos niveles de sal y azúcar en sus productos.



En definitiva, el problema es que en la Cámara de Diputados le cambiaron artículos fundamentales al proyecto. Yo no voy a adentrarme en ello, pero evidentemente su texto se perforó en aspectos centrales, como el impedir la publicidad.



Además, se prohíbe el uso de stickers o adhesivos en la comida chatarra.



De otra parte, la sal y el azúcar están escondidos en las galletas, en los flanes, en los yogures, en el pollo, en los cereales y en todos los alimentos. Y las personas no lo saben, porque los descriptores son incomprensibles. La gente no entiende el significado de “500 miligramos de NaCl” o “40 gramos de azúcares libres”.



Los cereales que venden Nestlé y Kellogg´s los vamos a denunciar en instancias internacionales. Son comida chatarra. ¿Por qué tales empresas venden en Europa cereales con límites máximos de 20 por ciento de azúcar y 200 miligramos de sal y en Chile lo hacen con 40 por ciento de azúcar y 500 miligramos de sal?



¿Por qué debemos aceptar eso? ¿Por qué aceptamos que Kentucky Fried Chicken, que liberó a todos los países europeos de las grasas trans, durante años las siguiera vendiendo en Chile, a pesar de que se sabía que eran cancerígenas y que producían aumento del colesterol y de los infartos?



¿Por qué hemos debido aceptar todo ello? ¿Por qué tenemos que seguir aceptando estas presiones?



Entonces, planteamos que se repongan en el proyecto cuestiones centrales.



¿Por qué obligar a los niños a practicar actividad física tres veces a la semana? Porque durante años lo intentamos por las vías formales.



¡Sería el mejor negocio para Chile!



Señor Presidente, si se hiciera más actividad física, por ese solo hecho prevendríamos una cantidad inmensa de casos de obesidad, sobrepeso e hipertensión en niños. Sepan, Sus Señorías, que de los niños obesos, que corresponden al 23 por ciento, ya el 10 por ciento sufre hipertensión; un tercio, colesterol alto, y la mitad son prediabéticos. Por eso, la sola actividad física sería un instrumento de apoyo extraordinario. No logramos establecerla por otras vías y, después de discutirlo mucho, dijimos que, por último, en este proyecto diéramos una señal de lo que el país tiene que hacer.



Yo no digo que el problema sea culpa de este Gobierno. Es un asunto larvado que no hemos sido capaces de resolver. Pero hoy tenemos la posibilidad de solucionarlo.



Este proyecto establece una norma que permite a la gente el derecho a saber.



Se ha dicho que queremos impedir que las personas puedan comprar. ¡No! Nosotros queremos impedir -es cierto- que los niños de educación básica y media -lo disponía la iniciativa original- compren comida chatarra, porque no tienen cómo defenderse, sobre todo si ella viene presentada en un envoltorio con colores, con juegos y con advertencias que la hacen aparecer más bien como los productos más saludables del mundo, sin que nadie diga que contienen sal, azúcar. Y yo quiero que los niños, que son quienes deciden en estas materias, puedan entender.



Si hoy día la norma -y seamos claros en esto- se amplía a las universidades, no es por culpa del Senado ni por culpa de nuestro proyecto, sino porque en la Comisión Mixta un Diputado dijo que tenía un compromiso con el Gobierno y solicitó, para construir el acuerdo, cambiar la disposición que prohibía ese tipo de alimentos solo en establecimientos de educación básica y media, por otra que contemplara un criterio más amplio, en el sentido de que la prohibición se extendiera a todo establecimiento educacional, de cualquier nivel y modalidad.



No fuimos nosotros los que incorporamos  aquello. Nuestro proyecto, que Sus Señorías aprobaron, era clarísimo.



Sin embargo, el Diputado nos señaló que el acuerdo de la Cámara con el Ejecutivo era respecto de la iniciativa de ellos. Nosotros intentamos modificar la situación, y lo sabe muy bien el Senador Chahuán, porque delante de mí y del Honorable señor Uriarte llamó al Ministro de Salud para preguntarle si estaba de acuerdo con el proyecto, porque yo le señalé que este me había dicho -lo cual es cierto, independientemente de lo que se diga- que lo aprobaría. El Senador Chahuán -repito- lo llamó por teléfono celular delante de nosotros, y Sus Señorías votaron en consecuencia en esta materia.



¿Qué planteamos, entonces?



Nos parece que las empresas no tienen derecho, de la manera como lo están haciendo, a oponerse a este proyecto. No lo tiene el Presidente de Chilealimentos, a quien invitamos a todas las instancias (a un seminario, por ejemplo) para que se incorporara y opinara y para decirle que innovar era bajar los niveles de sal, grasa y azúcar.



¡Chile tiene que exportar salud, no basura! Y si quiere ser un país exportador de basura, déjenme decirles que ese no es el mejor negocio que puede hacer.



Y defender esta postura no significa ser talibán. Nos acusaron de ecoterroristas, nos acusaron de talibanes cuando se vio la Ley de Tabaco. Hoy nos acusan de serlo porque deseamos que la gente tenga derecho a saber. Queremos que cuando un papá y una mamá compren un cereal sepan qué contiene dicho producto.



Nosotros habíamos propuesto el semáforo para lo de la sal, la grasa y el azúcar, pero el Ejecutivo nos pidió cambiarlo, porque la presión de las empresas era muy grande. En su lugar, solicitó allanarnos a un acuerdo para que al menos los productos indicaran “Alto en sal”, “Alto en grasa” o “Alto en azúcar”.



Accedimos a ello, por cuanto es lo mínimo que deben saber los papás y los niños respecto a un cereal que contiene mucho de alguno de esos elementos. ¡Lo mínimo! Ahora los chicos lo sabrán. La gracia que tenían los colores es que ni siquiera se necesitaba saber leer para entenderlos.



Lo que no podemos aceptar, señor Presidente, es que vengan empresarios a decirnos que si hacemos eso no habrá financiamiento para la Teletón, que no habrá recursos para el deporte.



¡Eso es inadmisible!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor GIRARDI.- Le pido un minuto más, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Muy bien, señor Senador.

El señor GIRARDI.- A mi juicio, señor Presidente, aquí también hay contradicciones.



Primero, creo que existe un problema en la modalidad legislativa del Ejecutivo. ¿Por qué? Porque ustedes, señores Senadores, aprobaron el proyecto en conciencia y por unanimidad. Nadie del Ministerio de Salud ni del Gobierno vino a decirnos que tenía reparos. Y lo que ahora se ha repuesto es casi lo mismo que salió del Senado, salvo el punto que introdujo un Diputado de la UDI para ampliar el criterio de prohibición de venta de comida chatarra más allá del ámbito de la educación básica y media.



¡Nunca nadie vino a decirnos en la Sala o en Comisiones que tenía un reparo! ¡Nunca! Están las actas, señor Presidente. 



Los representantes de Salud ni siquiera fueron a la Comisión Mixta.



¿Por qué ahora, entonces, se sale con un discurso en el que, además de talibanes, nos acusan de no querer que la gente pueda decidir?



Nosotros queremos que la gente decida, pero con información, no bajo engaños.



El Ministro, incluso -se lo reclamé al Secretario General de la Presidencia-, se ha dado el gusto de decir que este es un fetiche mío para volver a recuperar credibilidad.



Igualmente ha señalado, con respecto a la ley sobre donante universal -que el Senado apoyó y aprobó, de lo cual me siento realmente orgulloso, y cuya autoría también pertenece a otros Honorables colegas-, que nosotros somos los responsables de que no haya donantes, cuando en realidad esto se debe a un problema de procuramiento de órganos.



El punto es que no corresponde que nos descalifiquen de esa manera por tratar de sacar adelante el proyecto que ahora nos ocupa. Y si la autoridad de Salud no vino a decir lo que tenía que decir, no es culpa nuestra.



Señor Presidente, acá también hay incongruencia. Porque, claro, comparto lo que ha expresado el Senador Chahuán y el espíritu que lo anima. Sin embargo, tengo acá las declaraciones del Ministro de Economía, quien hoy día señaló que el proyecto de etiquetado puede afectar la competitividad y el empleo.



Eso no es así.



Chile debe vender comida sana; tiene que ganar en mayor empleabilidad produciendo productos naturales, productos sanos, productos orgánicos; sin sal, sin grasa.



¡Por favor! Cualquiera que entienda cómo operan los mercados europeos, el de Japón, los mercados emergentes, sabrá que allí no se aceptará la comida basura.



Por eso, pido centrarnos en el mérito del proyecto y no en otras discusiones, ni en opiniones -legítimas, por cierto- que tenga el mundo empresarial. Lo que el mundo empresarial debe hacer es bajar los niveles de sal, de grasa y de azúcar, tal como lo están haciendo en Europa las mismas transnacionales.



Quiero decirles a Sus Señorías que cada una de las transnacionales se comprometió con la Organización Mundial de la Salud y firmó un documento para bajar los niveles de sal, grasa y azúcar, cuestión que no están cumpliendo en Chile. Y más encima se están prestando para hacer lobbys que son inaceptables de la manera como se están llevando a cabo, intentando, en cierta forma, amedrentar o generar una campaña del terror sobre los efectos que tendría este proyecto de ley, que lo único que pretende es permitir que los chilenos puedan decidir, proteger sus vidas, y que los papás, las mamás y los niños sepan, cuando van a un supermercado, que un producto tiene mucha sal, mucha grasa o mucha azúcar.



Ese es el proyecto que pedimos apoyar, señor Presidente.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el año 2000 la meta planteada por el Ministerio de Salud para el Bicentenario era reducir la obesidad de los escolares de 6 años de 16 a 12 por ciento.



La pregunta es -y está presente el Ministro Mañalich- si este Gobierno va a cumplir las metas.



Escuché atentamente la intervención del Senador Girardi. Y la verdad es que, si hay alguien que debería pedir disculpas a este Hemiciclo, sería el Ministro. Porque este es un poder del Estado que no acepta que se descalifique a uno de sus miembros, menos aún al Presidente del Senado.



¡Este no es el fetiche del Senador Girardi! Y, si así fuera, sería el fetiche de muchos Senadores. Y es un deseo, por cierto, de muchos padres que ven con temor cómo se enferman sus hijos.



Señor Ministro, está en una situación histórica. Si usted acepta el lobby de los empresarios y revierte su opinión, en Chile ya no se va a hablar de la “vuelta de carnero”, sino de la “vuelta Mañalich”: aquel que antes defendía que las empresas bajaran los niveles de sal, de grasas, se da vuelta y cambia de posición.



Yo quiero escucharlo para saber en qué está el Ministerio. Porque si a usted lo eligieron fue para proteger la salud de los chilenos, de los niños.



Estamos frente a un proyecto clave.



Claramente, se está pidiendo derecho a la información.



La Derecha está llevando al fracaso a este Gobierno. Se lo dijimos en Biobío, cuando no querían sacar a la Intendenta. Se lo dijimos la semana pasada, cuando insistieron en el posicionador satelital -y ahí están los pescadores: movilizados-. Se lo decimos ahora, que están traicionando un acuerdo mayoritario del Senado y siendo objeto de lobby. Porque es extraño: de la noche a la mañana descubrieron que había problemas en el proyecto.



¡Aquí hay evidencia de un lobby directo, duro, brutal! Y eso debe ser aclarado, no por quienes apoyamos la iniciativa, sino por los que concordaban con ella y hoy cambiaron de posición.



Tengo mucho respeto por el Senador Chahuán. Pero la verdad es que no me satisface su explicación. ¿Por qué pedir Comisión Mixta cuando hay consenso?

El señor CHAHUÁN.- ¡Para sacar adelante el proyecto!

El señor NAVARRO.- ¡O estamos con los niños de Chile o estamos con los empresarios, Senador!



Porque aquí hay un lobby. ¡Habló la SOFOFA, se cuadró la Derecha!



Este es el Gobierno de los empresarios; este es un Gobierno que no responde al interés nacional. 



Queremos responsabilidad en los fabricantes, queremos derecho a la información, queremos rotulación, queremos cosas buenas para Chile. Y hoy me dicen que hay que revisar el proyecto, que no se habían dado cuenta de algunas deficiencias.



En verdad, eso es insostenible. 



He leído lo que ha expresado el gerente general de Nestlé, don Fernando del Solar, en el sentido de que la iniciativa inhibe el derecho de las personas a elegir lo que consumen. ¿Dónde está la inhibición? Lo que estamos solicitando es más información, ¡derecho a la información!, el cual se halla consagrado en todos los países desarrollados.



¿Qué dice la OCDE, a la que entramos con tanto gusto, con tanto aplauso? Nos dice que, efectivamente, debemos cambiar nuestras políticas nutricionales. Nos advierte sobre el gasto en salud -y de eso el Ministro nos podrá hablar, porque además dirigía una muy importante clínica privada del país-: sostiene que mientras más se enferman las personas, más plata se gasta en salud. Y Chile tiene que elegir si va a prevenir enfermedades o si va a gastar millones y millones en curarlas; si predispondrá a sus niños a que sean obesos, como ya está archiprobado, o si establecerá medidas preventivas.



Yo le solicito al señor Mañalich que precise la posición del Presidente Piñera. Porque aquí no está en condición de Ministro de Salud, sino en condición de Ministro del Presidente Piñera. Y yo quisiera saber cuál es la opinión del Primer Mandatario; no la de sus Senadores, porque hasta hace poco decían que la suya era independiente de la del Gobierno. Yo cuando escucho a Chahuán, es la opinión de Chahuán. Así nos lo dijeron durante la discusión de la iniciativa sobre posicionador satelital. 



Yo quiero escuchar la voz oficial del Gobierno. ¿Está dispuesto a cambiar el presente proyecto? ¿Modificó su postura?



Por otra parte, el Ministro de Economía manifiesta que con la iniciativa se afecta la competitividad y el empleo. 



¡Chantaje! Ese es el mecanismo, ese es el concepto que define claramente esa perspectiva. 



Aquí se quiere ir contra la corriente, se quiere desvirtuar el tema de fondo. 



Si hay financiamiento o no para la Derecha de parte de los empresarios -algo prohibido por la ley-, será materia de debate. Pero no es hoy el tema de fondo.



Lo que tiene que decir la Derecha es a qué está dispuesta y por qué no lo señaló antes; por qué es malo que no se vendan alimentos y por qué es malo que no se permitan stickers ni otro tipo de atracciones.



La publicidad infantil ha sido denunciada en el mundo como nefasta. Producto de ella, claramente los niños inciden cada vez más en las compras y adquisiciones que hacen sus padres. 



El 7 de diciembre de 2005, el Instituto de Medicina de Estados Unidos reveló que la publicidad infantil fomenta los malos hábitos alimenticios. “El mercadeo de productos alimenticios y de bebidas probablemente conduzca a dietas poco saludables y puede contribuir a la aparición de enfermedades relacionadas con la mala alimentación entre niños y jóvenes”. Once mil millones de dólares gasta la industria alimenticia norteamericana para promover entre los niños el consumo de ciertos alimentos.



Tenemos que tomar una decisión. 



Yo estoy porque el proyecto que nos ocupa se vote y de que todo lo que se dijo en la Sala de ambas Corporaciones sea refrendado. Si hay Senadores que quieren cambiar su texto, que lo digan. La ciudadanía juzgará. Pero la verdad es que más del 60 por ciento de la población chilena presenta actualmente obesidad o sobrepeso. Y mientras más pobres, más obesos. ¿Por qué? Porque cuentan con menos información, porque se preocupan menos de conocer lo que consumen. 



Por lo tanto, es un deber y un derecho informarles sobre lo que están comiendo. Existen múltiples ejemplos de productos de consumo masivo donde el contenido nutricional, o no existe, o ha sido alterado, o, definitivamente, viene en letras tan pequeñas que nadie logra entender.



Yo entonces, señor Presidente, no veo cuál es la diferencia que hoy día nos entraba. ¿Qué vamos a hacer en la Comisión que nos propone el Senador Chahuán? ¿Qué se va a cambiar? ¿De qué manera se mejorará este proyecto, que fue consensuado, como señaló el Senador Girardi, no por los parlamentarios, sino por una multiplicidad de organizaciones sociales, de especialistas mundiales, entre ellos finlandeses e ingleses? Aquellos que apelan permanentemente al desarrollo neoliberal, sepan que Finlandia está en la línea de lo que el proyecto quiere aprobar.



Aquí, señor Presidente, la Derecha ha vuelto a cometer un grave error. Y va a meter en líos al Gobierno, una vez más. Es decir, a la voz de los empresarios, se produce un cambio de política que, en definitiva, terminará complicando al Ejecutivo. 



Yo insisto en que el señor Ministro aclare: ¿esta es la decisión del Presidente Piñera, o solo responde al interés abrupto de los señores Senadores de Derecha? Porque, al final, nos asiste todo el derecho a decirle al país que tenemos un Mandatario que inicia una campaña para una vida saludable, pero que sus parlamentarios terminan votando en contra de una iniciativa legal que va en esa dirección. 



¡No tendremos los medios de prensa, pero nos cabe todo el derecho a decirlo!



Y espero, señor Presidente, que el Ministro no haga caso omiso a mi emplazamiento:



¡Emplazo al señor Mañalich a que se pronuncie sobre el fondo del problema! ¡Quiero conocer la opinión del Ejecutivo! 



¡Este Ministro deberá responderles a muchas futuras generaciones! Porque el Senado ha hecho su pega, y la ha hecho bien. 



Habló Andrés Concha y se alborotó el gallinero. 



Habló la SOFOFA y cambiaron las posiciones. 



¡Ya no más vueltas de carnero, no más “vueltas Mañalich”! 



Yo quiero saber si el Gobierno persistirá en una política de vida saludable y, en definitiva, a qué se halla dispuesto. ¿Va a mediar a favor de la SOFOFA, va a mediar a favor de la Derecha, va a mantener el proyecto? ¡Que lo diga! 



Este es un Gobierno que no puede callar en una política de salud pública tan importante como esta.



Señor Presidente, insistiremos en la aprobación de la iniciativa en los términos en que la despachó el Senado. Y anuncio que vamos a rechazar las indicaciones que pretendan alterarla. 



Y, por su intermedio, deseo decirle al Senador Chahuán que no me quedó del todo clara su explicación de cuál sería el avance o modificación respecto a lo ya obrado. Lo que sí me quedó muy clara es la posición de la SOFOFA; también la del Ministro de Economía, que nos amenaza con el chantaje de la falta de competitividad, del desempleo. 



¿Quién manda en Chile? Eso es lo que está en juego. ¿Manda el Presidente? ¿Tenemos un empresario Presidente o un Presidente empresario? Tal es el debate. Yo quiero creer que tenemos un Presidente empresario; que, efectivamente, primará su condición de Primer Mandatario. Legítimamente, fue un exitoso empresario, pero en estos momentos debe prevalecer su calidad de Jefe de Estado. 



¡No queremos un empresario Presidente!



Y, para tener certeza de aquello, por supuesto espero la respuesta del señor Ministro de Salud.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



He dicho.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes la había solicitado el señor Ministro, a quien se la concedo.

El señor CHAHUÁN.- Yo también la estoy pidiendo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pero, de acuerdo al Reglamento, el señor Ministro tiene preferencia.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Muy buenas tardes, señor Presidente. Por su intermedio, saludo también a todos los señores Senadores y Ministros aquí presentes.



Respecto a lo que se me ha preguntado, quiero puntualizar (había pedido la palabra antes del emplazamiento que se me ha hecho) que efectivamente nos enfrentamos a una cuestión de extraordinaria importancia para la salud pública de los chilenos, de hoy y del futuro.



Nosotros asumimos el Ministerio de Salud en un momento bastante crucial para la epidemiología y la salud pública, en que, básicamente gracias a la ley AUGE, se han logrado enormes avances en el acceso a tratamiento una vez que las personas enferman.



Sin embargo, mantenemos una deuda muy compleja para lograr que nuestra población, que envejece muy rápidamente, preserve el mayor tiempo posible el capital de salud con que nace, sin adquirir enfermedades crónicas invalidantes o que conllevan graves consecuencias para la calidad de vida y la sobrevida.



En relación con la pregunta que se me ha formulado, debo señalar que no me corresponde hablar a nombre del Presidente de la República, sino como su Ministro de Salud, y decir que hay algunos aspectos que escapan a mi alcance, como los que se me han planteado, cuya trascendencia desconozco. Por ejemplo, se ha sostenido que este proyecto de alguna manera interferiría con la Ley General de Educación. En realidad, no tengo argumentos para pronunciarme sobre el punto. También se ha indicado que esta iniciativa legal sería contraria a determinados acuerdos internacionales suscritos por Chile en materia de comercio y que significaría establecer barreras que después podrían ser objetadas por nuestras contrapartes.



A pesar del ánimo caldeado de la discusión -y quiero contribuir a la paz pidiendo disculpas por si en cierto momento alguno de los Senadores aquí presentes se ha sentido ofendido por lo que yo, a lo mejor imprudentemente, he declarado-, nuestra posición formal como Ministerio de Salud es que estamos ante una gran iniciativa, en la cual se ha trabajado por mucho tiempo. Incluso en el Gobierno anterior, contrariamente a lo que se ha dicho aquí, no hubo la voluntad que sí hemos tenido nosotros para avanzar en ella. 



En ese contexto, el proyecto contiene un sinnúmero de cosas positivas, extraordinariamente importantes, que a continuación mencionaré. 



Nos parece de tremenda trascendencia evitar en la escuela que un niño resulte engañado por el ofrecimiento de un regalo, consistente en una calcomanía -si es que se usa esa denominación todavía-, un sticker o un monito, si compra cierto alimento cuando en realidad es dañino para la salud. 



Estamos conteste en que el etiquetado debe ser mucho más informativo de lo que es en la actualidad. 



Nos hallamos completamente de acuerdo -y así lo hemos trabajado con el Ministro señor Lavín- en que en todas nuestras escuelas tiene que haber quioscos saludables, autorizados para vender determinados alimentos y no otros absolutamente vedados. 



Por lo mismo, concordamos con lo de la plaza saludable.



Estamos conteste en que, independiente de que no diga relación con el marco de esta normativa, debe haber financiamiento a través del mecanismo AUGE de acciones preventivas para el diagnóstico precoz y el cambio de conducta de la población. 



También nos hallamos totalmente de acuerdo -y ya nos encontramos trabajando con el INTA en un reglamento al respecto, muy difícil a la hora de llevar a la práctica- en que, al menos en el corto plazo, haya contenidos máximos de sal y azúcar en los alimentos elaborados vendidos en nuestro país, que representan -como Sus Señorías saben- el 70 por ciento de la dieta de los chilenos, correspondiendo el 30 por ciento restante a los adquiridos para elaborar comida en la casa. 



Nuestro país cuenta con una política de salud alimentaria bastante estricta y avanzada. El Código Sanitario ha establecido la existencia de un Reglamento Sanitario de los Alimentos, que es un instrumento bastante poderoso, a través del cual ya se han implementado      -incluso en Gobiernos anteriores- muchas de las medidas sugeridas e impuestas como mandato en la ley en proyecto. 



¿Cuáles son los problemas que nos provoca esta iniciativa y que nos llevaron en la mañana a hablar con el Presidente de la Corporación, Senador señor Girardi, con el objeto de proponerle un camino de solución? 



En primer lugar, nos parece una dificultad que esta normativa no especifique con mayor claridad que su finalidad principal tiene que ver no solo con alimentos envasados, sino también con los que se venden en ferias libres, en locales de comida rápida, etcétera. 



Resulta claro que su interpretación se halla demasiado circunscrita a los alimentos envasados, cuyo impacto es relativamente marginal en la salud de la población, lo cual significa que aquellos elementos que con mayor facilidad se pueden criticar desde el punto de vista de la mala nutrición no son objeto formal de esta iniciativa, como lo son una hamburguesa, las papas fritas, o lo que fuera. 



En segundo término, estimamos que aquí se efectúa -la expresión puede no ser por completo correcta, así es que les pido disculparme- un esfuerzo hiperlegislativo, por cuanto muchas de las cosas estipuladas son factibles de realizar vía reglamentaria por el Ministerio de Salud. Sin embargo, la normativa nos impone obligaciones que muy difícilmente podremos cumplir o que implican para la Cartera distraer gran cantidad de recursos y contingente humano a fin de satisfacerlas, a menos que sea complementada con un financiamiento adicional, viabilidad que, por supuesto, dependerá de la discusión que se realice con Hacienda. 



Resulta también paradójico que en este proyecto, considerando el ambiente más adecuado para nuestra cultura social y cívica en los tiempos que corren, cual es el de favorecer la mayor autonomía posible de las personas -y por eso se habla de la provisión de la píldora del día después, del uso de preservativos o de las opciones que legítimamente toma cada cual en materia sexual-, se obligue al Ministerio de Salud a fiscalizar incluso a universidades para estar seguros de que allí no se expenden -por usar una caricatura- “Super 8” u otra cosa parecida, lo que en ese mundo de adultos puede interpretarse como una intervención excesiva en su libre albedrío.


En la práctica, este proyecto impone a la referida Cartera la generación de una suerte de policía o de “Stasi nutricional” a fin de que se inmiscuya en todos los ámbitos de la vida de las personas, para lo cual nosotros no tenemos -insisto- absolutamente ninguna capacidad. 



En ese sentido, creo que debemos utilizar un mecanismo como el que ha propuesto el Senador Chahuán, cual es llevar a una Comisión Mixta estos elementos accesorios pero esenciales para que la ley en proyecto no tenga trabas y pueda implementarse, aunque, por supuesto, siempre existe la posibilidad de recurrir a un veto aditivo de Su Excelencia el Presidente de la República. 



El último punto que, en mi opinión como Ministro, resulta extraordinariamente complejo de implementar en la práctica es el relativo a los plazos. 



Insisto en que ya estamos trabajando para validar, conocer si los componentes de un alimento se ajustan a lo etiquetado. Porque una cosa es lo que la etiqueta señala y otra lo que verdaderamente contiene un producto. Y así lo comprobamos a propósito de una fiscalización que el propio Ministerio efectuó hace un mes y medio aproximadamente cuando encontramos exceso de sal en helados. 



Decía que la dificultad se encontraba en los plazos, señor Presidente. 



En efecto, nosotros responsablemente podemos cumplir con una normativa tanto de alimentos envasados como de alimentos preparados dentro del plazo máximo de un año. Eso sería realista. Nos resulta tecnológicamente mucho más complejo -por no decir imposible- definir el contenido de grasas totales que debe haber en un producto. 



Por último, quiero hacer presente que respecto a los azúcares totales ya hemos redactado el decreto correspondiente en el marco del Reglamento Sanitario de los Alimentos, para que el etiquetado contenga efectivamente las cantidades máximas de dicha sustancia, último elemento que nos quedaba por cumplir al objeto de contar con una preceptiva de acuerdo al Codex Alimentarius, que es la normativa internacional utilizada por la Organización Mundial de la Salud y la FAO y recomendada a todos sus miembros, a la cual por supuesto Chile adhirió hace muchos años. 



Muchas gracias. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Larroulet, quien, conforme al Reglamento, tiene preferencia para intervenir en la Sala. 

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, deseo complementar lo expuesto por el Ministro de Salud, quien se refirió a las materias sanitarias involucradas en este proyecto. 



Como Gobierno, no podemos dejar de mencionar dos aspectos sustanciales para la buena marcha del país y que afectan a la iniciativa en debate. 



El primero se refiere a una norma relacionada con las horas de práctica de educación física en los establecimientos escolares. El texto final aprobado en la Comisión Mixta establece un número mínimo de ellas. Y, de acuerdo con los antecedentes que el Gobierno ha estudiado y planteado, tal circunstancia significa una complejidad muy grande en cuanto al manejo del currículo escolar.



Todos conocemos -de hecho, ha sido aprobada recientemente en el Senado- la preceptiva consagrada en la Ley General de Educación en lo concerniente al mecanismo para revisar el currículo escolar.



Con la norma aprobada finalmente en la Comisión Mixta se genera un delicado problema en el manejo de las jornadas escolares. Porque el currículo en Chile ha sido bastante estable. Él establece todo un procedimiento para distribuir las horas en cada una de las áreas temáticas de la educación. Y con esta disposición estamos alterando esa institucionalidad educativa para establecer las horas de enseñanza por materias. Así, por ejemplo, el resultado concreto es que esto va a significar eliminar otras asignaturas o reducir sus horas de una manera que no necesariamente corresponda a una definición del Consejo Nacional de Educación acerca de cuál debe ser el componente curricular que requiere el país.



En segundo lugar, la iniciativa también incorpora preceptos que, conforme a los antecedentes recogidos y a los convenios que Chile ha suscrito en materia de comercio internacional, serían susceptibles de afectar a nuestro país, por cuanto las normas de rotulación que se establecen podrían ser catalogadas por otras naciones como de naturaleza paraarancelaria. Y, en consecuencia, los productos de exportación, las actividades comerciales de Chile pueden ser objeto de acciones o prácticas de retaliación, de reclamo ante organismos con los cuales es muy importante mantener una situación de prestigio, en especial por el hecho de que somos una economía pequeña, abierta, donde el cumplimiento de la normativa internacional es muy relevante.



En resumen, a lo ya expresado por el Ministro Mañalich, yo agrego dos elementos también complejos incluidos en el texto de la Comisión Mixta que no resultan convenientes desde el punto de vista del interés nacional. Y nosotros queremos buscar los mecanismos para corregir tales preceptos.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en mi intervención trataré de responder varias afirmaciones que se han hecho y de efectuar algunas precisiones. 



Estas son las sesiones que más lamento. Porque los niveles de descalificación a que llegan algunos Senadores de la Concertación impresionan. 



Me sorprende su  nivel de reclamo cuando uno les dice menos de la décima parte de lo que ustedes expresan.



Hay personas que sienten afectada su honra si les dicen que son mentirosas. Si a algunos de ustedes les dicen “mentirosos”, les da lo mismo. Pero a otra gente le importa, porque tiene honra, prestigio. 



Quiero ser honesto, señor Presidente. Porque estas ocasiones sirven para ver la calidad humana de los Senadores.



Ya votamos este proyecto. Y lo hicimos con independencia. 



A nosotros no nos ha llamado nadie. A mí no me llama nadie.



Yo no sé, Navarro, si a ti te llamó alguien la semana pasada cuando defendiste aquí, en esta Sala, los GPS...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le pido que se dirija a la Mesa, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- ¿A quién defendías? ¡A quién! ¡Tú sabes perfectamente a quien! ¡Y aquí vienes con un doble estándar a representar a los trabajadores! 



¡No sé a quién representas! 



Cuando votamos la semana pasada -y quedó registrado-...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le solicito al Senador señor Longueira que se dirija a la Mesa.

El señor LONGUEIRA.- Sí, señor Presidente: todo, a través de usted.



¡Y aquí hoy día nos vienes a sacar al pizarrón!



La vez pasada voté en conciencia. Y voy a volver a votar en conciencia, como lo hace la Derecha.

El señor NAVARRO.- La Izquierda, igual.

El señor LONGUEIRA.- ¡Porque tus campañas y las de Rossi no las financian los trabajadores de Chile! 



¿Estamos claros?



Lo importante es cómo se vota. Y nosotros tenemos la tranquilidad de decirles que en todas las ocasiones hemos votado con absoluta libertad, por el bien de Chile. Al menos yo lo he hecho de ese modo. 



Así que no te voy a aceptar ni a ti, ni a Rossi, ni a ninguno de ustedes que nos injurien en la forma como lo han hecho.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, que se dirija a la Mesa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¡Por favor, señor Senador!

El señor LONGUEIRA.- Este es el daño que se le hace a la política chilena. Porque ustedes creen que se están dando un picnic hoy día con nosotros. No, señores: le están haciendo un daño sin precedentes a la política chilena. 



Gracias a Dios, tenemos a este Ministro de Salud. Pero aquí ustedes lo basurean, y les da lo mismo, pues ya no se dan ni cuenta de la forma como injurian a la gente. 



Hay gente con honra y prestigio. Y, a Dios gracias, el Ministro de Salud los tiene.



¿Cuál es el problema aquí, señor Presidente? 



¿Alguno de nosotros ha hablado? ¿Hemos fijado posición? 



Fíjense que en este proyecto estamos de acuerdo en 95 por ciento. Y en la Comisión Mixta se incorporaron dos o tres cosas con las que no concordamos. 



Ahora, como debemos votar un paquete, muchos nos sentimos en un problema por tener que avalar cosas que no nos gustan.



¡Terminemos con la hipocresía! 



Quienes han sido parte de esta iniciativa han tratado de corregirla en los pasillos. 



Esa es la información de que uno dispone. 



Entiendo que en un minuto todos estaban dispuestos a ir de nuevo a una Comisión Mixta.



¿Por qué no volvemos a prácticas que prestigien la política? ¿Para qué armamos este escándalo y este show gratuitos? 



¡Ustedes no se dan un picnic con nosotros, señores! Ustedes creen que se lo dan, pero no es así.  



¡Lo único que hacemos es denigrar la política, en especial al Senado!



Reitero: ¿por qué no volvemos a aquellas prácticas?



Señores, si nosotros, por este tipo de proyectos, hubiéramos instalado este clima el primer año que ustedes gobernaron, Chile no sería el de hoy. 



¡Y ojalá emerja en la Concertación gente que se atreva a romper esto! ¡Porque no podemos seguir en este clima, señor Presidente!



¡En esta iniciativa estamos prácticamente todos de acuerdo! 



Quienes estamos aquí queremos corregir aquellas cosas que no compartimos 



Son muchos quienes no las comparten. Pero no porque haya gente de la Concertación que esté de acuerdo con nosotros va a representar a los empresarios de Chile. ¡No, señor Presidente!



Si algo ha logrado la clase política es ponerse de acuerdo en el bien común. Hemos avanzado una enormidad, señores. No lo destruyamos con discursos y con sesiones como esta que le hacen un daño profundo a la política de este país. Y vengo advirtiéndolo desde hace mucho rato.



Señores, enfrenten a los que expresan sus opiniones. 



No he escuchado a ningún Senador de nuestro sector que haya dicho cómo va a votar.



Queremos corregir cosas que se incorporaron en otro trámite y sobre las cuales debemos pronunciarnos en paquete.



El Senador Navarro planteó ayer aquí, en una votación exactamente igual  -no recuerdo el tema-,... 

El señor CHADWICK.- Fue en un proyecto sobre educación. 

El señor LONGUEIRA.- ...que no sabía cómo votar -ignoro cómo se pronunció en definitiva- porque compartía algunas cosas y otras no. 



Ese es el problema en que estamos. 



Compartimos 98 por ciento del proyecto. ¿O creen que ustedes son los que quieren que los niños en Chile no se envenenen y los malos de la película, nosotros, deseamos que se envenenen? 



¡Terminemos!



Señor Presidente, lo único que hace esto es causar un daño enorme -¡enorme!- a esta Corporación.



Entonces, hay dos caminos para corregir aquellas materias -incluso me atrevería a decir que podría llegarse a ello por unanimidad; algunos estamos viendo el modo de alcanzarla-: o lo logramos en una Comisión Mixta o nos ponemos de acuerdo en un veto.



¡Por qué no hacemos las cosas bien! ¡Por qué no las hacemos con racionalidad! 



¡Por qué instalar estos climas entre todos quienes hemos contribuido a tener el país que evidenciamos hoy! 



¿O ustedes piensan que unos son buenos y otros malos? ¿Que algunos desean que los niños sean unos gordos jugando a la pelota y que otros quieren que sean flaquitos? 



¡Por favor, señor Presidente! ¡Hasta cuándo!



Nos encontramos ante un proyecto simple, bueno para Chile, que lo desea todo el país. Estamos de acuerdo en 98 por ciento de su texto. Hay dos o tres cosas que el Ministro de Salud y todos queremos corregir. ¡Pero no!: “Démonos este picnic”, con discursos en los cuales nos descalificamos, desprestigiando la política.



Ojalá emerjan personas que pongan un poquito de equilibrio. Porque no tengo ninguna duda de que la mayoría está conteste en las perfecciones que deben hacerse al proyecto.



Estamos todos de acuerdo, señor Presidente. ¡Pero no!: hay que dar un espectáculo frente a los medios.



¿Qué dice la gente cuando ve estas sesiones? 



¡Olvídense de las encuestas! 



¡Cuándo vamos a prestigiar al Parlamento, a la política, a la clase política! ¡Cuándo!



Este país lo hemos construido todos, desde nuestras diferencias. Y cuando no hay diferencias tenemos estos debates apasionados y acalorados, con ustedes descalificando a los Ministros, demandando que vengan aquí y digan esto o lo otro.



¡Por favor! ¡Terminemos con ese discurso!



No sé cuál será el camino que seguirá este proyecto. Pero quiero ser muy claro.



Espero que ustedes salgan señalando que la UDI impidió que se votara el informe porque ella representa a los empresarios de Chile.



¡Digan lo que quieran, señores!



He pedido, señor Presidente -y termino-, que el artículo 129 no se vote.



¡Vayan a decir afuera lo que deseen! 



La única razón por la cual nosotros solicitamos segunda discusión es porque queremos perfeccionar esta iniciativa y ver, de aquí a la próxima sesión, si podemos hacerlo inteligentemente en el Congreso o, en último término, a través de un veto.



Nada más. Así de simple. 



Todo lo otro que se ha expresado aquí son fantasmas que no sé en qué lugar se vieron, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de concederle la palabra al Honorable señor Kuschel, quiero recordarles a todos los señores Senadores que, de acuerdo al artículo 114 del Reglamento -sobre la base de esta norma he llamado al orden a algunos oradores-, la referencia que se haga “a un Senador o a cualquier individuo deberá ser en tercera persona”. 



Por tanto, les pido respetar ese precepto durante sus intervenciones.



Le voy a dar la palabra al Honorable señor Kuschel. Y llamaré a una reunión de Comités.

El señor ESPINA.- Previamente, pido la palabra, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Primero quiero conversar con los Comités.

El señor LARRAÍN.- Si se llama a reunión de Comités, debe suspenderse la sesión, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa es la que dirige el debate, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, cuando pertenecía a la Comisión de Salud, suscribí el proyecto sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad porque emanó de un acuerdo de todos sus miembros.



Me preocupan nuestros hábitos y estilos de alimentación y de vida, que no son saludables en todas las edades de nuestra población.

Represento a una Región alejada, productora de alimentos de tierra y de agua, primarios y cada vez más elaborados (en conserva o procesados de distinta manera).



En mi zona se produce 70 por ciento de la leche del país; 65 por ciento de la carne; 50 por ciento de las papas; 80 por ciento de los salmones; 90 por ciento de los choritos y otros productos del mar. Se producen además huevos, frutas y verduras, alimentos a los que, según la moda, se descalifica sobre la base de que no son saludables.



Nosotros estamos promoviendo los nuevos emprendimientos de mujeres y hombres en producciones básica, primaria y elaborada para consumo, exportación y, también, turismo. Pero algunos pequeños empresarios artesanales no se encuentran en situación de rotularlos de la forma como el texto en debate exige para todos los casos.



A nuestro juicio, el rotulado tiene que ser factible.



Tal vez la ley en proyecto se apruebe y no superemos la obesidad. Tampoco vamos a cambiar los hábitos de vida.



En la campaña electoral gasté menos de la mitad -casi un tercio- de los recursos que destinó el candidato que ahora me acompaña aquí como Senador por mi circunscripción. ¡Claro que yo saqué hartos menos votos...!



Existe una Ley de Transparencia. Así que eso se puede revisar para ver de dónde provinieron los recursos en cada caso.



Señor Presidente, pido que se atienda la propuesta del Senador señor Chahuán. Pero, como hay que votar “todo o nada”, en este momento, en las condiciones actuales, me inclino por pronunciarme en contra, a pesar de que, como dije, suscribí la iniciativa, por las razones que expuse.



Si no se puede mejorar el texto en las condiciones planteadas, desde ya le solicito al señor Ministro de Salud que, dentro de su ámbito, busque elementos adecuados para un reglamento de alimentación saludable.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Efectuadas las consultas pertinentes, voy a llamar a una reunión de Comités.



El Senador señor Espina, representante del Comité Renovación Nacional, me pidió hacer uso de la palabra antes.

El señor PIZARRO.- No. Vamos a hablar nosotros primero.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Es uno de los oradores inscritos.

El señor ESCALONA.- Hay otros Comités.

La señora ALLENDE.- Nosotros intervendremos igualmente.

El señor BIANCHI.- Y yo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se suspende la sesión por cinco minutos para efectuar una reunión de Comités.

)----------(



--Se suspendió a las 18:ll.



--Se reanudó a las 18:37.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la sesión.



Señores Senadores, quiero explicar los alcances del acuerdo de Comités.



Los Comités resolvieron, en forma unánime, plantearle a la Cámara de Diputados la posibilidad de volver a convocar a la Comisión Mixta, con el compromiso de discutir dos aspectos en los que estamos de acuerdo y que seguramente serán los puntos focales: primero, radicar solo en la educación básica y media la prohibición de vender comida chatarra y suprimir la eventual ampliación de esa restricción a otras instancias; y segundo, eliminar lo concerniente a la leche materna y la promoción de los sucedáneos.



En eso tenemos acuerdo.



Además, debo expresar que el Partido Unión Demócrata Independiente señaló que, si no hay consenso, respaldará esos dos puntos.



Entonces, tenemos un acuerdo que me parece muy razonable.



Si la Cámara de Diputados concordara con esa posición, habría Comisión Mixta. De lo contrario, el informe sería votado favorablemente tal y como está por los Senadores de la UDI, junto con quienes hemos apoyado el proyecto, y le pediríamos al Ejecutivo el envío de un veto si quisiera modificar los aspectos que hemos indicado.



Pienso que se trata de un muy buen acuerdo, que nos ayuda a salir adelante y a sacar un muy buen proyecto para Chile.



Conforme a ese acuerdo, suspenderemos el debate del informe de la Comisión Mixta para seguir con las otras materias que figuran en la tabla.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, solo deseo hacer dos correcciones a lo que usted ha señalado.



En primer término, debo recordar que ese era el espíritu inicial de la discusión del proyecto en el Congreso Nacional. Tales fueron los temas que nosotros planteamos. Estábamos de acuerdo sustantivamente en que la iniciativa era buena.



Por lo mismo, vamos a renunciar a la solicitud de segunda discusión. Y decimos claramente que Renovación Nacional también ha contribuido, con la Unión Demócrata Independiente, a generar un acuerdo en esta materia, porque la Coalición por el Cambio cree en la alimentación saludable y en la necesidad de avanzar en este ámbito.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo por lo menos quiero salvar mi responsabilidad.



En la reunión de Comités planteé que el veto corresponde a una atribución del Ejecutivo.



Lamento que no exista expresión escrita de los acuerdos que se tomaron.



Yo no entiendo que la tarea del Parlamento sea hacerse corresponsable de una atribución constitucional exclusiva del Gobierno.



Quería puntualizar eso, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Gracias, señor Senador.



--Queda suspendida la discusión del informe de la Comisión Mixta.

)---------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, se me pidió poner en tabla en esta sesión el proyecto que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales.

El señor LARRAÍN.- ¿Ahora?

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí, señor Senador.



¿Hay acuerdo?

El señor ESCALONA.- No, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay acuerdo.

)---------(

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? Quiero plantear un punto reglamentario.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, le solicito recabar la unanimidad de la Sala para que el proyecto que modifica la Ley de Tránsito para aumentar las penas por manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol, que se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pase a la de Transportes y Telecomunicaciones.



La propia Presidenta de la Comisión de Constitución me indicó que era preferible ese cambio de trámite porque en la de Transportes y Telecomunicaciones se hallan radicadas todas las iniciativas de tal naturaleza.

La señora ALVEAR.- Así es.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, esta mañana se inició la discusión general de la reforma constitucional sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los trabajadores del sector público.



¿Por qué no continuamos esa discusión? ¿Por qué no votamos ahora la idea de legislar?



Estamos muy dispersos, señor Presidente.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y DERECHO A HUELGA DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Hernán Larraín, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7293-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señores Larraín (don Hernán), García, Letelier, Sabag y Pérez Varela):

En primer trámite, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.


Discusión:



Sesiones 7ª, en 6 de abril de 2011, y 8ª, en 13 de abril de 2011 (queda pendiente la discusión general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La discusión general quedó pendiente en la sesión extraordinaria de esta mañana.



Están inscritos los Senadores señores Letelier, Longueira, Zaldívar, Bianchi, Sabag y Lagos.



Cabe recordar que para aprobar la idea de legislar sobre la reforma constitucional propuesta se requieren los votos conformes de 25 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- Vamos a dar la palabra según el orden indicado por el señor Secretario.



Se ha pedido abrir la votación.



Me parece adecuada esa solicitud, dada la hora y para viabilizar la tramitación del proyecto.



¿Le parece a la Sala, en el entendido de que se mantiene el derecho a fundar el voto?

El señor CANTERO.- Sí, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- Conforme.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la Constitución Política, en su artículo 19, numeral 16º, expresa: “La negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar.”. 



Lo que se quiere en esta reforma, como idea matriz principal, es eliminar la última frase. ¿Por qué motivo? Porque abrigamos la convicción de que al hacerlo se cumpliría el fin principal que perseguimos, cual es legalizar algo que los trabajadores del sector público hacen de hecho: negociar colectivamente.



Ese es el “corazón” de la moción presentada.



Como concepto adicional, se incluyó, en la letra b del número 1 del artículo único, la frase “Sólo en virtud de una ley orgánica constitucional se podrán establecer restricciones al ejercicio del derecho a negociar colectivamente de los funcionarios del Estado, fundadas en consideraciones de orden público y seguridad nacional,” -ello apunta, esencialmente, a la excepción que se ha de contemplar en relación con las Fuerzas Armadas y de Orden- “debiendo contemplarse en esos casos mecanismos alternativos de consulta y participación de las asociaciones que los representen. La misma norma regulará el procedimiento de negociación colectiva para los funcionarios del Estado y la forma de dar cumplimiento a los compromisos adoptados, incluidos aquellos que requieran de una norma legal que los implemente y sean de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.”.



Y un segundo criterio en la moción es el de aplicar lo mismo a los funcionarios municipales.



A nuestro juicio, el principio expuesto, de carácter fundamental, es el que se debe votar.



Los miembros de la Comisión optaron por incorporar un número 2, con el objeto de agregar una disposición transitoria nueva.



Me parece que aquí surge primero una cuestión de procedimiento legislativo, señor Presidente, porque debería votarse en general y solo en la discusión particular proponerse textos complementarios. Entiendo que la explicación reside en que la iniciativa es de artículo único.



Sin embargo, al pronunciarme, debo consignar que, en verdad, resulta discutible si la norma a que hago referencia es necesaria o no.



En todo caso, el proyecto en discusión es uno de varios que se han presentado -con mi Honorable colega Muñoz Aburto planteamos una iniciativa que iba más allá en su forma y diría que también en su fondo-, pero generaría las bases de un consenso en torno a cómo abordar la normalización o legalización de algo que ocurre de hecho, lo que ha sido la reflexión de muchos de nosotros.



Comprendemos a medias el porqué no se han querido tratar los otros. Es más, llama la atención que no se respeten y no se realice una discusión conjunta. Constituye una práctica peculiar respecto de algunas materias, porque se debería reconocer la historia de un esfuerzo tendiente a lograr la igualación de derechos de los funcionarios públicos con los de quienes se rigen por el Código del Trabajo, que es lo que, en el fondo, muchos quisiéramos ver.



Esperamos que la normativa en debate cuente con los votos suficientes para su aprobación en general, y no con el de uno o dos Senadores del oficialismo, sino con el de la mayoría de ellos. Lo anterior, para lograr coherencia en lo que queremos como Estado; para avanzar efectivamente hacia un análisis y una modernización de las relaciones laborales al interior del aparato estatal; para que se puedan superar normas del Estatuto Administrativo que, más allá de colores políticos, es preciso abordar, en lo atinente a la falacia de los contratos a honorarios, los cuales son, en verdad, de subordinación y dependencia; para que sea posible progresar de manera eficaz en rediscutir las estructuras de las plantas y las funciones que cumplen funcionarios muchas veces a contrata.



La idea es poder regular de buena forma cuándo y por cuánto tiempo se negocia, porque hoy día ello se hace prácticamente todos los años, con movilizaciones significativas de los diferentes actores participantes en la mesa pública. Si no me equivoco, son catorce organizaciones al día de hoy.



La reforma, señor Presidente, es algo que se nos ha pedido y que resulta concordante con los convenios de la OIT. Sin duda, abrirá el debate a otros aspectos vinculados con la legislación en vigencia, ya que algunos sectores laborales no pueden negociar colectivamente y, además, registran trabas pendientes. Solo a modo de ejemplo menciono lo que pasa, en el sector privado, con la confederación de trabajadores vinculados a las generadoras de electricidad, los que enfrentan la imposibilidad mencionada, en circunstancias de que el mecanismo que hoy día utilizan, de recurrir a personas incluidas en listas arbitrales, se halla absolutamente desfasado, por no decir caduco.



Como uno de los firmantes del proyecto y de otros que he suscrito con el Senador señor Muñoz Aburto, debo hacer presente que lo que más nos interesa es que se elimine de la Constitución la prohibición de negociar colectivamente que afecta a los trabajadores del sector público, entendiendo la excepción que se tendrá que establecer en relación con áreas propias de la seguridad nacional y del orden público. El propósito es que avancemos en legalizar lo que ocurre todos los años y que todos los presentes hemos legitimado con nuestro accionar durante mucho tiempo.



Es cierto que algunos experimentan inquietudes -en particular, dirigentes de la ANEF- respecto de la disposición transitoria que se pretende agregar, la cual expresa que “Las modificaciones introducidas en el número 16° del artículo 19 sobre negociación colectiva y huelga de los funcionarios públicos regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional que regulará estas materias.”. Es decir, algunos deseamos que la situación se legalice de hecho con la reforma constitucional y otros plantean un aplazamiento. Entiendo que eso es parte de la discusión en particular.



Lo que más nos interesa, señor Presidente, es la legalización mencionada; reconocerles el derecho a negociación colectiva y a huelga a los funcionarios públicos; encontrar mecanismos para que la regulación no altere el orden público ni los aspectos relacionados con la seguridad nacional, y considerar lo que el sistema significa en especial en el área que, a mi juicio, será de las más complejas: la de los funcionarios municipales, para definir de una vez por todas si existe o no autonomía municipal.



Muchos años atrás, cuando se dictó la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, surgieron diferentes interpretaciones sobre el alcance de dicho concepto. Creo que a veces este se ha exagerado en la dirección de concebirlo en forma plena, pero sabemos que en verdad no es así, porque los municipios no cuentan con un financiamiento generado por sí mismos y, por ende, su autonomía es limitada.



De la misma forma, será preciso definir qué significa la iniciativa para la negociación de los trabajadores de ese sector, a fin de ver si será interempresas, nacional o solo por comuna.



Creo, señor Presidente, que la ley en proyecto es importante y espero que todos los Senadores votemos a favor de que se reforme en la materia la Constitución.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, nos estamos pronunciando acerca de una enmienda constitucional que establece la posibilidad de negociar colectivamente para los funcionarios públicos. Y en forma adicional, como lo expresaron dos señores Senadores, se incorporó en la discusión previa una norma en orden a que ello regiría una vez que existiera una ley orgánica constitucional reguladora de tal cambio.



Muchos de nosotros vamos a abstenernos, porque deseamos conocer el acuerdo acerca de cuál será esta última normativa al que llegaron quienes presentaron la reforma.



Solo deseo recordar que fui de los pocos que se pronunciaron en contra de la enmienda constitucional para establecer el voto voluntario. Y hoy se registran numerosos problemas precisamente porque muchas personas quisieran revisar incluso esa posición.



Mi convicción más profunda es que lo que se resolvió le va a causar un daño enorme a la democracia y determinará que los sectores más pobres no voten, lo cual significará, finalmente, que ella se va a elitizar y que la participación será cada vez menor. Porque si algunos creen que votará más gente con el cambio y que se va a incorporar a los jóvenes, el Senador que habla abriga un gran temor en el sentido de que, perfeccionada la modificación, resultará exactamente lo contrario, como lo señalé cuando me opuse.



No sé si votaría hoy a favor de la inscripción automática, porque, en realidad, no tiene nada que ver con el proyecto respectivo, pero, si se establece, se perfeccionaría el voto voluntario.



Ahora nos ocupa la proposición de una reforma que muchos quisieran aprobar, pero es fundamental conocer hacia dónde se quiere apuntar.



Se ha expresado que, para la OIT, es preciso permitir la negociación que nos ocupa. No conozco -perdonen, Sus Señorías- un país donde se negocie colectivamente y exista inamovilidad. ¡O hay inamovilidad o hay Código del Trabajo!



Que no se diga que la OIT lo ha pedido, señor Presidente. Si a lo que apuntan los autores de la iniciativa es a que con la ley orgánica constitucional se termine la inamovilidad, eso me parece coherente. Pero, como lo desconocemos, como no sabemos qué se propone, no sé cómo se podría negociar con alguien que goza de ella. En la negociación colectiva, la empresa compite y puede quebrar, se llevan a cabo conversaciones, son posibles los reemplazos. Si ese proceso se realiza con alguien que tiene inamovilidad, se está perfeccionando el paro. Cabe recordar que se ha argumentado presentando la idea como una necesidad, dado que, de hecho, se registran paros cuando se negocia el reajuste en el sector público.



Por lo tanto, quisiéramos darles una oportunidad de avanzar en la materia a quienes presentaron la enmienda en debate y otros proyectos; pero estimamos que debe procederse igual que cuando se creó el Ministerio Público: al aprobarse la modificación pertinente de la Carta, se había consensuado en forma paralela la ley orgánica constitucional que establecía su funcionamiento.



Lo que quisiéramos, entonces -por eso, nos vamos a abstener-, es darnos el tiempo para que, en una reforma de esta naturaleza, avancemos en conjunto con la ley orgánica constitucional respectiva, a fin de conocer de qué manera negociarían los funcionarios públicos; si se tiene contemplado mantener o no la inamovilidad; de qué forma se resuelven los conflictos.



Porque el Fisco es un todo. ¿Ese sector completo de trabajadores va a negociar con el Ministro de Hacienda? ¿Cuál será el modo de hacerlo?



En consecuencia, en el ánimo de progresar en el asunto, deseamos que también se nos dé a conocer dicha normativa y que concordemos en ella.



Los Senadores señores Letelier y Gómez expusieron en la mañana que no son partidarios de que se contemple incluso la letra b, relativa a la dictación de ese articulado, de modo que podemos aprobar la reforma y, finalmente, no concurrir una mayoría que proporcione los votos necesarios para que exista el cuerpo legal.



Cabe observar, en consecuencia, que ni siquiera media consenso entre los que han suscrito el acuerdo para dictar una ley orgánica constitucional reguladora del sistema. Mis Honorables colegas comprenderán que, al eliminarse la letra citada, operaría el efecto de hecho y entraría en vigencia una reforma de la Carta.



Concurriremos con nuestros votos favorables para avanzar en la materia, entonces, en la medida en que conozcamos los contenidos de la ley orgánica constitucional, para no reproducir lo que hoy estamos viviendo con el cambio del voto obligatorio.



Por esas razones, señor Presidente, algunos Senadores nos vamos a abstener.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el Senador señor Hernán Larraín ha estado estudiando el tema desde hace muchos años. Ya dio a conocer que lo había analizado a partir del año 2006. Su Señoría es el autor intelectual del proyecto y nos ha invitado a copatrocinarlo, y lo hemos hecho con mucho agrado, porque el asunto merece, a mi juicio, que se le preste la atención correspondiente, ya que cada año presenciamos prolongadas huelgas del sector público, sin que exista ninguna regulación. Son ilegales, pero se efectúan de hecho. Lo lógico es establecer un marco regulatorio.



El proyecto contempla un artículo único que apunta a enmendar la disposición del artículo 19, número 16°, párrafos quinto y sexto, de la Constitución Política de la República. Sin embargo, el informe de la Comisión propone que la Sala lo apruebe solo en general, con el objeto de perfeccionarlo y enriquecerlo, en lo cual estamos todos muy de acuerdo, porque estimo que la materia merece un estudio más detenido y profundo.



La iniciativa tiende a modificar la garantía constitucional enunciada precedentemente, para modificar con posterioridad el Código del Trabajo o el Estatuto Administrativo, según corresponda. En efecto, las consecuencias de proyectos son mucho mayores que la simple enmienda de la Carta Fundamental, ya que requerirá una definición superior determinar si serán aplicables a los funcionarios públicos o municipales las normas del Código del Trabajo en cuanto a negociación colectiva o derecho a huelga, o bien, la introducción de modificaciones a los estatutos especiales que rigen a la Administración del Estado, las Fuerzas Armadas, personal municipal, entre otros, como el Congreso Nacional, el Poder Judicial, las empresas o instituciones del Estado, los fiscales del Ministerio Público, Gendarmería de Chile, etcétera.



El texto en examen viene en cambiar el eje de una garantía constitucional en la que un grupo de trabajadores -los del sector público, con todas sus modalidades- se hallan impedidos en la actualidad de negociar colectivamente y se pasa a reconocer como garantía individual el derecho a hacerlo. Es decir, de formar parte de la excepción, pasarán ahora a formar parte de la regla general: tendrán el derecho a negociar colectivamente.



El artículo 19 de la Ley Fundamental dispone que la Constitución asegura a todas las personas “La libertad de trabajo y su protección”, de acuerdo con su número 16º.



Los párrafos quinto y sexto de este último expresan:



“La negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar. La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. La ley señalará los casos en que la negociación colectiva deba someterse a arbitraje obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos cuya organización y atribuciones se establecerán en ella.



“No podrán declararse en huelga los funcionarios del Estado ni de las municipalidades. Tampoco podrán hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o empresas, cualquiera sea su naturaleza”, etcétera.



Deseo recordar que la Comisión invitó a importantes juristas para que dieran su opinión. Solo quisiera resaltar la participación del profesor Patricio Zapata -me salto algunos párrafos del informe, en aras del tiempo de que dispongo-, quien sostuvo que “el Congreso Nacional no debería quedar vinculado por los acuerdos que el Poder Ejecutivo alcance con organizaciones de trabajadores en el marco de una negociación. Al respecto afirmó que se deben dejar a salvo las prerrogativas constitucionales del Parlamento que, en su condición de Poder autónomo del Estado, no puede verse comprometido por acuerdos celebrados entre terceros”.



Pensemos en la Fiscalía Nacional del Ministerio Público llegando a un acuerdo con las asociaciones de fiscales: ¿quién daría consistencia a tales negociaciones? Por ejemplo, si estos pidieran un automóvil para cada uno, ¿cómo se haría efectiva la solicitud? Con posterioridad a esos acuerdos, ¿cuál será el papel del Congreso Nacional? ¿Vamos a aprobar nosotros los reajustes para que el Ministerio Público cumpla o se tratará de negociaciones entre los diversos servicios y el Estado o los Ministros correspondientes?



En consecuencia, se debe fijar una regulación adecuada, que determine cuáles instituciones públicas pueden negociar colectivamente, pero también qué responsabilidades les cabe a ellas. 



Siempre que se otorga un nuevo derecho también debe entregarse un deber.



Por otra parte, la Comisión acordó agregar una nueva disposición transitoria, la vigesimosexta, que me parece muy apropiada. Todo el entramado normativo requiere, sin duda, el establecimiento de dicho precepto, el cual señala que las modificaciones introducidas por la iniciativa “regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional que regulará estas materias”. Si tales enmiendas quedaran inmediatamente en vigor, podría intentarse alegar que la nueva ley deroga tácitamente el artículo 304 del Código del Trabajo, lo que permitiría iniciar en el acto un procedimiento de negociación colectiva en los términos de dicho cuerpo legal, con principios que son repudiados por el ordenamiento que actualmente rige al sector público.



Voy a votar a favor de la idea de legislar. Y esperamos que, con las indicaciones y los estudios que se realicen con posterioridad, el texto propuesto se perfeccione, tal como señala el informe de la Comisión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, al igual que otros colegas, en primer lugar, deseo hacer un reconocimiento a los Senadores que pensaron y pusieron por escrito la moción que dio origen a este proyecto de ley: los Honorables señores Hernán Larraín, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela.



Creo que la normativa propuesta viene a hacer justicia en términos laborales, pues termina con una discriminación, con una diferenciación que a todas luces no se justifica, y permite regular de mejor manera las relaciones laborales al interior del aparato público.



La modernización del Estado presenta distintas dimensiones (lo relativo a las compras públicas, a los nombramientos). Pero también implica dar al Estado chileno y a sus funcionarios una institucionalidad de la que hoy día carecen para conseguir sus legítimas reivindicaciones.



Complemento esto que cae de maduro con dos comentarios breves.



El primero es que legislar sobre las relaciones laborales, la negociación colectiva, el derecho a huelga de los trabajadores del sector público permitirá ordenar la forma en que tiene lugar el diálogo al interior del aparato público en Chile.



Ese diálogo hoy existe -ha estado presente desde que recuperamos la democracia hace 21 años-, pero resulta complejo; no es transparente; está sometido siempre a la interpretación pequeña; no regula la manera de expresarse ni las movilizaciones ni las reivindicaciones legítimas del sector público.



La propuesta que nos ocupa -si tiene éxito, si se negocia bien, si logra los acuerdos necesarios para generar una ley orgánica constitucional acorde con la que muchos queremos- posibilitará que los Gobiernos de turno tengan claro un cronograma de entendimiento con los funcionarios públicos; nos permitirá saber qué legislación será aplicable, y, sobre todo, ayudará a dichos trabajadores a organizarse de mejor forma.



Hoy día ellos cuentan con una representación, que es legítima. Pero, una vez que dispongan de la legislación que dará carácter legal a la negociación colectiva y al derecho a huelga, tales funcionarios -a veces desconfían del modo en que opera el sistema- participarán más activamente en las negociaciones y discusiones de su sector en lo que dice relación con sus derechos y legítimas reivindicaciones.



Por ello, señor Presidente, considero que la mayoría de nosotros concurrirá con su voto favorable. 



Me costaría creer que hay Senadores que no desean acoger esta propuesta para un sector importante de trabajadores en Chile: los que se desempeñan en el sector público, con altas responsabilidades. Se trata de un sector público reducido y deprimido; un sector público que debe hacer frente, con la misma planta, a un Estado que cuenta con un presupuesto seis veces mayor al que tenía hace 20 años.



Forma parte de la modernización del Estado otorgarles ciertos derechos básicos a los trabajadores públicos de Chile. 



Me alegro de lo propuesto mediante esta reforma constitucional, pues ello permitirá al movimiento sindical del sector público salir fortalecido. Contará con reglas más claras y transparentes, lo cual dará aún más legitimidad a sus dirigentes. En consecuencia, dicho sector podrá sacar la voz y hablar como corresponde.



Me reservo para la discusión en particular la opinión respecto de los alcances del artículo transitorio. 



Ojalá podamos efectuar un debate con altura a la hora de discutir lo relativo a la ley orgánica constitucional. Confío en que recogerá lo mejor de aquello que esperamos para el sector público.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, vuelvo a señalar que el Estado da un pésimo ejemplo como empleador, tal vez el peor.



Y el Senado tampoco ha sido la excepción. Muchos de nuestros funcionarios se hallan en una condición particularmente especial y precaria: están a contrata o a honorarios, condición que les impide cada año proyectarse en familia y tener la tranquilidad para seguir desarrollando su actividad.



Esa misma situación se copia y se repite en el aparato público.



Por lo tanto, se nos presenta un desafío importante para garantizar de mejor manera el trabajo de nuestros funcionarios. Se trata de una gran tarea, que estoy seguro que usted podrá emprender en su calidad de Presidente de esta Corporación.



En cuanto al asunto que nos convoca, el análisis del proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Hernán Larraín, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, me sumo a las felicitaciones por tan relevante propuesta. La comparto absolutamente.



Hace un tiempo yo fui un poquito más allá, y presenté una moción para crear la Dirección General del Trabajo. Uno de los Senadores que me acompañaron con su firma fue justamente el Honorable señor Lagos. 



En ella hacíamos ver que los funcionarios públicos necesitan un resguardo independiente de los Gobiernos de turno y distinto de la situación que se observa cada cierta cantidad de años; algo que se encuentre por encima de esa lógica y que permita a nuestros trabajadores contar con una legítima defensa.



En esa línea propusimos crear esta Dirección General del Trabajo. 



A la actual Dirección del Trabajo le corresponde:



-Fijar el sentido y alcance de las leyes del trabajo mediante dictámenes.



-Dar a conocer a trabajadores y empleadores los principios de la legislación laboral vigente.



-Efectuar acciones tendientes a prevenir y resolver los conflictos de los trabajadores. 



Es decir, su labor se halla radicada en el sector privado. Distinto es el anhelo del referido proyecto de ley, que hemos tratado de socializar con este Gobierno y el anterior.



Hace un tiempo hablé con la Ministra del Trabajo anterior sobre el asunto, quien me señaló que por ningún motivo se podía avanzar en esa línea. 



Hoy dialogué con algunos colegas que se mostraron dispuestos a retomar el tratamiento de esa materia como una solución de fondo al problema, independiente del Gobierno de turno. Para ninguna Administración resulta bueno tener conflictos con los trabajadores públicos. Todo lo contrario.



La iniciativa que crea la Dirección General del Trabajo radica en esta todas las situaciones laborales de los distintos sectores. Así, los Gobiernos, sean cuales sean, quedarían al margen -gratuitamente o no- de hacerse parte de los conflictos que de manera permanente se viven legítimamente en el sector público.



¿El Estado es un mal empleador? ¡Claro! ¡Nunca cumplió la norma 80/20! La gran mayoría de mujeres y hombres que trabajan en dicho sector se mantienen a contrata o a honorarios durante largos años (10, 15, 18 años) sin contar con un contrato laboral que dignifique la función desarrollada por tanto tiempo.



Me alegro sinceramente, Senador señor Larraín, por el proyecto que ha presentado. Como dijo en el transcurso de la mañana, su contenido va más allá de la Administración de turno. Es una mirada inteligente, de futuro, que pretende modernizar, sin lugar a dudas, el accionar de nuestros trabajadores públicos. 



Me sumo absolutamente a la iniciativa. La voto a favor. 



Pero le vuelvo a repetir al Gobierno que no deje pasar la oportunidad de poder revolucionar la situación del sector público a través de la creación de la Dirección General del Trabajo, que resuelve el fondo del problema.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer lugar, destaco lo propuesto en  esta reforma constitucional, principalmente porque establece derechos y no restricciones. Este es un tema no menor. La tendencia de la Constitución originada en 1980, como todos sabemos, era limitar derechos. 



Vale reconocer esto hoy día, cuando se están discutiendo otros proyectos de ley, como el relativo al voto de chilenos en el exterior. La tendencia normal, cuando se pasa de un régimen autoritario a uno democrático, es ir otorgando derechos en favor de los ciudadanos y no más restricciones. En ese sentido, se da un gran paso. 



Por eso valoro la proposición planteada por los Senadores señores Hernán Larraín, Letelier y Sabag, entre otros autores de la moción. No solamente han percibido la necesidad de conceder el derecho a negociación colectiva en el sector público y terminar con las restricciones constitucionales y legales que limitaban su ejercicio, sino que también están prestando oídos -en hora buena que ello ocurra- a un Convenio internacional ratificado por Chile: el número 151 de la OIT, que -como se ha dicho- busca generar condiciones para la negociación colectiva.



Quiero agregar otra cosa, señor Presidente: lo que es de hecho, que sea de Derecho. A mi juicio, tal premisa es un tercer principio inspirador de la reforma. Y por eso destaco a los autores. 



Nadie puede afirmar -menos asustarse por lo que estamos legislando- que tal negociación no sucede. Ocurre en Chile con organismos de la Administración Pública, por ejemplo, cuando se negocia con la ANEF el reajuste fiscal. Hace poco vimos incluso una movilización de los jueces de garantía. ¡Hubo un paro de los tribunales de garantía! 



Por lo tanto, pese a que algunos hoy día insisten en que la situación está radicada solo en los trabajadores de la Administración del Estado, obviamente dejando fuera a las policías, a las Fuerzas Armadas y a quienes se desempeñan en cargos directivos -me parece muy coherente ese planteamiento, pues se trata de puestos de confianza (mal podrían movilizarse en contra de sus jefes)-, yo no descartaría que, una vez dictada y promulgada la ley orgánica respectiva y que tengamos una mayor amplitud, la aplicación de la normativa se extendiera, como señaló el Senador señor Sabag, a los funcionarios municipales, a los del Congreso y a los del Poder Judicial.



Entonces, me parece que esta es una gran iniciativa, que se anticipa a los hechos, aunque cabe recordar que ya ha habido varios planteamientos de la OIT en el sentido de que Chile debe normar esta materia.



Además, el Convenio 151 de la OIT es bastante completo en cuanto a establecer la aplicación de sus disposiciones y las condiciones en las cuales se lleva adelante. Incluso, en los artículos 7 y 8 se habla de “medidas adecuadas” para el proceso de negociación colectiva y de cómo estas “deben ir asociadas a mecanismos de solución de conflictos”.



A mi juicio, las modificaciones propuestas al artículo 19, numeral 16°, de la Carta Fundamental, relativo a la protección de la libertad de trabajo, en sus incisos quinto y sexto, donde se habla de la negociación colectiva, van en la línea correcta. Considero absolutamente necesario terminar con esa restricción. Constituye un derecho para los trabajadores del Estado, quienes cumplen una gran labor, como lo destacamos esta mañana a raíz de una reforma muy importante al sistema de educación. 



Por último, señor Presidente, cabe resaltar que el Convenio 151 de la OIT insiste en algo que caracteriza a dicho organismo y de lo que a veces nos escandalizamos un poco en Chile. Dicho instrumento internacional, que estamos refrendando mediante esta iniciativa de origen parlamentario, hace presente “la importancia que debe atribuirse a la celebración de consultas francas y exhaustivas sobre cualquier cuestión o legislación proyectada que afecte los derechos sindicales”. 



Según lo anterior, cuando se estudie la ley orgánica que se deriva de este proyecto, será de gran importancia escuchar a los trabajadores, a fin de ver si el alcance de esta reforma es lo que se requiere. 



Al respecto, no puedo dejar de hacer la comparación con lo ocurrido en relación con la consulta a los pueblos indígenas. En este caso tengo la impresión de que nos hemos hecho un poquito los lesos como sociedad, como Estado. 



Con todo, en esta materia los organismos pertinentes reclaman de nosotros una actitud mucho más proactiva.



Por todo lo dicho, señor Presidente, voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, esta es una iniciativa importante, que, como se ha señalado aquí, debiéramos haberla aprobado hace muchos años, por dos razones.



Primero, porque Chile es suscriptor del Convenio 151 de la OIT, que no hemos cumplido. Por tanto, estamos en deuda.



Segundo, porque, como dijo acertadamente el Senador Hernán Larraín, uno de los autores de la moción, esto es una realidad. Quienes tenemos experiencia en funciones de Gobierno lo sabemos muy bien. Siendo Ministro de Hacienda, ya en 1964 me tocó negociar permanentemente con los gremios del sector público. Y, de hecho, se produjeron paralizaciones, dado que no existía un mecanismo regulador de ese derecho, el cual resulta esencial para el bienestar de las relaciones laborales.



Avanzar en ese sentido no implica poner en riesgo lo que podría denominarse “la tranquilidad” o “la estabilidad” de dichas relaciones en el ámbito público, sino que reglamenta la situación para dar cauce a las negociaciones, lo que permitirá cumplir los tratados con los cuales estamos comprometidos, respetar los derechos laborales, y, a su vez, regular el proceso de negociación entre los funcionarios públicos y el Estado.



Ahora, en cuanto a la propuesta misma, hay una disposición transitoria que se refiere a la ley orgánica que deberá dictarse. En mi opinión, de todas maneras debe elaborarse una legislación que norme el sistema de negociación entre los empleados públicos y el Estado. Ello es de la esencia del proyecto. Sin esa normativa, la presente reforma no sería más que una declaración de intenciones respecto de determinados derechos, pero no tendría implementación. De hecho, pienso que tal disposición no es necesaria, por cuanto la Constitución por sí misma requiere, cuando se establecen derechos, la existencia de una ley orgánica que regule su ejercicio.



De todas maneras, ese punto lo discutiremos cuando la Comisión de Constitución elabore el segundo informe y dispongamos de una redacción más definitiva. 



En consecuencia, si el Senado aprueba hoy la idea de legislar -ojalá que así sea-, daremos un paso importante en una materia que estaba pendiente.



Voto que sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, al final de mi intervención en la sesión de la mañana, solicité que este proyecto se refundiera con otro que está en la Comisión de Trabajo y que aborda el mismo tema. Me refiero a la iniciativa que consagra el derecho de los funcionarios públicos a negociar colectivamente (boletín Nº 6.218-13).



A mayor abundamiento, me permito citar el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional: “La Sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa Cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.



Como esa es la situación, reitero la petición que planteé en la mañana: que la Sala autorice que la Comisión de Constitución pueda refundir los dos proyectos cuando el que ahora nos ocupa vuelva a dicho órgano.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, creo que cuando las cosas ocurren en la práctica, en los hechos, sin estar reguladas, las conversaciones y las negociaciones pueden encauzarse mal y terminar generando perjuicios. Por eso, cuando los trabajadores del sector público dialogan, conversan o negocian con el Gobierno y se paralizan los servicios públicos, lo lógico es regular, encaminar y transparentar la situación. 



En mi opinión, todos debiéramos felicitar al Senador Hernán Larraín por haber propuesto esta reforma a la Constitución, la cual permite resolver, por medio de la ley, este tipo de acontecimientos.



Si uno entra en un mundo globalizado y firma tratados que están vigentes no puede desentenderse de ellos. Acá tenemos normas de la OIT, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que nos obligan a disponer regulaciones en estas materias.



Chile es el único país en el mundo que prohíbe a nivel constitucional la negociación colectiva y que establece la prohibición del derecho a huelga.



La regla general es poder negociar colectivamente y no prohibir el derecho a huelga.



Es más, algunas normas efectivamente disponen derechos para los funcionarios públicos. La ley N° 19.296 reconoce a los dirigentes sindicales del sector público el derecho a fuero y a los permisos sindicales. Y, en ese sentido, el hecho de que avancemos en esta materia profundiza algunos de los derechos reconocidos en algunas normativas.



La norma 80/20 no se cumple. Tenemos más funcionarios a honorarios y a contrata que de planta. Estos solo son 86 mil. 



Por eso estimo importante hacernos cargo de estos problemas y que el Estado deje de ser un mal empleador y regularice las situaciones que hoy día se encuentran en el limbo y que generan precariedad en los trabajadores.



Durante la discusión del proyecto, se hicieron algunas sugerencias, como la del profesor de Derecho Constitucional don Patricio Zapata, quien propuso ciertos cambios en el orden de la redacción de los autores de esta propuesta de reforma constitucional. De tal manera que esperamos presentar ciertas indicaciones para mejorarla.



Algunos casos van a requerir arbitrajes obligatorios. Por ejemplo, cuando el sector público está involucrado en la seguridad nacional y en el orden público, es posible la existencia de mecanismos alternativos de consulta y participación de las asociaciones que los representan. 



Todo eso lo podemos regular a través de la ley orgánica respectiva.



Señor Presidente, quiero destacar lo que sucede en la Región de Aysén, la cual represento en el Senado, donde la mayoría de los trabajadores son del sector público. Sin embargo, en la actualidad, a pesar de haber diálogo, conversaciones y también paralizaciones, por no hallarse normada la situación, en algunas ocasiones, lamentablemente, hay amenazas y represalias de parte de las autoridades. Esto tiene que ser resuelto en forma razonable. Y la mejor manera de hacerlo es eliminando la prohibición constitucional de la negociación colectiva y, por supuesto, del derecho a huelga.



En consecuencia, señor Presidente, vamos a votar a favor del proyecto de reforma constitucional. Esperamos que en la ley orgánica constitucional correspondiente se complementen sus normas conforme a una buena regulación que permita encauzar el diálogo mediante la negociación colectiva. 



Al mismo tiempo, confiamos en eliminar este verdadero “garrote” que consiste en prohibir las huelgas e impedir la negociación colectiva.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo precisar un punto de la intervención del Senador señor Longueira, en el siguiente sentido.



Al referirnos a la disposición Vigesimosexta transitoria -señala que “Las modificaciones introducidas en el número 16° del artículo 19 sobre negociación colectiva y huelga de los funcionarios públicos regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional que regulará estas materias.”- es necesario aclarar que no hemos planteado que no deba haber una ley orgánica ni estamos en contra de su dictación, pues en el propio proyecto de los Senadores patrocinantes se establece que una ley orgánica precisará cuáles son las situaciones en las que podrá haber restricciones al ejercicio del derecho que menciona.



Por lo tanto, a nuestro juicio, de acuerdo al proyecto original, dejar la vigencia de la normativa sujeta a la dictación de la ley orgánica produce un efecto no deseado, porque también se puede incluir en aquella lo que solicitan quienes están por abstenerse.



En mi opinión, es importante contar con los votos suficientes para que esta iniciativa se siga debatiendo, ya que ahora se trata de aprobar la idea de legislar. Si algunos se abstienen, no se va a alcanzar el quórum requerido y eso, finalmente, impedirá continuar analizando un proyecto que de verdad tiene mucha trascendencia y que, incluso -como lo dije en mi intervención anterior-, fue presentado por Senadores que usualmente estaban en desacuerdo con estas normas. Los tiempos han cambiado. En ese sentido, es importante valorar que se haya formulado esta moción.



Creo que resulta relevante cambiar las abstenciones para, de una u otra forma, seguir discutiendo un proyecto en el que durante muchos años se ha buscado avanzar. Y no hay que pensar que esto podría significar un retroceso. Porque, al igual como lo hicimos con la iniciativa anterior, donde, después de un debate bastante agrio, en el que daba la impresión de haber una situación muy compleja entre nosotros, fuimos capaces de buscar una fórmula.



Entonces, si este proyecto se rechaza por falta de quórum, se producirá la imposibilidad de seguir debatiéndolo.



Sé que durante la fundamentación de voto es difícil buscar una solución de esta magnitud.



Por eso, insisto en pedir a quienes se van a abstener que den los votos necesarios con el objeto de seguir discutiendo la iniciativa y no dejarla archivada, como ocurrirá en caso de no reunirse el quórum que se precisa.



Señor Presidente, lo normal siempre ha sido que en situaciones similares, cuando nos encontramos en la votación general, avancemos en los proyectos. En este caso, si no hay los votos suficientes, la iniciativa llegará hasta aquí. Y no me parece razonable que una  materia discutida por años en el Congreso no pueda seguir debatiéndose. Creo que eso no es lógico.



Como dije, en una situación mucho más compleja como la descrita fuimos capaces de resolver el problema. Y en esta, que no es tan complicada ni difícil -además resta un segundo análisis durante la discusión en particular-, se va a rechazar la iniciativa de no contar con la mayoría del caso.



Por eso, señor Presidente, pido con todo respeto que se dé la posibilidad de contar con los votos necesarios.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay más Senadores inscritos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (21 votos a favor y 8 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Chahuán, Espina, Kuschel, Larraín (don Carlos), Longueira, Orpis, Prokurica y Uriarte.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Salud, para que se explique CRITERIO PARA APROVECHAMIENTO DE ÓRGANOS EN DONACIONES EN REGIONES, y al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Propiedad Industrial, a fin de que se aclare USO CORRECTO DE MARCA “TORRES DEL PAINE”.



Del señor CANTERO:



Al señor Seremi de Salud de Antofagasta, solicitándole pronunciamiento sobre DIVERSAS INQUIETUDES Y DENUNCIAS EN ÁMBITO DE SALUD EN COMUNA DE TALTAL; al señor Seremi de Transportes y Telecomunicaciones de Antofagasta, pidiéndole informar sobre DENUNCIA DE DON CLAUDIO BUZOLIC POR INSTALACIÓN ILEGAL DE TERMINAL DE TAXIS (LÍNEA 114) EN PASAJE RESIDENCIAL DE ANTOFAGASTA, y al señor Director del SERVIU de la Segunda Región, para que informe acerca de PROBLEMA HABITACIONAL DE SEÑORA SCARLETT SÁNCHEZ; a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, con la finalidad de pedirle pronunciamiento sobre PROPOSICIÓN DE ACCIONES COHERENTES CON NECESIDADES DE EFE, MODERNIZACIÓN FERROVIARIA Y POLÍTICAS PAÍS, y al señor Gerente de Codelco Norte, demandándole antecedentes relativos a DENUNCIA DE PERSECUCIÓN Y SITUACIONES ANÓMALAS EN CODELCO NORTE.



De los señores CANTERO y GÓMEZ:



A los señores Ministro de Obras Públicas, Intendente de la Segunda Región y Gobierno Regional de Antofagasta, con el objeto de solicitar REESTUDIO DE PROYECTO DE REMODELACIÓN EN AEROPUERTO CERRO MORENO, DE ANTOFAGASTA.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior y de Hacienda y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, para solicitarles AUMENTO DE RECURSOS DE FONDO COMÚN MUNICIPAL PARA LAS GUAITECAS; a los señores Ministros de Hacienda, de Minería, de Energía y del Medio Ambiente, solicitándoles asegurar EJECUCIÓN DE PROGRAMA PARA REEMPLAZO DE CALEFACTORES EN COYHAIQUE; a los señores Ministro de Minería y de Energía, para plantearles SOLUCIÓN A PROBLEMA DE GENERACIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA EN LAS GUAITECAS; al señor Ministro de Hacienda, pidiéndole considerar EXENCIÓN DE IVA PARA PAQUETES TURÍSTICOS A EXTRANJEROS; a los señores Ministros de Vivienda, de Minería y de Energía y al Subsecretario de Hacienda, solicitándoles DICTACIÓN DE DFL PARA PERMITIR FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS EN VIVIENDAS CONSTRUIDAS Y EN USO, y a los señores Alcalde de Algarrobo, Gerente General de SERCOTEC y Vicepresidente de CORFO, con el objeto de que estudien APORTE DE RECURSOS A SEÑOR CARLOS AMIGO PARA REPARACIÓN DE MUELLE EN ALGARROBO (Quinta Región).



Del señor PROKURICA:



Al señor Director General de Aguas, para que informe acerca de CUMPLIMIENTO DE ARTÍCULO 129 BIS 3 DE CÓDIGO DE AGUAS EN REGIÓN DE ATACAMA. 



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Planificación, solicitándole antecedentes en cuanto a PROYECTO “REPARACIÓN SISTEMA DE EVACUACIÓN DE AGUAS SERVIDAS POBLACIÓN ISRAEL II”, COMUNA DE PARRAL; al señor Ministro de Salud, sobre CREACIÓN DE SERVICIO DE SALUD MAULE SUR, y al señor Subsecretario de Hacienda, requiriéndole información sobre SOLICITUD DE EXENCIÓN DE DERECHOS Y CONDONACIÓN DE INTERESES Y MULTAS PARA LOCATARIOS DE ZONA DE CATÁSTROFE.



Del señor URIARTE:



A la Superintendencia de Servicios Sanitarios, pidiéndole antecedentes relativos a CALIDAD DE AGUA POTABLE DE EMPRESA AGUAS DEL VALLE (Cuarta Región).



Del señor WALKER (don Ignacio):



Al señor Ministro de Salud, solicitándole informar en cuanto a MEDIDAS APLICADAS A INDUSTRIAS DE BAHÍA DE QUINTERO Y PREVENCIONES ANTE EFECTOS DE CONTAMINACIÓN.






)-------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno le corresponde al Comité Partido Por la Democracia.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

CONSTRUCCIÓN DE INTERNADO PARA ESCUELA REGIMIENTO HÚSARES, EN ANGOL. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio al Ministerio de Educación con respecto a una situación particularmente compleja que advertí durante la semana regional en la comuna de Angol, sector de Coyanco, en plena cordillera de Nahuelbuta.



Se trata de lo siguiente: en la escuela Regimiento Húsares, de Angol, con una matrícula de 43 alumnos, 32 de ellos requieren un internado. Tal establecimiento educacional lleva más de 15 años en este sector, y la asistencia de los menores provenientes de distintas localidades, como Cerro Negro, Pochocoy, El Maqui, Calabozo, Quebrada Honda, entre otros, hace necesario un internado.



Sin embargo, ese colegio, al igual que muchos otros, ha funcionado durante este tiempo mediante un sistema de albergues muy complicado y riesgoso, que el Ministerio de Educación, los municipios y el Seremi de Educación no están dispuestos a seguir manteniendo. Se trata de tres casas arrendadas y financiadas por las municipalidades, a cargo de personas de muy buena voluntad y disposición que cuidan a los niños.



Tal situación ha sido avalada por el Ministerio de Educación; pero ha llegado el momento de que se le ponga término, porque ya no hay cómo hacer frente al costo que demanda la mantención de los tres albergues.



Por lo tanto, se requiere la construcción de un internado, tal vez no de gran valor, como lo sería si fuera de albañilería reforzada o reuniera los máximos estándares de construcción, a pesar de que se trata de niños que viven en sectores aislados, donde las temperaturas son bastante bajas en invierno, antecedente que debe tenerse en cuenta.



Este asunto ya lo hemos conversado con el Seremi de Educación de la Región de La Araucanía, y, por medio del oficio pedido deseo solicitar al señor Ministro que se construya un internado en Coyanco, ojalá en breve plazo, porque el municipio de Angol presentó al gobierno regional un proyecto de reposición, que se encuentra con observaciones técnicas y resulta difícil que sea financiado.



Además, esos niños no tienen otra alternativa, porque crear un sistema de transporte rural para ellos sería exponerlos a riesgos varias veces al día, porque los caminos son muy peligrosos en la comuna de Angol, en el sector de la cordillera de Nahuelbuta.



Por consiguiente, señor Presidente, reitero que mediante mi intervención quiero demandar del Ministro de Educación que dé una respuesta con relación a la factibilidad de una solución definitiva para la edificación del internado que la escuela Regimiento Húsares, en Angol, necesita a la brevedad.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Senador señor Gómez.

PETICIÓN DE AUDIENCIA A MINISTRO DEL INTERIOR CON ALCALDES DE ANTOFAGASTA. OFICIO

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero plantear un asunto que me parece inentendible.



Solicité una audiencia al señor Ministro del Interior junto con los 9 alcaldes de la Región de Antofagasta, quienes desean plantear un asunto fundamental.



Se ha anunciado la posibilidad de un terremoto de gran magnitud en la zona norte, con las consecuencias que ello puede significar.



Como la estructura de la ONEMI deja finalmente a los alcaldes casi como parte de una organización nacional y carecen de facultades para resolver problemas evidentes e importantes relacionados, por ejemplo, con comunicaciones, abastecimiento de camiones aljibes y diversas otras cosas que parecen mínimas, pero que son indispensables en un evento de esa naturaleza, pedimos esa audiencia, con la finalidad de entregar todos los antecedentes, documentos y peticiones de los alcaldes de la Región de Antofagasta.



Sin embargo, ella no se nos ha concedido, sin mediar explicación alguna.



Nosotros consideramos necesario e indispensable que quien está a cargo de situaciones de este tipo -como la alerta de tsunami por el terremoto en Japón, en que todos colaboramos con el mejor espíritu- nos conceda la entrevista, siendo inconcebible que no lo haya hecho, sobre todo si, además, es solicitada por un Senador de la República. Se lo planteamos al Jefe de Gabinete del Ministro del Interior. Hemos seguido todas las formas correctas para lograrlo; sin embargo, recibimos una respuesta negativa.



Señor Presidente, pido oficiar al señor Ministro del Interior, adjuntándole mi intervención, a fin de que otorgue la audiencia a los 9 alcaldes de la Región de Antofagasta para los efectos que he indicado. De todas maneras, le haremos llegar una petición escrita formal.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
URGENTE SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE CAMPAMENTOS DE REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIO

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, los cuatro Presidentes de Partidos de la Concertación, luego de visitar la Región del Biobío, concurrimos al Ministerio del Interior para solicitar a su titular que realizara las actividades necesarias para resolver los problemas puntuales de los campamentos en ella existentes, en los cuales sus habitantes  no cuentan con agua potable ni baños y tienen que soportar los rigores de la lluvia.



Le entregamos diversos antecedentes para los efectos de que tal situación se solucione rápidamente y así evitar las tremendas y graves situaciones que sufren los niños del lugar.



Sin embargo, como hasta la fecha no hemos recibido información alguna, quiero solicitar, con la misma fundamentación anterior, que se envíe un oficio al Ministro del Interior, a  fin de que informe respecto del documento que los cuatro Presidentes de Partidos de la Concertación le entregamos sobre el particular.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor GIRARDI (Presidente).- En el turno del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

MONTO DE INVERSIÓN PÚBLICA EN REGIONES DE LOS LAGOS y AYSÉN PARA 2011 Y 2012. OFICIOS
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, ha sido muy difundida por la prensa nacional la reciente visita del Primer Mandatario a las Regiones de Los Lagos y de Aysén.



En dicha ocasión, el Presidente de la República hizo varios anuncios con relación a materias esencialmente referidas al Ministerio de Obras Públicas, lo cual, por supuesto, ha generado expectación en la zona, junto con motivar el interés de las comunas y localidades mencionadas en aquellos.



Al mismo tiempo, con fecha 8 de abril, llegó al Parlamento un informe de la Directora de Presupuestos, solicitado por la Comisión de Zonas Extremas, con respecto a las obras que se propone llevar adelante el  actual Gobierno en lo futuro.



Debo señalar que no hay concordancia entre los anuncios del Presidente de la República y el documento de la señora Rosanna Costa, por ejemplo, en lo referente  a los tramos Leptepu-Fiordo Largo, en la provincia de Palena; Caleta Puelche-Picholo; Picholo-Hornopirén; Chaitén-Santa Bárbara; Cheika-La Arena; Palena, y Pichanco-Huanay-Leptepu.



Así, tales anuncios producen más incertidumbres que certezas. Y ello se ve confirmado por la información llegada al Congreso Nacional que nos hace concluir que las obras dadas a conocer por el Excelentísimo señor Piñera  no se encuentran en la Ley de Presupuestos para este año.



Por consiguiente, solicito que se oficie al Ministro del Interior, como responsable de la política hacia las zonas extremas del país; al señor Ministro de Hacienda, como responsable de las finanzas públicas, y a la propia señora Directora de Presupuestos, con el objeto de que aclaren la situación.



Dicho de otra manera, necesitamos saber cuál es en realidad la inversión pública que se llevará a cabo, en particular en la Región de Los Lagos, en relación con esos anuncios; cuál es, efectivamente, la inversión que se propone efectuar el Ministerio de Obras Públicas; cuál es el total de los recursos involucrados; cuáles son las etapas referidas a inversión directa en obras públicas y cuáles son los proyectos que se hallan en etapa de diseño.



Es decir, señor Presidente, aspiramos a que se nos entregue información que otorgue transparencia y certeza en cuanto a la inversión pública que se realizará en la Región de Los Lagos en el curso de este año y el siguiente. Porque no cabe ninguna duda de que la comunidad y la Región necesitan saber finalmente la relación que hay entre los anuncios del Presidente de la República y los recursos que las diferentes entidades públicas tienen para llevar adelante la inversión en la Región de Los Lagos y, específicamente, en las provincias de Chiloé y de Palena.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:47.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 6ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE ABRIL DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Navarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Presidente de la Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Patricio Melero.



Además, asiste el Excelentísimo Presidente de la República Checa, acompañado de su comitiva oficial.



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia y Secretario General de Gobierno, señor Cristián Larroulet y señora Ena von Baer, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuatro y cinco, ambas ordinarias, de los días 22 y 23 de marzo del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Treinta y siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de los asuntos que se indican:



1.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (Boletín N° 7.534-07).



2.- Proyecto de ley sobre indulto general (Boletín N° 7.533-07).



Con los quince siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se señalan:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines N°s 5.522-07 y 5324-07, refundidos).



2.- Proyecto de reforma constitucional que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (Boletín N° 6.946-07).



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios, en los sectores medios (Boletín N° 7.320-14).



5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 7.240-08).



6.- Proyecto de ley que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15).



7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04).



8.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.075-06).



9.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).



10.- Proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (Boletín N° 6.759-10).



11.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal (Boletín N° 7.193-07).



12.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



13.- Proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (Boletín N° 5.363-03).



14.- Proyecto de ley que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (Boletín N° 7.433-05).



15.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07).



Con los veinte restantes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto de ley que modifica el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de ISAPRES, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el D.L. N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).



3.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (Boletín N° 6.242-21).



4.- Proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (Boletín N° 5.083-04).



5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29).



6.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (Boletín N° 6.830-14).



7.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (Boletín N° 5.906-07).



8.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).



9.- Proyecto de ley que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (Boletín N° 7.309-21).



10.- Proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (Boletines N°s 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos).



11.- Proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la XII Región (Boletín N° 7.239-08).



12.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (Boletín N° 7.196-06).



13.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín Fernández y Prokurica y del ex Senador señor Allamand, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (Boletín N° 7.050-07).



14.- Proyecto de ley que denomina Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (Boletín N° 7.023-24).



15.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (Boletín N° 7.094-03).



16.- Proyecto de ley relativo al Sistema de Alta Dirección Pública (Boletín N° 7.485-05).



17.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01).



18.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (Boletín N° 7.487-12).



19.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales” (Boletín N° 6.426-10).



20.- Proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, al señor Carlos Zepeda Hernández (Boletín N° S 1.350-05), para lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha aprobado el proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote holandés Gerardus Alkemade Dolle (Boletín N° 7.247-17).



- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Con el segundo, indica que rechazó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (Boletín N° 7.320-14) (con urgencia calificada de “suma”), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



- Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa como miembros de la referida Comisión Mixta a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con el tercero, señala que aprobó el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (Boletín N° 6.792-06) (con urgencia calificada de “suma”).



- Queda para Tabla.



Cinco de la Excelentísima Corte Suprema, con los que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, emite su parecer respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (Boletín N° 7.094-03).



2.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (Boletín N° 7.487-12).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, sobre tribunal competente de segunda instancia en causas relativas a la Ley de Navegación (Boletín N° 7.499-07).



4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, sobre prohibición de enajenar y gravar vehículos en juicios por accidentes de tránsito (Boletín N° 7.497-07).



5.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, destinado a asegurar la realización de la primera audiencia en materia procesal penal (Boletín N° 7.498-07).



- Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos junto a sus antecedentes.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 41 del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas.



- Se toma conocimiento y se envía el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes, remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 2.331 del Código Civil; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



Con el último, remite copia autorizada de la resolución dictada respecto de un requerimiento de inconstitucionalidad formulado por 15 Honorables Senadores, relativo al proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.358-07).



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el que da respuesta al acuerdo del Senado, adoptado en sesión de 16 de noviembre de 2010, con motivo de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2.011, en que se pide a S. E. el señor Presidente de la República reponer el trámite de toma de razón, en el caso de transferencias con cargo al programa “Fondo Social” de la Partida correspondiente a aquel Ministerio.



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, informa el trámite dado al acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señoras Alvear, Allende y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, que solicita el envío de un proyecto de ley que otorgue un bono extraordinario por el alza del transporte público, los alimentos y los combustibles. (Boletín N° S 1.335-12).



Con el segundo, da respuesta a una solicitud similar enviada en nombre de los Honorables Senadores señores Coloma, Chadwick, Larraín Fernández, Longueira y Pérez Varela, relativa a la exención del pago de la sobretasa del impuesto territorial aplicable a sitios eriazos, propiedades abandonadas y pozos lastreros. 



Con el último, atiende la petición remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que exima del impuesto al valor agregado a las ventas de bienes y servicios cuyo destino sea el Territorio Antártico Chileno. 



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el que remite antecedentes pedidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en lo que se refiere a las acciones y medidas adoptadas en relación con la dispersión del alga Didymo (Dydymosphenia Geminata).  



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que responde una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para extender el bono post laboral establecido por la ley N° 20.305 a todos los ex funcionarios públicos pensionados por vejez con arreglo al decreto ley N° 3.500 y que hayan sufrido daño previsional.



Del señor Ministro de Salud, con el que da respuesta a la petición remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre la entrega de una asignación presupuestaria al Servicio de Salud Magallanes para el traslado de personas que requieran atención especializada.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que responde la solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el resultado de la fiscalización que efectuó la Secretaría Regional Ministerial en la Población Nuevo Horizonte II, de la comuna de Coronel.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que entrega los antecedentes solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro sobre el procedimiento legal para constituir un parque nacional en los terrenos de una reserva nacional.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, con el que da contestación a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el acopio de 30.000 toneladas de petcoke en patios colindantes con la Playa de Penco.



Seis del señor Subsecretario General de la Presidencia: 



Con el primero, responde una petición enviada en nombre de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Cantero, Orpis, Prokurica y Uriarte, para que se presente un proyecto de ley que modifique el decreto ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, en beneficio de las comunas donde se encuentran ubicadas las empresas generadoras eléctricas.



Con los dos siguientes, indica que se ha solicitado al señor Ministro de Hacienda sendos informes para resolver fundadamente las peticiones remitidas en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en orden a iniciar la tramitación legislativa de un proyecto de ley que posterga hasta junio el pago de permisos de circulación y autoriza a incrementar los anticipos al Fondo Común Municipal y de otro que establece un sistema especial de exenciones municipales para favorecer el tratamiento de residuos domiciliarios.



Con el cuarto, refiere que se requirió al señor Ministro de Hacienda similar informe, respecto de la solicitud enviada en nombre de los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto cuyo objetivo es que se dé curso a la tramitación legislativa de un proyecto de ley que aplique el Sistema de Alta Dirección Pública a los servicios públicos que se indican en una Moción de la que Sus Señorías fueron autores.



Con el penúltimo, expone que se encargó al señor Ministro de Salud que informe la petición remitida en nombre del Honorable Senador señor Gómez, para resolver de manera fundada la solicitud de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que faculta a los consultorios y hospitales públicos a vender medicamentos. 



Con el sexto, da a conocer que se pasó al conocimiento del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, para su resolución fundada, la petición enviada en nombre de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Larraín Fernández y Larraín Peña, de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que regule la ejecución de interceptaciones telefónicas.



Del señor Subsecretario de Bienes Nacionales, con el que atiende una solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto del estado del procedimiento originado por la puesta a disposición que ha hecho la Subsecretaría de Marina de dos inmuebles fiscales que le están destinados actualmente, en la comuna de Porvenir.



Dos de la señora ex Intendente Regional del Bío Bío, con los que absuelve sendas solicitudes de información enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas al estado de avance del procedimiento administrativo de entrega de títulos de dominio, en la comuna de Coronel, y a la determinación de los órganos del Estado que financiaron y construyeron 34 mediaguas actualmente deshabitadas, en la comuna de Concepción.



Del señor Director Nacional (TP) del Instituto Nacional de Estadísticas, con el que informa respecto de la solicitud que le fue dirigida en nombre del Honorable Senador señor Horvath para incluir a la Fe Baha’i, como una religión individualizada, en el próximo Censo General de Población.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor, con el que da contestación a la solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en orden a estudiar la posibilidad de un aporte de recursos para el funcionamiento del Hospital Padre Antonio Ronchi, de Coyhaique. 



Del señor Presidente de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, con el que responde a la consulta remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la existencia de un plan nacional nuclear y sobre el Programa de Desarrollo de Centrales Nucleares en Chile 2009-2030, del Colegio de Ingenieros.



Del señor Alcalde de Penco, con el que suministra los antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos al estado material del Muro Fuerte La Planchada.



Tres, suscritos, respectivamente, por los señores Alcaldes de Penco, Coronel y Talcahuano, con los que dan respuesta a las solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre datos de empleo en la comuna correspondiente.



De la señora Alcaldesa de La Unión, con el que en respuesta a una solicitud enviada en nombre del Honorable Senador señor Larraín Peña, adjunta nómina de los proyectos comunales en espera de financiamiento.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Obras Públicas, con el que atiende solicitud de información en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, para orientar a la Junta de Vecinos de Chupallar, comuna de Linares, en aspectos jurídicos, técnicos y administrativos del régimen de derechos de aprovechamiento de aguas.



Del señor Jefe de Gabinete del Subsecretario de Salud Pública, con el que responde a una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en materia de antecedentes de licencias médicas rechazadas por las ISAPRES y del resultado de las reclamaciones interpuestas por los pacientes.



Del señor Jefe de la Oficina de Relaciones Internacionales del Ministerio de Educación, con el que responde la solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre la factibilidad de acelerar la suscripción de un tratado con la República Argentina, en materia de reconocimiento de títulos y grados.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (Boletín N° 5.083-04) (con urgencia calificada de “simple”).



Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Quintana y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en Chillán, en memoria del señor José Tohá González (Boletín N° 7.372-04).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Chadwick, Frei, Prokurica y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la Región Metropolitana, en memoria del señor Eugenio Heiremans Despouy (Boletín N° 7.413-04).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la proposición de la Honorable Cámara de Diputados, en orden a requerir el acuerdo del Senado para designar como Ministro del Tribunal Constitucional al señor Gonzalo Antonio García Pino (Boletín Nº S 1.348-13).



- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Allende y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, García, Navarro, Prokurica, Rossi y Ruiz Esquide, mediante el cual solicitan el envío de un proyecto de ley en materia de discapacidad auditiva (Boletín Nº S 1.338-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Moción



De los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, García, Tuma y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional sobre protección de los derechos de los consumidores (Boletín N° 7.563-07).



- El trámite que se da a este asunto se resuelva durante la sesión, según se consigna más adelante.

Rehabilitación de ciudadanía



Solicitud del señor Ricardo Elías Vargas Pizarro, con la cual pide al Senado la rehabilitación de su ciudadanía, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República (Boletín N° S 1.349-04).



- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Comunicaciones



Del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, con la que informa que sus representantes serán los Honorables Senadores señores Chadwick y Longueira.



De la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, con la que informa que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Frei.



De la Comisión de Agricultura, con la que señala que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor García.



- Se toma conocimiento.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes asuntos:


- Proyecto de ley que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15), hasta las 13 horas del día miércoles 6 de abril en curso.


- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04), hasta las 12 horas del día martes 12 de abril de 2011, en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


- Proyecto de ley sobre vegetales genéticamente modificados (Boletín N° 4.690-01) hasta las 13 horas del día miércoles 13 de abril de 2011, en la Secretaría de las Comisiones de Agricultura, Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y Salud, unidas.


2) Tratar en la sesión ordinaria del día de hoy, como si fueran de Fácil Despacho, la proposición de la Honorable Cámara de Diputados en orden a requerir el acuerdo del Senado para designar como Ministro del Tribunal Constitucional al señor Gonzalo Antonio García Pino y los asuntos signados con los números 2, 8 y 9 de la Tabla, esto es, el proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (Boletín N° 6.759-10); el proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana” (Boletín N° 7.227-10), y el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil” (Boletín N° 7.228-10).


3) Tratar en la sesión ordinaria del día de mañana, en Fácil Despacho, el proyecto signado con el número 6 de la Tabla, esto es, el que concede la nacionalidad chilena por gracia al señor Gerardo Alkemade Dolle (Boletín N° 7.237-07).


4) Dejar sin efecto la sesión especial de la Corporación citada para el día miércoles 6 de abril de 2011, de 11:30 a 14 horas, con la finalidad de “recabar antecedentes y analizar los alcances de un conjunto de acciones del actual Gobierno en relación al desarrollo, promoción e incentivo de la energía nuclear”.


5) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 12 de abril en curso el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (Boletín N° 5.083-04).

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Tuma, quien solicita recabar el asentimiento de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional que suscribiera junto a los Senadores señores Espina, Chadwick, García y Zaldívar, sobre protección de los derechos de los consumidores (Boletín N° 7.563-07), sea analizado por la Comisión de Economía, en la cual se encuentran radicadas otras iniciativas de similar naturaleza.



Así se acuerda.

- - -



Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona, quien manifiesta su inquietud ante la respuesta dada por el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública a un oficio remitido al Ejecutivo con motivo de la discusión de la Ley de Presupuestos, acerca de la posibilidad de reponer el trámite de toma de razón respecto de transferencias con cargo al Programa “Fondo Social” de la Partida de ese Ministerio.

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

RECIBIMIENTO DEL SENADO AL EXCELENTÍSIMO PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CHECA, SEÑOR VÁCLAV KLAUS


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


Con motivo del homenaje, hacen uso de la palabra el señor Presidente, el señor Presidente de la Cámara de Diputados y el Excelentísimo Presidente de la República Checa.


Enseguida, el señor Presidente solicita a Su Excelencia el Presidente de la República Checa firmar el Libro de Visitas Ilustres y le impone la condecoración Medalla de Oro del Senado de la República de Chile.


Finalmente, el Excelentísimo Presidente de la República Checa entrega sendos obsequios a los señores Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados.



Se suspende la sesión para despedir a los invitados.

_______________

HOMENAJE AL EX SENADOR SEÑOR JAIME GUZMÁN ERRÁZURIZ, CON MOTIVO DEL VIGÉSIMO ANIVERSARIO DE SU FALLECIMIENTO



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



Seguidamente, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma, Chahuán y Ruiz-Esquide.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proposición de la Cámara de Diputados de designar al abogado señor Gonzalo García Pino 

como Ministro del Tribunal Constitucional



El señor Presidente señala que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata de la proposición que hiciera la Honorable Cámara de Diputados, en orden a designar al abogado señor Gonzalo Antonio García Pino como Ministro del Tribunal Constitucional, en reemplazo del ex Ministro señor Mario Fernández Baeza, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° S 1.348-13.



Agrega que el período para el cual se propone al señor García finaliza el 15 de marzo de 2013, y que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín Fernández y Walker (don Patricio), acordó informar que la proposición en comentario cumple con los requisitos y formalidades previstos en el ordenamiento jurídico.



Concluye precisando que, con arreglo a lo dispuesto en la letra b) del artículo 92 de la Constitución Política de la República, esta proposición requiere para su aprobación del voto conforme de los dos tercios de los Señores Senadores en ejercicio.



En discusión este asunto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín Fernández, Walker (don Patricio) y Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición, se aprueba por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento al quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


En consecuencia, queda despachado este asunto y aprobada la propuesta de designación del abogado señor Gonzalo Antonio García Pino como Ministro del Tribunal Constitucional.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile, con informe de 

la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile, que cuenta con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.759-10.


Agrega que su objetivo es facultar a los Ministerios mencionados y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse y participar como miembros del directorio de la fundación señalada, entidad que obtuvo su personalidad jurídica en 2009 y cuya finalidad es impulsar, desarrollar, patrocinar, financiar, coordinar y promover la identidad competitiva de Chile en el exterior.


La Comisión aprobó esta iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier y Tuma.



Finaliza indicando que, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento, cabe discutir este asunto en general y en particular a la vez.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y García.



Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien, con motivo de su intervención, solicita recabar el asentimiento de la Sala para remitir al Ejecutivo un oficio recabando información relativa al aporte presupuestario real que hace el Estado a la Fundación Imagen de Chile para financiar sus actividades, lo que así se acuerda.



Por último, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Tuma.


Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular este proyecto, se aprueba por 20 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar.



Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.- Facúltase a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse y participar como miembros en la Fundación Imagen de Chile, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto exento Nº 1.787, de 8 de mayo de 2009, del Ministerio de Justicia. Del mismo modo, los Ministerios enunciados y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes estarán facultados para participar, en su caso, en la modificación, disolución y liquidación de dicha persona jurídica, en conformidad a sus estatutos.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los Ministros de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por sí o a través de sus representantes, podrán participar en los órganos de dirección y de administración establecidos en los estatutos de la Fundación Imagen de Chile y con las atribuciones en ellos señaladas, en cargos que no podrán ser remunerados.



Artículo transitorio.- Declárase válida la integración de los Ministros de Relaciones Exteriores; Economía, Fomento y Turismo, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la fecha de publicación de la presente ley, en el directorio provisorio de la Fundación Imagen de Chile, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto exento Nº 1.787, de 8 de mayo de 2009, del Ministerio de Justicia.".

_______________

Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago, el 3 de abril de 2009, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores



El señor Presidente señala que corresponde abocarse al proyecto de la referencia.



El señor Secretario General precisa que se trata del proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago, el 3 de abril de 2009, que cuenta con un informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y que tiene el Boletín N° 7.227-10.



Añade que objetivos del Convenio son promover un sistema de transporte aéreo fundado en la competencia y ampliar las oportunidades del mercado, con un mínimo de intervención gubernamental, de manera de ofrecer a los consumidores mayores alternativas a precios convenientes y garantizar altos estándares de seguridad.



Al concluir expresa que la Comisión aprobó esta iniciativa por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma, y que, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento, cabe discutir este asunto en general y en particular a la vez.

- - -



En discusión en general y en particular la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Tuma.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular, se aprueba por 21 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar.


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago, el 3 de abril de 2009.”.

_______________

Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo, el 30 de julio de 2009, con informe de la Comisión 

de Relaciones Exteriores



El señor Presidente señala que corresponde abocarse al proyecto de la referencia.



El señor Secretario General precisa que se trata del proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo, el 30 de julio de 2009, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y que tiene el Boletín N° 7.228-10.



Añade que el Convenio busca modernizar el acuerdo aerocomercial vigente con Brasil, que data de 1947, incluyendo un cuadro de rutas que permite negociar derechos de tráfico aéreo. En tal sentido, se han obtenido beneficios hasta la sexta libertad en pasajeros y carga, con frecuencias ilimitadas para la región sudamericana.



La Comisión especializada aprobó este proyecto por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.


En conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento, cabe discutir este asunto en general y en particular a la vez.
- - -



En discusión en general y en particular la iniciativa, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesta en votación en general y en particular, se aprueba por 21 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, y Walker (don Ignacio).


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo, Brasil, el 30 de julio de 2009.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una Comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una Comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.193-07.


Agrega que el objetivo principal del proyecto es el establecimiento de una Comisión Nacional y de Comisiones Regionales de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, todas de carácter permanente y consultivo, que tendrán por misión procurar el fortalecimiento y buen desempeño del sistema, así como la acción mancomunada de las instituciones o entidades representadas en la Comisión Nacional y en las Comisiones Regionales.


Al concluir, indica que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó en general esta iniciativa por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín Fernández, y una abstención del Honorable Senador señor Espina.
- - -



En discusión en general el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Orpis, Sabag y Tuma.



Cerrado el debate y puesto en votación en general, se aprueba por 21 votos a favor y 1 en contra.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma y Zaldívar.


Vota en contra el Honorable Senador señor Larraín Peña.



La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones hasta las 13 horas del día lunes 11 de abril del año en curso.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:


a.- Incorpóranse los siguientes artículos 12 ter y 12 quáter:


“Artículo 12 ter.- Créase una Comisión de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, de carácter permanente y consultivo, que tendrá como objetivo procurar el fortalecimiento y buen funcionamiento del sistema procesal penal, a través de proposiciones técnicas que faciliten su desarrollo, seguimiento y evaluación, así como la acción mancomunada de las instituciones en ella representadas.


Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados y por el Subsecretario de Justicia.


La Comisión de Coordinación sesionará en forma ordinaria, convocada por su presidente, cada dos meses, dentro de los primeros quince días del mes correspondiente. Las sesiones extraordinarias serán convocadas por el presidente de la Comisión o por éste a solicitud de dos de sus miembros.


El quórum para sesionar será de cuatro de sus miembros. Los miembros de la Comisión deberán asistir a las sesiones personalmente y en caso de imposibilidad del integrante titular podrá ser reemplazado por quien lo esté subrogando legalmente.


La Comisión de Coordinación tendrá un secretario ejecutivo, que será designado por ésta y participará en sus reuniones con derecho a voz pero no a voto. El secretario ejecutivo deberá levantar acta de cada sesión respecto a las materias tratadas y de los acuerdos adoptados, y, en su caso, incluirá los antecedentes estadísticos, técnicos, financieros y demás pertinentes en que se haya fundado la Comisión para obrar y resolver. Estas actas serán públicas de acuerdo a las disposiciones establecidas en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. La secretaría ejecutiva estará radicada administrativamente en el Ministerio de Justicia. Un reglamento dictado por este Ministerio, dentro del plazo de treinta días desde la entrada en vigencia de esta ley, establecerá los requisitos para desempeñar el cargo de secretario ejecutivo y su procedimiento de designación, así como también todo aquello no contemplado en esta ley para la organización y funcionamiento de la Comisión.


La Comisión podrá invitar a sus sesiones, entre otros, al General Director de Carabineros, al Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, a los particulares y representantes de organizaciones e instituciones privadas que estime pertinentes, y a cualquier otra autoridad o funcionario del Estado o podrá solicitar ser recibida por ellos, en su caso, para recabar antecedentes o representar las necesidades que estime necesarios para la buena marcha del nuevo sistema.


Artículo 12 quáter.- Créanse Comisiones Regionales de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, de carácter permanente, en cada una de las regiones del país, con el objeto de desarrollar labores de coordinación, seguimiento y evaluación del sistema procesal penal en la región respectiva, así como de sugerir propuestas tendientes a mejorar el funcionamiento del mismo.


Las Comisiones Regionales dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el artículo precedente, a la que remitirán, a lo menos semestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del sistema de justicia penal en su región.


Cada Comisión Regional estará integrada por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, quien la presidirá, por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Regional respectivo y por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la región correspondiente. En el caso de existir dos o más Cortes de Apelaciones en la región, la Comisión estará integrada por todos los Presidentes de esas Cortes.


Para el caso de la Región Metropolitana, el Fiscal Nacional del Ministerio Público y el Defensor Nacional designarán al fiscal y defensor regionales que integrarán la respectiva Comisión Regional. 


Serán aplicables a las Comisiones Regionales las normas relativas al quórum de funcionamiento y de reemplazo de los integrantes que se prescriben en el artículo anterior.


La Comisión Regional deberá reunirse cada dos meses y podrá invitar, entre otros, a cualquier autoridad o funcionario del Estado que se desempeñe en la región, a los particulares y representantes de organizaciones e instituciones privadas que estime pertinentes, o solicitar ser recibida por cualquiera de ellos, en su caso, para recabar antecedentes o representar las necesidades que estime necesarios para la buena marcha del nuevo sistema en la región.”.


b.- Suprímese el artículo 6° transitorio.”.

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.426-10.


Agrega que el objetivo principal del Convenio es establecer un marco jurídico que permita garantizar al obtentor de una nueva variedad vegetal un adecuado reconocimiento al derecho sobre la variedad de su creación.


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, al tenor de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, debe ser discutido en general y en particular a la vez.


Finaliza precisando que la Comisión le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Kuschel, Letelier y Tuma.

- - -



En discusión el proyecto, hace uso de la palabra, primeramente, el Honorable Senador señor Zaldívar, quien solicita que este asunto sea enviado a la Comisión de Agricultura para que emita un pronunciamiento a su respecto.



En idéntico sentido se manifiestan, a continuación, los Honorables Senadores señores García, Sabag, Girardi, Horvath, Navarro y señora Rincón.



Otorgado el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Kuschel, abogan porque este proyecto sea votado en esta sesión.



Sometida a votación la solicitud de que este asunto sea enviado a la Comisión de Agricultura, se aprueba por 15 votos a favor, 4 en contra y 1 abstención.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Zaldívar.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Kuschel, Orpis y Pizarro.



Se abstiene el Honorable Senador señor Larraín Fernández.



En consecuencia, se remite este asunto a la Comisión de Agricultura.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, 

Pesca y Acuicultura


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, que cuenta con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 7.309-21.


Agrega que la idea de legislar en la materia se aprobó en sesión de 5 de enero de 2011, y que la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones las letras a) y c) del artículo único y el artículo transitorio. Estas disposiciones conservan el mismo texto aprobado en general, de manera que deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.


Se aprueban reglamentariamente.


Luego, el señor Secretario General precisa que el mencionado órgano técnico efectuó una sola modificación al proyecto acogido en general, la que consiste en especificar que los listados de naves que realizan pesca ilegal, a que se refiere el artículo 115 bis, son aquellos elaborados por organizaciones competentes y avaladas por los Estados Partes.


Dicha enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Sabag, de modo que debe ser votada sin debate en la Sala, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.

- - -



En su segundo informe la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, propone aprobar el proyecto de ley despachado en general por el Senado, con la siguiente modificación:

Artículo único

Letra b)



Intercalar, en el primer inciso del artículo 115 bis propuesto, luego del vocablo “organizaciones”, la frase “competentes y avaladas por los Estados partes,”.

- - -



En discusión en particular el proyecto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda acordada por la Comisión especializada, se aprueba por 17 votos a favor de los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag y Zaldívar.



No habiendo otras indicaciones, se da por aprobado el resto del articulado.



Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto despachado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


a) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:


“Artículo 66 bis.- Todo chileno, con matrícula o título inscrito en Chile y que realice o participe en actividades de pesca en alta mar a bordo de una nave de pabellón extranjero, deberá comunicar dicha circunstancia a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, con anticipación al embarque.


Por resolución de dicha Dirección se establecerán los requisitos y la forma de efectuar tal comunicación, la que deberá indicar, a lo menos, la información de contacto del oficial o tripulante, la fecha y el puerto de embarque, y el nombre de la nave y el pabellón respectivo. Todo cambio en alguna de las circunstancias que deben informarse deberá comunicarse, inmediatamente, a la misma autoridad.


Al personal marítimo que no cumpla con dicho requisito o no entregue información fidedigna no se le reconocerá el tiempo navegado a bordo de dicha nave, de conformidad con lo dispuesto en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación, y los reglamentos respectivos, sin perjuicio de las demás sanciones previstas en esta ley. 


La Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante llevará registro de esta información.”.


b) Introdúcese el siguiente artículo 115 bis:


“Artículo 115 bis.- Prohíbese a los nacionales chilenos embarcarse, a sabiendas, en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquellas que se encuentren incluidas en listados que realizan pesca ilegal, elaborados por organizaciones competentes y avaladas por los Estados partes, o en virtud de tratados de los cuales Chile es parte, salvo en casos de fuerza mayor debidamente justificada. La contravención a esta norma será sancionada con una multa de hasta 300 UTM para los capitanes y quienes se desempeñen como patrones de pesca, y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y miembros de la tripulación, sin perjuicio de las sanciones previstas en el párrafo 4°, del Título IX, de esta ley. 


Los listados indicados en el inciso anterior serán publicados en la página Web de la Subsecretaría, y producirán sus efectos transcurridos diez días desde su publicación.


Las sanciones serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho y si existe reiteración de infracciones.


Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N° 19.880, en lo que resulten pertinentes.


En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la ley N° 19.880, en los mismos términos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


c) Agrégase el siguiente párrafo 4° en su Título IX: 

“Párrafo 4°

Sanciones contra nacionales que realicen o participen en actividades de pesca ilegal en aguas antárticas con naves de pabellón extranjero


Artículo 134-A.- Las personas naturales chilenas que, a sabiendas, realicen o participen en actividades de pesca a bordo de naves de pabellón extranjero, en contravención a las Medidas de Conservación adoptadas por la Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, que sean aplicables a Chile y cuyo incumplimiento menoscabe los objetivos de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, promulgada mediante decreto supremo Nº 662, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, serán sancionadas de la siguiente forma: 


Los capitanes y patrones de pesca con multa de entre 100 y 900 UTM. En el caso de contar ellos con matrícula chilena, serán, además, suspendidos de su respectivo título por un período de entre tres meses y tres años.


Los demás oficiales y tripulantes con amonestación, verbal o escrita, o con multa de hasta 100 UTM.


Artículo 134-B.- Las personas naturales y jurídicas chilenas que sean propietarias, poseedoras, meras tenedoras o armadoras, totales o parciales, de naves pesqueras de pabellón extranjero y que, con su conocimiento, realicen o participen en las actividades de pesca a que se refiere el inciso primero del artículo 134-A, serán sancionadas con multa de entre 100 y 3000 UTM. 


Artículo 134-C.- Las sanciones de este párrafo serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si existe reiteración de infracciones. Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N° 19.880, en lo que resulten pertinentes.


En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento, el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la referida ley, en los mismos términos establecidos en ella.


Artículo 134-D.- Las infracciones a que se refiere este párrafo serán perseguidas por las autoridades nacionales en forma subsidiaria y sólo cuando la jurisdicción del Estado del pabellón no sea ejercida, en relación con los mismos hechos que son materia de la infracción.


Artículo 134-E.- Las resoluciones que condenen al pago de multas serán ejecutadas por el Servicio de Tesorerías de acuerdo con lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado. 


En el caso de las personas jurídicas, las sanciones podrán hacerse efectivas, de forma subsidiaria, en cualquiera de sus representantes legales o apoderados con poder general de administración.


Artículo 134-F.- Para efectos de aplicar las sanciones previstas en este párrafo, las naves que no porten pabellón, que no indiquen nombre alguno o que naveguen sin nacionalidad, se considerarán de pabellón extranjero.”.


Artículo transitorio.- La resolución a que se refiere el artículo 66 bis de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley, será dictada dentro de los seis meses siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro, con segundo informe de la Comisión de Intereses 

Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro, que cuenta con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, para cuyo despacho se ha hecho presente la calificación de urgencia “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.242-21.



Añade que la idea de legislar en la materia se aprobó en sesión de 17 de noviembre de 2010, y que la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 9, 10, 12 y 14 del artículo 1°. Estas disposiciones conservan el mismo texto aprobado en general, por lo que deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, y por la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



El señor Secretario General precisa que la Comisión informante introdujo, por unanimidad, una serie de enmiendas al proyecto, las que, en esa calidad, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.



De esas modificaciones unánimes, la correspondiente al numeral 4) del artículo 1° es de quórum calificado.

- - -


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, propone en su segundo informe las siguientes enmiendas al proyecto de ley despachado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°.-

NÚMERO 1


Agregar una letra a), nueva, cambiando las demás su orden correlativo, que es del siguiente tenor:


“a) Intercálase en el párrafo primero del numeral 14), luego de la coma que sigue a la palabra “camarotes”, la palabra “puente”, seguido de una coma (,).”, y agrégase, antes del punto final, la siguiente frase: “y de un francobordo mínimo de 200 milímetros a lo largo de toda su eslora, que dé garantías de seguridad y navegabilidad.”.

Letra a)


Pasa a ser b).


Sustituir el encabezado por el siguiente:


“b) Sustitúyese el primer párrafo de la letra a) del párrafo tercero del numeral 28, por el siguiente:” 

Letra b)


Pasa a ser c).


Agregar, en su literal ii), luego del vocablo Servicio, precedido de una coma (,), la frase “actualizado al mes de junio de cada año”.

° ° °


Agregar el siguiente numeral 2, nuevo, cambiando los demás su numeración correlativa:


“2. Agrégase en la letra a) del artículo 3° el siguiente inciso final: 


“Sin perjuicio de lo anterior, respecto de la duración de la veda, el decreto que la establezca podrá señalar un periodo referencial, quedando condicionado su inicio y término a la verificación de determinados indicadores biológicos. La verificación de los indicadores deberá comunicarse a través de la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.”.

° ° °

NÚMEROS 2 y 3


Suprimirlos.

NÚMERO 4


Pasa a ser 3, sin otra enmienda.

° ° °


Agregar el siguiente numeral 4, nuevo, cambiando los demás su numeración correlativa:


“4. Agrégase al final del artículo 50 los siguientes incisos:


“Las modificaciones de las embarcaciones artesanales inscritas en pesquerías con acceso cerrado o suspendido, de conformidad con los artículos 33 y 50, que importen un aumento de sus características principales se someterán al procedimiento de sustitución de la presente ley. En caso que las modificaciones antes referidas correspondan a embarcaciones inscritas sólo en pesquerías con acceso abierto, se entenderán aquéllas como modificación a la inscripción en el Registro Artesanal, de conformidad al Reglamento correspondiente.


Con todo, ninguna modificación ni sustitución de una embarcación artesanal inscrita en una pesquería con acceso cerrado o suspendido podrá importar un aumento del esfuerzo pesquero, ya sea por las características de la embarcación o la modificación o incorporación de nuevas artes, aparejos o implementos de pesca, según lo determine el reglamento.”.”.

° ° °

NÚMERO 6


Sustituir sus letras a) y b), por lo siguiente:


“Agrégase el siguiente inciso final:


“Las notificaciones de todas las actuaciones que digan relación con la inscripción podrán ser practicadas en el domicilio acreditado de conformidad con la letra c).”.”.

NÚMERO 7

Letra b)


Reemplazar, en el literal a), el vocablo “tres” por “dos”, las dos veces que aparece.

Letra c)


Reemplazarla por la que sigue:


“c) Sustitúyese la letra d) del inciso primero, por la siguiente:


“d) Si el pescador artesanal fuere condenado por alguno de los delitos que sancionan los artículos 135 o 136, o no mantiene los requisitos de inscripción establecidos en los artículos 51 ó 52.”.”.

Letra d)


Reemplazar el vocablo “tres por “dos”.

Letra e)


Sustituir, en el primer inciso que incluye, la oración “Cuando proceda, y dentro” por “Dentro”.

NÚMERO 8

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso primero por los tres siguientes:


“Los armadores pesqueros, industriales o artesanales, al momento del desembarque, en Chile o en el extranjero, deberán informar al Servicio sus capturas por especies y áreas de pesca.


A la misma obligación dispuesta en el inciso anterior estarán sujetos los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo.


El reglamento determinará la forma y condiciones a que se ajustará el cumplimiento de las obligaciones a que se refieren los incisos precedentes y la oportunidad en que habrán de cumplir la obligación de informar las personas mencionadas en el inciso segundo.”.”.

Letra c)


Intercalar, en el primer inciso propuesto, a continuación de la frase “tratados internacionales”, la siguiente “vigentes en Chile” y suprimir la oración “según corresponda”, y la coma (,) que la antecede.

° ° °


Introducir el siguiente numeral 15, nuevo:


“15. Agrégase el siguiente artículo 174, nuevo:


“Artículo 174.- La publicación en el Diario Oficial de las resoluciones y decretos dictados en el marco de esta ley, con excepción de los reglamentos, se efectuará en extracto, debiendo asimismo publicarse íntegramente en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría y del Servicio.


Para todos los efectos legales el acto administrativo de que se trate entrará en vigencia en la fecha de la última publicación del texto íntegro en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría o del Servicio.”.”.

° ° °

ARTÍCULO 2°.-

Inciso primero


Sustituir la oración que comienza con la expresión “podrán acreditar” hasta su punto final por la siguiente: “podrán optar, dentro del plazo de doce meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley, por:


a) acreditar el dominio de las respectivas embarcaciones;


b) acreditar el dominio con una embarcación distinta de aquella cuya inscripción fue dejada sin efecto, la que deberá contar con matrícula y certificado de navegabilidad vigente otorgados por la Autoridad Marítima y ser de las mismas características náuticas principales de la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto. En este caso, la nueva embarcación sólo podrá inscribir aquellas pesquerías, con sus respectivos artes de pesca, que haya tenido inscritas la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto.”.

Inciso final


Suprimir la frase “siguiente al”.

ARTÍCULO TRANSITORIO.-


Suprimirlo.

- - -


Puesta en discusión en particular de la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath.


Luego de declarar cerrado el debate, el señor Presidente coloca en votación las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, esto es, las del artículo 1°, numerales 9, 10, 12 y 14.


Estas normas son aprobadas por 15 votos a favor de los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Coloma, Escalona, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Sabag y Zaldívar.

- - -


Acto seguido, el señor Presidente coloca en votación las normas que fueron objeto de modificaciones acordadas unánimemente, con la sola excepción de la norma contenida en el numeral 4, nuevo, del artículo 1°, que ostenta rango de quórum calificado.


Estas normas son aprobadas por 17 votos a favor de los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Coloma, García, Horvath, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Novoa, Prokurica y Zaldívar, han presentado una indicación renovada que pretende incorporar un nuevo numeral en el artículo 1°, para modificar el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


La modificación de que se trata persigue dos objetivos: por una parte, exigir la instalación de un sistema de posicionamiento satelital a los armadores de naves de pesca artesanal de eslora igual o superior a 15 metros; por otra, sancionar con la suspensión del permiso de pesca y multa el incumplimiento de dicha exigencia.


Ofrecida la palabra en relación con esta indicación, intervienen los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín y Navarro.


Por haber concluido el Orden del Día este asunto queda pendiente.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Frei, Girardi, Horvath, Navarro y Ruiz-Esquide, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 7ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE ABRIL DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuatro y cinco, ambas ordinarias, de los días 22 y 23 de marzo del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (Boletín N° 7.194-05).



- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto y Zaldívar, sobre políticas tendientes a revisar la entrada masiva de capitales extranjeros que afectan el tipo de cambio y la competitividad del sector exportador (Boletín N° S 1.322-12).



Con el segundo, da respuesta a una solicitud enviada en nombre de los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Zaldívar, al efecto de que se considere la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que prorrogue los servicios de los trabajadores públicos a contrata y a honorarios.



Con el siguiente, responde una solicitud similar, remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Lagos y Prokurica, y de la ex Senadora señora Matthei, cuyas finalidades son extender la vigencia de los servicios de los funcionarios a contrata y conceder la asignación de modernización a los funcionarios a honorarios.



Con el último, informa del curso dado a la petición remitida en nombre de los Honorables Senadores señor Zaldívar y señora Rincón, para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que condicione la autorización de endeudamiento otorgada al Presidente de la República en la Ley de Presupuestos. 



Tres del señor Ministro de Salud:



Con el primero, entrega los antecedentes pedidos en nombre del Honorable Senador señor Quintana, sobre la situación de daños del Hospital Mauricio Heyermann, de la ciudad de Angol, por efecto del terremoto del 27 de febrero de 2010.



Con los dos siguientes, responde a solicitudes de información remitidas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, en relación con la regulación de las horas extraordinarias de los funcionarios de los Hospitales de la Red Pública de Salud y con la urgencia en la intervención quirúrgica de un paciente en el Hospital Base de Linares.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que suministra antecedentes solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el procedimiento policial aplicado con motivo de la detención de un ciudadano ecuatoriano. 



Del señor Director del Hospital Provincial del Huasco, con el que da respuesta a la petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto del procedimiento de atención de urgencia que recibió la señora Derlinda Lemus en aquel establecimiento de salud.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



Segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, y del ex Senador señor Ruiz De Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (Boletín Nº 3.777-03).



De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y de los ex Senadores señora Matthei y señor Ominami sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías y conservadores (Boletín N° 7.033-13).



- Quedan para Tabla.

Mociones



De las Honorables Senadoras señoras Allende, Alvear y Rincón, con la cual dan inicio a un proyecto de ley que establece prohibición para ser candidato a alcalde (Boletín N° 7.574-06).



- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley en materia de explotación artesanal de recursos pesqueros en la Región de Los Ríos (Boletín N° 7.575-03).



- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



De los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona, Frei y Lagos, mediante la cual dan inicio a un proyecto de ley sobre informes financieros en los proyectos de ley (Boletín N° 7.576-05).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Horvath, Longueira y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que incorpora al Ministro de Bienes Nacionales al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo establecido en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo



Tres de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma, respecto de las siguientes materias:



1) Consumo de productos del mar (Boletín Nº S 1.351-12).



2) Protección de derechos de mujeres con VIH (Boletín Nº S 1.352-12).



3) Respaldo a la realización de la película “Estoy en DICOM” (Boletín Nº S 1.353-12).



- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del territorio nacional entre los días 14 y 21 de abril del año en curso.



- Se accede a lo solicitado.

- - -



Enseguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Longueira para pedir el asentimiento de la Sala en orden a remitir al Ejecutivo un oficio requiriendo su patrocinio respecto del proyecto de ley que presentara junto a los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Horvath y Navarro, cuy finalidad es incorporar al Ministro de Bienes Nacionales al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, que fuera declarado inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



Así se acuerda unánimemente.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Rincón a fin de solicitar el acuerdo de la Sala para incluir, como si fuera de Fácil Despacho, en la Tabla de la presente sesión ordinaria, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías y conservadores (Boletín N° 7.033-13).



Funda su petición en la circunstancia de tratarse de una iniciativa de artículo único, que se encuentra informada favorablemente por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Se accede a lo solicitado.

- - -



El señor Secretario General informa acerca de la petición formulada a la Sala por la Comisión de Salud, para autorizar que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s. 2.973-11; 4.181-11; 4.192-11, y 4.379-11, refundidos), sea conocido, en segundo informe, por las Comisiones unidas de Salud y de Agricultura, eximiendo a esta última de su estudio en el trámite de primer informe.



Así se acuerda.

- - -



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Frei pide que la Sala autorice a la Comisión de Hacienda para discutir en general y en particular, con ocasión de su primer informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre información al Congreso Nacional en materia presupuestaria (Boletín 
N° 7.414-05).



Se accede a lo solicitado.

- - -



Finalmente, interviene el Honorable Senador señor Zaldívar recabando el asentimiento de la Sala para autorizar a la Comisión de Economía a funcionar en paralelo, lo que así se acuerda.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena por gracia al señor Gerardo Alkemade Dolle, con informe de  la Comisión de 

Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena por gracia al señor Gerardo Alkemade Dolle, con informe de  la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y que tiene el Boletín N° 7.237-07.



Agrega que la Comisión deja constancia en su informe que en el año 1958, luego de ser ordenado sacerdote, el padre Alkemade -nacido en Holanda- se vino a Chile para ejercer su labor pastoral en Osorno.



Cinco años más tarde fue nombrado párroco de Puerto Octay, donde inició la construcción de un nuevo edificio para la escuela parroquial y colaboró, además, en la edificación de escuelas particulares en Piedras Negras y Río Blanco.



Desde 1975 hasta 1981 se desempeñó como vicario parroquial de la Catedral de Osorno y como Director Diocesano de Caritas Chile, época en la que propició la construcción de numerosas obras.



En 1982 fue designado párroco de la comuna de Alhué, donde luego realizó un gran esfuerzo de reconstrucción de viviendas a causa del terremoto del año 1985. 



Su actividad se extendió años después a San Antonio y Llolleo, lugares en que benefició a familias de pescadores artesanales y a personas de la tercera edad.



En 2007 fue nombrado Hijo Ilustre de Alhué, comuna en la que actualmente vive su jubilación.



Al concluir precisa que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en atención a los antecedentes reseñados, aprobó la iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Kuschel y Sabag.

- - -



En discusión en general y en particular la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Chahuán.



Cerrado el debate y puesta en votación en general y en particular, se aprueba por 28 votos a favor y uno en contra.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Vota por el rechazo el Honorable Senador señor Chadwick.



Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Gerardus Cornelis Jozef Alkemade Dolle.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías y conservadores, con informe de la Comisión de 

Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías y conservadores, que cuenta con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y que tiene el Boletín N° 7.033-13.



Agrega que su finalidad principal es garantizar la aplicación de las normas del Código del Trabajo respecto de los trabajadores que se desempeñan en notarias, archivos y conservadores.



Al concluir, precisa que la Comisión especializada, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, García, Kuschel y Muñoz Aburto, aprobó esta iniciativa en los mismos términos en que fuera despachada por la Honorable Cámara de Diputados, y propone, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, discutirla en general y en particular.

- - -



En discusión en general y en particular este proyecto, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Rincón.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular, se aprueba por 23 votos a favor y 1 pareo.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Longueira, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por encontrarse pareado, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).



Se inhabilita en esta votación, de conformidad con lo prescrito en el artículo 8° del Reglamento, el Honorable Senador señor Chahuán.


Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.


Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo Único.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 4° del Código del Trabajo:



“De igual forma, en el caso de los trabajadores mencionados en el inciso final del artículo 1°, no se alterarán los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, en el caso de cambio de la titularidad en la respectiva notaría, archivo y conservador.”.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las 

Asociaciones Municipales



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia en el carácter de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.792-06.



Agrega que las divergencias respecto de la iniciativa se suscitaron por el rechazo en la Cámara de Diputados de todas las enmiendas que el Senado introdujo en el segundo trámite constitucional.


Precisa que la Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, acordó proponer la aprobación del proyecto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, cuyo texto se transcribe en el informe correspondiente. Esta resolución la adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar y Diputados señores Becker, Estay, Harboe y Ojeda.



Al finalizar hace presente que los artículos 1° y transitorio del proyecto son de rango orgánico constitucional, y que la Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, dio su aprobación a lo propuesto por la Comisión Mixta.

- - -



En su informe la Comisión Mixta propone, como forma y modo de resolver la divergencia producida entre ambas Corporaciones, la aprobación del proyecto de ley que se consigna a continuación, y que reproduce el texto del proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con  fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:



1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 129, por el siguiente:



"Artículo 129.- Una o más municipalidades podrán constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo.".



2) Reemplázase el actual artículo 137, por el siguiente:



"Artículo 137.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales, para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes, o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de acuerdo con las reglas establecidas en el Párrafo 3º del presente Título.



Las asociaciones podrán tener por objeto:



a) La atención de servicios comunes.



b) La ejecución de obras de desarrollo local.



c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión.



d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud o a otros fines que les sean propios.



e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales.



f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.".



3) Sustitúyese el encabezamiento del inciso primero del artículo 138, por el siguiente:



"Articulo 138.- Del mismo modo, las municipalidades podrán celebrar convenios para asociarse entre ellas sin requerir personalidad jurídica. Tales convenios deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes:".



4) Incorpórase, a continuación del artículo 140, el siguiente Párrafo 3°, compuesto por los artículos 141 a 150, pasando los actuales artículos 141 a 146, a ser artículos 151 a 156, respectivamente:

"Párrafo 3º

De la personalidad jurídica de las Asociaciones Municipales



Artículo 141.- La constitución de una asociación será acordada por los alcaldes de las municipalidades interesadas, previo acuerdo de sus respectivos concejos, en asamblea que se celebrará ante un ministro de fe, debiendo actuar como tal el secretario municipal de alguna de tales municipalidades, o un notario público con sede en alguna de las comunas de las mismas.



Las asociaciones municipales constituidas en conformidad a las normas de este párrafo deberán efectuar una solicitud de inscripción en el Registro que se llevará para tales efectos y depositar una copia autorizada reducida a escritura pública del acta de su asamblea constitutiva, de su directorio provisional y de sus estatutos, ante el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea.



Dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de la recepción de los documentos antes señalados, el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, podrá objetar la constitución de la asociación, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que la ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.



La asociación deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, se tendrá por no presentada su solicitud de inscripción en el Registro y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.



Cumplido el procedimiento anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo procederá a inscribir la organización en el Registro que llevará para tal efecto.



Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada.



Las asociaciones municipales gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de haber efectuado el depósito y registro que se establece en el presente párrafo.



Dentro del plazo máximo de noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.



El directorio, que podrán integrar alcaldes y concejales, ejercerá la administración de la asociación, estará constituido por un mínimo de cinco miembros y deberá contemplar, a lo menos, los cargos de presidente, secretario y tesorero. La presidencia corresponderá a uno de los alcaldes de las municipalidades que componen la respectiva asociación. El presidente del directorio lo será también de la asociación y tendrá su representación judicial y extrajudicial.



Un reglamento establecerá las normas sobre asambleas, elección del directorio y demás órganos de la asociación, reforma de sus estatutos, derechos y obligaciones de sus miembros, registro de afiliados, aprobación del presupuesto y del plan de trabajo anual, disolución y demás disposiciones relativas a la organización, facultades y funcionamiento de las asociaciones que se constituyan en conformidad a las normas de este párrafo.



Artículo 142.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Municipales con personalidad jurídica de derecho privado, a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.



Cualquiera asociación municipal podrá solicitar de la citada Subsecretaría el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. 



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo mantendrá el Registro permanentemente actualizado, siendo accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.



El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.



Artículo 143.- Los estatutos de las asociaciones municipales deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:



a) Nombre de la asociación;



b) Indicación de la comuna en que tendrá domicilio la asociación; 



c) Finalidades y objetivos; 



d) Derechos y obligaciones de sus miembros; 



e) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones; 



f) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse; 



g) Procedimiento y quórum para reforma de estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos; 



h) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias; 



i) Indicación de la Contraloría Regional ante la cual harán entrega de su contabilidad;



j) Normas y procedimientos que regulen la disciplina interna, resguardando el debido proceso; 



k) Forma y procedimiento de incorporación y de desafiliación a la asociación, debiendo constar en ambos casos el respectivo acuerdo de concejo municipal correspondiente;



l) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, y



m) Forma de liquidación. 



Las asociaciones que se constituyan de conformidad al presente párrafo podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior mediante resolución. 



No podrá negarse el otorgamiento de la personalidad jurídica a las asociaciones municipales cuyos estatutos cumplan con los requisitos que la presente ley establece al efecto.



Artículo 144.- Las asociaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus estatutos.



El representante de la respectiva asociación deberá comunicar al Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores, para lo cual podrá solicitar, tanto a las asociaciones como a las municipalidades que las conformen, toda la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus estatutos. 



El incumplimiento de estas obligaciones acarreará la eliminación de la asociación del Registro.



Artículo 145.- Las asociaciones municipales constituidas conforme a las disposiciones del presente párrafo dispondrán de patrimonio propio, que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus socios, y que estará formado por las cuotas de incorporación, cuotas ordinarias y cuotas extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos y por erogaciones, subvenciones y aportes  provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades, o entidades públicas, nacionales o internacionales; y, demás bienes que adquieran a su nombre.



Con todo, sólo serán sujeto de subvenciones provenientes de entidades públicas nacionales, fondos concursables o todo otro aporte de recursos de esta naturaleza, aquellas asociaciones que se encuentren vigentes en el Registro Único de Asociaciones Municipales, establecido en el artículo 142.



Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie, respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.



Artículo 146.- La disolución de una asociación de municipalidades deberá ser decidida por la mayoría absoluta de la Asamblea de socios, debiendo constar dicho acuerdo en un acta reducida a escritura pública, de la que deberá notificarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el plazo de 30 días desde su fecha de suscripción.



En este caso los bienes serán destinados al pago de obligaciones pendientes. De existir un remanente, luego de servir tales obligaciones, éste deberá restituirse a las municipalidades socias, a través de un procedimiento de liquidación establecido en el reglamento indicado en el artículo 141.



Artículo 147.- El personal que labore en las asociaciones municipales de que trata el presente párrafo se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.



Artículo 148.- A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 a 558 del Código Civil. 



Artículo 149.- Atendida su naturaleza, constitución y objetivos, a las asociaciones municipales les será aplicable el principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. 



En virtud de dicho principio, las asociaciones deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:



a) El marco normativo que les sea aplicable.



b) Su estructura orgánica u organización interna.



c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.



d) Sus estados financieros y memorias anuales.



e) Las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.



f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la asociación.



g) Los montos de los aportes de fondos públicos que reciban; como asimismo de todo aporte económico recibido de personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales.



h) Toda remuneración percibida en el año por el Secretario Ejecutivo y demás funcionarios de la asociación, incluyendo lo recibido por concepto de viáticos, gastos de representación, regalías y, en general, todo otro estipendio otorgado por la institución. Asimismo, deberá incluirse todo gasto efectuado con cargo a los fondos de la asociación en que haya incurrido su Presidente y demás miembros del Directorio, por concepto de viáticos, traslados, gastos de representación y otros de similar naturaleza.



i) Las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías a personas naturales o jurídicas. 



La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.



Artículo 150.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 de la presente ley, la Contraloría General de la República podrá ejercer sus facultades de fiscalización y control sobre las asociaciones municipales de que trata este párrafo, respecto de su patrimonio, cualquiera sea su origen.”.



Artículo 2º.- El reglamento a que se refieren los nuevos artículos 141 y 142, incorporados por el presente cuerpo legal a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, deberá ser dictado en el plazo de 120 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.



Artículo transitorio.- Las asociaciones municipales actualmente constituidas en conformidad a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, podrán gozar de personalidad jurídica por el simple depósito de sus estatutos en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, los que previamente deberán ajustarse a lo dispuesto en los artículos 141 y 143 de este cuerpo legal. 



Tanto la decisión de obtener personalidad jurídica, como la adecuación de sus estatutos, deberán contar con el acuerdo de la mayoría de las municipalidades asociadas.”.

- - -



En discusión el informe de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Sabag y Navarro.



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación, en primer término los artículos 1° y transitorio, de rango orgánico constitucional, los cuales se aprueban por 31 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, reuniéndose el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Gómez y Rossi.



Acto seguido, el señor Presidente coloca en votación las restantes normas del proyecto, las que se aprueban con idéntico quórum.



Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con  fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:



1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 129, por el siguiente:



"Artículo 129.- Una o más municipalidades podrán constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo.".



2) Reemplázase el actual artículo 137, por el siguiente:



"Artículo 137.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales, para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes, o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de acuerdo con las reglas establecidas en el Párrafo 3º del presente Título.



Las asociaciones podrán tener por objeto:



a) La atención de servicios comunes.



b) La ejecución de obras de desarrollo local.



c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión.



d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud o a otros fines que les sean propios.



e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales.



f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.".



3) Sustitúyese el encabezamiento del inciso primero del artículo 138, por el siguiente:



"Articulo 138.- Del mismo modo, las municipalidades podrán celebrar convenios para asociarse entre ellas sin requerir personalidad jurídica. Tales convenios deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes:".



4) Incorpórase, a continuación del artículo 140, el siguiente Párrafo 3°, compuesto por los artículos 141 a 150, pasando los actuales artículos 141 a 146, a ser artículos 151 a 156, respectivamente:

"Párrafo 3º

De la personalidad jurídica de las Asociaciones Municipales



Artículo 141.- La constitución de una asociación será acordada por los alcaldes de las municipalidades interesadas, previo acuerdo de sus respectivos concejos, en asamblea que se celebrará ante un ministro de fe, debiendo actuar como tal el secretario municipal de alguna de tales municipalidades, o un notario público con sede en alguna de las comunas de las mismas.



Las asociaciones municipales constituidas en conformidad a las normas de este párrafo deberán efectuar una solicitud de inscripción en el Registro que se llevará para tales efectos y depositar una copia autorizada reducida a escritura pública del acta de su asamblea constitutiva, de su directorio provisional y de sus estatutos, ante el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea.



Dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de la recepción de los documentos antes señalados, el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, podrá objetar la constitución de la asociación, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que la ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.



La asociación deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, se tendrá por no presentada su solicitud de inscripción en el Registro y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.



Cumplido el procedimiento anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo procederá a inscribir la organización en el Registro que llevará para tal efecto.



Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada.



Las asociaciones municipales gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de haber efectuado el depósito y registro que se establece en el presente párrafo.



Dentro del plazo máximo de noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.



El directorio, que podrán integrar alcaldes y concejales, ejercerá la administración de la asociación, estará constituido por un mínimo de cinco miembros y deberá contemplar, a lo menos, los cargos de presidente, secretario y tesorero. La presidencia corresponderá a uno de los alcaldes de las municipalidades que componen la respectiva asociación. El presidente del directorio lo será también de la asociación y tendrá su representación judicial y extrajudicial.



Un reglamento establecerá las normas sobre asambleas, elección del directorio y demás órganos de la asociación, reforma de sus estatutos, derechos y obligaciones de sus miembros, registro de afiliados, aprobación del presupuesto y del plan de trabajo anual, disolución y demás disposiciones relativas a la organización, facultades y funcionamiento de las asociaciones que se constituyan en conformidad a las normas de este párrafo.



Artículo 142.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Municipales con personalidad jurídica de derecho privado, a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.



Cualquiera asociación municipal podrá solicitar de la citada Subsecretaría el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. 



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo mantendrá el Registro permanentemente actualizado, siendo accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.



El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.



Artículo 143.- Los estatutos de las asociaciones municipales deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:



a) Nombre de la asociación;



b) Indicación de la comuna en que tendrá domicilio la asociación; 



c) Finalidades y objetivos; 



d) Derechos y obligaciones de sus miembros; 



e) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones; 



f) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse; 



g) Procedimiento y quórum para reforma de estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos; 



h) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias; 



i) Indicación de la Contraloría Regional ante la cual harán entrega de su contabilidad;



j) Normas y procedimientos que regulen la disciplina interna, resguardando el debido proceso; 



k) Forma y procedimiento de incorporación y de desafiliación a la asociación, debiendo constar en ambos casos el respectivo acuerdo de concejo municipal correspondiente;



l) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, y



m) Forma de liquidación. 



Las asociaciones que se constituyan de conformidad al presente párrafo podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior mediante resolución. 



No podrá negarse el otorgamiento de la personalidad jurídica a las asociaciones municipales cuyos estatutos cumplan con los requisitos que la presente ley establece al efecto.



Artículo 144.- Las asociaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus estatutos.



El representante de la respectiva asociación deberá comunicar al Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.



La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores, para lo cual podrá solicitar, tanto a las asociaciones como a las municipalidades que las conformen, toda la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus estatutos. 



El incumplimiento de estas obligaciones acarreará la eliminación de la asociación del Registro.



Artículo 145.- Las asociaciones municipales constituidas conforme a las disposiciones del presente párrafo dispondrán de patrimonio propio, que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus socios, y que estará formado por las cuotas de incorporación, cuotas ordinarias y cuotas extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos y por erogaciones, subvenciones y aportes  provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades, o entidades públicas, nacionales o internacionales; y, demás bienes que adquieran a su nombre.



Con todo, sólo serán sujeto de subvenciones provenientes de entidades públicas nacionales, fondos concursables o todo otro aporte de recursos de esta naturaleza, aquellas asociaciones que se encuentren vigentes en el Registro Único de Asociaciones Municipales, establecido en el artículo 142.



Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie, respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.



Artículo 146.- La disolución de una asociación de municipalidades deberá ser decidida por la mayoría absoluta de la Asamblea de socios, debiendo constar dicho acuerdo en un acta reducida a escritura pública, de la que deberá notificarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el plazo de 30 días desde su fecha de suscripción.



En este caso los bienes serán destinados al pago de obligaciones pendientes. De existir un remanente, luego de servir tales obligaciones, éste deberá restituirse a las municipalidades socias, a través de un procedimiento de liquidación establecido en el reglamento indicado en el artículo 141.



Artículo 147.- El personal que labore en las asociaciones municipales de que trata el presente párrafo se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.



Artículo 148.- A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 a 558 del Código Civil. 



Artículo 149.- Atendida su naturaleza, constitución y objetivos, a las asociaciones municipales les será aplicable el principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. 



En virtud de dicho principio, las asociaciones deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:



a) El marco normativo que les sea aplicable.



b) Su estructura orgánica u organización interna.



c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.



d) Sus estados financieros y memorias anuales.



e) Las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.



f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la asociación.



g) Los montos de los aportes de fondos públicos que reciban; como asimismo de todo aporte económico recibido de personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales.



h) Toda remuneración percibida en el año por el Secretario Ejecutivo y demás funcionarios de la asociación, incluyendo lo recibido por concepto de viáticos, gastos de representación, regalías y, en general, todo otro estipendio otorgado por la institución. Asimismo, deberá incluirse todo gasto efectuado con cargo a los fondos de la asociación en que haya incurrido su Presidente y demás miembros del Directorio, por concepto de viáticos, traslados, gastos de representación y otros de similar naturaleza.



i) Las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías a personas naturales o jurídicas. 



La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.



Artículo 150.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 de la presente ley, la Contraloría General de la República podrá ejercer sus facultades de fiscalización y control sobre las asociaciones municipales de que trata este párrafo, respecto de su patrimonio, cualquiera sea su origen.”.



Artículo 2º.- El reglamento a que se refieren los nuevos artículos 141 y 142, incorporados por el presente cuerpo legal a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, deberá ser dictado en el plazo de 120 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.



Artículo transitorio.- Las asociaciones municipales actualmente constituidas en conformidad a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, podrán gozar de personalidad jurídica por el simple depósito de sus estatutos en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, los que previamente deberán ajustarse a lo dispuesto en los artículos 141 y 143 de este cuerpo legal. 



Tanto la decisión de obtener personalidad jurídica, como la adecuación de sus estatutos, deberán contar con el acuerdo de la mayoría de las municipalidades asociadas.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro, con segundo informe de la Comisión de Intereses 

Marítimos, Pesca y Acuicultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General hace presente que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro, el cual cuenta con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, para cuyo despacho se ha hecho presente la calificación de urgencia “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.242-21.


Añade que al finalizar la sesión 6ª ordinaria, celebrada el día martes 5 del actual, quedó pendiente la discusión de la indicación renovada por los Senadores señores Larraín Fernández, Coloma, García, Horvath, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Novoa, Prokurica y Zaldívar, que propone agregar un nuevo número al artículo 1º, para modificar el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Asimismo, informa, quedó pendiente la votación de las normas contenidas en el numeral 4 del artículo 1° del proyecto, de quórum calificado.

- - -


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, propone en su segundo informe las siguientes enmiendas al proyecto de ley despachado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°.-

NÚMERO 1


Agregar una letra a), nueva, cambiando las demás su orden correlativo, que es del siguiente tenor:


“a) Intercálase en el párrafo primero del numeral 14), luego de la coma que sigue a la palabra “camarotes”, la palabra “puente”, seguido de una coma (,).”, y agrégase, antes del punto final, la siguiente frase: “y de un francobordo mínimo de 200 milímetros a lo largo de toda su eslora, que dé garantías de seguridad y navegabilidad.”.

Letra a)


Pasa a ser b).


Sustituir el encabezado por el siguiente:


“b) Sustitúyese el primer párrafo de la letra a) del párrafo tercero del numeral 28, por el siguiente:” 

Letra b)


Pasa a ser c).


Agregar, en su literal ii), luego del vocablo Servicio, precedido de una coma (,), la frase “actualizado al mes de junio de cada año”.

° ° °


Agregar el siguiente numeral 2, nuevo, cambiando los demás su numeración correlativa:


“2. Agrégase en la letra a) del artículo 3° el siguiente inciso final: 


“Sin perjuicio de lo anterior, respecto de la duración de la veda, el decreto que la establezca podrá señalar un periodo referencial, quedando condicionado su inicio y término a la verificación de determinados indicadores biológicos. La verificación de los indicadores deberá comunicarse a través de la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.”.

° ° °

NÚMEROS 2 y 3


Suprimirlos.

NÚMERO 4


Pasa a ser 3, sin otra enmienda.

° ° °


Agregar el siguiente numeral 4, nuevo, cambiando los demás su numeración correlativa:


“4. Agrégase al final del artículo 50 los siguientes incisos:


“Las modificaciones de las embarcaciones artesanales inscritas en pesquerías con acceso cerrado o suspendido, de conformidad con los artículos 33 y 50, que importen un aumento de sus características principales se someterán al procedimiento de sustitución de la presente ley. En caso que las modificaciones antes referidas correspondan a embarcaciones inscritas sólo en pesquerías con acceso abierto, se entenderán aquéllas como modificación a la inscripción en el Registro Artesanal, de conformidad al Reglamento correspondiente.


Con todo, ninguna modificación ni sustitución de una embarcación artesanal inscrita en una pesquería con acceso cerrado o suspendido podrá importar un aumento del esfuerzo pesquero, ya sea por las características de la embarcación o la modificación o incorporación de nuevas artes, aparejos o implementos de pesca, según lo determine el reglamento.”.”.

° ° °

NÚMERO 6


Sustituir sus letras a) y b), por lo siguiente:


“Agrégase el siguiente inciso final:


“Las notificaciones de todas las actuaciones que digan relación con la inscripción podrán ser practicadas en el domicilio acreditado de conformidad con la letra c).”.”.

NÚMERO 7

Letra b)


Reemplazar, en el literal a), el vocablo “tres” por “dos”, las dos veces que aparece.

Letra c)


Reemplazarla por la que sigue:


“c) Sustitúyese la letra d) del inciso primero, por la siguiente:


“d) Si el pescador artesanal fuere condenado por alguno de los delitos que sancionan los artículos 135 o 136, o no mantiene los requisitos de inscripción establecidos en los artículos 51 ó 52.”.”.

Letra d)


Reemplazar el vocablo “tres por “dos”.

Letra e)


Sustituir, en el primer inciso que incluye, la oración “Cuando proceda, y dentro” por “Dentro”.

NÚMERO 8

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso primero por los tres siguientes:


“Los armadores pesqueros, industriales o artesanales, al momento del desembarque, en Chile o en el extranjero, deberán informar al Servicio sus capturas por especies y áreas de pesca.


A la misma obligación dispuesta en el inciso anterior estarán sujetos los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo.


El reglamento determinará la forma y condiciones a que se ajustará el cumplimiento de las obligaciones a que se refieren los incisos precedentes y la oportunidad en que habrán de cumplir la obligación de informar las personas mencionadas en el inciso segundo.”.”.

Letra c)


Intercalar, en el primer inciso propuesto, a continuación de la frase “tratados internacionales”, la siguiente “vigentes en Chile” y suprimir la oración “según corresponda”, y la coma (,) que la antecede.

° ° °


Introducir el siguiente numeral 15, nuevo:


“15. Agrégase el siguiente artículo 174, nuevo:


“Artículo 174.- La publicación en el Diario Oficial de las resoluciones y decretos dictados en el marco de esta ley, con excepción de los reglamentos, se efectuará en extracto, debiendo asimismo publicarse íntegramente en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría y del Servicio.


Para todos los efectos legales el acto administrativo de que se trate entrará en vigencia en la fecha de la última publicación del texto íntegro en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría o del Servicio.”.”.

° ° °

ARTÍCULO 2°.-

Inciso primero


Sustituir la oración que comienza con la expresión “podrán acreditar” hasta su punto final por la siguiente: “podrán optar, dentro del plazo de doce meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley, por:


a) acreditar el dominio de las respectivas embarcaciones;


b) acreditar el dominio con una embarcación distinta de aquella cuya inscripción fue dejada sin efecto, la que deberá contar con matrícula y certificado de navegabilidad vigente otorgados por la Autoridad Marítima y ser de las mismas características náuticas principales de la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto. En este caso, la nueva embarcación sólo podrá inscribir aquellas pesquerías, con sus respectivos artes de pesca, que haya tenido inscritas la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto.”.

Inciso final


Suprimir la frase “siguiente al”.

ARTÍCULO TRANSITORIO.-


Suprimirlo.

- - -


Luego, el señor Secretario General explica que la indicación renovada a que se ha hecho alusión precedentemente pretende incorporar un nuevo numeral en el artículo 1°, para modificar el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


La modificación persigue dos objetivos: por una parte, exigir la instalación de un sistema de posicionamiento satelital a los armadores de naves de pesca artesanal de eslora igual o superior a 15 metros; por otra, sancionar con la suspensión del permiso de pesca y multa el incumplimiento de dicha exigencia.


Prosiguiendo el debate en relación con esta indicación, intervienen los Honorables Senadores señores Escalona, Navarro, Larraín Fernández, Horvath, Orpis, Letelier, Zaldívar, señora Rincón y señores Larraín Peña, Coloma, Lagos, Chahuán, Gómez y Tuma.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación renovada, se aprueba por 17 votos a favor, 9 en contra y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Pizarro y Sabag.

- - -


Acto seguido, el señor Presidente pone en votación la norma de quórum calificado del numeral 4 del artículo 1° del proyecto, que fuera incorporada con motivo de la discusión en particular del proyecto, y que se refiere a embarcaciones artesanales inscritas en pesquerías con acceso cerrado o suspendido.


Esta disposición se aprueba por 23 votos a favor y 1 abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, cumpliéndose el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Tuma.



En consecuencia, queda despachado este asunto en este trámite.

- - -


El texto del proyecto de ley despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


1. En su artículo 2°: 


a) Intercálase en el párrafo primero del numeral 14), luego de la coma que sigue a la palabra “camarotes”, la palabra “puente”, seguido de una coma (,).”, y agrégase, antes del punto final, la siguiente frase: “y de un francobordo mínimo de 200 milímetros a lo largo de toda su eslora, que dé garantías de seguridad y navegabilidad.”.


b) Sustitúyese el primer párrafo de la letra a) del párrafo tercero del numeral 28, por el siguiente:


“a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica constituida en los términos establecidos en el inciso segundo de este numeral o la comunidad en los términos que establece el Código Civil, propietarios de hasta dos embarcaciones artesanales.”.


c) En el número 39, introdúcense las siguientes modificaciones:


i) Intercálase, a continuación de la palabra “pesquerías”, la expresión “con sus respectivos artes y aparejos de pesca”.


ii) Incorpórase la siguiente frase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El Registro será público y estará disponible en la página de dominio electrónico del Servicio, actualizado al mes de junio de cada año.”.


2. Agrégase en la letra a) del artículo 3° el siguiente párrafo final: 


“Sin perjuicio de lo anterior, el decreto que establezca la veda podrá señalar un periodo referencial respecto de su duración, quedando condicionado su inicio y término a la verificación de determinados indicadores biológicos. La verificación de los indicadores deberá comunicarse por la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.


3. Reemplázase el inciso tercero del artículo 50, por los siguientes:


“En el caso en que se suspenda transitoriamente la inscripción en el Registro Artesanal para las especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, ella deberá extenderse, simultáneamente, a todas las regiones del país.


En los casos en que se suspenda transitoriamente la inscripción en el Registro Artesanal, conforme a lo señalado en los incisos anteriores, se paralizará, también, mientras dure tal medida, la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones industriales. Las naves industriales autorizadas para operar en estas pesquerías quedarán afectas a lo establecido en el régimen de pesquerías declaradas en estado de plena explotación.


4. Agréganse al artículo 50 los siguientes incisos finales:


“Las modificaciones de las embarcaciones artesanales inscritas en pesquerías con acceso cerrado o suspendido, de conformidad con los artículos 33 y 50, que importen un aumento de sus características principales se someterán al procedimiento de sustitución de la presente ley. En caso que las modificaciones antes referidas correspondan a embarcaciones inscritas sólo en pesquerías con acceso abierto, se entenderán aquéllas como modificación a la inscripción en el Registro Artesanal, de conformidad al reglamento correspondiente.


Con todo, ninguna modificación ni sustitución de una embarcación artesanal inscrita en una pesquería con acceso cerrado o suspendido podrá importar un aumento del esfuerzo pesquero, ya sea por las características de la embarcación o por la modificación o incorporación de nuevas artes, aparejos o implementos de pesca, según lo determine el reglamento.”.


5. En su artículo 50 A:


a) Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión “,en los últimos tres años.” por “en, a lo menos, dos años, consecutivos o no, en los últimos cuatro años.”.


b) Incorpórase, en el inciso undécimo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente oración: 


“ni a los ascendientes del reemplazado, ni a los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, inclusive.”. 


c) Intercálase el siguiente inciso duodécimo, pasando el actual a ser el inciso final:


“Con todo, para los efectos de lo dispuesto en el inciso séptimo del presente artículo, se considerará acreditada la habitualidad durante el lapso en que la mujer se encuentre en estado de gravidez, así como aquél en que esté gozando del descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, inciso primero, del Código del Trabajo.”.


6. Agrégase al artículo 51 el siguiente inciso final:


“Las notificaciones de todas las actuaciones que digan relación con la inscripción podrán ser practicadas en el domicilio acreditado de conformidad con la letra c).”.”.


7. En su artículo 55:


a) Reemplázase su encabezado por el siguiente: 


“Artículo 55.- El Servicio Nacional de Pesca deberá, en el mes de junio de cada año, caducar la inscripción en el Registro Artesanal en los siguientes casos:” 


b) Sustitúyese la letra a) de su inciso primero por la siguiente:


“a) Si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por dos años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados. 


En el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo establecido en el inciso anterior, en cuyo caso el Servicio podrá autorizar la ampliación del plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de dos años antes indicado.


Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque, debidamente recepcionado por el Servicio, conforme al artículo 63 de esta ley.”. 


c) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Si el pescador artesanal fuere condenado por alguno de los delitos que sancionan los artículos 135 ó 136, o no mantiene los requisitos de inscripción establecidos en los artículos 51 ó 52.”.


d) Agrégase la siguiente letra e) en su inciso primero:


“e) No contar con el certificado de navegabilidad otorgado por la Autoridad Marítima vigente por dos años consecutivos.”.


e) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“La inscripción quedará sin efecto por defunción del pescador artesanal. No obstante, su sucesión, mediante mandatario común, tendrá el derecho de presentar al Servicio, dentro del plazo de dos años de ocurrido el fallecimiento del causante, copia autorizada de la resolución que otorga la posesión efectiva, para que dicha autoridad proceda a asignar la inscripción a la persona que designe la sucesión y que cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 51 y 52 de esta ley. Con todo, la sucesión podrá optar, en el mismo plazo antes señalado, por mantener la inscripción a nombre de la comunidad hereditaria. Dentro del mismo plazo, la sucesión podrá reemplazar la inscripción conforme a las normas del artículo 50 A. 


En el caso que el causante hubiese tenido la categoría de armador artesanal, y durante el tiempo que transcurra entre el fallecimiento del mismo y el plazo indicado en el inciso anterior, la sucesión podrá asignar provisionalmente la inscripción en el Registro a la misma comunidad hereditaria o a una persona que reúna los requisitos establecidos en el artículo 51 de esta ley, quien podrá continuar desarrollando las actividades con la o las embarcaciones correspondientes a la inscripción del causante. Vencido el plazo antes señalado, sin que se hubiere efectuado la asignación definitiva, quedará sin efecto la inscripción. 


Con todo, si un pescador artesanal desaparece como consecuencia de un accidente ocurrido durante las faenas de pesca y no es posible ubicar su cuerpo, una vez transcurridos diez días de su búsqueda oficial, la sucesión mediante mandatario común podrá, previa acreditación de ese hecho, solicitar se le otorgue el derecho a reservar la vacante en forma provisoria, hasta por un plazo de cinco años o hasta que se inscriba la resolución que concede la posesión efectiva de sus bienes. Durante los mismos plazos, la sucesión podrá ejercer el derecho a que se refieren los incisos anteriores.”.


8. En su artículo 63:


a) Reemplázase el inciso primero por los tres siguientes:


“Los armadores pesqueros, industriales o artesanales, al momento del desembarque, en Chile o en el extranjero, deberán informar al Servicio sus capturas por especies y áreas de pesca.


A la misma obligación dispuesta en el inciso anterior estarán sujetos los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo.


El reglamento determinará la forma y condiciones a que se ajustará el cumplimiento de las obligaciones a que se refieren los incisos precedentes y la oportunidad en que habrán de cumplir la obligación de informar las personas mencionadas en el inciso segundo.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“La información antes señalada deberá ser entregada a funcionarios del Servicio o a quienes éste designe.”.


c) Agréganse los  siguientes incisos finales:


“Los recursos hidrobiológicos objeto de la información de desembarque o abastecimiento, a que se refieren los incisos anteriores, deberán ser de origen legal, entendiendo por tales, aquellos capturados o adquiridos cumpliendo la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile.


La información que se entregue de conformidad a este artículo, deberá ser completa, fidedigna y oportuna.”.


9. Incorpórase el siguiente artículo 63 bis:


“Artículo 63 bis.-  Los armadores pesqueros artesanales e industriales deberán informar la recalada de la nave, antes de su arribo a puerto, en los casos, forma y condiciones que establezca el Servicio mediante resolución.”.


10. En su artículo 64 B:


a) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “También estarán sometidos a esta obligación los armadores de naves para la pesca artesanal de eslora total igual o superior a 15 metros.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso séptimo, nuevo:


“El incumplimiento de los requisitos establecidos en los dos primeros incisos de este artículo significará la suspensión del permiso para la realización de las actividades correspondientes a su inscripción por un plazo de seis meses, y una multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si se tratase de una nave pesquera industrial, o de 3 a 150 unidades tributarias mensuales si la infractora fuera una embarcación artesanal.”.


11. En su artículo 66:


a) Elimínase la siguiente frase: “, en lo referente a la individualización de los agentes que participen en las actividades de pesca y acuicultura y de las embarcaciones autorizadas”, y


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Será incompatible la titularidad de una autorización de pesca con la inscripción en el Registro Artesanal.”.


12. En su artículo 113, reemplázase en su inciso primero el guarismo “30” por “3”.


13. Introdúcese el siguiente artículo 113 A:


“Artículo 113 A.- Será sancionado con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial o artesanal que no informe la recalada de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 63 bis.”.


14. En el inciso primero de su artículo 119,  intercálase, a continuación de la palabra “vedados”, la siguiente frase, antecedida de una coma:


“extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción”. 


15. Incorpórase el siguiente artículo 121:


“Artículo 121.- Será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales toda persona natural o jurídica que, sometida a fiscalización, de cualquier forma obstaculice, dificulte, impida o intente obstaculizar la labor de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca.”.


16. Agrégase el siguiente artículo 174, nuevo:


“Artículo 174.- La publicación en el Diario Oficial de las resoluciones y decretos dictados en el marco de esta ley, con excepción de los reglamentos, se efectuará en extracto, debiendo asimismo publicarse íntegramente en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría y del Servicio.


Para todos los efectos legales el acto administrativo de que se trate entrará en vigencia en la fecha de la última publicación del texto íntegro en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría o del Servicio.” .


Artículo 2°.- Los armadores artesanales cuyas inscripciones hayan quedado sin efecto, por no haber acreditado ante el Servicio Nacional de Pesca su dominio sobre la o las embarcaciones que tengan inscritas en el Registro Artesanal o por no haberlas sustituido por otra u otras de su propiedad, de conformidad con lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la ley Nº 19.984, podrán optar, dentro del plazo de doce meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley, por:


a) Acreditar el dominio de las respectivas embarcaciones;


b) Acreditar el dominio con una embarcación distinta de aquella cuya inscripción fue dejada sin efecto, la que deberá contar con matrícula y certificado de navegabilidad vigente otorgados por la Autoridad Marítima y ser de las mismas características náuticas principales de la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto. En este caso, la nueva embarcación sólo podrá inscribir aquellas pesquerías, con sus respectivos artes de pesca, que haya tenido inscritas la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto.


Lo dispuesto en el inciso anterior, sólo podrá ser solicitado por los armadores artesanales que hayan efectivamente operado e informado capturas al Servicio Nacional de Pesca dentro de los doce meses consecutivos anteriores a la fecha de término del plazo establecido en el inciso primero del artículo transitorio de la referida ley Nº 19.984. Para dicho efecto, la Subsecretaría publicará una nómina de los armadores que cumplan con el requisito de operación a que se refiere el presente inciso.


El armador que no figure en dicha nómina podrá reclamar de tal omisión ante el Subsecretario, quien deberá resolver dentro del plazo de treinta días.


El Servicio Nacional de Pesca procederá a inscribir a los armadores y sus embarcaciones que hayan acreditado las circunstancias indicadas en el inciso primero del presente artículo, en las mismas categorías y pesquerías que hayan sido dejadas sin efecto por la aplicación de los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la ley Nº 19.984. Para estos propósitos, se presume de derecho que la fecha de la inscripción otorgada en virtud del presente artículo corresponde a la de la inscripción que, como consecuencia de lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la citada ley, fue dejada sin efecto. 


En el caso de las embarcaciones inscritas en pesquerías sometidas al régimen artesanal de extracción, la Subsecretaría de Pesca deberá considerar, para el año calendario de su inscripción, realizada conforme al inciso anterior, el coeficiente relativo de participación que a dicha embarcación le hubiera correspondido de haberse encontrado ella vigente al momento de aplicarse el régimen antes indicado.”,

_______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° 7.293-07.



Agrega que sus objetivos principales son extender el derecho a la negociación colectiva de los funcionarios públicos y eliminar la prohibición que limita su derecho a huelga.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín Fernández.



Destaca que , en cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó agregar una disposición transitoria mediante la cual la entrada en vigencia de la reforma sobre negociación colectiva y huelga ocurrirá cuando entre en vigencia la ley orgánica constitucional que la regule.



Al concluir advierte que la Comisión, no obstante haber discutido esta iniciativa en general y en particular, propone a la Sala aprobarla solamente en general y fijar un plazo para presentar indicaciones.

- - -



En discusión en general la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Gómez, quien solicita recabar el asentimiento de la Sala para retirar este proyecto de la Tabla de esta sesión e incluirlo en la de la próxima sesión ordinaria, correspondiente al martes 12 de abril.



Así se acuerda unánimemente.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Quintana y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en Chillán, en memoria del señor José Tohá González, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General explica que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Quintana y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en Chillán, en memoria del señor José Tohá González, que cuenta con un informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y que tiene el Boletín N° 7.372-04.



Agrega que la citada Comisión deja constancia en su informe que habiendo adoptado los acuerdos referidos a este proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker (don Ignacio), lo discutió y aprobó en general y particular a la vez.



Finalmente, destaca que la Comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley estará integrada por el alcalde de Chillán, los Senadores de la decimotercera circunscripción, los Diputados de los distritos N°s 41 y 42, el decano de la Facultad de Arquitectura de la Universidad del Biobío, el Secretario Regional Ministerial de Educación y el intendente de la Región del Biobío.

- - -



En discusión la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Quintana y señora Allende.



Cerrado el debate y puesta en votación en general y en particular, se aprueba por 23 votos favorables, y queda despachado en este trámite.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide y Sabag.



Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Longueira, Navarro y Ruiz-Esquide.



Cabe consignar que, a sugerencia de la Honorable Senadora señora Allende, la Sala unánimemente acordó una enmienda al artículo 4°, para incluir a un familiar del difunto señor Tohá entre los miembros de la comisión especial destinada a ejecutar los fines del proyecto.

- - -



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Chillán, en memoria del ex ministro de Estado y destacado servidor público, don José Tohá González.


Artículo 2º.- Las obras se financiarán mediante la realización de colectas públicas en la provincia de Ñuble. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.


Artículo 3º.- Créase un fondo especial con el mismo objeto, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.


Artículo 4º.- Créase una comisión especial, de once integrantes ad honórem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por el alcalde de la comuna de Chillán, quien la presidirá; los Senadores de la 13a Circunscripción; los diputados de los distritos 41 y 42; el decano de la Facultad de Arquitectura de la Universidad del Biobío; el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Intendente de la Región del Biobío, y un familiar de don José Tohá González.


Artículo 5º.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:


a) Preparar las bases y el llamado a concurso público.


b) Fijar la ubicación exacta del monumento.


c) Seleccionar los proyectos respectivos.


d) Organizar las colectas públicas dispuestas en el artículo 2º.


e) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2º y 3º, respectivamente.


f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento y la erección del monumento.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Chadwick, Frei, Prokurica y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la Región Metropolitana, en memoria del señor Eugenio Heiremans Despouy, con informe de la Comisión de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General explica que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Chadwick, Frei, Prokurica y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la Región Metropolitana, en memoria del señor Eugenio Heiremans Despouy, que cuenta con un informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y que tiene el Boletín N° 7.413-04.



Agrega que la Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker (don Ignacio).



Finaliza precisando que la iniciativa consta de seis artículos y considera la posibilidad de que la familia Heiremans acuerde erigir el monumento en conjunto con los monumentos de los señores Ernesto Ayala y Hernán Briones.
- - -



En discusión la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica.



Cerrado el debate y puesta en votación en general y en particular, se aprueba por 23 votos favorables, y queda despachada en este trámite.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide y Sabag.

- - -



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Articulo 1°.- Autorízase erigir un monumento en la Región Metropolitana, en memoria de don Eugenio Marcos Heiremans Despouy.


Sin perjuicio de lo anterior, la familia Heiremans podrá acordar que el monumento se erija en conjunto con los monumentos de don Ernesto Ayala Oliva y don Hernán Briones Gorostiaga.


Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones, obtenidas de donaciones y otros aportes privados.


Articulo 3°.- Créase, en la Región Metropolitana, un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.


Artículo 4°.- Créase, en la Región Metropolitana, una comisión especial, integrada por miembros ad honórem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:


- Un Senador nombrado por el Senado de la República.


- Un Diputado nombrado por la Cámara de Diputados.


- El Alcalde de la comuna donde se erija el monumento o quien lo represente.


- Un representante de la familia Heiremans.


- Dos representantes nombrados por la Sociedad de Fomento Fabril.


- Un representante de la Asociación Chilena de Seguridad.


- Un representante del Instituto de Ingenieros de Chile.


- Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales.


- Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.


En el evento de que el monumento se erija en conjunto con los monumentos de don Ernesto Ayala Oliva y don Hernán Briones Gorostiaga, deberán integrar la comisión especial, conjuntamente con los miembros antes señalados, un representante de la familia Ayala y un representante de la familia Briones.


La comisión elegirá un presidente de entre sus miembros, funcionará en las dependencias que para dichos efectos acuerde la comisión, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5°.- La comisión tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la Municipalidad que corresponda, según la comuna de la Región Metropolitana donde se ubique dicho monumento y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervisar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


b) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos.


c) Administrar el fondo creado por el artículo 3°.


d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.


Artículo 6°.- Si una vez terminado el monumento quedaran excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión determine.”.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Prokurica y Rossi, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo de los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Partido MAS (Movimiento Amplio Social) y Partido Socialista, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Navarro y Escalona, respectivamente, quienes solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, de conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional, e Independientes.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADECUA LOS PLAZOS VINCULADOS A LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES.

(6946-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir su segundo informe respecto del proyecto de reforma constitucional individualizado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “Suma”.


Asistieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y sus asesores señores Andrés Tagle y Andrés Sotomayor, y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, señor Francisco Galli.


Participaron, también, el señor Marcelo Drago, asesor de la Honorable Senadora señora Alvear; y el señor Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


También concurrió el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, las disposiciones de esta iniciativa deben aprobarse con el voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, por incidir en los Capítulos IV y V de la Constitución Política, salvo el número 7) del artículo único, que debe serlo por los dos tercios de los Senadores en ejercicio, por cuanto modifica una norma del Capítulo XV de la Ley Fundamental.


Se hace presente, además, que en este trámite de segundo informe, por acuerdo de los Comités adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se agregaron ocho indicaciones a las dos formuladas originalmente.

 - - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 2, 3, 4, 7 y 9.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5.

4.- Indicaciones rechazadas: 10.

5.- Indicaciones retiradas: 6 y 8.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación se efectúa una relación de las disposiciones del proyecto, de las indicaciones que a su respecto se presentaron, consignándose, además, los acuerdos adoptados por la Comisión en relación con ellas.

ARTÍCULO PRIMERO

Número 1


Este número incide en el inciso tercero del artículo 25 de la Constitución Política, que prohíbe al Presidente de la República salir del territorio nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin acuerdo del Senado.


La enmienda propuesta por el número 1 del artículo 1° del proyecto consiste en reemplazar en el referido inciso tercero del artículo 25, la frase "los últimos noventa días" por los términos "los últimos ciento veinte días".


Este número fue objeto de la indicación número 1, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, que propone sustituirlo por el siguiente:


“1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase "en los últimos noventa días de su período" por "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo";


La Honorable Senadora señora Alvear, coautora de esta indicación, explicó que el propósito que ella persigue es hacer coetáneo el inicio de la restricción que afecta al Jefe de Estado para salir del país con la oportunidad en que principia el proceso de su sustitución, es decir, la restricción operará a partir del día en que se celebre la primera o única votación para elegir un nuevo Primer Mandatario.


Hizo presente que, como el día en que se celebrará esa votación será un día domingo de noviembre, según se establece en el número siguiente, ella caerá, a través del tiempo, en fechas variables. Por ello, considera que es más adecuado fijar el inicio de la restricción para salir del país en la fecha en que se propone en su indicación.





Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Número 2

Letra i)


Esta letra modifica el inciso primero del artículo 26 de la Carta Fundamental.


En lo que interesa a este informe, este precepto dispone que la elección de Presidente de la República se efectuará noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.


La modificación propuesta por esta letra del N° 2 del artículo 1° del proyecto plantea que la señalada elección se efectúe “el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones".


Esta letra fue objeto de la indicación número 2, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, para sustituir la frase “segundo domingo” por “tercer domingo”.


Cabe señalar que esta indicación fue analizada conjuntamente con la número 3.

Letra ii)


Esta letra modifica el inciso tercero del artículo 26 de la Carta Fundamental.


Este inciso tercero regula la denominada “segunda vuelta presidencial”, esto es, aquella elección que debe realizarse entre los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas en la primera votación para elegir Presidente de la República, si en esta hubo más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuvo más de la mitad de los sufragios válidamente emitidos. Establece que esta nueva votación se verificará el trigésimo día después de efectuada la primera.


La modificación propuesta por la letra ii) del número 2 plantea que la nueva votación se efectúe “el quinto domingo después de efectuada la primera".


Respecto de ella se presentó la indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, para sustituir la frase “quinto domingo” por “cuarto domingo”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, informó que mediante las indicaciones números 2 y 3 se busca que la primera votación para elegir Presidente se efectúe en una fecha que permita llevar adelante ordenadamente el proceso electoral presidencial y, al mismo tiempo, realizar la denominada segunda vuelta lo más pronto posible, una vez efectuada la primera votación, sin que lo anterior afecte la celebración de las festividades de fin de año ni implique llevar a efecto la segunda vuelta –cuando corresponda-en el mes de enero del año en que se debe producir un cambio de mandato presidencial.


Sostuvo que ambas indicaciones son coherentes con este propósito y concuerdan entre sí. Además, aseguró que el período que media entre las dos votaciones se estima suficiente para ejecutar lo necesario para que ambas se realicen sin dificultades. Afirmó que, en efecto, en ese plazo tanto el Servicio Electoral como el Tribunal Calificador de Elecciones podrían cumplir sus deberes adecuadamente.





Puestas en votación las indicaciones números 2 y 3, ambas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Letra iii)


Esta letra del número 2 incide en el inciso cuarto del artículo 26 de la Constitución Política.


Este inciso cuarto dispone que en caso de muerte de uno o de ambos candidatos que participan en la segunda vuelta o balotaje, se convocará a una nueva elección dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. Agrega que “la elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria”.


La letra iii) reemplaza en el inciso cuarto la expresión  "treinta días" por los términos "diez días" y sustituye la oración "La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.", por las siguientes: "La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".


Respecto de ella se presentó la indicación número 4, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para reemplazar la expresión “ciento veinte” por “noventa”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que si bien este aspecto es discutible -porque en caso de muerte de uno o ambos candidatos que han pasado a segunda vuelta se requiere de un plazo razonable para preparar una nueva elección completa- parece excesivo mantener al país durante cuatro meses en una situación de inestabilidad o incerteza. En razón de lo anterior, acotó, se justifica reducir ese plazo.


La Honorable Senadora señora Alvear complementó la intervención anterior resaltando que la muerte de un candidato en estas circunstancias genera un impacto muy fuerte en la ciudadanía, situación que debe superarse en el menor plazo posible.


Añadió que, de acuerdo a las informaciones que ha recibido de diversos actores involucrados en procesos eleccionarios, en el plazo de noventa días es posible inscribir candidaturas, imprimir votos, distribuir materiales eleccionarios y, en general, realizar lo necesario para llevar adelante una elección en buena forma.


El Ministro señor Larroulet manifestó entender la preocupación expresada por la señora Presidenta de la Comisión. Sin embargo, agregó, en el caso en análisis, debido a la incertidumbre que genera la muerte de un candidato en segunda vuelta es necesario contemplar plazos que precisamente contribuyan a devolver la certeza a la población y aseguren completar el procedimiento con la mayor normalidad posible.


El asesor del Ministro, señor Tagle, efectuó una descripción de los distintos pasos y etapas que deben cumplirse a partir de la muerte de uno o ambos candidatos, concluyendo que el cumplimiento de ellos justifica la mantención del plazo de ciento veinte días.


En primer lugar, explicó que en el proyecto de ley que regulará la inscripción automática se plantea un lapso de treinta días para que los partidos y coaliciones proclamen candidatos para reemplazar a quien o quienes hayan fallecido. En segundo término, indicó que como en lo sucesivo, de acuerdo al nuevo sistema de inscripción automática, los padrones electorales se generarán computacionalmente, para validar estos padrones se prevé la existencia de auditorías a los mismos, lo que requiere de treinta días. Luego, el Servicio Electoral contará con diez días para evaluar si acoge las observaciones que surjan de esas auditorías. Vencido este último plazo, los interesados contarán con diez días adicionales para interponer reclamos ante los Tribunales Electorales Regionales, de cuyas resoluciones se podrá apelar –en los ocho días siguientes- ante el Tribunal Calificador de Elecciones. En seguida, resueltas las apelaciones, el Servicio Electoral dispondrá de ocho días para confeccionar el padrón definitivo. Finalmente, habrá de distribuirse a través del país los padrones junto a los demás materiales para realizar la elección.


En estas circunstancias, dijo, la alternativa que se presenta para hacer posible una disminución del plazo de ciento veinte días consiste en utilizar para la nueva elección los padrones electorales con que se realizaron la primera y la segunda vuelta. Esta vía, advirtió, impediría votar en la nueva elección a quienes, entretanto, han cumplido dieciocho años o han resuelto el obstáculo judicial que les impidió sufragar en la primera elección.


Hizo presente, asimismo, que el calendario recién descrito es aplicable a la realización de los plebiscitos a que se puede convocar para que la ciudadanía dirima una diferencia entre el Ejecutivo y el Congreso Nacional en el trámite de una reforma constitucional.


En relación con esta última intervención, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, resaltó que cuando se presente la necesidad de efectuar una nueva elección por fallecimiento de algún candidato, ya el país habrá vivido varios meses de desarrollo de una campaña electoral y dos vueltas eleccionarias, con todo lo que ello implica en términos de alteración de la vida nacional ordinaria. Por esto, consideró atendible la reducción de plazo propuesta en la indicación en debate.


Añadió que será poco significativo el número de personas que cumplirán la edad para alcanzar la ciudadanía entre la primera vuelta y la nueva elección o que regularizarán su situación judicial. Agregó que si bien es importante que participen en estos actos el mayor número posible de ciudadanos, ello debe conciliarse con el interés mayoritario de normalizar el quehacer del país.


Por último, planteó que no deben tratarse de la misma manera las circunstancias de una elección presidencial con aquellas que rodean la realización de un plebiscito y que, en consecuencia, a ambos actos no debería necesariamente aplicarse un mismo criterio. En el caso del plebiscito, agregó, -que es una posibilidad aislada, eventual, que puede ocurrir en cualquier momento- parece necesario fijar un nuevo padrón electoral.


La Honorable Senadora señora Alvear coincidió en la posibilidad de no abrir nuevamente el padrón electoral para la celebración de la nueva elección. Si se procede de esta forma, expresó, se reducirá el margen de incertidumbre y cuestionamientos y se podrá, entonces, avanzar en forma más expedita en la celebración de la nueva elección.


Concordó también en que la nueva elección y el plebiscito son figuras distintas que bien podrían regularse por disposiciones que establecieran reglas diferentes.


En definitiva, los miembros presentes de la Comisión acordaron, como criterio general en esta materia, distinguir cuatro situaciones diferentes: por una parte, la situación que se plantea al fallecimiento de uno o dos candidatos en segunda vuelta y aquella que surge a raíz del fallecimiento del Presidente electo, es decir, el que fue elegido en primera o segunda vuelta pero que no ha asumido el cargo; y, por otro lado, los casos de muerte del Presidente en ejercicio ocurrida dentro de los primeros dos años de su período y la convocatoria a plebiscito en el marco de la tramitación de una reforma constitucional.


Se decidió que en las dos primeras situaciones mencionadas el plazo para efectuar la nueva elección será de noventa días y se utilizará el padrón empleado en la primera elección. En cambio, para los casos de muerte del Presidente en ejercicio y de plebiscito, el plazo se extenderá a ciento veinte días y se elaborarán nuevos padrones electorales.


A partir de los criterios recién reseñados, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó la indicación número 4.

Número 4


Este número modifica el inciso segundo del artículo 28 de la Carta Fundamental.


Este precepto establece que si el Presidente electo fuere afectado por un impedimento absoluto o indefinido, el Vicepresidente expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. Agrega que dicha elección deberá efectuarse en un día domingo.


El número 4 del artículo 1° del proyecto reemplaza en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones "expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.", por las siguientes: "convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".


A este número 4 se presentó la indicación número 5, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para sustituir la expresión “ciento veinte” por “noventa”.


Por las razones explicadas al tratar la indicación anterior, por la misma unanimidad se aprobó esta indicación número 5.

Número 5


El número 5 modifica el inciso cuarto del artículo 29 de la Constitución Política.


Este artículo fija las normas que deben aplicarse en los casos de subrogancia y de vacancia del cargo de Presidente de la República.


Su inciso cuarto dispone que si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, se convocará a nueva elección para el sexagésimo día después de la convocatoria.


El número 5 del artículo 1° del proyecto reemplaza en el referido inciso cuarto del artículo 29, las expresiones "el sexagésimo día", por los términos "ciento veinte días".


A este número 5 se presentó la indicación número 6, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para sustituir la expresión “ciento veinte” por “noventa”.


De acuerdo a los criterios adoptados al considerar la indicación número 4, los autores de esta indicación número 6 la retiraron.

Número 6


Este numeral del artículo 1° del proyecto introduce una modificación en el número 6) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


El artículo 53 enumera las atribuciones exclusivas del Senado, entre las cuales el número 6) contempla la de otorgar su acuerdo para que el Jefe de Estado pueda ausentarse del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su período.


El número 6 del artículo 1° del proyecto reemplaza en el señalado numeral 6) del artículo 53, la expresión "noventa días", por "ciento veinte días".


Respecto de este número se presentó la indicación número 7, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para sustituirla, por el siguiente:


“6. Reemplázanse en el número 6) del artículo 53 las expresiones "en los últimos noventa días de su período" por los términos " a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo".”.


Los autores de esta indicación destacaron que ella es concordante con la indicación número 1 y responde al mismo propósito que persigue aquella. Por esta consideración, la Comisión aprobó esta indicación. Votó favorablemente la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Número 7


El número 7 enmienda el inciso primero del artículo 129 de la Constitución Política.


Este artículo 129 regula la convocatoria a plebiscito en caso de discrepancia entre el Congreso Nacional y el Gobierno en el trámite de reforma constitucional.


El número 7 del artículo 1° del proyecto sustituye en el inciso primero del artículo 129 la frase "la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto.", por la que sigue: "la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".


En relación con este número se presentó la indicación número 8, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para reemplazar la expresión "ciento veinte" por "sesenta".


En concordancia con los criterios adoptados precedentemente y los acuerdos alcanzados respecto de las indicaciones números 4, 5, 6 y 7, los autores de esta indicación número 8 la retiraron.

ARTÍCULO SEGUNDO


Esta norma del proyecto aprobado en general agrega la siguiente disposición vigesimosexta transitoria a la Carta Fundamental:



"Vigésima sexta.- El Presidente de la República y los diputados que asuman el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2018.



Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2022. Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2018 finalizarán su período el 1 de marzo de 2026.



Los períodos señalados en los incisos anteriores se entenderán completos para todos los efectos constitucionales y legales.".


A este artículo segundo se presentaron las indicaciones números 9 y 10.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propone eliminar este artículo.


La indicación número 10, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza la disposición transitoria vigesimosexta, por la siguiente:


“Vigésimo sexta.- Las fechas en que finalizará el mandato de las autoridades que a continuación se indica y aquellas en que consecuentemente asumirán quienes les suceden se regirán por las siguientes reglas:


i. El Presidente de la República que asuma el día 11 de marzo de 2014, finalizará su período el 01 de marzo de 2018, misma fecha en que asumirá quien le suceda.


ii. Los senadores que asumieron el día 11 de marzo de 2010, finalizarán su periodo el día 11 de marzo de 2018, misma fecha en que asumirán quienes les sucedan.


iii. Los senadores que asuman el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su periodo el día 01 de marzo de 2022, misma fecha en que asumirán quienes les sucedan.


iv. Los senadores que asuman el día 11 de marzo de 2018, finalizarán su periodo el día 01 de marzo de 2026, misma fecha en que asumirán quienes les sucedan.”.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó partidario de mantener las disposiciones vigentes que regulan la fecha en que se produce el cambio del mandato presidencial. Fundó su postura en diversas consideraciones de orden práctico que, a su juicio, recomiendan realizar dicho cambio de mando después de haberse iniciado el mes de marzo. Agregó que fijar dicha ceremonia el día primero de marzo creará más dificultades prácticas por coincidir, por ejemplo, con el regreso de muchas personas que terminan ese día sus vacaciones estivales y con el inicio de clases de miles de estudiantes, impedirá mantener una tradición que se mantiene por más de veinte años y afectará la solemnidad que merece este acto cívico.


Por su parte, el Ministro señor Larroulet desarrolló diversos argumentos para sostener las ventajas de adelantar al día 1 de marzo la asunción del nuevo Presidente de la República y de los Parlamentarios recientemente elegidos.


Indicó que con las enmiendas precedentemente aprobadas la elección del nuevo Jefe de Estado se resolverá en el mes de diciembre y no en enero, como ha sido hasta esta fecha. Así como se adelanta esta definición, dijo, convendría adelantar la fecha en que las nuevas autoridades asumirán sus cargos.


Resaltó, además, que los nuevos parlamentarios habrán sido elegidos, a todo evento, en el mes de noviembre, de manera que no resulta conveniente dilatar hasta el 11 de marzo el inicio de sus períodos.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín, don Hernán, también se inclinaron por mantener las fechas actualmente establecidas para el cambio de mando. Sostuvieron que el cambio de fechas puede traer más desventajas prácticas que beneficios, resaltando, además, que el trabajo legislativo se mantiene hasta el último día del periodo presidencial. Agregaron que, como esta cuestión no afecta ningún principio, no era conveniente innovar en esta materia.


En definitiva, unánimemente, la Comisión aprobó la indicación número 9. Con la misma votación se rechazó la indicación número 10. A consecuencia de esta resolución, el artículo 1° pasó a ser artículo único.
- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de reforma constitucional aprobado en general:

Artículo primero

Pasa a ser Artículo único, con las siguientes enmiendas 

Número 1

Sustituirlo por el siguiente:





“1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase "en los últimos noventa días de su período" por la siguiente: "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo”.”. (Unanimidad 3 x 0. Indicación número 1).

Número 2

Letra i)





Reemplazar la expresión “segundo” por “tercer”. (Unanimidad 3 x 0. Indicación número 2).

Letra ii)





Sustituir la expresión “quinto” por “cuarto”. (Unanimidad 3 x 0. Indicación número 3).

Letra iii)





Reemplazar expresión “ciento veinte” por “noventa”; (Unanimidad 3 x 0. Indicación número 4).

Número 4 





Sustituir el guarismo “ciento veinte” por “noventa”; (Unanimidad 3 x 0. Indicación número 5, con enmienda).

Número 6

Sustituirlo por el siguiente:





“6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53 la frase "en los últimos noventa días de su período" por la siguiente: " a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo ".” (Unanimidad 5 x 0. Indicación número 7).

Artículo segundo

Suprimirlo

 (Unanimidad 5 x 0. Indicación número 9)
-.-.-.-


En virtud de las modificaciones anteriores, proponemos la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL





Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:




1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase "en los últimos noventa días de su período" por la siguiente: "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo"”;





2. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:





i) Reemplázanse en el inciso primero las oraciones “noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”, por los términos: “el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”.





ii) Sustitúyese en el inciso segundo las oraciones “el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.”, por las expresiones “el cuarto domingo después de efectuada la primera.”.





iii) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión  “treinta días” por los términos “diez días” y sustitúyese la oración “La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.”, por las siguientes: “La elección se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.





3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:





“Artículo 27.- El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes tratándose de la primera votación o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.”.





4. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones “expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.”, por las siguientes: “convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.





5. Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 29 las expresiones “el sexagésimo día” por los términos “ciento veinte días”.





6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53 la frase "en los últimos noventa días de su período" por la siguiente: "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo ".”.





7. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 129 la frase “la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto.”, por la que sigue: “la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 22 de marzo y 5 y 6 de abril de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 8 de abril de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES

(7338-07

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar en general el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República y con urgencia calificada de “Suma”.


A algunas de las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Gómez y Letelier, y el ex Senador señor Andrés Allamand.


En una de las referidas sesiones, la Honorable Senadora señora Alvear fue reemplazada por el Honorable Senador señor Quintana.


Asistieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y los asesores de esa Secretaría de Estado, señores Andrés Tagle, Sebastián Soto y Andrés Sotomayor.

Asimismo, a algunas de sus sesiones concurrieron los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Claissac y Marcelo Drago; el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola; los asesores del Honorable Senador señor Quintana, señores Alvaro Pavéz y Marco Opazo, y el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Daniel Siebert.


Finalmente, es procedente indicar que este proyecto fue conocido por la Comisión junto a otros que versan, igualmente, sobre el sistema electoral público. Se trata del Mensaje sobre reforma constitucional relativa al voto de chilenos en el extranjero, contenido en el Boletín N° 7.335-07 y el proyecto de ley, iniciado, también en Mensaje del Primer Mandatario, que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero, contenido en el Boletín Nº 7.358-07. Cabe destacar que este último fue retirado del trámite legislativo con fecha 15 de marzo de 2011.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


El objetivo fundamental de esta iniciativa es regular un sistema automático de inscripciones electorales de manera de incorporar al padrón electoral a todas las personas que cumplan los requisitos para ejercer el derecho de sufragio. Asimismo, modificar el Servicio Electoral y modernizar el sistema de votaciones.

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, las disposiciones de esta de esta iniciativa deben aprobarse con el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en normas de carácter orgánico constitucional, salvo sus artículos 6°, 8° y 9°, que son normas de ley común.

 - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- JURÍDICOS


a) La Constitución Política de la República consagra, en su Capítulo II, las normas básicas sobre nacionalidad y ciudadanía. En especial, el artículo 13 indica quiénes son ciudadanos y el artículo 18 dispone que habrá un Sistema Electoral Público. Agrega este último precepto, que corresponderá a una ley orgánica constitucional determinar la organización y funcionamiento del referido Sistema y un procedimiento de Registro Electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporan, por el solo Ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos en la Ley Fundamental.


b) La ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistemas de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


c) La ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


d) La ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


e) La ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


f) La ley N° 18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos.


g) La ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


h) El Código Orgánico de Tribunales.


i) La ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.
B.- DE HECHO

El Mensaje





El día 1 de diciembre de 2010, el Gobierno ingresó a trámite legislativo esta iniciativa. En su exposición de motivos, el Presidente de la República expresa que si bien nuestro país cuenta con una democracia estable y madura, ella está perdiendo fuerza y los ciudadanos, especialmente los jóvenes, están cada vez más distantes de la política.




Seguidamente, afirma que es un objetivo de su Gobierno es contribuir a remediar este problema, haciendo que la participación de los chilenos en las decisiones públicas sea cada día más activa. 





Informa que, con este fin, está promoviendo un conjunto de iniciativas que apuntan a facilitar el ejercicio de los derechos políticos con los que cuentan los ciudadanos y abrir nuevos canales de participación, mencionando, al efecto, este proyecto, así como otros que promoverá este Gobierno y que están referidos, por ejemplo, a la iniciativa ciudadana de ley; a las elecciones primarias voluntarios y vinculantes para la selección de candidatos a cargos de elección popular; al cambio de las fechas de las elecciones presidenciales y parlamentarias, y a la simplificación de los plebiscitos comunales para facilitar la participación directa de la ciudadanía en las decisiones de los gobiernos locales.





Hace notar que otro grupo de iniciativas vinculadas, son aquellas que persiguen incrementar la transparencia de los procesos políticos y del funcionamiento del Estado, tales como el proyecto de ley que perfecciona el deber de ciertas autoridades y funcionario de declarar sus bienes e intereses y la ley sobre fideicomiso ciego; el que perfecciona el funcionamiento del Consejo para la Transparencia, y el que implementa una Unidad de Cumplimiento de los Compromisos Presidenciales.





Anuncia que, además, en los próximos meses, el Gobierno enviará al Congreso Nacional otros proyectos de ley que contribuirán el fortalecimiento de nuestra democracia, como la iniciativa que modifica la Ley de Partidos Políticos para aumentar la transparencia de su funcionamiento y mejorar la participación de la ciudadanía en ellos.





Seguidamente, aborda los objetivos concretos del proyecto de ley que ahora se discute, es decir, la inscripción electoral automática, y la modificación del Servicio Electoral y del sistema de votaciones.





Explica que estas medidas surgen del hecho de que hay tres y medio millones de ciudadanos chilenos que no participan, que no se interesan ni siquiera por inscribirse en los registros electorales; que se observan cifras históricas de abstención histórica y de personas que votan nulo o blanco en las  elecciones. En síntesis, anota que casi la mitad de las chilenas y chilenos, más de 5 millones de personas, no participan de nuestra democracia.





Agrega, además, que nuestra democracia está envejeciendo ya que cada vez menos jóvenes participan en los actos electorales, lo que se demuestra con los siguientes datos: en el plebiscito del año 88, el treinta y seis por ciento de los votantes eran menores de 29 años, proporción que, en la última elección, se redujo a menos del nueve por ciento. Es decir, acota, de los tres millones de jóvenes chilenos, sólo setecientos mil están inscritos.





En la misma línea de argumentación, pone de relieve que a partir del año 1995 nuestro padrón electoral se congeló, esto es, no crece puesto que las pocas personas que se incorporan a él, son compensadas por los que lo dejan, sea por fallecimiento o por otras razones de carácter legal.





Afirma que, en este contexto, se hace imperioso perfeccionar el sistema de inscripción y la institucionalidad electoral, lo cual se materializa estableciendo un sistema de inscripción automática.





Recuerda que este mecanismo ya se consagró en nuestra Carta Fundamental, por medio de la ley N° 20.337, que estableció el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los registros electorales.





Destaca que, a su vez, esa reforma zanjó la discusión en torno al voto voluntario. Si bien formula algunas reflexiones acerca de la importancia de la voluntariedad del sufragio, aclara que, con todo, este proyecto de ley no trata el voto voluntario sino que viene a complementar la mencionada reforma constitucional haciendo realidad la inscripción automática. Asegura que, de esta forma, se generarán las condiciones para que la mayor cantidad de personas participen de las decisiones públicas, dando una nueva vitalidad a nuestra democracia.





A continuación, resalta que los objetivos de este proyecto también se orientan a modernizar el sistema de votaciones y fortalecer el Servicio Electoral de modo que la interacción entre el sistema político y el electorado, que promueve el voto voluntario y la inscripción automática, vayan de la mano de un sistema de votación amigable y una institucionalidad moderna.





En este sentido, informa que el proyecto, en efecto, además de incorporar un sistema de Registro Electoral con real inscripción automática y cambio de domicilio electoral, avanza en la creación de mesas receptoras de sufragio mixtas que den prueba de la igualdad existente en nuestro país entre hombres y mujeres; en padrones electorales sujetos a auditoría y reclamación, a fin de dar todas las garantías respecto de su confección; la mayor normalidad en el día de la elección; el funcionamiento de procedimientos más transparentes para los escrutinios; donde el Servicio Electoral sea quien lleve a cabo no sólo el proceso de inscripción automática sino que también de elección, teniendo la función de entregar a la ciudadanía los resultados de los comicios. En definitiva, una institucionalidad más moderna y acorde con nuestros tiempos.





Luego, el Jefe de Estado describe el nuevo sistema de inscripción automática que propone este proyecto de ley.





Al respecto, destaca que entre sus elementos principales está la existencia de un Registro Electoral de potenciales votantes, que será llevado por el Servicio Electoral. En él se inscribirán automáticamente los chilenos nacidos en Chile al cumplir 17 años de edad y los extranjeros y chilenos no nacidos en Chile si se cuenta con antecedentes que acrediten su avecindamiento, otorgando también la posibilidad de inscribirlos a solicitud cuando aporten dichos antecedentes. Indica que para la formación de este Registro, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a todos los datos electorales del Registro Civil y Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior.





Manifiesta que el Registro Electoral se actualizará por el Servicio Electoral mediante datos proporcionados por diferentes organismos públicos y que dicen relación con fallecimientos, revocación de permisos de residencia, pérdida de ciudadanía y su recuperación, suspensión del derecho a sufragio y su recuperación y modificaciones de datos y domicilio electoral, por cuanto el objeto de este Registro es generar padrones con electores habilitados para votar en cada elección.





Pone de relieve que el domicilio electoral será aquel situado en Chile con el cual el elector tiene vínculo objetivo por residir temporal o permanentemente, ejercer profesión u oficio o desarrollar sus estudios. Éste será consultado pro activamente por el Servicio de Registro Civil al efectuar el trámite de renovación de cédula de identidad o pasaporte, actualizándolo. También se podrá modificar en las oficinas del Servicio Electoral presentando una solicitud.





También resalta que las mesas de votación serán mixtas, para lo cual los electores ya inscritos mantendrán su mesa de votación y los nuevos electores hombres se asignarán primero a las mesas ya existentes de mujeres, y las nuevas electores mujeres se asignarán a las mesas ya existentes de hombres.





En cuanto a los Padrones Electorales, manifiesta que el Servicio Electoral los preparará para cada elección incluyendo una nómina de electores inscritos inhabilitados para votar. En el proceso de formación del Padrón Electoral se elaborará primero un padrón provisorio que será objeto de auditorías efectuadas por dos empresas inscritas en el registro de la Superintendencia de Valores y Seguros, seleccionadas mediante un proceso de licitación pública. Con ello se elabora el padrón auditado, que podrá ser objeto de reclamaciones ante los Tribunales Electorales Regionales y ante el Tribunal Calificador de Elecciones. Finalmente, está el padrón definitivo, que se usará para los padrones de las mesas de votación, al cual los partidos políticos tendrán acceso mediante copia impresa simple. La preparación, auditoría y reclamaciones del Padrón Electoral requiere de un cierre de actualizaciones y modificaciones al Registro Electoral de ciento veinte días antes de cada elección o plebiscito.





Precisa que el Registro Electoral no será público y el elector será notificado por carta certificada de su inscripción, suspensión de derecho a sufragio, inhabilidad para votar o cambio de domicilio electoral. Además, el elector podrá acceder a la página web del Servicio Electoral en forma permanente para revisar su inscripción, circunscripción electoral, comuna, mesa, local de votación y si está o no habilitado para votar.





Hace notar que, en cambio, el Padrón Electoral será público en la página web del Servicio Electoral después de auditado, pero contendrá solamente el rol único nacional, sexo, domicilio electoral, circunscripción comuna y mesa. A él tendrán acceso en forma digital los partidos políticos y centros de estudio autorizados por el Consejo del Servicio Electoral, pero se prohíbe y sanciona su uso para fines comerciales.





En relación con las modificaciones que se propone introducir al Servicio Electoral, el Jefe de Estado explica que éste será un organismo con mayor independencia, dirigido por un Consejo, integrado por cinco miembros, de los cuales cuatro serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de las tres quintas partes del Senado, durarán ocho años en sus cargos y podrán reelegirse por dos períodos. Se renovarán por parcialidades. El quinto miembro será designado por el Presidente de la República, durará cuatro años en el cargo y presidirá el Consejo.





Anuncia que los miembros del Consejo tendrán una remuneración máxima de ciento veinte Unidades de Fomento. Sus acuerdos serán por mayoría de cuatro miembros en primera instancia y de tres si no hay acuerdo, previa publicación del desacuerdo. Para designar al Director y Subdirector del Servicio Electoral, deberá haber mayoría de cuatro miembros.





Además, enumera algunas de las funciones del Consejo, como la de designar y supervisar al Director y Subdirector de la institución, aprobar los Padrones Electorales, aprobar las bases para la licitación de las empresas de auditoría y determinarlas, y designar a los miembros de las Juntas Electorales.





Luego, el Primer Mandatario describe las modificaciones que esta iniciativa introduce a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con el objetivo de modernizar el sistema de votaciones.





Al respecto, señala, en primer término, que se simplifica la inscripción de candidaturas, pues ahora será por candidato y separadas del pacto electoral. Además, se requerirá una sola declaración jurada del candidato que puede incluir al Administrador Electoral y como documento de respaldo, solo el de estudios. Por último, los errores en los patrocinios de independientes no inhabilitan la inscripción si se cumple con los requisitos.





En segundo lugar, advierte que se elimina la obligación a los municipios de colocar murales con nombres de los candidatos. Destaca, también, que en cuanto a los Vocales de Mesa, esta función pasa a ser obligatoria, pero con una mejor remuneración. Serán designados por sorteo entre los treinta electores más capacitados, elegidos por la Junta Electoral, durarán cuatro años y se renovarán por parcialidades: tres se designan para la elección presidencial y dos para las municipales.





Destaca, además, que las Mesas se constituirán el sábado anterior a la elección y habrá una capacitación disponible para los Vocales con asistencia voluntaria y que los Delegados de la Junta Electoral en los locales de votación serán auxiliares de la Administración de Justicia; no podrán ser funcionarios municipales o dependientes de éstas, y tendrán una remuneración de cinco unidades de fomento por acto electoral.





En lo que dice relación con los útiles electorales, informa que el Padrón Electoral tendrá espacio para la firma, eliminándose por ende el cuaderno adicional de firmas y la tinta indeleble.





Respecto del horario de funcionamiento de las Mesas, explica que él será fijo, de 08:00 a 18:00 horas, salvo que queden electores por votar en la Mesa, por lo cual los vocales deben llegar a las 8 de la mañana y en caso de constitución forzada de mesas, el Delegado deberá hacerlo entre las 9:00 y las 10:00 hrs., prefiriendo a los voluntarios en orden de presentación, o bien, designarlos de entre los electores que voten en el mismo local de votación.





En cuanto al sufragio, señala que se podrá votar con cédula de identidad o bien con pasaporte. Asimismo, que el elector deberá sufragar en todas las elecciones que se realizan en un mismo acto electoral y, además, que una misma persona no podrá asistir a más de un votante por Mesa, salvo a parientes.





En lo que dice relación con los escrutinios, el Mensaje define lo que se debe entender por voto nulo, blanco, marcado u objetado; elimina cualquier suma de votos por lista; dispone que se llenará una sola minuta que se publicará en un lugar visible; que las actas se podrán fotocopiar luego de llenada la primera y antes de las firmas, siendo el original para el Tribunal Calificador de Elecciones, una copia para el Servicio Electoral que se digitará en la oficina electoral del local y una segunda copia para el Colegio Escrutador que se entregará en sobre cerrado por el Delegado del local. Con ello, concluye, se evita que los Presidentes de Mesa deban concurrir al Colegio Escrutador al día siguiente.





Respecto de los Apoderados de Mesa, informa que el poder ante Notario será sólo para los Apoderados Generales, los demás se constituirán con poder simple otorgado por el Apoderado General presente en el local de votación; que se identificarán con una credencial colgada al pecho que identifique el candidato o partido que representan y que tanto la credencial como las carpetas que los apoderados utilicen serán reguladas por el Servicio Electoral.





Asegura que con estas modificaciones también se pretende lograr una mayor normalidad el día de las elecciones o plebiscito, permitiendo reuniones que no tengan carácter político. Las que tengan este último carácter sólo se podrán celebrar dos horas después del cierre de la votación. En la misma condición quedan los eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivo. También se prohibirá el comercio del alcohol entre las cinco horas que anteceden a una votación y las dos horas que siguen al término de la misma.





En cuanto a los cómputos el día de la elección, señala que ello pasa a ser función del Servicio Electoral y se hará a través de la digitalización de los datos en cada local con presencia de los apoderados, a través del uso de sistemas OCR (Reconocimiento Óptico de Caracteres). Esta digitalización podrá ser usada como base a revisar en los Colegios Escrutadores, además, permitirá el acceso inmediato a los resultados en la página electrónica del Servicio Electoral, tanto por Mesa como por comunas, distrito, provincia, circunscripción senatorial o región. También los partidos políticos podrán disponer de resultados en medios digitales para su procesamiento.





Resalta que los miembros de los Colegios Escrutadores serán seleccionados por las Juntas Electorales, contarán con sistemas computacionales cargados con la digitación efectuada en los locales el día anterior y revisarán los resultados por Mesa, corrigiendo y completando. Los Delegados del local serán los encargados de llevar las actas en sobres cerrados. Los partidos políticos podrán disponer de resultados en medios digitales para su procesamiento.





Agrega que el Tribunal Calificador de Elecciones tendrá sesiones públicas, con un procedimiento más transparente para los escrutinios y resolución de solicitudes de rectificación, especialmente sobre actas faltantes, contradictorias o descuadradas. El Padrón Electoral incorrecto puede ser causa de nulidad.





Finalmente, indica que el Tribunal Calificador de Elecciones tendrá la facultad de reglamentar los procedimientos comunes que deban aplicar Tribunales Electorales Regionales.

.-.-.-





Hacemos presente que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes de la Carta Fundamental y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se consultó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema sobre esta iniciativa, toda vez que algunas de sus disposiciones dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

Opinión de la Excma. Corte Suprema





La Corte comunicó su parecer sobre esta iniciativa mediante el Oficio N° 21-2011, de 25 de enero recién pasado, cuyo texto es el siguiente: 





“Por Oficio Nº 1.046, de 1 de diciembre último, el Presidente del H. Senado, en virtud de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley Nº 18.918, ha requerido de esta Corte informe respecto del proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones.





Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 10 de enero último, presidida por su titular don Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Nibaldo Segura Peña, Jaime Rodríguez Espoz, Rubén Ballesteros Cárcamo, Sergio Muñoz Gajardo, Hugo Dolmestch Urra, Juan Araya Elizalde, Patricio Valdés Aldunate, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, señora Sonia Araneda Briones, señores Carlos Künsemüller Lobenfelder, Haroldo Brito Cruz, Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun y Rosa Egnem Saldías, acordó informarlo favorablemente al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:





 “Santiago, veinticuatro de enero de dos mil once.





Vistos y teniendo presente:





Primero: Que por Oficio Nº 1.046/SEC/10 del señor Presidente del H. Senado, de 6 de diciembre último, se ha recabado informe de Corte Suprema sobre el proyecto de ley -iniciado en mensaje- sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





El proyecto forma parte de un conjunto de iniciativas legales que tienen por objeto, según se señala en el mensaje, “facultar el ejercicio de los derechos de participación política con los que cuentan los ciudadanos y abrir nuevos canales de participación”. En particular, el presente proyecto pretende perfeccionar el sistema de inscripción y la institucionalidad electoral, lo cual se materializa estableciendo un sistema de inscripción automática”. Además, como se consigna también en el Mensaje, el proyecto “no trata el voto voluntario sino que viene a complementar la mencionada reforma constitucional (la introducida por la Ley Nº 20.337 publicada en el Diario Oficial el 4 de abril de 2009, que modificó los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental) haciendo realidad la inscripción automática”.





Segundo: Que el proyecto consta de nueve artículos permanentes y siete artículos transitorios:





a) el artículo 1° modifica la Ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.





b) el artículo 2° introduce modificaciones a la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.





c) el artículo 3° modifica la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.





d) el artículo 4° modifica el inciso tercero del artículo 83 de la Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior.





e) el artículo 5° introduce modificaciones a la Ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos.





f) el artículo 6° modifica la Ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral,





g) el artículo 7° modifica el artículo 9 de la Ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.





h) el artículo 8° establece que el mayor gasto que irrogue la aplicación de la ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Servicio Electoral,





i) finalmente, el artículo 9° establece que la ley comenzará a regir 60 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo en lo que se refiere al artículo 23 de la Ley Nº 18.556, que comenzará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de la ley.





Es del caso señalar que en el acápite V (“Contenido Especifico del Proyecto”), ubicado en la página 6 del Mensaje, se señala que se modifica el Código Orgánico de Tribunales, sin embargo en ninguna parte de la iniciativa legal se encuentra alguna modificación a dicho cuerpo legal.





Tercero: Que respecto de las modificaciones que el proyecto propone introducir en la Ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales, esta Corte Suprema informa lo siguiente:





i) La obligación, establecida en el nuevo artículo 17, de los Juzgados de Garantía y de los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, de informar mensualmente al Servicio Electoral sobre las personas respecto de las cuales se ha presentado acusación o han sido condenadas por determinado tipo de delitos (que merezcan pena aflictiva o que la ley califique como conducta terrorista), o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos, parece razonable y no merece objeciones, atendidos los efectos electorales que dichas situaciones producen. En efecto, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 16 Nº 2 de la Constitución Política de la República, el derecho de sufragio se suspende por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista. Por su parte, los numerales 2 y 3 del artículo 17 de la Carta Fundamental establecen que la calidad de ciudadano se pierde por condena a pena aflictiva y por delitos que la ley califique como conducta terrorista.





Sin embargo, este Tribunal estima de importancia concordar la norma que se propone con el precepto constitucional antes citado, en el sentido que la persona debe “hallarse acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista”.





También, en otro orden de ideas, puede considerarse de interés precisar que la información que deben entregar los Jueces de Garantía al Servicio Electoral es la nómina de las personas cuyas inscripciones se deben cancelar.





ii) Respecto del nuevo artículo 18, relativo al deber de los jueces de letras de informar al Servicio Electoral los casos de interdicción por causa de demencia, cabe señalar que esta disposición es similar al actual artículo 56 de la ley, pero además incluye el deber de comunicar las revocaciones de las declaraciones de interdicción. Este Tribunal manifiesta un parecer favorable en relación a este precepto que se propone.





iii) El nuevo artículo 21, que establece el deber de los tribunales señalados en el Párrafo 4° del nuevo Título I, de proporcionar antecedentes requeridos por el Servicio Electoral, no merece objeciones.





iv) Parece justificada, en concepto de la Corte Suprema, la disposición establecida en el inciso final del nuevo artículo 65, y que establece que en las causas civiles que se intentaren en contra de un Consejero o del Director del Servicio Electoral, conocerá en primera instancia un Ministro de Corte de Apelaciones y en segunda instancia la misma Corte de que ese Ministro forma parte, pero se estima preferible que se incorpore a estas autoridades en la nómina a que se refiere el N" 2 del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales, que establece como tribunal competente para conocer en primera instancia de las causas civiles en que sean parte o tengan interés las personas que allí se señalan, a un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, excluyéndose, de esta forma, como se propone en el proyecto, la competencia exclusiva de un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.





Cuarto: Que en relación a las modificaciones introducidas por el proyecto en la Ley Nº 18.700, de Votaciones Populares y Escrutinios, y que deben ser informadas por la Corte, cabe concluir lo siguiente:





i) La modificación del articulo 40, consistente en establecer que no podrán ser electos vocales de mesa “los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local”, es más amplia y clara que la actual, que dispone que no podrán ser vocales “los jueces letrados y los de Policía Local”. No obstante lo anterior, el Tribunal Pleno considera aconsejable precisar el precepto en el sentido de indicar que no podrán ser vocales de mesa “los jueces de los tribunales a que se refiere el artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, con excepción de los jueces árbitros”.





ii) La modificación del artículo 54, en la práctica, amplía a todo auxiliar de la administración de justicia las personas que pueden ser nombradas como Delegado de la Junta Electoral. La Corte Suprema estima aconsejable mantener la norma actualmente en vigor -Notarios Públicos, Receptores Judiciales y Secretarios de Juzgados de Letras o de Policía Local-, agregando únicamente a los Conservadores de Bienes Raíces y Archiveros Judiciales, de manera tal de no entender incorporados  como eventuales Delegados de la Junta Electoral a auxiliares de la administración de justicia que forman parte del Escalafón Primario del Poder Judicial o entre otros funcionarios judiciales que de acuerdo a la ley tienen el carácter de ministros de fe.





iii) La modificación del artículo 86 se la informa favorablemente, ya que constituye una adecuación de la disposición actual a la Reforma  Procesal Penal, al establecer la remisión de actas del Colegio Escrutador al “Juzgado de Policía local correspondiente” y no al “juez del crimen respectivo”, como reza la actual disposición.





iv) La modificación del artículo 153, relativa a la obligación de denunciar ante los “jueces de policía local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral”, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras, que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece la ley, no merece reparos, en el entendido que se excluye de la posibilidad de ser Delegados de las Juntas Electorales a las personas indicadas en el punto que antecede.





v) En cuanto al nuevo texto del artículo 160, esta Corte lo informa favorablemente, reiterando en todo caso lo expresado en el punto i), en orden a precisar que no pueden ser designados apoderados “los jueces de los tribunales a que se refiere el artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, con excepción de los jueces árbitros”.





vi) Los nuevos artículos 184 y 185, que establecen que las Juntas Electorales se integrarán con los auxiliares de la administración de justicia que se mencionan, corresponde informarla favorablemente.





vii) Respecto del artículo 186 del proyecto, se lo informa desfavorablemente en cuanto se refiere en forma genérica a los ministros de fe auxiliares de la administración de justicia, por las mismas razones expuestas en el punto signado ii).





Quinto: Que la modificación del artículo 119 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, que establece la obligación de las instancias jurisdiccionales electorales de poner en conocimiento del Juzgado de Garantía competente aquellos hechos o circunstancias fundantes de la reclamación, que a su juicio revistieren las características de delito, se la informa favorablemente, ya que constituye una adecuación de la disposición legal a la Reforma Procesal Penal, En efecto, actualmente dicho artículo establece que esos hechos deben ponerse en conocimiento del “tribunal del crimen competente”.





Por estas consideraciones y en conformidad con lo dispuesto en la norma constitucional citada, se acuerda informar favorablemente el referido proyecto de ley, con las observaciones antes indicadas.





Se previene que los señores Ministros de esta Corte, don Sergio Muñoz Gajardo, doña Margarita Herreros Martínez, don Pedro Pierry Arrau y don Haroldo Brito Cruz, que a su vez integran el Excelentísimo Tribunal Calificador de Elecciones, fueron de la opinión de manifestar respecto del Boletín Legislativo Nº 7.333-07, además, lo siguiente:





I.- Respecto de la Inscripción Automática.





La inscripción automática se consagró con la reforma constitucional aprobada en Abril de 2009, con el objeto de lograr mayor participación ciudadana y facilitar el ejercicio del sufragio. Para ello el constituyente consideró que el hecho de recaer sobre los ciudadanos la obligación de inscribirse en los Registros Electorales, afectaba el ejercicio del derecho de sufragio, elevando los costos del acto electoral y desmotivando la participación.





En consecuencia, cada individuo que cumpla los requisitos para ejercer derechos electorales deberá formar automáticamente parte del Registro.





El proyecto de ley (Boletín Nº 7.338-07) que implementará esta reforma constitucional, ha encomendado al Servicio Electoral la obligación de llevar el Registro Electoral, el que deberá inscribir a los potenciales votantes conforme a la información proporcionada por distintos organismos, principalmente el Servicio de Registro Civil e Identificación, con el objeto de generar padrones con electores aptos para votar en cada elección.





Un Registro Electoral oportuno, eficiente, transparente, será clave para el fortalecimiento y consolidación de la democracia.





Conforme a las reflexiones derivadas de las distintas misiones internacionales en que se ha participado como de las Conferencias y Seminarios a los que se ha asistido y patrocinado, permiten destacar la relevante función que le corresponde a las autoridades vinculadas, en regímenes de inscripción automática, que el Padrón Electoral que participe se encuentre actualmente depurado colacionando eficientemente a aquellos electores idóneos de participar de aquellos inhabilitados de hacerlo.





II.- Respecto de la facultad del Tribunal Calificador de Elecciones de calificar los comicios de Presidente de la República, Senadores y Diputados.





El Tribunal Calificador de Elecciones, desde 1925, se encarga constitucionalmente de practicar la calificación de las elecciones, además de conocer y fallar las reclamaciones electorales, privando a las Cámaras de su antigua facultad de calificar la elección de sus respectivos miembros, pues el procedimiento anterior a la década de los años veinte contenía un riesgo de hacer primar el aspecto político por sobre el pronunciamiento ciudadano.





Los Tribunales que componen la Justicia Electoral actúan sobre la base de competencias que los habilitan para cautelar los derechos de quienes desean optar a ser electos, desde la formulación de candidaturas hasta las impugnaciones de las mismas, que permitan determinar las nóminas de candidatos.





El procedimiento por el cual el electorado emite su pronunciamiento o votación, se controla a posteriori, por medio de las actuaciones como la recolección directa de los resultados que le son enviados por el órgano primario que recibe la expresión ciudadana -las Mesas Receptoras de Sufragios- además de quien las agrupa, los Colegios Escrutadores, información original de la fuente primaria con la que se califica el proceso eleccionario.





La calificación es el acto jurídico complejo por el que los órganos de la Justicia Electoral ponderan, conforme a los principios obligatorios de orden público como los de legalidad, trascendencia, oportunidad y certeza, apreciando los hechos como jurado, la validez o invalidez de una elección, teniendo todos los antecedentes a la vista, única forma de responder al principio de motivación de sus decisiones.





El Tribunal Constitucional ha definido el proceso de calificación en el considerando 12° de su sentencia de 24 de Septiembre de 1985 (Rol 33), expedida en relación al proyecto de Ley Orgánica Constitucional relativo al Tribunal Calificador de Elecciones, citando para estos efectos -precisamente-jurisprudencia de este último Tribunal, en los siguientes términos: “Calificar una elección es, por lo tanto, apreciar o determinar las calidades de ella y las circunstancias en que se ha realizado, a fin de establecer si se han seguido fielmente, los trámites ordenados por la ley y si el resultado corresponde a la voluntad realmente manifestada por los electores, en una decisión libre y sin coacciones”.





Asimismo la sentencia del Tribunal Calificador de Elecciones, de mayo de 1949, sobre nulidad de candidatura de Juan Lamatta González, en su considerando 2°, ha dicho que la calificación es “establecer si la elección se ha verificado en conformidad a las disposiciones que la rigen y así poder declarar, no sólo quienes han resultado elegidos, sino también sí lo han sido legítimamente (Silvia Bascuñan Alejandro, Tratado de Derecho Constitucional, tomo II, página 184). Estos razonamientos expresados a propósito de las funciones del Tribunal Calificador, respecto de las elecciones son, en su esencia, igualmente válidos para los actos plebiscitarios”.





El Tribunal Calificador de Elecciones es el único Órgano del Estado que -por antonomasia- es el encargado de calificar las elecciones de carácter nacional (y comunales en el caso de los plebiscitos); su quid está en desarrollar esta actividad jurisdiccional con efecto de cosa juzgada y no se justifica, sino en perjuicio de la unificación de criterio por una autoridad independiente y especializada, restringir su competencia a las reclamaciones de lo obrado por los Colegios Escrutadores. Está dentro de la esencia del ejercicio su competencia de ponderar la prueba como jurado pero sentenciar conforme a derecho, esto es, fundadamente -como lo ha dicho el Tribunal Constitucional en su sentencia recaída en los autos Rol 1.373-2009-. Para que este Tribunal cumpla con el mandato constitucional, es decir, calificar fundadamente, debe contar con todos los elementos de juicio y entregar al país el resultado de su trabajo que no es otro que el reflejo fidedigno de la voluntad popular.





Para que el Tribunal pueda proceder acertadamente a la calificación de un acto electoral, debe contar con la totalidad de la información de la votación y debe tener los resultados paralelos para practicar el cotejo o conciliación de la información electoral. La conciliación de la información electoral, contenida en las Actas de Mesas Receptoras de Sufragios y en las Actas de los Colegios Escrutadores, es la única forma cierta de recoger la verdadera manifestación de la voluntad popular.





Para llevar adelante este procedimiento jurisdiccional el legislador ha entregado facultades privativas a la Justicia Electoral para recoger de las distintas fuentes primarias los resultados electorales: Actas de los Colegios Escrutadores, Actas de Mesas que obran en poder del Servicio Electoral, Actas adosadas en los Registros que estén en poder de los Secretarios de las Juntas Electorales y, además, y en defecto de las anteriores, practicar públicamente el escrutinio de las cédulas electorales que se guardan en las cajas de material electoral.





Recibida la información, el Tribunal realiza de manera pública las diligencias que preceden a su decisión, como el escrutinio de alguna Mesa Receptora de Sufragios. El conteo se realiza en presencia de los interesados, calificando, en su caso, cada voto, fundando su parecer, de lo cual queda constancia en el acta respectiva.





Una vez practicada la calificación del respectivo proceso y resueltas las reclamaciones de nulidad y/o rectificaciones de escrutinios, el Tribunal confecciona el escrutinio general, operación que culmina, por aplicación de las normas de sucesión legal de las autoridades, con la proclamación de los candidatos electos.





Con la convicción de que la aplicación del principio de transparencia sólo reporta garantías a la ciudadanía y prestigio al sistema, el Tribunal Calificador de Elecciones, en forma inédita a nivel nacional e internacional, desarrolló un conjunto de acciones destinadas a que la ciudadanía tuviera acceso directo, vía página electrónica del Tribunal, a las Actas de las Mesas Receptoras de Sufragios y a las Actas de los Colegios Escrutadores.





De la experiencia recogida y de la historia democrática del país que se funda en la existencia de órganos garantistas, autónomos, independientes y supervigilantes de los procesos electorales, como de los desafíos actuales que nos propone la tecnología, es que resulta de suma importancia manifestar el propósito de seguir fortaleciendo la certeza y publicidad de los actos eleccionarios, implementando los mecanismos de captura de datos in situ y publicidad de la información de las Actas de Mesas Receptoras de Sufragios y de Colegios Escrutadores de manera instantánea, a través de la página electrónica del Tribunal Calificador de Elecciones. En consecuencia, se debe privilegiar que sea un órgano autónomo e independiente, en concordancia con el artículo 95 del Código Político, el que practique la calificación del proceso electoral, conozca y resuelva las reclamaciones de nulidad y de rectificaciones de escrutinios, forme el escrutinio general oficial y proclame a las autoridades electas.





Sin embargo, llama la atención que la proposición del proyecto de ley (Boletín 7.338-07) se aparte de la doctrina internacionalmente aceptada, en cuanto debe ser un tercero imparcial del Gobierno, del Parlamento, de los partidos políticos, y de los candidatos, el que reúna los resultados.





No parece acertado que el proyecto entregue la recopilación y procesamiento de los datos de las Mesas Receptoras de Sufragios y su posterior publicación parcial, al nuevo Servicio Electoral, reduciendo la labor de la Justicia Electoral al conocimiento de las reclamaciones de nulidad y solicitudes de rectificación de escrutinio.





Se hace un deber llamar a la reflexión sobre la necesidad de mantener en la Justicia Electoral la formación consolidada del escrutinio general, incorporando las tecnologías actuales y futuras, en aras de sistemas democráticos confiables, prestigiados, sólidos y autónomos en la solución pacífica de los conflictos electorales.





Desviar las atribuciones y prescindir del Tribunal Calificador de Elecciones, puede tener visos de inconstitucionalidad, en atención a que la formación del escrutinio general por ser parte de la calificación de las elecciones, es una atribución exclusiva del Tribunal Calificador de Elecciones, según lo establecido en el artículo 95 y siguientes de la Constitución Política de la República. Tanto es así que la norma en actual vigencia, que radica en el Gobierno la función de informar, no priva al Tribunal Calificador de Elecciones de poder implementar su propio procedimiento. Con la reforma propuesta esta función se tornaría incompatible, dado que se atribuye un carácter definitivo a los resultados que se incorporen por el Servicio, los que el Tribunal estará obligado a utilizar,





Este razonamiento permite plantear una posible cuestión de constitucionalidad respecto de toda iniciativa que pretenda relativizar, mediatizar o tornar indirecta la confección del escrutinio general o la calificación de las elecciones de Presidente de la República, Diputados y Senadores, en tanto se mantenga la actual normativa constitucional.





En efecto, no se observan en el proyecto argumentaciones que permitan inferir, desde el punto de vista de la justicia electoral, las razones por las cuales se insiste en imponer a la máxima autoridad electoral del país lo obrado por la autoridad administrativa dependiente de la autoridad política.





III.- Respecto del Consejo Directivo del Servicio Electoral.





El proyecto de ley (Boletín Nº 7.338-07) crea una nueva estructura orgánica para implementar la función administrativa de los actos electorales. Se trata de un Consejo Directivo del Servicio Electoral.





El proyecto de ley propone este cuerpo colegiado -Consejo Directivo del Servicio Electoral- compuesto por cinco miembros que serán designados por la máxima autoridad ejecutiva -el Presidente de la República-, cuatro de ellos con acuerdo del Senado; y un Director del Servicio Electoral de designación directa del Consejo,





El consejero de designación exclusiva y excluyente del Presidente de la República, cuya duración es de cuatro años, coincide con el periodo presidencial. Esta propuesta resulta ajena a la independencia y autonomía anheladas; sin perjuicio que igual reparo, aunque menos patente, se debe hacer a la designación de los otros consejeros y del propio Director.





El proyecto pretende entregar el control y manejo de la base documental (actas de escrutinio) al Servicio Electoral a través de la incorporación de los datos obtenidos de las actas de las Mesas Receptoras de Sufragios a las bases computacionales de dicho Servicio. Esta privación de competencia al Tribunal Calificador de Elecciones y desvío de atribuciones hacia el Servicio Electoral, con serios visos de inconstitucionalidad, tiene el riesgo de crear situaciones difíciles con gran impacto en el orden social especialmente en los casos de resultados estrechos.





La actual integración del Tribunal Calificador de Elecciones, que finaliza el desempeño de sus funciones constitucionales el 30 de enero de 2012, es de opinión de que el legislador debe propender a otorgar una justa forma de retribución para los miembros de este máximo órgano electoral del país.





No se advierte la lógica de disparidad, desigualdad y desproporcionalidad que existe entre las rentas que establece el proyecto de ley -para los Consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, de 30 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 120 unidades de fomento, por mes calendario, percibiendo el Presidente del Consejo (o quien lo subrogue) igual renta, aumentada en un 50%- y, las de un ministro del Tribunal Calificador de Elecciones que percibe una remuneración equivalente a 4 unidades tributarias mensuales por cada audiencia a que concurran, con un máximo por cada mes calendario de veinte unidades tributarias mensuales.





IV.- Facultades conservadoras, disciplinarias y económicas del Tribunal Calificador de Elecciones respecto de los Tribunales Electorales Regionales.





El presente proyecto de ley (Boletín Nº 7.338-07) en su artículo 7° modifica el artículo 9 de la Ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, otorgando competencia al Tribunal Calificador de Elecciones para reglamentar procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales, con el objeto de propender al mejor ejercicio de la función jurisdiccional electoral.





Esta nueva competencia nace de la necesidad de otorgar coherencia y homogeneidad a los distintos procedimientos sustanciados por los Tribunales Electorales Regionales, debido a que el uso de sus facultades de dictar autos acordados ha originado, en la práctica, la pérdida de la unificación de los procesos jurisdiccionales, afectándose -horizontalmente a través del país- principios y garantías constitucionales.





La competencia propuesta, es decir, la de reglamentar por el Tribunal Calificador de Elecciones los procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales, se vislumbra como un acercamiento a un carácter más homogéneo y eficaz de la labor procesal electoral, pero no constituye una medida suficiente, la que se vería completada por la entrega de la superintendencia directiva, correccional y económica sobre los Tribunales Electorales Regionales.





Tener la posibilidad de ejercer la función directiva, se condice con la superioridad jerárquica del Tribunal Calificador de Elecciones como máximo órgano electoral del país. Así también la función correccional, que permite aplicar determinadas sanciones o adoptar determinadas medidas, a fin de obtener el cumplimiento de las normas legales que rigen la conducta ministerial y funcionaría. Esta superintendencia permitiría además ejercer las facultades económicas, con el objeto de decretar medidas tendientes a obtener una más pronta y mejor administración de justicia, a través de la dictación de normas e instrucciones.





V.- Respecto a la suspensión del derecho a sufragio.





La Constitución Política de la República, en su artículo 16, numeral 2°, señala que el derecho a sufragio se suspende: 2° “por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista”.





La disposición constitucional atribuye como efecto inmediato y objetivo de la acusación penal, la suspensión del derecho de sufragio, lo que entra en derecha contradicción con la presunción de inocencia de toda persona que sea sujeto de una investigación por hechos que revistieren los caracteres de delito.





La acusación, requisito de procedencia de la suspensión, es sostenida por un órgano administrativo o por un particular, y el juez de garantía sólo efectúa a su respecto, un análisis formal de la concurrencia de los requisitos previstos en los artículos 259 y siguientes del Código Procesal Penal, sin examinar la concurrencia de hechos y fundamentos de derecho que la hagan procedente, labor que corresponde al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal.





La suspensión del derecho a sufragio -derecho fundamental- se debe fundar en la existencia de una condena firme y ejecutoriada que conlleve la pérdida del derecho como sanción ante la culpabilidad del sujeto y no como consecuencia de un acto procesal.





Además y complementando lo anterior, el proyecto de ley (Boletín Nº 7.338-07) incorpora un nuevo artículo 17 a la Ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, estableciendo la obligación de los Juzgados de Garantía y de los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, de informar mensualmente al Servicio Electoral sobre las personas respecto de las cuales se ha presentado acusación o han sido condenadas por determinado tipo de delitos (que merezcan pena aflictiva o que la ley califique como conducta terrorista), o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos, parece de importancia precisar que no basta la presentación de una acusación sino que es jurídicamente necesario que exista una resolución del Tribunal de Garantía que se refiera a su admisibilidad.





Los tratados internacionales, ratificados y vigentes en Chile, así lo confirman. La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) señala en su artículo 21° que: “1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.”





El artículo 23 Nº 2 de “La Convención Americana sobre Derechos Humanos” (1969), por su parte, consagra “La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal”.





Por tanto, la suspensión del derecho a sufragio por hallarse la persona acusada por delito, vulnera el principio internacional de pacta sunt servanda de que todo tratado en vigor obliga a las partes.





Nuestro ordenamiento constitucional establece como límite a la soberanía los derechos esenciales reconocidos por la Carta Fundamental y en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile. 

VI.- Respecto del voto del chileno en el extranjero.





Aunque no es un punto contenido en este proyecto de ley en análisis, pues aquel se contiene en el Boletín Nº 7.358-07, parece importante señalar que el ejercicio del sufragio, se asocia con la calidad de ciudadano, la cual se encuentra regulada en el artículo 13 de la Constitución Política, que señala que: “son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva”, reconociendo, en su inciso 2°, a los ciudadanos el derecho de sufragio. En otras palabras, la Carta Fundamental reconoce el derecho de sufragio sin establecer exigencias -salvo- los requisitos genéricos relativos a la nacionalidad, edad y no haber sido condenado a pena aflictiva.





Resulta, en consecuencia, indispensable establecer mecanismos destinados a que los ciudadanos chilenos se encuentren, en todo momento, en posibilidad de ejercer su derecho de sufragio, lo cual abarca tanto a los nacionales que se encuentren en el país, como a los que residen en el extranjero, siempre que cumplan los requisitos constitucionales.





La residencia de un chileno en el extranjero no puede ser factor de discriminación en el ejercicio de los derechos consagrados por el legislador respecto de un chileno que habita en Chile, como tampoco podrá serlo la exigencia de un vínculo con el país o la condición de permanencia, durante un determinado tiempo anterior a los comicios.





Implica una contravención a artículo 5° de la Constitución Política de la República, el limitar el derecho a sufragio, estableciendo condiciones para su ejercicio que vulneran el principio de igualdad ante la ley.





La universalidad del derecho a sufragio ha dejado atrás los requisitos establecidos por el otrora “sufragio censitario”, al que se estaría retrocediendo de exigirse condiciones para que los chilenos ejerzan el derecho a sufragio en el extranjero.

De esta manera cabe concluir que el Tribunal Calificador de Elecciones es de opinión de consagrar el derecho del chileno a sufragar en el extranjero, sin más exigencias que las impuestas a los chilenos en Chile.





VII.- Respecto a la votación de personas privadas de libertad.





Del mismo modo no es capitulo tratado en este proyecto de ley. Sin embargo resulta de interés señalar que, conforme a lo dicho en el punto anterior y a la improcedencia de suspender el derecho a sufragio a quien haya sido acusado y no condenado por sentencia firme y ejecutoriada, es necesario plantear los mecanismos que hagan efectivo que las personas que se encuentren privadas de libertad y que no se encuentren condenadas, puedan ejercer su derecho a voto.





La Constitución Política de la República en su artículo 1°, asegura el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.





Para cumplir con este mandato constitucional será necesario implementar una política reglamentaria y estructural que permita el ejercicio igualitario del sufragio en los centros penitenciarios, predeterminando las condiciones bajo las cuales los privados de libertad puedan votar.





Será necesario la consideración de variables tales como: determinación de quiénes podrán acceder al voto en los centros penitenciarios, acceso de los electores a la documentación electoral necesaria (cédula de nacional de identidad vigente), inscripción en la respectiva mesa receptora de sufragios (solicitando previa y oportunamente el traslado correspondiente), evaluación de los distritos electorales necesarios que contemplen a los centros penitenciarios como locales de votación, instalación de mesas receptoras de sufragios en los centros penales que tengan las mismas características y reglas de funcionamiento que rigen a las demás del país, medidas de seguridad apropiadas para el adecuado funcionamiento del local de votación, acceso a la información electoral y propaganda político-partidista en los centros penitenciarios, designación de funcionarios electorales ad-hoc para recepción y escrutinio de las respectivas mesas; entre otras variables.





Permitir el sufragio de las personas privadas de libertad es una medida de inclusión y profundización democrática, que aspira a una mayor equidad en la participación política de todos los ciudadanos y a una más intensa promoción de sus derechos humanos,





Conviene mencionar que, con el objetivo de potenciar la participación electoral -en condiciones de igualdad- de toda la población, es necesario siempre atender a las características de sectores sociales que tienen dificultades en el ejercicio del sufragio tales como; las personas con discapacidad, hospitalizados, adultos mayores, poblaciones indígenas y los ya tratados privados de libertad.





Se deja constancia, asimismo, que el Presidente señor Juica comparte lo expresado en los dos primeros párrafos del punto III.- de la prevención precedente.”.

.-.-.-

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso el proyecto de ley en estudio en discusión en general.


En primer lugar, hizo uso de la palabra el Ministro señor Larroulet, quien hizo presente que esta iniciativa se enmarca en el propósito de este Gobierno de contribuir a fortalecer nuestro sistema democrático. Explicó que ella recoge el conjunto de observaciones que formularon diversos especialistas –que representan a distintas sensibilidades políticas- respecto de las modificaciones que es necesario efectuar para adecuar nuestra legislación electoral al nuevo marco constitucional.


Agregó que ella da cuenta, además, de las proposiciones que el Servicio Electoral formulara al proyecto que sobre esta misma materia ya ha conocido y discutido la Comisión. Propuso que el Mensaje que ahora ha ingresado el Gobierno, sea aprobado a la brevedad, para que alcance a regir en la elección de las autoridades locales que debe realizarse en octubre de año 2012.


Recordó que ya se ha alcanzado un consenso en cuanto a la idea de legislar contenida en esta iniciativa, lo cual se manifestó al aprobarse el proyecto contenido en el Boletín N° 6.418-07 y que fuera presentado por la ex Presidenta de la República, señora Bachelet. Agregó que, en consecuencia, lo que correspondía en esta oportunidad era cumplir con este trámite nuevamente e iniciar, cuanto antes, la discusión en particular de esta iniciativa.


Concluyó su intervención manifestando que durante la referida discusión en particular, la Comisión debería invitar a expertos electorales y, en especial, a funcionarios del Servicio Electoral.


En seguida intervino el Honorable Senador señor Letelier, quien manifestó que no era posible avanzar en el proyecto que regula la inscripción automática, sin que previamente exista un pronunciamiento que permita a los chilenos que viven en el extranjero, ejercer el derecho de sufragio que les reconoce la Constitución Política.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que, sin perjuicio de pronunciarse sobre reforma constitucional que se refiere al ejercicio del derecho de sufragio de los chilenos que viven en el exterior, en tanto no se alcance un acuerdo sobre ella, lo más adecuado, es avanzar rápidamente, tal como lo ha propuesto el Gobierno, en la tramitación legislativa de este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Espina recordó que ya se había aprobado una reforma constitucional que obliga a adecuar la legislación electoral al mandato constitucional que establece la inscripción automática y el voto voluntario.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que la ex Presidenta señora Michelle Bachelet presentó un proyecto de ley que contemplaba no sólo el tema de la inscripción automática y el voto voluntario, sino que también el derecho de sufragio de los chilenos que viven en el exterior. Agregó que la Sala del Senado ya aprobó en general esa iniciativa la cual está en discusión en particular en esta Comisión. Hizo presente que durante su análisis legislativo surgieron diversas dudas, lo que motivó que se abrieran nuevos plazos para presentar indicaciones.


Seguidamente, puso de relieve que el actual Gobierno ha decidido seguir un camino diferente, y ha presentado nuevos proyectos para regular separadamente las cuestiones electorales pendientes.


Concluyó indicando que esta Comisión tiene una gran responsabilidad y que debía cumplirla adecuadamente ya que toda la legitimidad de nuestras instituciones democráticas descansa en que los procesos electorales se realicen de manera participativa y de acuerdo con preceptos que den garantías a todos los sectores que concurren a los actos electorales.


El Honorable Senador señor Espina connotó que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento era la instancia donde debería construirse el acuerdo que permitiera avanzar en la regulación de estas materias. Lo anterior, puntualizó, no impide que otras fuerzas parlamentarias que no están representadas en la Comisión puedan expresar su parecer sobre las iniciativas político-electorales que ha presentado el Gobierno.


Instó al Gobierno y a los integrantes de la Comisión a tener una conversación franca sobre los puntos en discrepancia, para tratar de alcanzar un acuerdo que, tal como ha ocurrido en el pasado, les permita superar los puntos de diferencia.


Manifestó, finalmente, que si no hay acuerdo, cada sector político asumirá la responsabilidad que le corresponde y el Ejecutivo podrá ejercer las facultades constitucionales que tiene para que exista un pronunciamiento en estas materias.

- - -


En una sesión posterior la Comisión tomó conocimiento de la opinión que el Senado solicitó a la Excma. Corte Suprema en relación con esta iniciativa. Como se consignara precedentemente, sin perjuicio de algunas observaciones puntuales sobre aspectos técnicos, ese Alto Tribunal acordó informar favorablemente este proyecto.

La Comisión tuvo presente, asimismo, los planteamientos formulados por los Ministros de la Corte Suprema que, además, integran el Tribunal Calificador de Elecciones.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, valoró estos planteamientos y llamó a la Comisión a tenerlos en consideración durante éste debate.





Los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, sostuvieron que las referidas observaciones de los Ministros que integran el Tribunal Calificador de Elecciones constituyen una opinión que va más allá de lo que sus atribuciones legales les permiten. Explicaron que, en efecto, el Senado puso en conocimiento de ese Alto Tribunal el proyecto de ley sobre inscripciones automáticas y voto voluntario contenido en el Boletín N° 7.338-07, en conformidad con las disposiciones de los artículos 77 de la Carta Fundamental y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. No obstante, agregaron, algunas de estas observaciones dicen relación con cuestiones de orden constitucional, que corresponde resolver soberanamente al Congreso Nacional.


A continuación, intervino el señor Andrés Tagle, asesor del Ministro Secretario General de la Presidencia, quien se hizo cargo de algunos de los planteamientos formulados por los Ministros del Tribunal Calificador de Elecciones, contenidas en el recién mencionado oficio de la Excma. Corte Suprema.


En primer lugar, puntualizó que esta iniciativa no disminuye ni afecta las atribuciones calificadoras que corresponde ejercer al Tribunal Calificador de Elecciones.


Agregó que las reformas que se proponen materia de escrutinio se orientan a aumentar el grado de transparencia que debe rodear a todo acto electoral. Reconoció que, desde que preside este Órgano Electoral el Ministro señor Sergio Muñoz, desde esa instancia se han hecho importantes esfuerzos para lograr este mismo propósito. El proyecto de ley, en tanto, lo que hace es confirmar esta tendencia, estableciendo disposiciones que permiten al Servicio Electoral entregar digitalmente, a los Partidos Políticos y candidatos, información sobre resultados electorales. Aclaró que esta información se entregará, además, físicamente al Tribunal Calificador para facilitarle el desempeño de sus funciones. En consecuencia, dijo, no divisa razones que justifiquen alguna de las aprensiones expresadas.


Finalmente, resaltó que esta iniciativa es el resultado de un largo trabajo efectuado por una Comisión Técnica integrada por especialistas provenientes de diversas sensibilidades políticas y representa los consensos alcanzados en su seno.


Confirmando lo expresado por el señor Tagle, el Ministro señor Larroulet hizo presente que en la elaboración de esta iniciativa se había contado con el parecer de profesionales que se desempeñan en el Servicio Electoral, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, en el Ministerio de Relaciones Exteriores, y cuyas opiniones fueron debidamente ponderadas y consideradas.


El Honorable Senador señor Quintana manifestó que las observaciones formuladas por los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones eran muy serias y no podían ser obviadas por esta Comisión. Agregó que esta iniciativa cambia la naturaleza, organización y ámbito de atribuciones del Servicio Electoral, por lo que estimó indispensable escuchar a los órganos directivos del referido Servicio.


El Honorable Senador señor Espina recordó que el texto de la Carta Fundamental, reformada recientemente, exige legislar en esta materia. Añadió que durante la discusión del proyecto de ley que sobre estas mismas materias presentara la anterior Administración se efectuó un exhaustivo análisis, escuchando a numerosos expertos y, en especial, a los representantes del Servicio Electoral. En esa oportunidad, la Comisión analizó pormenorizadamente las diversas hipótesis que plantea cada aspecto del proceso electoral, razón por la que estima inconveniente dilatar la aprobación en general de esta nueva iniciativa, sin perjuicio de que durante su discusión en particular se estudien en detalle cada una de las normas que han elaborado los equipos técnicos a los cuales se refirió el Ministro señor Larroulet.


El Honorable Senador señor Chadwick concordó con la opinión anterior, enfatizando que los antecedentes de esta iniciativa están suficientemente estudiados, por lo que no resulta razonable postergar su aprobación en general.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió la solicitud planteada por el Honorable Senador señor Quintana.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que ya se había postergado la resolución sobre este asunto, por lo que ahora correspondía pronunciarse sobre esta iniciativa.

APROBACIÓN EN GENERAL


Finalizadas las intervenciones reseñadas precedentemente y analizados los demás antecedentes recibidos, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senadora señor Walker, don Patricio, puso en votación en general esta iniciativa.


La Comisión resolvió darle su aprobación por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Patricio.


Al fundar su voto, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que concurría con su voto favorable a aprobar esta iniciativa, toda vez que ella enfrenta el grave problema que significa la no incorporación de un número considerable de jóvenes a los registros electorales. Al respecto, recordó que de los tres millones de jóvenes chilenos que podrían participar en las elecciones, sólo setecientos mil están actualmente inscritos en los registros electorales. Agregó que, en ese sentido, era importante aprobar un proyecto que facilite la participación política juvenil.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que, de acuerdo con la información proveniente de diversos estudios electorales, la aprobación de esta iniciativa podría traer aparejado un descenso considerable de la participación de los sectores populares, por lo que planteó la conveniencia de que, durante la discusión en particular, se introduzcan algunos mecanismos que eviten ese fenómeno. Planteó, al efecto, la necesidad de que se incorporen fórmulas para fomentar la educación cívica en los jóvenes y en la población en general, y se consagren mecanismos tales como ofrecer compensaciones en la jornada laboral a quienes concurren a sufragar, como ocurre en Colombia, y facilitar el traslado a los centros de votación a los habitantes de las zonas rurales o aisladas.


Concluyó instando al Gobierno para que durante la discusión en particular presente las indicaciones necesarias para materializar estas propuestas, ya que algunas de ellas corresponden a materias en las que él tiene iniciativa exclusiva.

- - -


En consecuencia, habida consideración del acuerdo precedentemente adoptado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponeros la aprobación, en general, del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1) Reemplázanse su Título Preliminar y los Títulos I, II y III por los siguientes:

“Título Preliminar





Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.





Artículo 2°.- El organismo encargado del proceso de inscripción electoral es el Servicio Electoral.

TITULO I

DEL REGISTRO ELECTORAL

Párrafo 1°

Disposiciones Generales




Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral permanente bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años.





El Registro Electoral contendrá también la nómina de los demás chilenos y extranjeros mayores de 17 años, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República.





El Registro Electoral contendrá a todos los electores potenciales a que se refieren los incisos anteriores, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.





El Registro Electoral servirá de base para conformar los Padrones Electorales que deberán usarse en cada plebiscito o elección, que contendrán exclusivamente los electores con derecho a sufragio en ella.





Artículo 4°.- El conocimiento público del Registro Electoral procederá en la forma dispuesta en el párrafo 1° del Título II.





Los centros de estudio o de investigación podrán solicitar datos del Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina Provisoria de Inhabilitados, para el solo efecto de su análisis. El Consejo del Servicio Electoral calificará la procedencia de la solicitud y entrega de los respectivos datos.





Los datos del Padrón Electoral no podrán ser usados para fines comerciales.





El Servicio Electoral deberá dar cumplimiento a lo previsto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, salvo en los casos señalados en esta ley.

Párrafo 2°

De la inscripción





Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral.





Los chilenos comprendidos en el número 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, serán inscritos automáticamente luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.





Artículo 6°.- Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 y los extranjeros señalados en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, serán inscritos en el Registro Electoral desde que se acredite que cumplen con los requisitos de edad y avecindamiento exigido por el inciso 3° del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda.





La inscripción procederá de forma automática en la medida que el Servicio Electoral tenga acceso a la información que acredite el requisito de avecindamiento.





Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá presentar una solicitud de inscripción ante el Servicio Electoral en cualquiera de sus oficinas, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral en Chile. Dicha solicitud será remitida al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior o a la Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, quienes, si correspondiere, emitirán un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirán al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción. En caso que la persona tenga su residencia en el extranjero, dicha solicitud podrá ser presentada en el Consulado de Chile respectivo.





Para los efectos de esta ley, se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.





Artículo 7°.- El Servicio Electoral deberá comunicar a los nuevos electores el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a la siguiente elección o plebiscito, indicando la circunscripción electoral y la mesa receptora de sufragios donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.





El Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio web y de una línea telefónica, un sistema de consulta donde cada elector podrá verificar mediante su número de cédula de identidad o nombre, el hecho de su inscripción, la circunscripción y comuna donde se encuentra inscrito, su mesa de votación y si está habilitado para votar en la próxima elección.

Párrafo 3°

De los datos electorales





Artículo 8°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno el número de rol único nacional, la fecha de nacimiento, el lugar de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, la profesión, el domicilio electoral, la circunscripción electoral que corresponde a dicho domicilio con identificación de la región, provincia y comuna a que pertenezca, el número de la mesa receptora de sufragios en que le corresponde votar y el haber cumplido la condición de avecindamiento si corresponde.





El Registro Electoral también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita ha perdido la ciudadanía, el derecho a sufragio o se encuentra éste suspendido.





Se entenderá por datos electorales los señalados en este artículo y cualquier otro que sea necesario para mantener actualizado el Registro Electoral.





Artículo 9°.- Para el solo efecto de obtener los datos señalados en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales de todas las personas registradas en el Servicio de Registro Civil e Identificación y al registro de extranjeros avecindados del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior. La Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, deberán proporcionar de la misma forma la información del avecindamiento de los chilenos comprendidos en los números 2° y 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.





El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral y que se encuentre en su poder, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.





Artículo 10.- El domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él.





Se tendrá como domicilio electoral el último domicilio declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.





Para efectos del registro automático de las personas referidas en los artículos 4° y 5°, el domicilio electoral será el declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación al momento de obtener o renovar su cédula de identidad o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, según corresponda.





En caso que la cédula de identidad se haya obtenido en algún Consulado en el extranjero, el domicilio electoral corresponderá al último domicilio en Chile informado al Servicio de Registro Civil e Identificación y a falta de éste al lugar de nacimiento en Chile.





Si la persona no hubiere obtenido cédula de identidad al momento de procederse a su inscripción automática conforme al artículo 4°, el Servicio de Registro Civil e Identificación comunicará el domicilio registrado al momento de solicitar la inscripción de nacimiento, el cual será para estos efectos  domicilio electoral. En caso de ser más de uno los domicilios  registrados, se estará al domicilio de la madre.





Artículo 11.- Todo ciudadano con derecho a sufragio deberá estar inscrito en una mesa receptora de sufragios que pertenezca a la circunscripción electoral correspondiente a su domicilio electoral.





Artículo 12.- Al momento de la inscripción de un ciudadano o modificación de la existente, el Servicio Electoral asignará a las mesas receptoras de sufragios a los nuevos electores inscritos o aquellos que hayan modificado su domicilio electoral, en orden correlativo de su rol único nacional y sin distinción de sexo.





En primer lugar serán asignados a las mesas receptoras de sufragios existentes de la circunscripción, que tengan menos de trescientos cincuenta electores habilitados para votar, debido a cancelaciones de inscripción producidas por cambio de domicilio electoral, por causa de fallecimiento, o cualquier otra inhabilidad permanente para sufragar, hasta completar la cifra máxima de 350 electores por mesa.





Si realizado lo anterior, quedaren nuevos electores por asignar, ellos serán asignados a nuevas mesas receptoras de sufragios que se crearán para estos efectos, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.

Cada elector solo podrá ser asignado a una mesa receptora de sufragios y no podrá ser cambiado de ella mientras mantenga su domicilio electoral vigente en dicha circunscripción electoral.

Párrafo 4°

De las actualizaciones del Registro Electoral




Artículo 13.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:





a) Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.





b) Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17° de la Constitución Política de la República, o su recuperación.





c) Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República, o el cese de dicha suspensión.





d) Pérdida de la nacionalidad de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.





e) Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, quienes deberán ser eliminados del Registro.





f) Reclamaciones al Padrón Electoral Provisorio Auditado acogidas en conformidad a la ley.





El Servicio Electoral conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.





Artículo 14.- Para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales que el Servicio de Registro Civil e Identificación tenga de las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior; de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva y los que recuperen su ciudadanía; y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.





Artículo 15.- El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada.





Artículo 16.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, ejecutoriadas dentro del mes anterior.





Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, los Juzgados de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas respecto de las cuales el Ministerio Público o un querellante particular hubiere presentado en el mes anterior, acusación por delitos que merezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.





En la misma oportunidad, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no sean condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos.





Artículo 18.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia por sentencia ejecutoriada, en el mes anterior, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.





En el mismo plazo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.





Artículo 19.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, el Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía en el mes anterior, conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.





Artículo 20.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal en el mes anterior, conforme a lo dispuesto en el número 4° del artículo 93 del Código Penal.





Artículo 21.- Los órganos, servicios y tribunales señalados en este párrafo, así como cualquier otra repartición que deba aportar datos para la conformación y actualización del Registro Electoral, deberán proporcionar todos los antecedentes que para este solo efecto requiera el Servicio Electoral, en ningún caso podrán excluir información, calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.





Artículo 22.- Entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral deberá informar a los electores que su derecho a sufragio ha sido suspendido o que han sido inhabilitados para votar en la siguiente elección, con indicación de la causa que dio origen a dicha suspensión o inhabilidad, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.

Párrafo 5°

De las modificaciones de los datos electorales





Artículo 23.- El Servicio Electoral modificará los datos de las personas inscritas en el Registro Electoral, considerando las siguientes circunstancias:





a) Solicitudes de cambio de domicilio electoral y las actualizaciones de domicilio electoral realizadas al renovar los inscritos su cédula de identidad.





b) Las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación, y





c) Cualquier otro cambio en los datos señalados en el artículo 7° de esta ley.





Artículo 24.- Con ocasión de la obtención o renovación de cédula de identidad o pasaporte, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar a la persona su domicilio electoral registrado, otorgándole la posibilidad de actualizarlo, declarando uno nuevo bajo juramento en ese acto si así lo desea.





Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el cambio de domicilio podrá también efectuarse directamente ante el Servicio Electoral, mediante una solicitud escrita firmada por el peticionario en formularios especialmente diseñados por este organismo, donde declarará bajo juramento su nuevo domicilio electoral. Dichas solicitudes deberán ser presentadas en las oficinas que el Servicio Electoral disponga a lo largo del país. Los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero, podrán presentar la solicitud a través del respectivo Consulado.





El Servicio Electoral deberá notificar al elector mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar.





El Servicio Electoral podrá disponer de otras formas para efectuar el cambio de domicilio electoral, ya sea a distancia o a través de medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del elector y la seguridad de sus datos.





Artículo 26.- El Servicio Electoral podrá convenir con otros organismos públicos la recepción de solicitudes de cambio de domicilio electoral.





Artículo 27.- Para todos los efectos legales, se considerará como domicilio electoral el último declarado por el elector ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.

Párrafo 6°

De la suspensión de inscripciones, actualizaciones y modificaciones





Artículo 28.- Con el objeto de elaborar los padrones electorales que se utilizarán en cada elección o plebiscito, las inscripciones en el Registro Electoral que provengan de solicitudes de acreditación de avecindamiento conforme al artículo 6, las actualizaciones de las circunstancias contenidas en las letras a) a la e) del artículo 13 y las modificaciones señaladas en el artículo 23, se suspenderán a los ciento veinte días anteriores a cada elección o plebiscito, reanudándose a partir del primer día del mes siguiente de la elección o plebiscito.





Artículo 29.- Tratándose de plebiscitos comunales, la suspensión a que alude el artículo precedente se aplicará solo respecto de los electores que correspondan a la comuna o agrupación de comunas donde se realizará.

TITULO II

DEL PADRÓN ELECTORAL Y DE SU AUDITORIA

Párrafo 1°

Del Padrón Electoral





Artículo 30.- El Servicio Electoral deberá elaborar un Padrón Electoral, el que contendrá la nómina de los electores inscritos en el Registro Electoral que reúnen los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio conforme a los antecedentes conocidos por él.





Cada elector podrá figurar solo una vez en él.





Artículo 31.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de provisorio, ciento diez días antes de una elección o plebiscito. Éste contendrá una nómina de las personas inscritas en el Registro Electoral que, conforme a los antecedentes conocidos por el Servicio Electoral antes de los ciento veinte días previos al acto electoral, reúnan a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.





El Padrón Electoral con carácter de provisorio será objeto de auditorías conforme al Párrafo 2° de este Título.





Este Padrón se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, su número de rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción electoral, comuna, provincia y región a la que pertenezcan y el número de mesa receptora de sufragio en que le corresponde votar.





Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Provisoria de Inhabilitados, que incluirá a las personas inscritas que se encuentren inhabilitadas de votar en la correspondiente elección o plebiscito, con indicación de la causal que dio lugar a dicha condición.





El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados, son públicos para los partidos políticos, solo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero. Los partidos políticos podrán tener acceso y copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación, debiendo solo pagar los costos directos de la reproducción. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participan.





Solo las personas inhabilitadas podrán conocer, además, la respectiva causal que las inhabilita.





Artículo 32.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de auditado, setenta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de provisorio, después de ser auditado por las empresas de auditoría a las que se refiere el Título II de esta ley y que ha sido modificado solo como consecuencia de la correcciones sugeridas por las empresas de auditorias en sus informes si las hubiere y que conforme a lo señalado en el artículo 42 de esta ley, sean aceptadas por el Servicio Electoral.





El Padrón Electoral con carácter de auditado podrá ser objeto de reclamación de conformidad a lo establecido en la presente ley.





Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Auditada de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las correcciones sugeridas por las empresas de auditorias que haya aceptado, si las hubiere.





El Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, deberán ser publicados por el Servicio Electoral en su sitio web con setenta días de antelación a la fecha que deba verificarse una elección o plebiscito.





Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados, las disposiciones señaladas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo anterior.





Artículo 33.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de definitivo, treinta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de auditado, que ha sido modificado solo como consecuencia de las reclamaciones acogidas, si las hubiere, de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente.





Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Definitiva de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las reclamaciones acogidas.





El Servicio Electoral publicará en su sitio web, con al menos treinta días de anticipación a la fecha en que deba verificarse una elección o plebiscito, el Padrón Electoral con carácter de definitivo, que contiene la nómina de electores con derecho a sufragio en la respectiva elección o plebiscito y la Nómina Definitiva de electores Inhabilitados.





Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados, las disposiciones señaladas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 31.





Artículo 34.- El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio web, las modificaciones efectuadas al Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados que provengan de las reclamaciones acogidas en conformidad a esta ley, o de las correcciones sugeridas por las empresas de auditoría que hayan sido aceptadas por el Servicio.





Artículo 35.- Para la segunda votación de la elección presidencial que se realice en virtud del inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral con carácter de definitivo utilizado en la primera votación.





Artículo 36.- El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral con carácter de definitivo, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.





A cada Mesa Receptora de Sufragios le corresponderá un Padrón de Mesa.





Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.





Los Padrones de Mesa contendrán los nombres y apellidos de cada elector y su número de rol único nacional.





Cada elector podrá figurar solo en un Padrón de Mesa y una vez en él.





Artículo 37.- Veinte días antes de la elección o plebiscito, el Servicio Electoral en forma gratuita pondrá a disposición de los partidos que participan en la elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Igual información deberá entregarse a los candidatos independientes respecto de las circunscripciones electorales donde participan.

Párrafo 2°

De las Auditorias





Artículo 38.- El Registro Electoral, el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados serán sometidos a un proceso de auditoria con el objeto de revisar y determinar si contienen los antecedentes dispuestos por la ley. También se revisarán los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales utilizados en su elaboración.





Artículo 39.- Las auditorias serán practicadas por dos empresas independientes de auditoria externa, de niveles equivalentes, inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, las cuales deberán cumplir con los requisitos de capacidad, tamaño, confiabilidad y garantía que mediante una norma general emitirá el Consejo del Servicio Electoral.





El presupuesto del Servicio Electoral deberá contemplar los fondos necesarios para financiar los procesos de auditorías.





Artículo 40.- La selección de las empresas de auditoria, se realizará a través de una licitación pública a la cual deberá convocar el Servicio Electoral, conforme a las bases que elaborará su Consejo.





El Consejo del Servicio Electoral seleccionará a dos empresas de entre las cuatro que, cumpliendo con las bases de la licitación, hayan efectuado las menores ofertas económicas por sus servicios. En caso de haber menos de cuatro, la selección se circunscribirá a todos ellos.





Las dos empresas de auditoría serán seleccionadas por la unanimidad de los Consejeros del Servicio Electoral. A falta de unanimidad la selección se hará en una sola votación, teniendo cada Consejero derecho a votar solo por una de las candidatas. Quedarán seleccionadas las empresas que obtuvieren las dos más altas mayorías.





Las empresas serán seleccionadas por un período de ocho años. Dentro de ese período sus servicios podrán ser revocados solo por resolución del Tribunal Calificador de Elecciones, a petición fundada de la unanimidad del Consejo del Servicio Electoral, o por acuerdo del Senado.





Artículo 41.- Las empresas de auditoria deberán revisar anualmente y emitir un informe que contendrá su opinión, sobre los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales del Servicio Electoral, destinados a la inscripción de los electores en el Registro Electoral y a la confección del Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados. Dicho informe deberá señalar la capacidad de ellos de poder cumplir las funciones para la cual están requeridos, sus errores, si los hubiere, y los factores de riesgo que pudieran  afectar su correcto funcionamiento. El informe deberá contener también sugerencias respecto a la solución de los problemas detectados.





En los años que correspondan elecciones generales, el informe deberá ser emitido doscientos diez días antes de la elección.





Artículo 42.- Determinado el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados conforme al artículo 31 de esta ley, las empresas de auditoria procederán a su revisión, que tendrá por objeto entregar una opinión respecto de si ellos cumplen con lo dispuesto en la ley. Terminada la revisión, elaborarán un informe, que deberá ser emitido ochenta días antes de la elección o plebiscito, y contendrá, al menos, un detalle de los errores encontrados con indicación de una sugerencia respecto de cómo pueden ser subsanados, y los demás comentarios u observaciones que los auditores estimen procedentes.





Artículo 43.- El Consejo del Servicio Electoral analizará los informes de auditoría y realizará las correcciones que estime pertinentes. Lo anterior constará en un acta que será publicada en la página web de dicho organismo.





Cumplido lo anterior, el Consejo del Servicio determinará el Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, conforme al artículo 32.





Artículo 44.- Todos los informes de las empresas de auditoria serán públicos, salvo respecto de las causales de inhabilidad. El informe deberá ser entregado al Consejo del Servicio Electoral, al Senado, a la Cámara de Diputados, a los Partidos Políticos, a los Tribunales Electorales Regionales y al Tribunal Calificador de Elecciones, en la misma oportunidad.





Artículo 45.- Las empresas de auditoria deberán efectuar sus funciones con total independencia entre ellas. En consecuencia, no podrán compartir sus antecedentes, consultarse entre sí, tomar acuerdos, coordinar o efectuar trabajos en forma conjunta, ni externalizar parte de las funciones encargadas con los mismos terceros.





Artículo 46.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición de las empresas de auditoria todos sus registros, físicos y computacionales y demás antecedentes que en opinión de ellas sean necesarios para realizar sus informes. El Servicio de Registro Civil e Identificación y los demás organismos señalados en los artículos 15 al 20, deberán poner a disposición de las empresas de auditoria, la misma información que hubieren entregado al Servicio Electoral, cuando exista disconformidad entre los datos electorales y el Padrón Electoral.





Las empresas de auditoría deberán mantener reserva o secreto, según corresponda, de la información, datos y antecedentes que se les proporcione en virtud de este artículo, siendo público solamente los resultados de su auditoría.

TÍTULO III

DE LAS RECLAMACIONES





Artículo 47.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del Padrón Electoral con carácter de Auditado, publicado conforme al artículo 32, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguientes a la publicación, ante el Tribunal Electoral Regional de su domicilio electoral, que conocerá del asunto.





En el mismo plazo, los Partidos Políticos, candidato independiente y cualquier otra persona, podrán presentar reclamaciones ante el mismo Tribunal, respecto de electores injustificadamente omitidos de este Padrón Electoral. Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones, en única instancia.





El Tribunal resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro del plazo de cuatro días de requerido. El Tribunal deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de la presentación del reclamo.





El Tribunal ordenará la incorporación del reclamante o electores afectados al padrón electoral en los casos en que hubiere lugar a ella.





Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente o por el Servicio Electoral dentro del plazo de tres días, contados desde la fecha de su incorporación en el Estado Diario del respectivo Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el cual deberá fallar dentro de un plazo de cinco días de presentada la apelación.





Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará inmediatamente al Servicio Electoral, el cual procederá a cumplirla sin más trámite.




Artículo 48.- Dentro de los diez días siguientes a la publicación del Padrón Electoral con carácter de Auditado, señalado en el artículo 31, cualquiera persona natural, partido político o candidato independiente podrá pedir al Tribunal Electoral Regional correspondiente al domicilio electoral del impugnado, la exclusión de quien figure en el Padrón Electoral en contravención a la ley.





Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones en única instancia.





No procederá solicitar la exclusión del padrón electoral respecto de un candidato cuya aceptación de candidatura se encuentre ejecutoriada.





La solicitud deberá ser acompañada de una boleta de depósito en arcas fiscales. El monto del depósito deberá ser igual o mayor a un cuarto de una unidad tributaria mensual, e igual o menor a cien unidades tributarias mensuales, según lo determine el Tribunal.





El Tribunal citará dentro de cinco días al reclamante y a la persona o personas cuya exclusión se pide, las que no estarán obligadas a asistir, pudiendo concurrir con todos sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiesen cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará a costa del recurrente en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.





En caso de que la reclamación afectare a un considerable número de personas o que el número de reclamos fuera muy elevado, podrá el Tribunal ordenar que la citación se haga por medio de un aviso que se publicará, a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda. Además, señalará diversas audiencias para oírlos, las cuales deberán celebrarse dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.





La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el Tribunal resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.





No se admitirán incidentes dilatorios en la tramitación de estos reclamos.





Los Tribunales resolverán con los antecedentes que el interesado o él o los afectados le suministren, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser evacuado a más tardar al cuarto día de ser solicitado.





La resolución judicial se expedirá dentro de los cinco días siguientes a la audiencia y se notificará a las partes por el Estado Diario.





Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente, él o los afectados y el Servicio Electoral, dentro del plazo de tres días, contados desde la fecha de incorporación en el Estado Diario del Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, quien deberá resolver la apelación dentro del plazo de cinco días.





Ejecutoriada la sentencia que ordena la exclusión, será notificada al Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.





Artículo 49.- Los informes de las empresas de auditoria tendrán ante los tribunales el valor de un informe de peritos.

TITULO IV

DE LAS CIRCUNSCRIPCIONES ELECTORALES





Artículo 50.- Las Circunscripciones Electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesas Receptoras de Sufragios las que deberán funcionar en el territorio jurisdiccional de la circunscripción.





El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.





La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva y, si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.





El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá cancelar una circunscripción electoral cuando circunstancias tales como la cantidad de población o dificultades para sufragar lo hagan aconsejable. En este caso, deberá asignar a los electores a la circunscripción más cercana incorporándolos a una mesa receptora de sufragio de conformidad al artículo 12 y efectuando la comunicación señalada en el artículo 7° inciso primero, de esta ley.

TÍTULO V

DE LAS SANCIONES

Párrafo 1°

De los procedimientos judiciales por faltas y delitos contemplados en esta ley





Artículo 51.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Código Penal.





Cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.





Artículo 52.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.

Párrafo 2°

De las sanciones





Artículo 53.- Sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales:





1.- El que al momento de solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, suplantare a otra persona; 





2.- El que proporcionare datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento;





3.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, un Libro de Actas, o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan; y





4.- El que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.





Artículo 54.- Sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos:





1.- El que maliciosamente altere la información contenida en el Registro Electoral, en el Padrón Electoral, en los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragio, en las Nóminas de Inhabilitados y en los antecedentes del Servicio de Registro Civil e Identificación y cualquier otro antecedente que pueda ser usados para conformar el Registro Electoral y sus actualizaciones;





2.- El que maliciosamente modifique el domicilio electoral informado por los electores al recibir solicitudes de éstos o cuando lo informen al obtener o renovar su cedula de identidad; 





3.- El que incite u organice a electores para proporcionar datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral; y





4.- El que comercialice los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.





Artículo 55.- Si los delitos señalados en el artículo precedente son cometidos por un funcionario público, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos, aumentadas en un grado, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.





Artículo 56.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio electoral, solicitudes de acreditación de avecindamiento o libros de actas que se le hubieren confiado o destruyera información computacional que contenga antecedentes del Registro Electoral o del Padrón Electoral y de los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragios, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo.





Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de una a tres unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.





2) Reemplázase la numeración del actual Título IV por la de Título VI y la de los artículos 87, 88 y 89 por 57, 58 y 59. Además reemplázase el actual artículo 90, que pasa a ser artículo 60:





“Artículo 60.- Corresponderá al Servicio Electoral ejercer las siguientes funciones:





a) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente;





b) Formar, mantener y actualizar el Registro Electoral;





c) Determinar el Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados en los términos señalados en esta ley;





d) Ordenar y resolver directamente sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral;





e) Resolver respecto de las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento que se le presenten;





f) Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia;





g) Disponer la compra de los programas y equipos computaciones que utilizará en el cumplimiento de sus funciones, y los sistemas de mantención, protección y actualización de éstos; y





h) Las demás que esta u otras leyes establezcan.”.





3) Agrégase un nuevo artículo final al párrafo 1° del actual Titulo IV que pasa a ser VI:





“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo corresponderá la dirección superior del Servicio y la dirección administrativa al Director.”.





4) Sustitúyese los Párrafo 2° y 3° del actual Titulo IV que pasa a ser VI por los siguientes:

“Párrafo 2°

Del Consejo Directivo del Servicio Electoral





Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros, cuatro de los cuales serán designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. El Presidente hará la proposición en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse sobre el conjunto de la propuesta.





Dentro de los treinta días siguientes al inicio de su mandato, el Presidente de la República designará al quinto consejero, quien será el Presidente del Consejo.





Los consejeros designados con acuerdo del Senado durarán ocho años en sus cargos y podrán ser reelegidos hasta por dos veces. Se renovarán por parcialidades, cada cuatro años.





El consejero designado directamente por el Presidente de la República, durará cuatro años en su cargo y podrá ser reelegido hasta por dos veces.





En caso que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se procederá a la designación de un nuevo consejero, en un plazo de treinta días, en conformidad a lo dispuesto en este artículo, que durará hasta completar el periodo de quien reemplace.





Artículo 63.- Para ser designado Consejero del Servicio será necesario, además de cumplir con los requisitos generales para ocupar cargos públicos, poseer título profesional de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, acreditar experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado y no haber desempeñado cargos de representación popular, de Ministro de Estado, de Subsecretario, de Intendente, de Gobernador o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.





Tampoco podrán ser Consejeros, las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.





Los Consejeros no podrán estar afiliados a partidos políticos mientras sirva en el cargo.





La función de Consejero no es delegable y se ejerce colectivamente, en sala legalmente constituida.





Artículo 64.- Los Consejeros tendrán derecho a ser informados plena y documentadamente y en cualquier tiempo, por el Director o quien haga sus veces, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio. Además, tendrán derecho a revisar el Registro Electoral y los padrones electorales, con la sola limitación de no afectar el funcionamiento del Servicio.





Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 30 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 120 unidades de fomento por mes calendario.





El Presidente del Consejo o quien le subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en un 50%.





Artículo 65.- Son causales de cesación en el cargo de Consejero, las siguientes:





a) Expiración del plazo por el que fue nombrado. Sin perjuicio de ello, éste será prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante;





b) Haber cumplido los 75 años de edad;





c) Renuncia, aceptada por el Presidente de la República;





d) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo;





e) Alguna causal de inhabilidad sobreviniente. El Consejero que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar el cargo, cesará automáticamente en él; y





f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como Consejero. Serán faltas graves, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del Consejo, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario.





La existencia de las causales establecidas en las letras d) y e), si hubiere discusión sobre la sobreveniencia de la inhabilidad, y f) precedentes, serán declaradas por el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo o del Ministro del Interior en el caso de la letra f), o de cualquier persona en el caso de la letra e). El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa.





Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se decretará autos en relación y la causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra d), el Tribunal, como medida para mejor resolver, podrá decretar informe pericial.





Los Consejeros y el Director tendrán el carácter de ministro de fe en las actuaciones que las leyes le encomienden.





En las causas civiles que se intentaren en contra de un Consejero o del Director, conocerá en primera instancia un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago y en segunda instancia la respectiva Corte.





Artículo 66.- El Consejo sesionará, a lo menos, con cuatro de sus miembros en ejercicio. Presidirá las sesiones el Presidente del Consejo y, a falta de éste, su Vicepresidente.





El Consejo podrá sesionar en forma ordinaria o extraordinaria.





Son sesiones ordinarias aquellas que determine el propio Consejo para días y horas determinadas, en ellas se tratarán todas las materias que el Presidente incluya en la tabla respectiva, la que deberá ser comunicada a los consejeros con no menos de 24 horas de anticipación a la fecha de la sesión.





Por cada mes el Consejo deberá sesionar en forma ordinaria no menos de una vez y no más de tres veces.





Son sesiones extraordinarias aquellas en que el Consejo es convocado especialmente para conocer de modo exclusivo las materias que motivan la convocatoria. Estas sesiones serán convocadas por su Presidente, cuando exista algún asunto urgente que requiera del conocimiento del Consejo, o cuando así sea solicitado a éste, por requerimiento escrito de dos Consejeros. La citación a sesión extraordinaria deberá hacerse con una anticipación no inferior a 48 horas y contendrá expresamente las materias a tratar.





Los acuerdos requerirán del voto favorable de, a lo menos, cuatro Consejeros. Si el Consejo no lograra el anterior quórum, deberá dejar constancia pública de su desacuerdo y las razones fundadas de las partes, convocando el Presidente del Consejo a una nueva sesión que deberá realizarse no antes de cuatro días ni después de quince, siempre que este último plazo no altere el cumplimiento de un plazo legal, donde deberá resolverse el desacuerdo con el voto conforme de, a lo menos, tres de sus miembros.





En todo caso, se requerirá siempre del voto conforme de, al menos, cuatro Consejeros para tomar los acuerdos señalados en la letra i) del artículo 67.





El Servicio no podrá celebrar actos o contratos en los que uno o más Consejeros tengan interés por sí o como representantes de otra persona. Se presume que existe interés directo de un Consejero en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño directo, o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.





De toda deliberación y acuerdo del Consejo se deberá dejar constancia en un libro de actas. El acta deberá ser firmada por todos los Consejeros que hubieren concurrido a la sesión.





Artículo 67.- Corresponderá al Consejo:





a) Designar, en su primera sesión y de entre sus miembros, al Consejero que se desempeñará como Vicepresidente del Consejo. Esta designación se hará en sesión especialmente convocada al efecto y en una sola votación donde cada Consejero tendrá derecho a un solo voto. Será electo Vicepresidente del Consejo, el que alcance la más alta mayoría. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en caso de ausencia o imposibilidad transitoria de éste para ejercer el cargo;





b) Designar a los miembros de las Juntas Electorales según propuesta del Director;





c) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables al Servicio y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento;





d) Aprobar la propuesta del presupuesto del Servicio efectuada por el Director;





e) Supervisar los actos del Director y Subdirector;





f) Dar instrucciones generales sobre la aplicación de las normas electorales para su ejecución por los organismos establecidos en ellas;





g) Aprobar los Padrones Electorales y la Nomina de Electores Inhabilitados, a los que se refiere esta ley;





h) Aprobar las bases para llamar a la licitación de las empresas de auditoria, seleccionarlas y conocer de sus informes;





i) Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral. La designación se hará a partir de una quina propuesta para el cargo por el Consejo de la Alta Dirección Pública, en conformidad a las normas del Título VI de la ley 19.882; y





j) Las demás que le señale la ley o sobre las que deban pronunciarse en virtud de sus funciones o atribuciones.

Párrafo 3°

Del Director del Servicio Electoral





Artículo 68.- El Director del Servicio Electoral, será el representante legal del servicio y el Jefe Superior de éste. Le corresponderán especialmente las siguientes funciones:





a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Directivo;





b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el funcionamiento del Servicio de conformidad con las directrices que defina el Consejo Directivo;





c) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento del Servicio, previo acuerdo del Consejo Directivo;





d) Nombrar al personal del Servicio y poner término a sus servicios, de conformidad a las normas estatutarias;





e) Ejecutar los actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio;





f) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Servicio;





g) Representar al Servicio Electoral tanto judicial como extrajudicialmente;





h) Llevar el Registro de Partidos Políticos, actualizado por regiones y ejercer las demás atribuciones y funciones que le encomienden la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos u otras leyes;





i) Celebrar con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, convenios especiales para la ejecución de estudios, investigaciones o programas, que tengan por objeto el mejor cumplimiento o la difusión de los fines del Servicio;





j) Convocar a propuestas públicas o privadas, aceptarlas o rechazarlas;





k) Dictar las resoluciones generales y particulares necesarias para el ejercicio de sus atribuciones;





l) Contratar personal para labores transitorias cuando por necesidades del Servicio así se requiera,  conforme  a las normas del Código del Trabajo o sobre la base de  honorarios;





m) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo; y





n) Ejercer las demás funciones que le encomienda esta u otras leyes.





Artículo 69.- El Director y Subdirector tendrán derecho a asistir a las sesiones de Consejo con derecho a voz.





Artículo 70.- Al Director y al Subdirector les serán aplicables las inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades aplicables a los Consejeros.

Párrafo 4°

Del personal del Servicio Electoral





Artículo 71.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Electoral, estarán obligados a mantener reserva acerca de los antecedentes, informaciones o documentos que conozcan en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las publicaciones que deban efectuarse y de las informaciones que pueda proporcionar dicho Servicio en conformidad a la ley.





Ni el personal del Servicio, ni las personas que a cualquier título desempeñen alguna función en él, podrán militar en partidos políticos, ni participar en o adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas, publicaciones o cualquier otro acto que revista un carácter político-partidista o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular. Tampoco podrán participar de modo similar con ocasión de los actos plebiscitarios.





Toda contravención a este artículo se sancionará con las penas contenidas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.





5) Sustitúyase el actual artículo 99, que pasa a ser 72, del Título V que pasa a ser VII, por el siguiente:





“Artículo 72.- Los Partidos Políticos, candidatos independientes y demás entidades o personas que de acuerdo a la ley tengan acceso a la información contenida en el Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina de Inhabilitados, deberán actuar responsablemente en su manejo, debiendo responder civil y penalmente, según corresponda, y en conformidad a lo que establezca la ley.”.





6) Agrégase un nuevo artículo 73:





“Artículo 73.- Todos los plazos a que se refiere esta ley serán de días corridos.”.





Artículo 2º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:





1) Agréguese al final del artículo 1° la siguiente oración, pasando el punto final a ser punto seguido:





“Además establece y regula las Juntas Electorales.”





2) Sustitúyase el artículo 3, por el siguiente:





“Artículo 3.- Las declaraciones de candidaturas deberán efectuarse por escrito, para cada acto eleccionario, ante el Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere, quien les pondrá cargo y otorgará recibo.





Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11. En todo caso, será acompañada por una declaración jurada del candidato, o de un mandatario designado especialmente al efecto por escritura pública, en la cual señalará cumplir los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades. La declaración jurada podrá incluir el nombramiento del Administrador Electoral conforme al artículo 30 de la ley 19.884 y deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato cuando corresponda en los términos que disponga el Servicio Electoral. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante el oficial del Registro Civil correspondiente a la comuna donde resida el candidato.





La declaración de candidatura podrá presentarse en un acto separado por cada candidato.





Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración en elecciones que se celebren simultáneamente.”.





3) Sustitúyase el inciso cuarto del artículo 3 bis, por el siguiente:





“El pacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo y en forma previa a las declaraciones de candidaturas, mediante la presentación de una declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de Parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones de principios.”.





4) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 6, por el siguiente:





“Tratándose de las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, éstas solo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del nonagésimo día anterior a aquél en que deba realizarse la primera o única votación.”





5) Sustitúyase los incisos primero y segundo del artículo 11, por los siguientes:





“El patrocinio de candidaturas independientes deberá suscribirse ante cualquier notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios electorales registrados en el Registro Electoral corresponda al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.





La nómina de patrocinantes deberá señalar en su encabezamiento el nombre del candidato y el acto electoral de que se trate. A continuación, deberá dejarse expresa constancia del juramento a que se refiere el inciso anterior y de los siguientes antecedentes: primera columna, numeración correlativa de todos los ciudadanos que la suscriban; segunda columna, sus apellidos y nombres completos; tercera columna, número de la cédula nacional de identidad; cuarta columna, indicación de su domicilio electoral, con mención de la comuna; quinta columna, firma del elector o su impresión dactiloscópica, si no pudiere firmar, la que se estampará en línea enfrentando los datos de su filiación personal.”.





6) Reemplázase en el artículo 13, la expresión “inscritos en cualquier parte del territorio nacional” por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.





7) Sustitúyase el artículo 17, por el siguiente:





“Artículo 17.- El Consejo del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para declaración de candidaturas, deberá aceptarlas o rechazarlas. Para tal efecto dictará las resoluciones respectivas que se publicarán dentro de tercer día en el Diario Oficial.





El Consejo del Servicio Electoral deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 25, 48 y 50 de la Constitución Política de la República, o que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el artículo 57 de la Constitución. Asimismo, rechazará las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los Párrafos 1° a 3° de este Título.”.





8) Agréguese en el artículo 19 el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto respectivamente:





“Si el rechazo de la candidatura por parte del Servicio Electoral conforme al artículo 17, se hubiere fundado en no ser el candidato declarado ciudadano con derecho a sufragio, y el fallo del Tribunal hubiere ordenado su inscripción como candidato, el Servicio Electoral deberá también incorporar al candidato dentro del padrón de electores. Si, por el contrario, el Tribunal rechazare una candidatura aceptada por el Servicio Electoral, al considerar que el candidato no es ciudadano con derecho a sufragio, el Servicio Electoral deberá excluir al candidato del padrón de electores”.





9) Deróguese el artículo 21.





10) Reemplácese en el inciso primero del artículo 27, la expresión “Director del” por el vocablo “El”.





11) Elimínese en el artículo 29 el inciso tercero y sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:





“El Servicio Electoral entregará a los partidos políticos, a los pactos electorales y a los candidatos independientes, el número de facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará que determine el Servicio. La entrega se hará dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.





12) Deróguese el Artículo 34.





13) Reemplázase el artículo 37, por el siguiente:





“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar aquellas mesas receptoras de sufragios que tengan menos de ciento setenta y cinco electores habilitados para votar al momento de determinarse el padrón electoral, con una o más mesas receptoras de sufragio de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente como si fueran una sola mesa, siempre que el resultado de dicha fusión no signifique que la mesa resultante supere el número de trescientos cincuenta electores habilitados para votar.





En este caso existirá un solo padrón de la mesa fusionada y se ordenará alfabéticamente.





La nueva mesa se identificará con los números de las mesas que se funcionaron separados por guiones.”





14) Sustitúyase el artículo 38, por el siguiente:





“Artículo 38.- Cada Mesa Receptora se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo.”





15) Intercálese en el inciso primero del artículo 40, entre las expresiones “representación popular;” y “los Ministros de Estado”, la expresión “las personas a cargo de los trabajos electorales que señala el artículo 7 de esta ley;”.





16) Reemplácese en el inciso primero del artículo 40 la expresión “los jueces letrados y los de Policía Local” por la expresión “los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local;”.





17) Reemplácese el inciso segundo del artículo 40 por el siguiente:





“Si por las causales anteriores no fuere posible integrar la Mesa, se constituirá con ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a mesas contiguas.”.





18) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:





“Artículo 41.- Se designarán tres vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios con ocasión de la elección de diputados y senadores, y dos con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior, si se trata de una mesa nueva, o si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiera cambiado de Circunscripción Electoral o hubiera perdido el derecho a sufragio.





Para proceder a la designación de vocales, el trigésimo día anterior a la elección, cada uno de los Miembros de la Junta Electoral escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos con derecho a sufragio en el respectivo padrón de mesa. Si la Junta funcionare con dos miembros cada uno elegirá quince nombres.





Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de vocales de Mesas y a los que no hubieran ejercido igual función durante los cuatro años anteriores.





Escogidos los nombres, la Junta Electoral procederá a confeccionar para cada Mesa Receptora una nómina en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al treinta.





En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, a las catorce horas del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros números, según corresponda, sirvan para individualizar en cada nómina a las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, y los siguientes, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como reemplazantes.”.





19) Elimínese en el inciso primero del artículo 42 la expresión “comenzando por las de varones,”.





20) Reemplázase el inciso primero del artículo 43, por el siguiente:





“Artículo 43.- El Secretario de la Junta Electoral publicará la nómina completa de los vocales designados para cada Mesa Receptora de la respectiva elección. Respecto de todos ellos se indicarán solo los apellidos y sus dos primeros nombres, en un diario o periódico el vigésimo segundo día anterior a la elección o plebiscito, o, si ese día no circulare el periódico en que deba publicarse, en la primera ocasión posterior a esa fecha en que esto ocurra, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.”





21) Sustitúyase el artículo 47, por el siguiente:





“Artículo 47.- Los vocales sorteados por las Juntas Electorales para las Mesas Receptoras ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los vocales sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.





22) Incorporase el siguiente artículo 47 bis, nuevo:





“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono equivalente a la suma de dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral en el que participen.





Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.





Este bono se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.





Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de esta ley, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.





23) Modifíquese el artículo 49 de la siguiente forma:





a) Sustitúyase en el inciso primero la expresión  “a las catorce horas del último día sábado que preceda al tercer día anterior” por “a las quince horas del día sábado”.





b) Agréguese el siguiente inciso tercero:





“En esta misma ocasión, el Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando, especialmente, la aplicación de criterios objetivos y homogéneos en ellas. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.”





24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 52 por el siguiente:





“El Secretario de la Junta Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición respectiva, a lo menos con sesenta días de anticipación a la audiencia, un informe sobre los locales estatales o privados que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las Mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público. Sin perjuicio de su informe escrito, el jefe aludido podrá, personalmente o representado por quien él designe, asistir a la audiencia de la Junta y proponer otros locales. La asignación de las Mesas que corresponderán a cada local se hará tratando de mantener, en la medida que ello sea posible, la misma asignación de las elecciones anteriores.”.





25) Sustitúyase el artículo 54, por el siguiente:





“Artículo 54.- A partir de las catorce horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito, en cada recinto de votación iniciará sus funciones una Oficina Electoral dependiente de la respectiva Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Esta nominación, que se entenderá subsistente para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, deberá recaer preferentemente en un Notario Público, Secretario de Juzgado de Letras o Secretario Abogado de Policía Local, Receptor Judicial, Auxiliar de la Administración de Justicia u otro ministro de fe. En ningún caso podrá recaer en funcionarios Municipales o dependientes directa o indirectamente de Corporaciones Municipales. Estos delegados podrán hacerse asesorar por el personal necesario para el funcionamiento de la oficina, con cargo al Servicio Electoral y de acuerdo con las instrucciones que el Servicio imparta. Este personal percibirá un bono diario equivalente a media Unidad de Fomento.





El delegado tendrá derecho a un bono total equivalente a cinco Unidades de Fomento por todas las tareas realizadas con ocasión de las elecciones y plebiscitos que se realicen en un mismo acto electoral. Se considerará para estos efectos como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.





A estos bonos le será aplicable lo señalado en el inciso segundo del artículo 47 bis.





Las Oficinas Electorales funcionarán no menos de cuatro horas durante el segundo día anterior a la elección o plebiscito; desde las nueve horas y hasta al menos las dieciocho horas el día anterior a la elección o plebiscito; y desde las siete horas y hasta completar todas sus funciones en el día de la elección o plebiscito.





Corresponderá al delegado de la Junta Electoral, sin perjuicio de las demás tareas que señala esta ley:





1) Informar a los electores sobre la mesa en que deberán emitir el sufragio. Para estos efectos deberá contar con medios expeditos para la atención de las consultas de los electores de toda la Circunscripción Electoral, especialmente en lo que tenga relación, con su local de votación y su Mesa Receptora de Sufragios o poder señalar al elector su condición de estar inhabilitado para votar en la elección mencionando la causal;





2) Velar por la debida constitución de las Mesas Receptoras y, cuando corresponda, designar a los reemplazantes de los vocales que no hubieren concurrido conforme al artículo 57;





3) Hacer entrega a los Comisarios de Mesa de los útiles electorales;





4) Instruir a los electores no videntes sobre el uso de la plantilla a que se refiere el artículo 28;





5) Recibir, terminada la votación, los útiles electorales empleados en las mesas y los sobres con las actas de escrutinio que debe entregar al día siguiente al Colegio Escrutador;





6) Requerir el auxilio de la fuerza encargada del orden público.”.





26) Reemplázase el artículo 55, por el siguiente:





“Artículo 55.- El Servicio Electoral pondrá a disposición de la Oficinas Electorales, por intermedio de las Juntas Electorales, los útiles destinados a cada una de las Mesas Receptoras de Sufragios del respectivo local a lo menos el día anterior a la elección o plebiscito.





Para cada Mesa Receptora deberá considerarse el siguiente material:





1) El Padrón de Mesa con la nomina alfabética de los electores habilitados para votar en ella y los datos para identificarlos. Este padrón deberá disponer en la línea de cada elector de un espacio donde se estamparán las firmas o huellas dactiloscópicas de los electores que voten. Este espacio deberá ser de por lo menos tres centímetros de arriba a abajo por cada elector. Además deberá disponer de un espacio para anotar los números de las cédulas electorales. El Padrón de Mesa podrá estar dividido en dos secciones si así lo dispone el Servicio Electoral.





2) Dos ejemplares de la cartilla de instrucciones para uso de la Mesa Receptora de Sufragios, que elaborará el Servicio Electoral;





3) Las cédulas para la emisión de los sufragios en número igual al de los electores que deben sufragar, más un diez por ciento;





4) Cuatro lápices de grafito de color negro y dos lápices pasta de color azul;





5) Un tampón para huella dactilar.





6) Un formulario de acta de instalación;





7) Tres formularios de actas de escrutinio por cada elección o plebiscito y un cuarto de reemplazo en caso de que inutilicen alguno de los anteriores;





8) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Colegio Escrutador;





9) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Tribunal Calificador de Elecciones;





10) Cinco sobres por cada elección o plebiscito que se realice, para colocar las cédulas con que se sufrague. Uno de ellos llevará en su parte exterior la indicación “Votos escrutados no objetados”; otro, “Votos escrutados marcados y objetados”; otro, “Votos nulos y en blanco”; otro, “Talones de las cédulas emitidas”; y el quinto, “Cédulas no usadas o inutilizadas y talones y sellos adhesivos no usados”;





11) El sobre para colocar el Padrón de la Mesa;





12) El o los sobres para guardar el resto de los útiles usados;





13) Formularios de recibos de los útiles electorales y de las actas, que deban entregarse al Delegado de la Junta;





14) Un formulario de minuta del resultado del escrutinio por cada elección o plebiscito;





15) Un ejemplar de esta ley; y





16) Sellos adhesivos.





En los padrones, formularios y sobres se deberá indicar la región y circunscripción, el número de Mesa correspondiente y el sello del Servicio Electoral. Los sobres llevarán, además, la indicación del objeto a que están destinados o de su destinatario.





En la misma oportunidad, el Servicio Electoral remitirá, para uso de los Delegados de las Juntas Electorales, dos ejemplares del Padrón Electoral y de la Nomina de Electores Inhabilitados de toda la Circunscripción Electoral correspondiente y los formularios de recibo de los útiles electorales por parte de los Comisarios.”.





27) Sustituyese el artículo 57, por el siguiente:





“Artículo 57.- A las ocho horas de la mañana del día fijado para la elección o plebiscito se reunirán, en los locales designados para su funcionamiento, los vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios.

Las Mesas no podrán funcionar con menos de tres vocales.





Los vocales asistentes que no se encontraren en número suficiente para el funcionamiento de las respectiva Mesa darán aviso inmediato al delegado de la Junta Electoral.





A partir de las nueve horas el delegado procederá a designar los vocales que faltaren hasta completar solo el mínimo necesario para funcionar, de entre los electores alfabetos no discapacitados que deban sufragar en el recinto. Deberá preferir a los electores que voluntariamente se ofrezcan en el orden en que se presenten. A falta de éstos, deberá designar a otros que se encuentren en el recinto, recurriendo al auxilio de la fuerza encargada del orden público si fuera necesario. El delegado deberá haber constituido todas las mesas a más tardar a las diez horas.





Integrada la mesa, los vocales originalmente designados podrán incorporarse a ella, en orden de presentación hasta completar el máximo de cinco, sin que puedan reemplazar a los vocales designados en virtud del inciso anterior y siempre que ello ocurra con anterioridad a las once horas. Del hecho de las incorporaciones y de su hora se dejará constancia en el acta de instalación.





En ningún caso las Mesas podrán integrarse pasadas las doce horas.”





28) Modifíquese el artículo 58 de la siguiente forma:





a) Sustitúyase en el inciso segundo, la expresión “el o los Registros” por “el Padrón de Mesa”.





b) Elimínese los incisos tercero y cuarto.





29) Intercálese en el inciso segundo del artículo 59, después de la expresión “Cumplidos los trámites anteriores,” la frase “y nunca antes de las ocho de la mañana,”.





30) Sustitúyase el artículo 60, por el siguiente:





“Artículo 60.- Son electores, para los efectos de esta ley, los ciudadanos con derecho a sufragio y extranjeros que figuren en los Padrones de Mesa y que tengan cumplidos dieciocho años de edad el día de la votación.





El elector que concurra a votar deberá hacerlo para todas las elecciones o plebiscitos que se realicen en el mismo acto electoral.”





31) Agréguese al final del inciso cuarto del artículo 61, la siguiente frase:





“En ningún caso una misma persona podrá asistir a más de un elector en la misma Mesa Receptora de Sufragios, salvo que se trate de ascendientes o descendientes.”.





32) Sustitúyase el artículo 62, por el siguiente:





“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero su cédula de identidad para extranjeros. Dichos documentos deberán estar vigentes. Ningún certificado u otros documentos podrán reemplazar a los anteriores.





Una vez comprobada la identidad del elector, la vigencia de su cédula de identidad o de su pasaporte, y el hecho de estar habilitado para sufragar en la Mesa, el elector firmará en la línea que le corresponda en el Padrón Electoral de la Mesa o, si no pudiere hacerlo, estampará su huella dactilar del dedo pulgar derecho o, en su defecto cualquier otro dedo, de lo que el presidente dejará constancia al lado de la huella. De la falta de este requisito, se dejará constancia en el Acta, aceptándose que el elector sufrague.”.





33) Reemplázase el inciso primero del artículo 63, por el siguiente:





“Si a juicio de la Mesa existiere disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del elector, se recabará la intervención del experto de identificación que habrá en cada local de votación. El experto hará que el elector estampe su huella dactilar derecha al lado de su firma y la cotejará con la estampada en su cédula nacional de identidad o cédula de identidad para extranjeros.”.





34) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 64, la expresión “respectivo cuaderno de firmas” por “Padrón de la Mesa” y la expresión  “votación” por “elección”.





35) Reemplázase el artículo 66, por el siguiente:





“Artículo 66.- Después de haber sufragado y depositadas las cédulas en la urna, se procederá a devolver al elector su cédula nacional de identidad, el pasaporte o su cédula de identidad para extranjeros, según corresponda.”.





36) Sustitúyase en el inciso final del artículo 67, la expresión “numérico de las inscripciones” por “alfabético en el Padrón de Mesa”.





37) Reemplázase el artículo 68, por el siguiente:





“Artículo 68.- A las dieciocho horas del día de la elección, y siempre que no hubiere algún elector que deseare sufragar, el Presidente declarará cerrada la votación, dejando constancia de la hora en el acta. Si hubiere electores con intención de sufragar, la Mesa deberá recibir el sufragio de todos ellos antes de proceder con el cierre de la votación.





Efectuada la declaración de cierre, el Secretario o el vocal en su caso, escribirá en el Padrón de la Mesa, en el espacio destinado para la firma, la expresión “no votó” respecto de los electores que no hayan sufragado.”





38) Modifícase el artículo 71, en el siguiente sentido:





a) Sustitúyase el numeral 1), por el siguiente:





“1) El Presidente contará el número de electores que hayan sufragado según el Padrón de la Mesa y el número de talones correspondientes a las cédulas emitidas para cada elección o para el plebiscito;”.





b) Reemplázase el numeral 5), por el siguiente:





“5) Serán nulas y no se escrutarán las cédulas en que aparezca marcada más de una preferencia, contengan o no en forma adicional, leyendas, otras marcas o señas gráficas. La Mesa dejará constancia al dorso de ella del hecho de su anulación y de la circunstancia de haberse reclamado por vocales o apoderados de esta decisión.





Se considerarán como marcadas y podrán ser objetadas por vocales y apoderados, las cédulas en que se ha marcado claramente una preferencia, aunque no necesariamente en la forma correcta señalada en el artículo 65, y las que tengan además de la preferencia, leyendas, otras marcas o señas gráficas que se hayan producido en forma accidental o voluntaria, como también aquella emitida con una preferencia pero sin los dobleces correctos. Estas cédulas deberán escrutarse a favor del candidato que indique la preferencia, pero deberá quedar constancia de sus marcas o accidentes en las actas respectivas con indicación de la preferencia que contienen.





Se escrutarán como votos en blanco las cédulas que aparecieren sin la señal que indique una preferencia por candidato u opción del elector, contengan o no en forma adicional, leyendas, otras marcas o señas gráficas;”.





c) Reemplázase el numeral 6), por el siguiente:





“6) Tratándose de una elección de Presidente de la República y de Parlamentarios, se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada uno de los candidatos.





En los plebiscitos se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada una de las cuestiones sometidas a decisión.





Las operaciones se practicarán por el Presidente, por el Secretario y demás vocales;”.





d) Reemplázase el numeral 7), por el siguiente:





“7) Terminado el escrutinio se llenará la minuta con los resultados, y será firmadas por los vocales colocándose en un lugar visible de la mesa.”.





e) Reemplázase el numeral 8), por el siguiente:





“8) Los vocales, apoderados y candidatos tendrán derecho a exigir que se les certifique, por el Presidente y el Secretario, copia del resultado, lo que se hará una vez terminada las actas de escrutinio.”





39) Sustitúyase el artículo 72, por el siguiente:





“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado cada escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la Mesa Receptora se levantarán actas del escrutinio, estampándose separadamente, en letras y en cifras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso.





Se dejará constancia de la hora inicial y final del escrutinio y de cualquier incidente o reclamación concerniente a la votación o escrutinio que deseen hacer constar los vocales y apoderados, sin que pueda eludirse por ningún motivo la anotación, bajo las penas que esta ley señala. Se dejará especial testimonio en el acta del cumplimiento de las exigencias del  artículo 71.





El acta de escrutinio se escribirá en tres ejemplares idénticos, los que tendrán para todos los efectos legales el carácter de copias fidedignas, serán firmadas por todos los vocales y los apoderados que lo deseen.





El primer ejemplar del acta quedará en poder del Secretario de la Mesa en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales, por el lado del cierre, para su remisión al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, y dejándose testimonio, en letras, en la cubierta del sobre, de la hora en que el Secretario lo hubiere recibido.





El segundo ejemplar del acta se entregará por el Presidente de la Mesa al Delegado de la Junta Electoral, en sobre dirigido al Colegio Escrutador, cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre, para que éste lo presente al Colegio en la oportunidad señalada en el artículo 86. El Delegado entregará recibo de su recepción.





El tercer ejemplar del acta, inmediatamente después de llenada, y antes de practicar el escrutinio de otra elección, se entregará por el Comisario de la Mesa a la persona dispuesta por el Servicio Electoral de la Oficina Electoral del local a que se refiere el artículo 76 bis, en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre. Se entregará recibo de su recepción.





Si en el local de votación se contare con facilidades de fotocopia, se procederá a llenar un solo ejemplar del acta y, antes de su firma por los vocales, el Comisario de la Mesa concurrirá al lugar de fotocopia, obteniendo las otras dos copias y las copias necesarias para entregar a todos los apoderados que la hubieran solicitado. Después regresará a la mesa, donde se procederá a firmar el original y las copias por los vocales y apoderados que lo deseen con tinta o lápiz a pasta de color azul, cerciorándose de que sean idénticas al original. Posteriormente, se procederá a su ensobrado y distribución conforme a los incisos anteriores, debiendo destinarse el original al sobre que el Secretario de la Mesa remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones.





40) Reemplázase el artículo 73, por el siguiente:





“Artículo 73.- Después de practicado cada escrutinio y llenado de las actas conforme al artículo anterior, el Presidente pondrá las cédulas escrutadas con las que se hubiere sufragado en la elección o el plebiscito, separando las cédulas escrutadas y no objetadas, las escrutadas marcadas y objetadas, los votos nulos y en blanco, las cédulas no usadas o inutilizadas, los talones desprendidos de las cédulas emitidas y los talones y sellos adhesivos no utilizados, dentro de los sobres especiales destinados a cada efecto.





En el sobre caratulado "Votos escrutados no objetados" se colocarán aquellas cédulas que, emitidas correctamente conforme al artículo 65, no se encuentran en las situaciones señaladas en el número 5 del artículo 71.





En el sobre caratulado "Votos nulos y en blanco" se colocarán aquellas cédulas que, a juicio de la mayoría de la Mesa, se encuentren en cualquiera de los casos señalados en los párrafos primero y tercero del número 5 del artículo 71.





En el sobre caratulado "Votos escrutados marcados y objetados" se colocarán aquellas cédulas consideradas marcadas conforme al párrafo segundo del número 5 del artículo 71, contra las cuales se hayan formulado objeciones, que consten en el acta respectiva.





Se pondrán, además, dentro del respectivo sobre el Padrón de Mesa empleado en la votación de la Mesa.





Los sobres se cerrarán, sellarán y firmarán, por el lado del cierre, por todos los vocales y por los apoderados que quisieren.”.





41) Sustitúyase el artículo 75, por el siguiente:





“Artículo 75.- Completados todos los escrutinios, llenadas las actas y ensobrados los votos, se hará un paquete en que se pondrán los sobres de los votos a que se refiere el artículo 73, el acta de instalación y los demás útiles usados en la votación.





El paquete será cerrado y sellado. En su cubierta se anotará la hora y se firmará por todos los vocales y los apoderados que lo desearen. Luego, se dejará en poder del Comisario.”.





42) Agréguese el siguiente artículo 76 bis.





“Articulo 76 bis. La persona que disponga el Servicio Electoral se instalará en la Oficina Electoral del local de votación y procederá a recibir los ejemplares del acta señalados en el inciso sexto del artículo 72, cuyos datos procederá a ingresarlos o transmitirlos al sistema computacional en la forma que disponga el Servicio Electoral, en conformidad al artículo 175 bis.





Los apoderados acreditados ante la Oficina Electoral del Local Votación, podrán estar presentes y observar la recepción de las actas y el proceso de ingreso o transmisión de los datos que ellas contienen.





43) Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 77:





“El Delegado de la Junta Electoral deberá concurrir personalmente al inicio de la sesión que se señala en el artículo 86 del Colegio Escrutador que corresponda, con objeto de hacer entrega personalmente de los sobre cerrados y dirigidos al Colegio Escrutador que contienen las actas de escrutinios de las mesas de votación del Local donde ejerció su función.”.





44) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 80 la expresión “Director” por “Consejo” y la expresión “, o dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a un plebiscito.” por “o plebiscito.”.





45) Reemplázase el artículo 81, por el siguiente:





“Artículo 81.- Cada Colegio estará compuesto de seis miembros titulares e igual número de suplentes, designados por las respectivas Juntas Electorales, en conformidad a los artículos siguientes.





Se designarán tres miembros con ocasión de la elección de diputados y senadores, y tres con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior, si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiere cambiado de Circunscripción Electoral a una que no deba escrutar el Colegio o hubiere perdido el derecho a sufragio.





No podrán ser designados como miembros de los Colegios Escrutadores las personas señaladas en el inciso primero del artículo 40, ni aquéllas que hubieren sido designadas como vocales de mesas receptoras de sufragios para la misma elección de que se trate.”.





46) Sustitúyase el artículo 82, por el siguiente:





“Artículo 82.- Para proceder a la designación de los miembros de los Colegios Escrutadores, cada uno de los miembros de la Junta Electoral respectiva escogerá veinte nombres, que deberán corresponder a veinte ciudadanos inscritos en las mesas que corresponda escrutar al Colegio respectivo. Si la Junta funcionare con dos miembros, elegirán treinta cada uno de ellos.





Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de miembro del Colegio Escrutador, cuyo domicilio electoral corresponda a la localidad donde sesionará el Colegio Escrutador, y que no hubieren sido seleccionadas para vocales de mesas en la misma elección.





A continuación, la Junta Electoral procederá a confeccionar una nómina para cada Colegio Escrutador que le corresponda designar, en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al sesenta.





En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, inmediatamente designados los vocales de las respectivas Mesas Receptoras de Sufragios, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros seis números sirvan para individualizar, en cada nómina, a las personas que se desempeñarán como miembros de los Colegios Escrutadores, y los siguientes seis, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como suplentes.





La Junta Electoral formará un libro con las nóminas alfabéticas firmadas por todos sus miembros, debidamente foliadas y con indicación del Colegio a que corresponda, el que se entenderá como parte integrante del acta del sorteo. Este libro será público y se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.





En todo caso, las nóminas deberán encontrarse en el local donde se efectúe el sorteo respectivo.”.





47) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:





“Artículo 83.- El Secretario de la Junta Electoral publicará el acta de lo obrado, incluyendo las nóminas de los miembros designados para cada Colegio Escrutador, respecto de quienes se indicarán solo los apellidos y sus dos primeros nombres, en la forma establecida en el artículo 43 de esta ley, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.





Dentro del mismo plazo, comunicará su nombramiento por carta certificada a los miembros designados, indicando la fecha, hora y lugar en que el Colegio Escrutador funcionará, y el nombre de los demás integrantes. El encargado de la oficina de correos deberá otorgar recibo circunstanciado de los avisos que se entregaren.”.





48) Incorpórese el siguiente artículo 83 bis, nuevo:





“Artículo 83 bis.- Cualquier miembro de los Colegios Escrutadores podrá excusarse de desempeñar el cargo, en los plazos, formas y causales establecidas en el artículo 44.





En el mismo plazo, cualquier persona podrá solicitar la exclusión del o los miembros de un Colegio Escrutador que estuvieren afectados por alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el artículo 81.





Para los efectos de conocer y resolver las excusas que se presentaren y reemplazar a los miembros cuya excusa o exclusión hubiere sido acordada por la Junta Electoral, se procederá de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de esta ley.”.





49) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 84 la expresión “Director” por “Consejo”.





50) Reemplázase el artículo 85, por el siguiente:





“Artículo 85.- Los miembros de los Colegios Escrutadores ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los miembros sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.





51) Incorpórese el siguiente artículo 85 bis, nuevo:





“Artículo 85 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de miembro de los Colegios Escrutadores y de Secretario de Colegio Escrutador un bono equivalente a dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral.





Dicha cantidad no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.





Esta cantidad se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.





Para tal efecto, las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, dentro de los dos días siguientes al término de la función de los Colegios Escrutadores, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la funciones respectivas en dicho organismo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.





52) Sustitúyase el artículo 86, por el siguiente:





“Artículo 86.- A las catorce horas del día siguiente a la elección o plebiscito, el Colegio Escrutador se reunirá con al menos tres de sus miembros, en el lugar que hubiere designado la Junta Electoral correspondiente, bajo la presidencia provisional del Secretario del Colegio, nombrado de conformidad al artículo 84. Reunido el número requerido, se procederá a sortear de entre los miembros presentes un Presidente.





Al inicio de la sesión, los delegados de las Juntas Electorales deberán entregar al Secretario los sobres sellados que contengan las actas de escrutinios de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en su respectivo local de votación. Éste se cerciorará del estado de los sellos y de las firmas y otorgará el recibo correspondiente, en original y copia. El Delegado conservará el original y la copia la remitirá al Secretario de la Junta Electoral.





Inmediatamente, el Presidente declarará constituido el Colegio, levantándose un acta en que se dejará constancia de los siguientes hechos y circunstancias: a) individualización del Colegio, expresándose la correspondiente región, provincia, comuna y circunscripción; b) el local de su funcionamiento; c) las Mesas que debe escrutar; d) nombre, profesión y cédula de identidad de sus miembros asistentes; e) el día y hora de la constitución del Colegio, y f) la nómina de los miembros del Colegio que no hubieren asistido a la reunión. El acta se extenderá en el Libro de Actas correspondiente y será firmada por los miembros del Colegio y el Secretario, quien deberá remitirla para los efectos de las ausencias injustificadas, al Juzgado de Policía Local correspondiente.”.





53) Reemplázase el artículo 87, por el siguiente:





“Artículo 87.- El Colegio Escrutador, en audiencia pública, procederá con la ayuda de un sistema computacional, a registrar y sumar el número de votos obtenidos por cada candidato en las mesas que debe escrutar y, además, en el caso de elecciones de Parlamentarios, a sumar los votos obtenidos por cada lista de candidatos, de acuerdo con el procedimiento del artículo siguiente. Una vez terminado dicho procedimiento se extenderá el acta y el cuadro a que se refiere el artículo 88 de esta ley.





Para efectos de lo anterior, el Servicio Electoral dotará a cada Colegio Escrutador de computador con su respectiva impresora y de un software o sistema que permita realizar el ingreso o revisión de los resultados por mesa y candidato, que proceda a realizar las sumas y emita los cuadros y actas a que se refiere el artículo 89. Además, deberá proveer de una manual para el uso de este equipo y su software.





El sistema computacional señalado en los incisos anteriores deberá tener ya registrado los resultados de cada candidato por Mesa Receptora de Sufragios, que se hubieren  ingresados a los sistemas del Servicio Electoral, conforme al artículo 76 bis.”.





54) Sustitúyase el artículo 88, por el siguiente:





“Artículo 88.- El Presidente leerá el acta de la mesa en alta voz, debiendo el Secretario comprobar los resultados por candidato con los datos ya ingresados al sistema computacional, pudiendo corregirlos, modificarlos o completarlos si ellos faltaren. Los demás miembros del Colegio y los apoderados podrán comprobar la exactitud de la lectura con los datos que en definitiva queden registrados en el sistema. Cada uno de los miembros y apoderados podrán a su vez tomar nota separadamente del resultado de las actas a medida que sean leídas con el objeto de verificar los datos ingresados y las sumas de los votos obtenidos por cada candidato y lista cuando corresponda.





Si faltaren actas de Mesas que hubieren funcionado el día de la elección, se dejará constancia expresa en el acta que dichas mesas no fueron escrutadas por el Colegio. Si respecto de esas mesas, el sistema computacional tuviere registrado sus resultados en base al ingreso de datos efectuados conforme al artículo 76 bis, se dejará constancia que dichos resultados no fueron revisados por el Colegio por carecer de un ejemplar del acta.





Si las actas contuvieren errores, especialmente discrepancias, entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y blancos y los totales indicados en las actas, se ingresaran igual al sistema los datos que existan, dejándose constancia en el acta de las desigualdades en la suma y de los errores que se hubiere detectado.





Terminada la lectura y el ingreso de resultados al sistema computacional, se obtendrá de este último, en forma provisoria, un cuadro de resultados, que contendrá para cada Mesa, los votos obtenidos por cada candidato y por lista si correspondiere, además de los votos nulos y blancos y el total de votos escrutados de la Mesa. Este cuadro contendrá también la suma total de votos del Colegio por cada candidato, y lista si correspondiere, además de la suma total de votos blancos y nulos y total de votos escrutados. El cuadro provisorio se emitirá con el número de copias que sea necesario para que los miembros del Colegio y los apoderados puedan revisar los datos ingresados y las sumas, a objeto de que puedan sugerir correcciones cuando consideren que existen errores.





Se efectuarán las correcciones que acuerde la unanimidad de los miembros del Colegio, así como las que acuerde la mayoría de los miembros del Colegio cuando haya discrepancias respecto del valor correcto de un resultado ingresado, resolviendo el Secretario en caso de empate. En todo caso, se deberá dejar siempre constancia detallada en el acta de la discrepancia surgida, como también de las correcciones u observaciones requeridas por los apoderados y que el Colegio no haya considerado.”.





55) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:





“Artículo 89.- Terminada la revisión y resueltas las discrepancias señaladas en el artículo anterior, se obtendrá del sistema computacional el cuadro de resultados definitivo del Colegio en tres ejemplares.





Deberá levantarse un acta donde se harán constar los siguientes hechos o circunstancias:





a) El día y la hora del término de su labor;





b) Las cifras totales, en número y letras, alcanzadas por los candidatos y por las listas de candidatos en el caso de elecciones Parlamentarias;





c) La cantidad de votos nulos y en blanco emitidos dentro de su territorio jurisdiccional y la circunstancia de haberse practicado la agregación a que se refiere el inciso segundo del artículo siguiente;





d) Los reparos de que hubiere sido objeto el procedimiento observado al hacerse la operación;





e) Un detalle de las mesas que el Colegio no pudo escrutar o no pudo revisar la digitación efectuada en los locales de votación en el día anterior, por no haber recibido la correspondiente acta de escrutinio.





f) Un detalle de las mesas donde existen desigualdades en el acta entre los totales que ellos muestran y las suma de los votos por candidatos más los nulos y blancos.





e) Todos los demás que determine esta ley o el Colegio.”.





56) Sustitúyase el inciso primero del artículo 94, por el siguiente:





“El Secretario del Colegio Electoral deberá, obtener del sistema computacional y hacer entrega de un copia certificada por él, del cuadro de resultados definitivo y del acta, a todos los apoderados y candidatos que lo soliciten.”.





57) Reemplázase el artículo 95, por el siguiente:





“Artículo 95.- El Servicio Electoral deberá dar a conocer los resultados de los escrutinios practicados por los Colegios Escrutadores a medida que vaya disponiendo de ellos.





Para estos efectos, el Director del Servicio Electoral abrirá el sobre con el acta y cuadro que hubiere recibido del Presidente de cada Colegio Escrutador, comprobará las exactitud de dichos resultados con los contenidos en el sistema computacional, efectuará las correcciones que fueren necesarias para que los resultados del sistema computacional se ajusten al acta y cuadro, y procederá a liberar su información en los términos señalados en el inciso siguiente.





Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de los Colegios Escrutadores. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.





Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito, podrán también disponer de esos mismos resultados en medios magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.





Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo deberán señalar su condición de provisorios y sujetos al escrutinio general de los Tribunales que correspondan.





58) Agréguese al final del inciso primero del artículo 96 la siguiente letra f):





“f) La utilización de un Padrón Electoral incorrecto, que contengan omisiones de inscritos o electores con derecho a sufragio, inhabilidades mal aplicadas, errores en el domicilio electoral y la correspondiente circunscripción electoral, y en los demás datos del padrón.”.





59) Sustitúyase los incisos primero y segundo del artículo 97, por los siguientes:





“Cualquier elector podrá solicitar la rectificación de escrutinios cuando, en su opinión, se haya incurrido en omisiones, calificación errada de los votos válidos, marcados, objetados, nulos o en blanco por parte de la mesa, errores en las actas de escrutinios, en sus sumas y totales, diferencias entre las actas o entre ellas y los certificados de escrutinios entregados a los apoderados, resultados mal imputados por los Colegios Escrutadores o en errores aritméticos.





Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones o plebiscitos, se presentarán ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente al territorio en que se hubieren cometido los hechos que sirvan de fundamento al reclamo, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección o plebiscito, debiendo acompañarse en el mismo acto los antecedentes en que se funde. Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador, antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones, que tengan relación con la mesas de dicho Colegio Escrutador, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.”





60) Sustitúyase el artículo 99 bis, por el siguiente:





“Artículo 99 bis.- Tratándose de la elección de Presidente de la República, las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad se interpondrán directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección, acompañándose en el mismo acto los antecedentes en que aquéllas se fundaren.





Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador, antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones, que tengan relación con la mesas de dicho Colegio Escrutador, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.





Dentro del plazo fatal de dos días, contado desde la fecha del respectivo reclamo o solicitud, se rendirán ante el Tribunal las informaciones y contrainformaciones que se produzcan. El Tribunal conocerá, adoptará las medidas para mejor resolver y emitirá su fallo dentro del plazo señalado por el artículo 27 de la Constitución Política de la República. En todo caso, dicho fallo no será susceptible de recurso alguno y su notificación se practicará por el estado diario.





Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Tribunal deberá además, dar cumplimiento a las normas establecidas en el Título V de la presente ley, en lo que fuere pertinente.”.





61) Agréguese el siguiente artículo 101 bis:





“Artículo 101 bis.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición del Tribunal, los resultados de los Colegios Escrutadores que disponga, en formato digital.”





62) Reemplázase el artículo 103, por el siguiente:





“Artículo 103.- Para practicar el escrutinio general el Tribunal se apoyará en equipos y sistemas computacionales, debiendo resolver las solicitudes de rectificaciones conjuntamente con el escrutinio y observando las siguientes reglas:





1) Todas las sesiones del Tribunal que tengan por objeto practicar el escrutinio general o el escrutinio de alguna mesa en particular, serán públicas. A ellas podrán asistir los candidatos y hasta dos apoderados, designados al efecto por cada uno de los partidos políticos y por los candidatos independientes que hayan participado en la elección o plebiscito.





2) Si no se dispusiere del acta y cuadro de uno o más Colegios Escrutadores, el Tribunal requerirá del Servicio Electoral la remisión de todas las actas y cuadros que faltaren y que obren en su poder y procederá a completar el escrutinio general.





3) Respecto de todas aquellas Mesas, cuyos resultados estén contenidos en los cuadros de resultados de los Colegios Escrutadores, que no hayan sido objeto de observaciones o discrepancias, según el acta del mismo Colegio, ni hayan sido objeto de una reclamación o de una solicitud de rectificación, y siempre que sean concordantes con resultados contenidos en las actas de las mesas remitidas al Tribunal, se practicará el escrutinio general en base a los resultados de dichos cuadros sin más trámite. Para establecer la concordancia podrán usarse sistemas computacionales.





4) Si algún Colegio hubiere dejado de escrutar una o más actas de Mesas, ya sea por no haber conseguido las actas o aquéllas contuvieren errores u omisiones que impidieren conocer el resultado real y completo de la Mesa, el Tribunal recurrirá al ejemplar del acta de la mesa que le fue remitida, y procederá a completar el escrutinio.





5) Si, con todo, no fuese posible contar con uno de los ejemplares del acta de las mesas no escrutadas por el Colegio Escrutador, el Tribunal practicará el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.





6) En relación a las Mesas que hayan sido objeto sólo de reclamaciones de nulidad, el Tribunal considerará provisoriamente su resultado según el cuadro del Colegio Escrutador a objeto de completar el escrutinio general y en espera de lo que resuelva posteriormente, según lo señalado en los artículos siguientes.





7) En relación a las Mesas que hayan sido objeto de observaciones, discrepancias o desigualdades, según el acta del Colegio Escrutador, o que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, el Tribunal procederá a revisar todos los antecedentes que obren en su poder o hayan sido presentados por los requirentes, y cotejará al menos dos ejemplares del acta de escrutinio para poder resolver la rectificación solicitada y los resultados de la Mesa, pudiendo, en caso de que lo considere necesario, proceder a practicar el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.





8) En relación a las Mesas del número anterior y en el caso de que existieran discrepancias entre los resultados de al menos dos ejemplares del acta de escrutinio, o discrepancia entre las actas de escrutinio y un certificado de escrutinio emitido por el Presidente o Secretario de la misma, en virtud del N° 8 del inciso primero del artículo 71 de esta ley, que haya sido presentado en una rectificación al Tribunal, este procederá a resolver la solicitud de rectificación, practicando el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.





9) En relación a las Mesas del número 7 anterior, que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, fundamentada en una mala calificación de los votos que la mesa consideró validos, nulos o blancos, o que hayan sido equivocadamente asignados a otro candidato, o que siendo considerados como marcados no hayan sido contabilizados para el candidato de la preferencia, y que de estos hechos algún apoderado de mesa o vocal haya dejado observación o constancia en el acta de la mesa, o haya sido impedido por la Mesa de hacerlo, el Tribunal deberá proceder a resolver la solicitud de rectificación practicando el escrutinio de la Mesa, en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral. Lo anterior procederá siempre y cuando la revisión de la totalidad de los votos alegados de todas las mesas sujetas de rectificación, pudieren dar lugar a la elección de un candidato distinto o de una opción distinta, a la que arrojan los resultados del escrutinio, de no ser revisados estos votos.”.





63) Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 110:





“Los encargados del orden público se constituirán en los locales de votación a partir de las 14 horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito.”





64) Modifíquese el artículo 115 de la siguiente forma:





a) Elimínese del inciso final la expresión “de la respectiva localidad”.





b) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:





“Cualquier local público o privado en el que, en el período señalado, se realicen actividades de propaganda o se desarrollen reuniones de carácter electoral, salvo las señaladas en el artículo 158, será clausurado por la fuerza encargada del orden público, hasta dos horas después de haberse cerrado la votación.”.





65) Reemplázase el artículo 116, por el siguiente:





“Artículo 116.- El día de una elección o plebiscito, hasta dos horas después del cierre de la votación, no podrán realizarse espectáculos o eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivo, cuando la fuerza encargada del orden público estime que éstos podrían afectar el normal desarrollo del proceso electoral.





El día de la elección o plebiscito, entre las cinco horas de la mañana y dos horas después del cierre de la votación, los establecimientos comerciales no podrán expender bebidas alcohólicas para su consumo en el local o fuera de él, exceptuándose solo a los hoteles respecto de los pasajeros que pernocten en ellos.





La fuerza encargada del orden público dispondrá la clausura de los recintos en que se infringiere esta disposición.”.





66) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 117 la expresión “deberán” por “podrán”.





67) Sustitúyase los números 3) y 6) del artículo 132, por los siguientes:





“3) Admitir el sufragio de personas que no aparezcan en el padrón de la Mesa o que no exhiban su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros vigentes según corresponda;”

“6) Impedir la presencia de algún apoderado o miembro de la Mesa, sin perjuicio de lo señalado en el inciso quinto del artículo 57;”





68) Sustitúyase los números 4) y 8) del artículo 136, por los siguientes:





“4) El que falsificare, sustrajere, ocultare o destruyere algún Padrón de Mesa, acta de escrutinio o cédula electoral;”





“8) El que impidiere a cualquier elector ejercer su derecho a sufragar por medios violentos, amenazas o privándolo de su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros, y”.





69) Sustitúyase el artículo 139 por el siguiente: 





“Artículo 139.- A quienes perciban maliciosamente los bonos a que se refieren el artículo 47 bis y 85 bis, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.”.





70) Elimínese del artículo 140 la expresión “, para no sufragar”.





71) Reemplázase el artículo 153, por el siguiente:





“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de Policía Local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras, que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.





72) Elimínese del inciso primero del artículo 157 la expresión “independientes, en su caso,”.





73) Reemplázase el artículo 158, por el siguiente:





“Artículo 158.- Las sedes oficiales de los partidos políticos y de los candidatos, en su caso, podrán funcionar aún en el día de la elección, especialmente para efectos de atender, preparar y distribuir a los apoderados y entregarles su materiales y recibir copias de las actas de escrutinios. También podrán seguir los escrutinios conforme al artículo 175 bis, sin que les sea permitido realizar propaganda electoral o política, atender electores o realizar reuniones de carácter político antes del cierre de las mesas de votación.”





74) Reemplázase el artículo 159, por el siguiente:





“Artículo 159.- Los candidatos a Presidente de la República, los partidos que participen en una elección y los candidatos independientes, podrán designar un apoderado con derecho a voz, pero sin voto, para que asista a las actuaciones que establece esta ley de las respectivas Juntas Electorales, Mesas Receptoras de Sufragios, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales que funcionen en los locales de votación, Tribunales Electorales Regionales y Tribunal Calificador de Elecciones. El mismo derecho tendrán los partidos políticos y los parlamentarios independientes en los plebiscitos nacionales. Tratándose de plebiscitos comunales, este derecho solo corresponderá a las organizaciones comunitarias y actividades relevantes de la respectiva comuna o agrupación de comunas.





Podrá designarse también un Apoderado General titular y uno suplente por cada recinto o local de votación en que funcionaren Mesas Receptoras de Sufragios, para la atención de los apoderados de Mesas.





Servirá de título suficiente para los apoderados generales de local, titular o suplente, así como para los apoderados ante las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Tribunales Electorales y Tribunal Calificador de Elecciones, el nombramiento mediante un poder autorizado ante notario que se les otorgue por los encargados electorales a que se refiere el artículo 7°. En el caso de los apoderados de Mesa y los apoderados ante la Oficina Electoral del local de votación, servirá de título suficiente un poder simple otorgado por un apoderado general, sea titular o suplente, que esté presente en el local de votación.





En el nombramiento deberá indicarse los nombres y apellidos y la cédula nacional de identidad del apoderado, el candidato o partido que representa, y la Junta, Mesa, Local, Colegio, Oficina Electoral o Tribunal ante el cual se acredita. La omisión de cualquiera de esos antecedentes invalidará el nombramiento.





En los plebiscitos, los nombramientos de apoderados que corresponden a los encargados electorales del artículo 7°, serán efectuados por el Presidente y el Secretario del Consejo Regional del partido o por el parlamentario independiente, en su caso.





75) Sustitúyase el artículo 160, por el siguiente:





“Artículo 160.- Para ser designado apoderado, se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio y no haber sido condenado por delitos sancionados por esta ley o por cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público. Esta última condición se presumirá siempre existente mientras no se pruebe lo contrario ante el Presidente de la respectiva Junta, Mesa o Colegio.





Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local, los jefes superiores de Servicio y Secretarios Regionales Ministeriales; el Contralor General de la República ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en servicio activo. Tampoco podrán serlo los no videntes y los analfabetos.





76) Sustitúyase el artículo 161, por el siguiente:





“Artículo 161.- Si dos o más ciudadanos exhibieren simultáneamente una designación de apoderado ante una misma Junta, Local de Votación, Colegio o Tribunal, se estimará válida la que tuviere fecha posterior. Si tuvieren la misma fecha, se preferirá a aquél de más edad. En el caso de apoderados de Mesa o ante la Oficinas Electorales se estará a lo que resuelva el apoderado general de local.”.





77) Sustitúyase el artículo 162, por el siguiente:





“Artículo 162.- Los apoderados generales de Local, de Mesa y ante la Oficina Electoral del Local, se identificarán con un credencial durante el día de la elección o plebiscito, que señale al candidato o partido que representan y que deberán colgar en su pecho. Podrán también contar con una carpeta para guardar su material de trabajo. El contenido, tamaño y formato de la credencial y carpeta serán regulados por resolución del Consejo del Servicio Electoral.





Los encargados electorales mencionados en el artículo 7°, deberán someter ante el Servicio Electoral el formato de las carpetas y credenciales que usarán sus representados, dentro de los cuarenta y cinco días antes de la elección, para que sea aprobada o rechazada por el Servicio en un plazo no superior a los cinco días de presentada.





Los apoderados tendrán derecho a instalarse en los locales de votación o al lado de los miembros de las Mesas Receptoras, en las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales o Tribunales Electorales, observar los procedimientos, formular las objeciones que estimaren convenientes y, cuando corresponda, exigir que se deje constancia de ellas en las actas respectivas, verificar u objetar la identidad de los electores y, en general, tendrán derecho a todo lo que conduzca al buen desempeño de sus mandatos.





La Junta, Mesa o Colegio, deberá hacer constar en acta los hechos cuya anotación pida cualquier apoderado y no podrá denegar el testimonio por motivo alguno.”.





78) Derógase el artículo 171.





79) Derógase el artículo 171 bis.





80) Derógase el artículo 173.





81) Reemplázase el artículo 174, por el siguiente:





“Artículo 174.- Las elecciones de Diputados y Senadores se harán conjuntamente pero en cédulas separadas, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deban renovarse la Cámara de Diputados y el Senado.”





82) Reemplázase el artículo 175, por el siguiente:





Artículo 175.- El Director del Servicio Electoral deberá entregar a los partidos políticos y a los candidatos independientes, dentro de los treinta días contados desde la fecha del término de la calificación de una elección o plebiscito, el resultado completo de la elección, en medios magnéticos o digitales no encriptados. Deberán detallarse a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.





Al efecto, el Tribunal Calificador de Elecciones pondrá los referidos resultados a disposición del Director, dentro de los diez días siguientes al término de la calificación.





83) Reemplázase el artículo 175 bis, por el siguiente:





“Artículo 175 bis.- Con objeto de mantener informada a la opinión pública del desarrollo de toda elección o plebiscito, el Servicio Electoral emitirá boletines y desplegará información en su sitio web, respecto de la instalación de las mesas de votación y sobre los resultados que se vayan produciendo, a medida que las mesas culminen su proceso de escrutinio.





Para estos efectos, el Servicio Electoral acreditará, en cada local de votación, una persona en la Oficina Electoral del local de votación, que será responsable de recepcionar las copias del acta de las mesas señalada en el inciso sexto del artículo 72, e ingresar los resultados al sistema computacional en los términos señalados en el artículo 76 bis, o en defecto de sistema computacional, remitirla al Servicio Electoral en la forma que éste determine.





Para el adecuado desempeño de este funcionario, las municipalidades deberán habilitarle, instalación eléctrica en la Oficina Electoral del Local de Votación.





Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de la elección, a medida que se vayan ingresando al sistema computacional conforme al artículo 76 bis. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.





Los partidos políticos, los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito y los medios de comunicación que lo soliciten al Servicio Electoral, podrán también acceder a esos mismos resultados en archivos magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.





El Servicio Electoral emitirá boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.





Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo, tendrán carácter meramente informativo y no constituirán escrutinio para efecto legal alguno, debiendo señalar está condición en sus informes o boletines.”.





84) Deróguese el artículo 176.





85) Agréguese, a continuación del Título Final, que pasa a ser Título XI, el siguiente Título XII nuevo:

“TITULO XII

DE LAS JUNTAS ELECTORALES





Artículo 182.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las funciones que está ley y las demás leyes le encomienden.





Artículo 183.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral, por acuerdo de su Consejo, mediante resolución del Director y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados lo hagan aconsejable.





La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Dicha resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva. En caso que no lo hubiere, la publicación se realizará en un periódico correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias así lo requieran.





Artículo 184.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal Judicial de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.





En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.





Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría respectiva.





Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.





Artículo 185.- Las Juntas Electorales que cree el Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 183 de esta ley, se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta, de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.





Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador solo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.





En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Servicio Electoral, y como Secretario el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Servicio Electoral. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo anterior.





Artículo 186.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales, el Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios y auxiliares de la administración de justicia, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.





Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Servicio Electoral. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.





Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.





Artículo 187.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada, que será publicada en la forma señalada en el artículo 183 de esta ley, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.





Artículo 188.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones.





Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, situación que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.





Artículo 189.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.





El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales. Copia de él, deberá remitirse al Servicio Electoral para su publicación en su sitio web.





El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.”.





Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior:





1) Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.





2) Sustitúyase, en el artículo 100, la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna” por “habilitados para votar en la comuna”.





3) Modifícase el artículo 101 en la siguiente forma:





a) Sustitúyase, el inciso segundo, por el siguiente:





“El decreto contendrá la o las cuestiones sometidas a plebiscito. La votación plebiscitaria se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente”.





b) Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.





c) Derógase el inciso cuarto.





4) Modifíquese el artículo 107 de la siguiente forma:





a) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:





“La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en la declaración mencionada en el artículo 3 de la ley N° 18.700, o su omisión, producen la nulidad de la declaración de ese candidato y la de todos sus efectos legales posteriores, incluyendo su elección.”.





b) Sustitúyase el inciso quinto por el siguiente:





“En lo demás, las declaraciones de candidaturas se regirán por los artículos 3°, con excepción del inciso tercero para el caso de los concejales, 3° bis, con excepción de su inciso tercero, 4°, incisos segundo y siguientes, y 5° de la ley 18.700.”





c) Agréguese el siguiente inciso final:





“Las declaraciones de candidaturas de concejales deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada comuna.”





5) Sustitúyase el artículo 110, por el siguiente:





“Artículo 110.- Las declaraciones de pactos electorales, de los subpactos que se acuerden, así como la o las comunas excluidas de los subpactos, deberán constar en un único instrumento y su entrega se formalizará en un solo acto ante el Director del Servicio Electoral, dentro del mismo plazo establecido en el artículo 107 y en forma previa a las declaraciones de candidaturas.”.





6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de” por “habilitados para votar en”.





7) Sustitúyase el artículo 119, por el siguiente:





“Artículo 119.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales serán practicados por los tribunales electorales regionales, en conformidad a los Títulos IV y V de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, teniendo, en cuanto les fueren aplicables, todas las facultades que se conceden al Tribunal Calificador de Elecciones.





Las resoluciones que dicten los Tribunales Electorales Regionales, en el marco de la competencia que se les confiere por la presente ley, serán apelables para ante el Tribunal Calificador de Elecciones.





El plazo para comparecer en segunda instancia será el segundo día contado desde el respectivo certificado de ingreso. La resolución que proclame a los candidatos definitivamente electos, no será susceptible de recurso alguno.





Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, las instancias jurisdiccionales electorales deberán poner en conocimiento del Juzgado de Garantía competente, aquellos hechos o circunstancias fundantes de la reclamación, que a su juicio revistieren las características de delito.”.





Artículo 4º.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazando la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva” por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.





Artículo 5º.- Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos:





1) Derógase, en el inciso primero del artículo 2º, la frase “Asimismo, podrán asistir, sólo con derecho a voz, mediante un representante debidamente acreditado en la forma que señale el Director de Servicio electoral, a las actividades de las Juntas Inscriptoras establecidas por la ley N° 18.556.”





2) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





3) Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:





a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de” por “habilitado para votar en”.





4) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscrito en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región” por “que el domicilio electoral esté ubicado en una circunscripción de la Región”.”.





Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:





1) Modifícase el artículo 4° de la siguiente manera:





a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “electores”.





b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “inscritos en los Registro Electorales” por “electores”.





c) Reemplázase, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los Registros Electorales del”, por “electores en el”.





2) Sustitúyase el artículo 30, por el siguiente:





“Artículo 30.- Todo candidato a Presidente de la República, a Senador o a Diputado, deberá nombrar un Administrador Electoral, el que actuará como mandatario respecto de las funciones de control de los ingresos y gastos electorales que esta ley le asigna. Igual obligación pesará en el caso de candidatos a alcalde o a concejal. Si no se efectuare la designación las funciones de Administrador Electoral recaerán en el propio candidato.





Una misma persona podrá ejercer como Administrador Electoral para más de un candidato, siempre que las respectivas candidaturas hayan sido declaradas por un mismo partido político o pacto.





El nombramiento de éste deberá efectuarse ante el Director del Servicio Electoral, al momento de la declaración de la correspondiente candidatura o en la declaración jurada a que se refiere el inciso cuarto del artículo 3° de la ley N° 18.700.





La designación se formalizará por escrito, indicándose el nombre, cédula de identidad y domicilio del respectivo Administrador, el que deberá también suscribir este documento en señal de aceptación del cargo.





Este nombramiento podrá ser dejado sin efecto en cualquier momento, mediante comunicación del candidato correspondiente al Director del Servicio Electoral, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 37.





3) Sustitúyase el artículo 32, por el siguiente:





“Artículo 32.- Cualquier militante del respectivo partido político en las elecciones de Presidente de la República, de senadores, de diputados y de alcaldes y concejales, podrá ejercer el cargo de Administrador Electoral General.





El nombramiento de éste deberá efectuarse por el partido político ante el Director del Servicio Electoral, en la forma que establece el inciso cuarto del artículo 30, en forma previa a la declaraciones de candidaturas.”





4) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.”.





Artículo 7º.- Modifíquese el artículo 9 de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, de la siguiente forma:





a) sustitúyase al final del texto de la letra d) la expresión “, y” por un punto y coma.





b) Agréguese la siguiente letra e) pasando la actual a ser letra f):





“e) Reglamentar los procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales, en la forma señalada en el artículo 12 y consultando previamente la opinión de éstos, y”.





Artículo 8°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Servicio Electoral.





Artículo 9º.- La presente ley comenzará a regir 60 días después de su publicación en el Diario Oficial. Salvo en lo que se refiere al artículo 23 de la ley N° 18.556, que comenzará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de la ley.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS





Artículo Primero Transitorio.- Las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. A contar de esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de 5 días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.





Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo.





El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.





Artículo Segundo Transitorio.- Todas las personas que a la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la Ley 18.556, serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral manteniendo la misma mesa receptora de sufragios o registro.





Respecto de estas personas ya inscritas, el servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones, según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 7º de la ley N° 18.556.





Artículo Tercero Transitorio.- Respecto de los chilenos y extranjeros no inscritos en los registros electorales, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, cumplan con los requisitos para ser inscritos automáticamente en el Registro Electoral, serán inscritos en él de conformidad a las reglas que a continuación se indican.





El Servicio Electoral asignará a los nuevos electores, a mesas receptoras de sufragio de la circunscripción electoral que corresponda a su domicilio electoral, distinguiendo entre hombres y mujeres. Los hombres serán inscritos siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, en las mesas de mujeres existentes en la circunscripción, que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número. Las mujeres serán inscritas siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, en las mesas de hombres existentes que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número.





Si realizado lo anterior, quedarán electores por asignar, ellos serán destinados sin distinción de sexo, siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, a nuevas mesas que se crearán para estos efectos en la circunscripción electoral, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.





El Servicio Electoral notificará a los electores señalados en los incisos anteriores, mediante carta certificada, del hecho de su inscripción, así como de la circunscripción y Mesa Receptora de Sufragios en la que hubieren sido inscritos.”.





Artículo Cuarto Transitorio.- Las mesas o registros existentes a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley se identificarán con una letra y un número. Las antiguas mesas o registros de varones con la letra “V” y las antiguas mesas o registros de mujeres con la letra “M”, y el número corresponderá al que actualmente tienen de acuerdo con la circunscripción electoral a la que corresponden.





Las nuevas mesas que se creen en virtud de esta ley, se identificarán sólo por un número, dicho número se asignará en forma correlativa, partiendo desde el número de mesa o registro más alto existente en la circunscripción electoral incrementado en uno.





Artículo Quinto Transitorio.- En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las Juntas Electorales procederán con ocasión de la designación de vocales, a sortear tres de los cinco vocales que ejercieron en la última elección, quienes mantendrán su condición de vocales hasta la elección anterior a la de Diputados y Senadores. Respecto de los demás vocales se aplicará lo señalado en el artículo 41 de la ley N° 18.700.





En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las Juntas Electorales procederán con ocasión de la designación de miembros de los Colegios Escrutadores, a sortear tres de los seis que eligieron, quienes mantendrán su condición de miembro del Colegio Escrutador hasta la elección anterior a la de Diputados y Senadores. Respecto de los demás miembros de los Colegios Escrutadores se aplicará lo señalado en los artículos 82 y 85 de la ley N° 18.700.





Artículo Sexto Transitorio.- La primera de las revisiones anuales que deberán realizar las empresas de auditoría, según lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N° 18.556, deberá efectuarse cinco meses después de la publicación la presente ley.





Artículo Séptimo Transitorio.- En la primera propuesta que deba hacer el Presidente de la República respecto de los cuatro consejeros conforme al inciso primero del artículo 62 de la ley N° 18.556, deberá indicar los dos consejeros que durarán cuatro años en su cargo y los dos que durarán ocho años.





El primer Consejero designado por el Presidente de la República conforme al inciso segundo del artículo 62 de la ley
N° 18.556, durará en su cargo hasta 30 días después de terminado el período presidencial.
- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de diciembre de 2010, 10 de enero, 14 de marzo y 4 de abril, todas de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) (Jaime Quintana Leal), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 8 de abril de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE VOTO DE CHILENOS EN EL EXTRANJERO

(7335-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República.


A algunas de las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Gómez y Letelier y el ex Senador señor Allamand.


En una de las referidas sesiones, la Honorable Senadora señora Alvear fue reemplazada por el Honorable Senador señor Quintana.


Asistieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y los asesores de esa Secretaría de Estado, señores Andrés Tagle, Sebastián Soto y Andrés Sotomayor.

Participaron, también, en representación del Comité “Chile Somos Todos”, los señores Osvaldo Núñez, la señora Patricia Torrealba, y los señores Nelson Hernández, José Soto y Cristián Torres.


Asimismo, a algunas de sus sesiones concurrieron los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Claissac y Marcelo Drago; el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola; los asesores del Honorable Senador señor Quintana, señores Alvaro Pavéz y Marco Opazo, y el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Daniel Siebert.


Finalmente, es procedente indicar que este proyecto fue conocido por la Comisión junto a otros que versan, igualmente, sobre el sistema electoral público. Se trata del Mensaje que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero, contenido en el Boletín Nº 7.358-07, y del proyecto de ley, también del Ejecutivo, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, contenido en el Boletín
Nº 7.338-07. Cabe destacar que el Boletín N° 7.358-07 fue retirado del trámite legislativo con fecha 15 de marzo de 2011.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


El objetivo principal del presente Mensaje es encargar al legislador determinar la forma, los casos y requisitos para que los ciudadanos chilenos que residen en el exterior y mantienen vínculos con Chile, puedan sufragar en determinadas elecciones y plebiscitos nacionales.

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, esta iniciativa debe aprobarse con el voto conforme de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en el Capítulo II de la Constitución Política.

 - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- JURÍDICOS


a) La Constitución Política de la República consagra, en su Capítulo II las normas básicas sobre nacionalidad y ciudadanía. En especial, el artículo 13 indica quiénes son ciudadanos y el 18 dispone que habrá un Sistema Electoral Público, encargando a una ley orgánica constitucional regular la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios.


b) La ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistemas de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


c) La ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

B.- DE HECHO

El Mensaje





En los antecedentes de esta iniciativa, el Jefe de Estado se refiere, sintéticamente, a los fundamentos filosóficos de la denominada tesis de soberanía popular absoluta, la que se asimila a una forma de democracia directa.





Advierte que dicho planteamiento no fue recogido por nuestra Constitución, sino que, según ésta, “La soberanía reside esencialmente en la Nación” y el ejercicio de la misma corresponde al pueblo a través de plebiscitos, elecciones periódicas y las autoridades establecidas por la Constitución.





Hace presente que la parte del pueblo que ejerce la función electoral dentro de un país, esto es, aquella que participa en “plebiscitos” y “elecciones periódicas”, es denominada, en la teoría constitucional, “cuerpo electoral”.





Enfatiza, luego, que el cuerpo electoral -que es más que una sola agrupación inorgánica de electores- se ha entendido como un verdadero órgano político-estatal que expresa en sus decisiones, denominadas votaciones, la voluntad de la sociedad política. Por esto, destaca la radical importancia de determinar adecuadamente quiénes constituyen parte de ese cuerpo electoral.





Seguidamente, pone de relieve que en ese proceso es posible afirmar que la sola nacionalidad no habilita a una persona para formar parte del “cuerpo electoral”. Lo anterior supondría que el sufragio es un derecho absoluto e irrestricto. Citando, al respecto, al Profesor Alejandro Silva Bascuñán, explica que “tal doctrina representa, sin duda, una exageración, puesto que la calidad de elector depende de la organización política (...) Sin embargo, dentro de la democracia contemporánea (la posibilidad de votar) es un presupuesto ineludible.” Siguiendo al mismo profesor Silva Bascuñán, connota que el elector más que ejercer un derecho al votar, lo que hace principalmente es cumplir una función pública, cuyo objeto es elegir, opinar, y decidir respecto a la conducción de los asuntos públicos dentro del Estado.





A continuación, pone de relieve que es presupuesto de toda democracia contemporánea que el Estado incluya el mayor número posible de personas dentro del cuerpo electoral, recordando, al efecto, que el Estado de Chile ha ido incorporando al cuerpo electoral un mayor número de nacionales: primero, las mujeres; luego los ciudadanos no-videntes; más tarde los analfabetos y, finalmente, la Constitución de 1980, a los suboficiales y a la tropa de las Fuerzas Armadas y Carabineros.





Prosigue señalando que la ampliación del universo electoral ha permitido que la consciencia constitucional evolucione hacia una conceptualización bastante más iusfundamental del voto, como lo demuestra la reforma constitucional de 2009, que estableció el voto voluntario.





Constata que a partir de aquella reforma tienen derecho a voto todos los chilenos y los extranjeros avecindados en Chile por más de cinco años, que cumplan con los requisitos de mayoría de edad y no hayan sido condenados a pena aflictiva. De esta forma, todos los ciudadanos chilenos pueden participar en procesos eleccionarios, con independencia de si su residencia se encuentra o no en el territorio nacional.





Advierte que, sin embargo, nuestro ordenamiento no contempla la forma y los casos en que los ciudadanos chilenos pueden participar en elecciones desde el extranjero.




Por ello, expresa que, cumpliendo con un compromiso adoptado con el país durante la última campaña presidencial, y con el objeto de revitalizar la democracia, quiere cubrir ese vacío legal, para lo cual se propone modificar la Ley Fundamental con el fin de establecer que los ciudadanos que residen en el extranjero y que cumplen determinadas condiciones -que fijará una ley orgánica constitucional- podrán participar en procesos eleccionarios y plebiscitarios.




En este mismo sentido, el Jefe de Estado precisa que esta iniciativa tiene por fin extender la participación en las elecciones a los ciudadanos chilenos que residiendo en el extranjero mantienen un vínculo de pertenencia con el país. Afirma que esta aspiración no sólo es un anhelo de su Gobierno, sino que es un modo de fortalecer nuestra democracia y de perfeccionar la institucionalidad electoral a fin de lograr un sistema político más participativo.





Indica que le preocupa que actualmente alrededor de ochocientos mil chilenos que residen en el extranjero, principalmente en Argentina, Estados Unidos y Europa, se vean impedidos de ejercer su derecho a sufragio.





Considera necesario hacer partícipes de nuestra democracia a aquellos chilenos que, fuera de nuestro territorio nacional, aún se encuentren vinculados con nuestro país, encomendando a la ley regular los mecanismos que permitirán establecer la existencia de esa vinculación.





Sostiene que la exigencia de relación con el país se encuentra íntimamente ligada con la función política que implica el pertenecer al cuerpo electoral de un país. Si un chileno residente en el extranjero se encuentra aún vinculado a su país, éste naturalmente siente preocupación por los destinos de Chile y, por ende, puede asumir plenamente la responsabilidad que implica participar de una elección. En el caso de los chilenos residentes en el extranjero, acota, esos requisitos serán especificados por el legislador orgánico constitucional, de acuerdo a la modificación que se propone al artículo 13 de la Carta Fundamental.





Luego, el Presidente de la República aborda la experiencia del Derecho Comparado en esta materia. Al respecto, explica que en el ámbito internacional se observa que un importante número de legislaciones contemplan, con diversos alcances y requisitos, el derecho a voto de sus ciudadanos que se encuentran fuera del territorio del país. Informa que, en términos geográficos, la práctica se encuentra más extendida entre los países europeos mientras que en América, las legislaciones que otorgan el derecho a sufragio a los connacionales que residen en el extranjero, son más recientes.





En este aspecto, indica, a modo de ejemplo, que en el caso de las naciones anglosajonas, como los Estados Unidos, Reino Unido, Canadá, Nueva Zelanda y Australia, la concesión del voto en el extranjero surge como una forma de asegurar la participación política de los miembros de las Fuerzas Armadas durante la Primera y Segunda Guerra Mundial. Agrega que, por esa razón, los primeros beneficiarios fueron únicamente militares. Estados Unidos, por ejemplo, solo incluyó a todos sus ciudadanos en el extranjero a partir del año 1975.





Cita, también, el caso francés, que autoriza por primera vez el voto en el extranjero, en el año 1924, como un mecanismo que permitió a las tropas del Ejército Francés que ocuparon Renania (Alemania) tras el término de la Primera Guerra Mundial participar en las elecciones. Agrega que otros países europeos también muy recientemente permitieron el voto de sus ciudadanos en el extranjero. Por ejemplo, España lo hizo en 1978, implementándolo a través de una ley orgánica en 1985, Suiza lo hizo en 1989 y Austria sólo en 1990.





Hace presente, asimismo, que son distintos los propósitos gubernamentales detrás de la concesión del voto a nacionales en el extranjero. En el ámbito anglosajón, la intención original fue permitir la participación de sus militares en las elecciones. En otros países, como India, fue garantizar la participación del personal diplomático. En el caso de países como Namibia o Sudáfrica, el objetivo fue generar un sentido de pertenencia durante el proceso de formación de la identidad nacionalidad. Por último, en el caso mexicano y hondureño, el objetivo fue hacer partícipes del proceso político a un alto número de trabajadores que habían migrado, especialmente a los Estados Unidos.





Adicionalmente, en el ámbito del Derecho Comparado, la mayoría de los países que hoy permiten el voto desde el extranjero a sus conciudadanos, imponen restricciones de diversa naturaleza para ejercerlo.





Señala que un tipo de restricción dice relación con factores objetivos, como son los años de residencia. Este mecanismo permite fijar un máximo de años de residencia en el extranjero para poder votar. Dicho plazo, en el caso de Australia, es 6 años, mientras que en Canadá es de 5 años. Asimismo, en el caso de Guinea el plazo es de 19 años. En Nueva Zelanda es de 3 años y en Reino Unido de 15.





Otros países también utilizan criterios basados en plazos. Por ejemplo, Mozambique exige que sus nacionales residan en el extranjero al menos un año antes de que comience el período de inscripciones para votar. Asimismo, Senegal obliga a los nacionales que desean votar en el extranjero, a residir dentro de la jurisdicción de la embajada o consulado por un plazo no menor a 6 meses antes de las elecciones.





Puntualiza que en otros Estados sólo permiten la emisión del voto desde el extranjero cuando se registra determinado número de electores en un país receptor. Un ejemplo de lo anterior es Senegal.





A continuación, hace presente que también existe una limitación del voto por tipo de elección. En efecto, de los 115 Estados que actualmente permiten a sus ciudadanos votar en el extranjero, sólo 14 de ellos lo garantizan en elecciones presidenciales; 31 en elecciones legislativas; y, finalmente, 20 tanto en elecciones presidenciales como legislativas.





Manifiesta que en los países que contemplan el derecho a voto desde el extranjero, éste se restringe o condiciona de acuerdo a los más diversos criterios.





Seguidamente, expresa que países que no han establecido restricciones para el voto en el extranjero, o lo han hecho de forma muy mínima, se encuentran actualmente revisando la normativa que rige esta materia. La razón de aquello sería la escasa participación de los votantes que se encuentran fuera del país.





Por ejemplo, uno de los países que prácticamente no ha impuesto limitaciones al voto de sus nacionales “residentes ausentes” es España. De acuerdo a otros estudios realizados en el extranjero (Institute for Democracy and Electoral Assistance, en Suecia), en 1994 la participación de los españoles residentes en el extranjero fue menor a un 30%, comparado con el 75% que se registró al interior del país.





Expresa el Jefe de Estado que otro ejemplo que se puede citar es el caso de México. De acuerdo al mismo estudio referido anteriormente, este país cuenta con alrededor de doce millones de residentes en el extranjero. Sin embargo, en el año 2006, solo 56.312 solicitaron inscripción en el Listado Nominal de Electores en el Extranjero.





Finalmente, igual de representativo es el caso de Argentina, que para el año 2005 tenía más de un millón de sus ciudadanos residiendo en el extranjero. No obstante, apenas 30.000 de ellos estaban inscritos y solo 3.000 participaron en las elecciones presidenciales de ese año. La misma experiencia han tenido Colombia y Ecuador.





En conclusión, la mayoría de los Estados que han concedido el voto en el extranjero lo han hecho con un propósito específico, incluso más allá que tan solo generar más espacios de participación política. Asimismo, la mayoría de estos países han establecido ciertos requisitos para que sus nacionales puedan votar desde fuera del territorio nacional. Dichos requisitos buscan generar algún grado de vinculación con el país. Países que han abierto totalmente el voto a sus nacionales en el extranjero lo han hecho con el propósito de generar lazos entre la comunidad en que viven y su país. Sin embargo, en muchos de esos casos la participación política no ha sido realmente significativa.





Desde el punto de vista de los objetivos del presente proyecto de reforma constitucional, explica que esta iniciativa busca permitir que los connacionales que residen en el extranjero puedan efectivamente ejercer su derecho a voto sin que deban para ello venir a Chile.





Recuerda que la Constitución Política de la República establece el derecho a sufragio de todos los ciudadanos chilenos, sin excepción; sin embargo, sostiene que ello no es posible para nuestros connacionales que residen en el extranjero, salvo que vengan a Chile a ejercer su derecho a voto, pues no consagra el modo y las circunstancias en que pueden sufragar desde fuera del país.





Manifiesta que este proyecto pretende precisamente subsanar esto, permitiendo al legislador orgánico constitucional determinar la forma, los casos y requisitos para que los ciudadanos chilenos con derecho a voto puedan sufragar desde el extranjero.





Agrega que, además, esta reforma adecua las normas constitucionales referidas al resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios, en cuanto establece que ello corresponderá a las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, sólo en los locales de votación del territorio nacional.





En resumen, insiste en que el contenido específico de esta iniciativa permite el voto de los chilenos y chilenas con derecho a sufragio, desde el extranjero, para lo cual se propone agregar un nuevo inciso cuarto al artículo 13 de la Constitución Política de la República, que precisa que los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país y mantengan vínculos con Chile podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones y plebiscitos que establezca una ley orgánica constitucional y, en segundo lugar, modifica el inciso tercero del artículo 18 de la Ley Fundamental, para precisar que las Fuerzas Armadas están encargadas de resguardar el orden público en los actos eleccionarios y plebiscitarios que se realizan en el territorio nacional y no en los locales de votación que se instalen al efecto en el extranjero.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, se tuvo presente que el Ejecutivo había presentado, conjuntamente con esta reforma constitucional, otro proyecto de ley que precisa el tipo de vínculo que se exigiría a los chilenos que viven en el extranjero para que puedan sufragar en las elecciones que se celebran en el país. Dicho proyecto tiene por propósito regular los actos electorales de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.358-07). Se hizo presente que esa iniciativa determina qué connacionales, que residen en el extranjero, podrán sufragar en las elecciones de Presidente de la República y en los plebiscitos regulados en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República. En tal condición estarían los siguientes chilenos:


I.- Aquellos que se encuentren o estén residiendo temporalmente fuera del país y que dentro de los últimos ocho años hayan permanecido dentro de Chile por un período continuo o discontinuo de, al menos, cinco meses.





II.- Aquellos respecto de los cuales concurra alguna de las siguientes circunstancias:






1. Estar trabajando para el Estado de Chile. El mismo derecho tendrán su cónyuge, sus padres y sus hijos menores de 25 años que vivan con él en el extranjero.






2. Estar trabajando para organizaciones internacionales en las que Chile sea Estado miembro. El mismo derecho tendrán su cónyuge, sus padres y sus hijos menores de 25 años que vivan con él en el extranjero.






3. Estar cursando estudios de educación superior o postgrado en el extranjero y hasta dos años después de terminados esos estudios. El mismo derecho lo tendrá su cónyuge que viva con él en el extranjero.






4. Haber efectuado cotizaciones previsionales durante al menos tres años en los últimos cinco años, en cualquier sistema previsional chileno, como trabajador dependiente, independiente o voluntario. El mismo derecho lo tendrá su cónyuge que viva con él en el extranjero.






5. Haber ejercido su derecho a voto dentro de Chile, en las últimas dos elecciones presidenciales. Se considerará cumplido el requisito, si ha ejercido su derecho en al menos una votación de cada elección presidencial.






6. Tratarse de un ciudadano chileno de destacada trayectoria que haya obtenido un Premio Nacional en virtud de la ley N° 19.169, o de un Premio Nacional del Deporte de Chile en virtud del artículo 79 de la ley N° 19.712, o el Premio Nacional de Derechos Humanos en virtud de la ley N° 20.405.





III.- Aquellos chilenos que hayan tenido que abandonar el país, entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, por un período continuo de, al menos, tres años y que sean considerados como exiliados por la ley 18.994, podrán ejercer su derecho a sufragio desde el extranjero aplicándoseles lo señalado en los artículos 185 y siguientes del Título XI de esta ley. Se establece que el mismo derecho tendrán sus hijos, su cónyuge y el padre o madre de sus hijos de filiación no matrimonial, quienes también deberán ser ciudadanos con derecho a sufragio. La condición de exiliado deberá acreditarse ante el Servicio Electoral lo que podrá hacerse a través de un Consulado.

Seguidamente, la Comisión escuchó la exposición del Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Larroulet, quien reiteró los alcances y principales objetivos de esta iniciativa.


Explicó que esta reforma constitucional se enmarca en el conjunto de proyectos que ha elaborado el Gobierno en el ámbito de las reformas políticas. Agregó que para llevar adelante estas iniciativas se había constituido un grupo técnico que había alcanzado un gran consenso en un conjunto relevante de materias político electorales, sin perjuicio de lo cual planteó que era prudente darse un tiempo para tratar de alcanzar un acuerdo en aquellos asuntos en que aún perduran las discrepancias. En atención a lo anterior, llamó a los miembros de la Comisión a buscar un acuerdo político que garantice el ejercicio del derecho de sufragio de los chilenos que viven en el extranjero. Concluyó su intervención, indicando que mientras se construye ese acuerdo la Comisión podría avanzar rápidamente en la aprobación en general del proyecto de ley que regula la inscripción automática, Servicio Electoral y el voto voluntario (Boletín N° 7.338-07).


El Honorable Senador señor Gómez explicó que el punto esencial de la controversia política respecto de esta iniciativa se centra en la idea del Gobierno de exigir a los chilenos que residen en el extranjero, un vínculo con el país para que puedan sufragar en las elecciones y plebiscitos que se realizan en Chile.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no era posible avanzar en el proyecto que regula la inscripción automática y voto voluntario, sin que previamente exista un pronunciamiento que permita a los chilenos que viven en el extranjero, ejercer el derecho de sufragio que les reconoce la Constitución Política. 


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que, sin perjuicio de pronunciarse sobre esta reforma constitucional, mientras no se alcance un acuerdo sobre ella, lo más adecuado, es avanzar rápidamente, tal como lo ha propuesto el Gobierno, en la tramitación legislativa del proyecto de ley que regula la inscripción automática y el voto voluntario.


El Honorable Senador señor Espina recordó que ya se había aprobado una reforma constitucional que obliga a adecuar la legislación electoral al mandato constitucional que establece la inscripción automática y el voto voluntario.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que la ex Presidenta señora Michelle Bachelet presentó un proyecto de ley que contemplaba no sólo el tema de la inscripción automática y el voto voluntario, sino que también el derecho de sufragio de los chilenos que viven en el exterior. Agregó que la Sala del Senado ya aprobó en general esa iniciativa la cual está en discusión en particular en esta Comisión. Hizo presente que durante esa etapa del trabajo legislativo surgieron diversas dudas, lo que motivó que se abrieran nuevos plazos para presentar indicaciones.


Seguidamente, puso de relieve que el actual Gobierno ha decidido seguir un camino diferente, y ha presentado tres proyectos distintos para regular las materias electorales, uno de los cuales es esta reforma constitucional.


El Honorable Senador señor Espina connotó que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento era la instancia donde debería construirse el acuerdo que permitiera avanzar en la regulación de estas materias. Lo anterior, puntualizó, no impide que otras fuerzas parlamentarias que no están representadas en la Comisión puedan expresar su parecer sobre las iniciativas político-electorales que ha presentado el Gobierno.


Instó al Gobierno y a los integrantes de la Comisión a tener una conversación franca sobre los puntos en discrepancia, para tratar de alcanzar un acuerdo que, tal como ha ocurrido en el pasado, les permita superar los puntos de diferencia.


Manifestó, finalmente, que si no hay acuerdo, cada sector político asumirá la responsabilidad que le corresponde y el Ejecutivo podrá ejercer las facultades constitucionales que tiene para que exista un pronunciamiento en estas materias.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió el planteamiento del Senador señor Espina en orden a que sea esta Comisión la llamada a resolver las discrepancias que han surgido en cuanto al voto de los chilenos que residen en el extranjero.


Agregó que compartía la idea de abrir un plazo de conversaciones para ver qué factibilidad hay de llegar a un acuerdo sobre esta materia. Puntualizó que si se resuelve este punto se facilitará la tramitación de las otras iniciativas electorales que ha presentado el Gobierno.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Gómez quien reiteró que no estaba de acuerdo con la idea de restringir el derecho de los chilenos que residen en el extranjero a sufragar en las elecciones que se realizan en el país.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que compartía el criterio de que sea esta Comisión la que resuelva esta discrepancia. Agregó que también se debe buscar la construcción un acuerdo que despeje las diferencias que han surgido en torno al vínculo que se les exigiría a los chilenos que viven en el extranjero.


Si no hay acuerdo, concluyó, las iniciativas deben votarse según las urgencias que establezca el Ejecutivo.


El Ministro señor Larroulet explicó que es conveniente para el país que exista un acuerdo sobre estas materias y que el Ejecutivo se ha esforzado para alcanzarlo.


La Honorable Senadora señora Alvear reconoció que el Ministro Secretario General de la Presidencia ha participado en múltiples conversaciones para avanzar en estas materias y que el Gobierno se ha abierto a la posibilidad -que antes no reconocía- de regular la forma en que los chilenos que viven en el extranjero podrán ejercer el derecho a sufragio. 


Agregó que ya existe consenso respecto del voto voluntario; lo que está pendiente, acotó, es determinar cómo lo garantizamos para todos los chilenos, independientemente de si viven en el país o en el extranjero.


Concluyó indicando que esta Comisión tiene una gran responsabilidad y que debía cumplirla adecuadamente ya que toda la legitimidad de nuestras instituciones democráticas descansa en que los procesos electorales se realicen de manera participativa y de acuerdo con preceptos que den garantías a todos los sectores que concurren a los actos electorales.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en que no compartía el criterio planteado por el Gobierno de presentar en proyectos separados lo que se refiere, por una parte, a la inscripción automática y al voto voluntario y, por otra, las iniciativas que regulan la forma en que los chilenos que residen en el extranjero ejercerán el derecho a sufragio.


El ex Senador señor Allamand agregó que a su juicio pareciera que los problemas técnicos electorales estarían resueltos en las iniciativas que ha presentado el Gobierno y que las diferencias subsisten en las consideraciones de orden político. Si se despejan estas últimas –continuó- podremos avanzar rápidamente en la tramitación de esta iniciativa.


El Ministro señor Larroulet expresó que el Gobierno deseaba avanzar en todos los proyectos electorales que había propuesto. Si no se logra un acuerdo, agregó, habrá que proceder a votar esta iniciativa tal como la presentó el Ejecutivo.


A continuación, intervino el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, quien explicó que, para consagrar legalmente el ejercicio del derecho a sufragio de los chilenos que residen en el extranjero, en las elecciones presidenciales y en los plebiscitos nacionales, resulta necesario reformar la Constitución Política. Si ella no se modifica, dijo, no se podría establecer dicha limitación. Agregó que, asimismo, era indispensable enmendar el inciso tercero del artículo 18 de la Ley Fundamental con el fin de precisar que las Fuerzas Armadas sólo estarán encargadas de resguardar el orden público en los procesos electorales que se realizan en el país.


Agregó que esta reforma constitucional no impedirá, en ningún caso, que los chilenos que viven en el extranjero puedan venir al país y participar en todas las elecciones que se realizan en Chile. Indicó que si ellos han nacido en nuestro territorio, se les va asignar automáticamente un domicilio electoral en el país. Respecto de los chilenos que han nacido en el extranjero se les exigirá, como actualmente lo establece la Constitución Política, que se hayan avecindado en Chile por más de un año.


Hizo presente que esta reforma constitucional se complementa con el proyecto de ley que regula los actos electorales de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.358-07).


Explicó que este último proyecto establece que sólo podrán sufragar en las elecciones nacionales aquellos connacionales que se encuentren o estén residiendo temporalmente fuera del país. Para demostrar esa temporalidad se les exigirá que, dentro de los últimos ocho años, hayan permanecido en Chile por un período continuo o discontinuo de, al menos, cinco meses.





El referido proyecto apunta a precisar cuándo se ha perdido el vínculo y ello se concreta en el evento que una persona haya salido del país por más de ocho años.





Agregó que la regla anterior no se aplicará a quienes están cumpliendo una serie de tareas en representación del país; a los que están trabajando para organizaciones internacionales en las que Chile sea Estado miembro; a quienes se encuentran cursando estudios de educación superior o postgrado en el extranjero; a los que han efectuado cotizaciones previsionales durante al menos tres años en los últimos cinco años, en cualquier sistema previsional chileno; a quienes han ejercido el derecho a sufragio en las dos últimas elecciones presidenciales y a quienes hayan obtenido un Premio Nacional, un Premio Nacional del Deporte o el Premio Nacional de Derechos Humanos.




Finalmente, añadió, también se les reconoce el derecho a sufragio, sin sujeción a plazo, a los chilenos que hayan tenido que abandonar el país, entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, por un período continuo de, al menos, tres años y que sean considerados como exiliados por la ley N°18.994.





Indicó que la fórmula propuesta recoge las sugerencias que presentaron los asesores de los parlamentarios que forman parte de esta Comisión y los institutos de estudios que apoyan a la Alianza. Concluyó indicando que no se han contemplado en este proyecto criterios de carácter censitario como exigencias tributarias o el poseer una propiedad en nuestro país para poder ejercer el derecho a sufragar.





Seguidamente, explicó que quienes se encuentren en algunas de las condiciones indicadas precedentemente deberán elevar una solicitud al Servicio Electoral con el fin de demostrar que reúnen las condiciones para poder sufragar. Dicha solicitud deberá indicar el país en el que se encontrará en la fecha en que se celebrará la elección. El Consejo del Servicio Electoral es el órgano encargado de evaluar dichas peticiones. El voto será de carácter “consular”, es decir se ejercerá en los consulados, los que se transforman para estas elecciones en una circunscripción electoral. En cada consulado funcionará una junta electoral integrada por el Cónsul y otro miembro que trabaje en la misión electoral. Finalmente, explicó la forma en que funcionarían las mesas receptoras de sufragio en el exterior y la oportunidad en que se difundirán los resultaron electorales.





Concluidas estas intervenciones, los miembros de la Comisión acordaron abrir un plazo de consulta con los diferentes partidos con representación parlamentaria con el fin de verificar si era posible alcanzar algún tipo de consenso en los asuntos que trata esta reforma constitucional.

-.-.-





En una sesión posterior, la Comisión tomó conocimiento que el Gobierno había decidido retirar de tramitación el proyecto de ley que regula los actos electorales de los chilenos en el exterior (Boletín N° 7.358-07), iniciativa que, como se ha explicado precedentemente, se relacionaba con la reforma constitucional de que trata este informe.


En esa misma sesión, la Comisión escuchó al Presidente del Comité “Chile Somos Todos”, señor Osvaldo Núñez.




El señor Núñez informó que este Comité es una agrupación que reúne a chilenos residentes en el extranjero y tiene como objetivo fundamental dar a conocer a las autoridades chilenas las demandas y los principales problemas que afectan a las comunidades de connacionales que habitan fuera del territorio nacional. A este respecto, señaló que desde hace años están pidiendo al Gobierno que se dote de una política de Estado hacia el casi un millón de compatriotas que por diversas razones han debido emigrar a otros países.





Indicó que estas demandas se refieren a la creación de una región especial para el exterior; a la puesta en marcha de un Ministerio o una subsecretaría que se ocupe de las migraciones y particularmente de sus nacionales que viven fuera de su territorio, y a diversos requerimientos en los ámbitos de la educación, la seguridad social y, en general, al establecimiento de los mecanismos necesarios para facilitar la colaboración con Chile de científicos, académicos y profesionales chilenos residentes fuera de la patria.




Sin embargo, aseguró, actualmente, la principal reivindicación de los chilenos residentes en el exterior se refiere al derecho a voto en las elecciones presidenciales y legislativas chilenas, como ocurre, señaló, en alrededor de 120 países que han reconocido este derecho humano fundamental a sus nacionales residentes en el extranjero. Mencionó que existe un profundo malestar en el extranjero porque aún un país democrático como lo es Chile no dé representatividad a más de un 6% de su población que reside en el extranjero.





En seguida, reseñó el trámite legislativo de diversas iniciativas relativas a esta materia, destacando que el año 2009 se aprobó una reforma constitucional sobre inscripción automática y voto voluntario, en virtud de la cual tienen derecho a voto todos los chilenos, mayores de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva, independientemente del lugar de residencia.





Por esta razón, dijo, les resulta difícil comprender por qué se ha enviado otro proyecto de reforma constitucional que, según su texto, "permite el voto de los chilenos y chilenas con derecho a sufragio, desde el extranjero".





A su juicio, se trata de un proyecto que condiciona el ejercicio de dicho voto, afirmando que la exigencia de vínculo y permanencia en Chile constituyen factores de discriminación hacia compatriotas que no pueden venir al país.





Sobre este último punto, hizo presente que la Corte Suprema ha sostenido, en su informe de enero de 2011, el derecho a voto en el extranjero sin requisitos, opinión que confirma la posición permanente del Comité “Chile Somos Todos” de rechazar condiciones especiales para permitir que los chilenos residentes en el extranjero puedan votar.





Desde otro punto de vista, sostuvo que los chilenos residentes en el exterior siempre han contribuido económica, cultural y socialmente al país. Consideran, insistió, un deber ayudar a sus familias y a nuestra nación.





En concreto, mencionó la realización de campañas de ayuda a Chile con motivo de catástrofes de diversa naturaleza sufridas por nuestro país; las crecientes remesas de divisas enviadas a Chile; la promoción de productos chilenos en el extranjero; los aportes a obras como el Hogar de Cristo y la Teletón; la creación de empresas de importaciones y exportaciones, etc. Todo lo anterior, concluyó, constituyen lazos, vínculos y una relación muy profunda, activa y estrecha con Chile.





En síntesis, reiteró que la exigencia de permanencia de cinco meses en un plazo de ocho años es inconstitucional y atenta gravemente contra el principio de igualdad de todos los chilenos, sin distinción de domicilio, consagrado en la Constitución. Además, este requisito reduciría drásticamente el número de votantes en el extranjero, a lo que se agregan las dificultades de distancia, en los grandes países, para concurrir a votar en las embajadas o consulados chilenos.





Resaltó la urgencia de que el Estado chileno se conforme a los tratados que ha ratificado y que está infringiendo, particularmente el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre los Trabajadores Migratorios y sus Familias, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, convenciones que establecen claramente los derechos de los ciudadanos independientemente del país en que se encuentren y el derecho de los emigrantes a participar en las decisiones políticas en sus países de origen.




Destacó, también, la anormalidad que representa la circunstancia que los extranjeros residentes en Chile puedan votar, después de 5 años de avecindamiento, y no puedan hacerlo los chilenos que viven fuera de la patria.





Por estos motivos, instó al Ejecutivo a retirar este proyecto de reforma constitucional y, en su reemplazo, solicitó al Gobierno la presentación al Congreso Nacional, a la brevedad posible, un proyecto de ley implementando el voto en el extranjero, sin condiciones.

- - -





A continuación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, ofreció la palabra para formular preguntas u otras observaciones en relación a las propuestas de reforma constitucional en estudio.





El mismo señor Senador estimó necesario tener presente en esta oportunidad el informe que la Excma. Corte Suprema hiciera llegar al Senado en relación con el proyecto de ley sobre Inscripción Automática, Servicio Electoral y Sistema de Votaciones, contenido en el Boletín N° 7.338-07. Advirtió que si bien este informe no recae directamente sobre el proyecto de reforma constitucional en debate, consideraba oportuno traerlo a colación por cuanto incide en esta materia. Asimismo, porque contiene la opinión particular manifestada por los señores Ministros de esa Corte Suprema, don Sergio Muñoz Gajardo, doña Margarita Herreros Martínez, don Pedro Pierry Arrau y don Haroldo Brito Cruz, que, a su vez, integran el Excelentísimo Tribunal Calificador de Elecciones.





Connotó que en la parte final del mencionado informe, los referidos señores Ministros expresan, entre otras materias, que la residencia de un chileno en el extranjero no puede ser factor de discriminación en el ejercicio de los derechos consagrados por el legislador respecto de un chileno que habita en Chile, como tampoco podrá serlo la exigencia de un vínculo con el país o la condición de permanencia, durante un determinado tiempo anterior a los comicios.





Agregan que implica una contravención al artículo 5° de la Constitución Política de la República, el limitar el derecho a sufragio, estableciendo condiciones para su ejercicio que vulneran el principio de igualdad ante la ley.





Asimismo, puntualizan que la universalidad del derecho a sufragio ha dejado atrás los requisitos establecidos por el otrora “sufragio censuario”, al que se estaría retrocediendo de exigirse condiciones para que los chilenos ejerzan el derecho a sufragio en el extranjero.





De esta manera, concluyen que el Tribunal Calificador de Elecciones es de opinión de consagrar el derecho del chileno a sufragar en el extranjero, sin más exigencias que las impuestas a los chilenos en Chile.





Los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, sostuvieron que las referidas declaraciones constituyen una opinión que va más allá de las atribuciones que tienen los Ministros que integran la Excma. Corte Suprema y el Tribunal Calificador de Elecciones. Explicaron que, en efecto, el Senado puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema el proyecto de ley sobre inscripciones automáticas y voto voluntario contenido en el Boletín N° 7.338-07, en conformidad con las disposiciones de los artículos 77 de la Carta Fundamental y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. No obstante, agregaron, estas observaciones dicen relación con cuestiones de orden constitucional, respecto de las cuales esta Comisión es soberana.





En relación con este mismo aspecto, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó a los representantes del Ejecutivo acerca de cómo ellos visualizan el desarrollo del trámite legislativo en esta materia, considerando que el Gobierno retiró del Congreso el proyecto de ley que desarrollaba los preceptos constitucionales propuestos en la iniciativa que ahora se analiza.





Haciéndose cargo de esta pregunta, el Ministro señor Larroulet explicó que el proyecto de ley que fuera retirado recientemente del Congreso Nacional había sido presentado para efectos informativos, esto es, para que los señores Parlamentarios conocieran los criterios según los cuales el Gobierno considera que deberían materializarse, en el orden legal, los nuevos preceptos constitucionales que ahora se debaten.





Explicó que, al tomarse conocimiento de que la Oposición presentaría un requerimiento ante el Tribunal Constitucional cuestionando ese proyecto de ley sobre voto de chilenos en el exterior, el Gobierno decidió retirarlo, sin perjuicio de que más adelante –una vez que se haya aprobado esta reforma constitucional-, se presente una nueva iniciativa que reemplazará la recién retirada.





Aclaró que, además, en esa oportunidad, se recogerían, en lo procedente, algunas de las observaciones formuladas por los Ministros del Tribunal Calificador de Elecciones.


El Honorable Senador señor Espina señaló que en esta materia es preciso hacer los esfuerzos necesarios para alcanzar un acuerdo que dé satisfacción a las distintas fuerzas políticas, como se ha hecho reiteradamente en el pasado frente a los asuntos de interés nacional. Hizo presente que en múltiples oportunidades el lugar en que se gestaron esos acuerdos fue precisamente esta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. Exhortó, entonces, a proceder de esta misma forma en esta ocasión.


Manifestó que, en síntesis, la razón en que se funda esta iniciativa es que el ciudadano que vive en el exterior mantenga un vínculo con Chile, toda vez que su voto permite decidir quien gobernará nuestro país y, por tanto, se traduce en efectos concretos que se observan en la vida nacional. Sostuvo que este planteamiento lo había expresado el actual Primer Mandatario durante la última campaña electoral.


Enfatizó que en el Derecho Comparado existen diversas fórmulas para reconocer el sufragio a quienes viven fuera de su país, y no pocas de ellas exigen la existencia de algún tipo de vínculo.


Por otra parte, puso de relieve que el Gobierno ha flexibilizado su postura en esta materia manifestando que podría considerar exigencias más fáciles de cumplir para tener por acreditado el vínculo con el país por parte de quien vive en el exterior. Por lo demás, acotó, los connacionales que viven en América Latina visitan Chile a lo menos cada cinco años y cada vez es más frecuente que quienes viven en Europa también regresen a Chile periódicamente.


Desde el punto de vista electoral, afirmó, no es posible asegurar qué proporción de chilenos en el exterior votará por un sector político determinado y, menos aún, se puede razonablemente proyectar eventuales escenarios electorales si mediante la inscripción automática se incorporarán al cuerpo electoral casi cuatro millones de nuevos electores.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que formalmente se comunicó por los Parlamentarios de la Alianza por Chile la voluntad de abrir espacios para alcanzar acuerdos y se solicitó a los representantes de los partidos políticos que integran la Concertación por la Democracia manifestar alguna fórmula que considerasen razonable, pero que hasta esta fecha no ha habido respuesta alguna.


Contestando una consulta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, el Ministro señor Larroulet informó que, luego de efectuar algunas consultas al interior del Gobierno, podía afirmar que una visita al país en los últimos cinco años podría aceptarse como fórmula satisfactoria para reconocer el derecho a sufragio a los chilenos que viven en el extranjero.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, afirmó que su postura en esta materia es que a quienes viven fuera del país no se debe formular ninguna exigencia distinta o adicional de aquellas que deben cumplir los chilenos que habitan en el territorio nacional. Explicó que resultaría contradictorio ampliar, por una parte, el padrón electoral en relación con los chilenos que viven en el país y, por otro lado, restringirlo respecto de quienes habitan en el exterior.


El Honorable Senador señor Quintana resaltó la importancia de las observaciones formuladas por los Ministros de la Corte Suprema que, además, integran el Tribunal Calificador de Elecciones. En función de ello, propuso que se les invitara a participar en este debate.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que lo procedente es escuchar a los representantes del Poder Judicial en aquellas materias en que por disposición de la ley corresponde hacerlo. Sin embargo, agregó, tratándose de modificaciones a la Constitución Política no es procedente que el constituyente derivado subordine el ejercicio de sus facultades.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que difería profundamente del análisis jurídico contenido en el aludido informe.


El Honorable Senador señor Espina reiteró su llamado a aproximarse a un entendimiento flexibilizando las respectivas posiciones y actuando con el talento tenido en otras oportunidades en que, desde posturas radicales, se transitó a soluciones concordadas, como ocurrió, dijo, el año 2004 en torno a las modificaciones al artículo 10 de la Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, concordó en que en esa oportunidad se alcanzó un acuerdo muy importante gracias a que todos los sectores cedieron en sus posiciones originales. No obstante, estimó que las distintas posturas sobre esta materia ya se habían manifestado por lo cual solicitó que se sometiera a votación la idea legislar sobre esta reforma constitucional.

APROBACIÓN EN GENERAL


Teniendo en cuenta los antecedentes referidos y los fundamentos expresados por los representantes del Ejecutivo y las observaciones de los señores Senadores precedentemente reseñadas, se puso en votación en general el proyecto, siendo aprobado por tres votos a favor y dos en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Patricio.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general de esta iniciativa, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE REFORMA CONTITUCIONAL




Artículo 1°.- Introdúcese el siguiente inciso cuarto, nuevo, al artículo 13 de la Constitución Política de la República:





“Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país y mantengan vínculos con Chile podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones y plebiscitos que establezca una ley orgánica constitucional. Dicha ley establecerá también las condiciones y formas en que se ejercerá este derecho y regulará las circunstancias que constituyen tal vinculación.".





Artículo 2°.- Intercálase en el inciso tercero del artículo 18 de la Constitución Política de la República, entre los vocablos “plebiscitarios” y “corresponderá”, la expresión “en Chile”.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de diciembre de 2010, 10 de enero, 14 de marzo y 4 de abril, todos de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) (Jaime Quintana Leal), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 8 de abril de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE INFORMACIÓN ACERCA DE OPERACIONES CAMBIARIAS DEL GOBIERNO.

(7452-05)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Lagos.
A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley concurrieron los siguientes invitados:

Del Banco Central, el Presidente, señor José de Gregorio; el Fiscal, señor Miguel Ángel Nacrur; y el Gerente de División de Operaciones Financieras, señor Beltrán de Ramón Acevedo.

Del Ministerio de Hacienda, los asesores de la Dirección de Presupuestos, señores Fuad Rumié y Francisco López.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Constanza Castillo.

Del Centro de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), los asesores, señorita Macarena Lobos y señor Sebastián Pavlovic.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

- - -

Cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto de artículo único, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Hacienda propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Modificar la ley Nº 20.128 sobre responsabilidad fiscal, con el propósito de aumentar la transparencia respecto de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, y así permitir la evaluación del efecto sobre el tipo de cambio de los eventuales descalces cambiarios del Fisco.

- - -

ANTECEDENTES




Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTE JURÍDICO





Ley Nº 20.128, sobre responsabilidad fiscal.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO





La Moción da cuenta de la preocupación existente por la actual situación cambiaria en Chile, pues el nivel de tipo de cambio real podría ser demasiado bajo para contar con un sector exportador no minero competitivo y dinámico en el largo plazo.





Agrega que el alto precio del cobre es el que explica en gran parte la actual apreciación del peso, y que ello acarreará una caída en la rentabilidad de los sectores exportadores no ligados a la minería, especialmente los vinculados al sector agrícola, disminuyendo, además, su competitividad a nivel global.





Refiere, asimismo, que la competitividad de largo plazo de nuestros sectores productivos depende de su capacidad para ser innovadores y eficientes. Los esfuerzos en esta senda no deben abandonarse. Pero tampoco se debe menospreciar el efecto que en el corto plazo puede generar la situación cambiaria.





Destacan los autores de la Moción que, tomando en consideración que el margen de acción del Congreso Nacional es casi nulo en esta área, en virtud de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en todo lo concerniente a la administración financiera del Estado, deben utilizar sus atribuciones en materia de solicitud de información y transparencia. Por esta vía, tal como lo señalara el Tribunal Constitucional en su reciente fallo Rol 1.867-10 (considerando cuadragésimo cuarto), se configura “un mecanismo adecuado y proporcional a favor del Congreso, frente a las enormes potestades que tiene el Ejecutivo en materias presupuestarias, que articula una sana relación entre dichos órganos”.





Se señala, por último, que la Moción pretende modificar la Ley Nº 20.128 sobre responsabilidad fiscal, con el objeto de aumentar la transparencia respecto de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, y así permitir la evaluación del efecto sobre el tipo de cambio de los eventuales descalces cambiarios del Fisco, que lo llevan a tener que vender sumas importantes de dólares para financiar gasto en pesos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Honorable Senador señor Kuschel señaló que el Banco Central cuenta con publicaciones periódicas que dan cuenta de sus operaciones de compra y venta de monedas extranjeras, por lo que al menos parte de la información que la moción en estudio solicita, ya existe.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que el sustento de la moción se encuentra en la necesidad de contar con mayor transparencia en la información de los movimientos cambiarios que realiza el Gobierno, con el objeto de poder proyectar su impacto sobre el tipo de cambio sin los rezagos que en la actualidad se producen.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó su interés por conocer cuáles son las operaciones cambiarias que lleva a cabo el Gobierno, cómo se informan y qué impacto tienen.

El asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Fuad Rumié, dio a conocer el compromiso del Ejecutivo para hacer un levantamiento de las operaciones que sobre la materia se realizan y los informes que al efecto se emiten. De esta manera, será posible conocer cuál es la situación actual, realizar un debido diagnóstico y proponer los perfeccionamientos que se requieran. 

El Honorable Senador señor Frei sostuvo que, sin perjuicio de la información que el Banco Central ordinariamente emita o pueda proporcionar, lo que se está solicitando es conocer los antecedentes que obran en poder del Gobierno.

El Honorable Senador señor Novoa observó que el objetivo final de la moción es poder determinar si las operaciones cambiarias del Gobierno central inciden o no en un mayor o menor valor de la divisa. Para eso, efectivamente debe conocerse cuál es el volumen de operaciones que al efecto se realizan, quién es el responsable y dónde se verifican.

Por otra parte, llamó la atención sobre la conveniencia de conocer la información que el Banco Central posee en relación con temas como las liquidaciones de divisas que los exportadores hacen, por el impacto que también suponen sobre el tipo de cambio.

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que el Gobierno realiza diversas operaciones cambiarias. A modo de ejemplo, tiene una serie de cuentas en moneda extranjera, administra reservas y fondos como los del cobre o de pensiones. El propósito de la iniciativa de ley presentada, subrayó, es conocer cuáles son todas esas operaciones.

En una siguiente sesión, la Comisión conoció la opinión del Banco Central en relación con el contenido de la moción en estudio.

El Presidente del instituto emisor, señor José de Gregorio, señaló que el Banco Central cuenta con dos tipos de información sobre el mercado cambiario. La primera, el reporte diario, a más tardar a las 16: 30 horas, que los bancos hacen de todas las operaciones de compra y venta de dólares que han realizado, en virtud de lo dispuesto en la Circular N° 430, de febrero de 2002. Con esta información es posible elaborar el dólar observado, que corresponde al promedio de las transacciones.

La segunda es la información detallada de cada operación llevada a cabo en el Mercado Cambiario Formal (MCF), constituido por todas las instituciones bancarias más algunas corredoras de bolsa y agentes de valores autorizados para operar en él. Gracias a estos antecedentes, es posible conocer quiénes son los clientes de las distintas operaciones, tanto de las que se verifican en el mercado al contado (spot) como en el mercado a plazo (forward). De esta forma, se cubre prácticamente la totalidad de las transacciones cambiarias que existen en Chile por sobre los US$ 10.000.

Indicó, además, que el año 2009 el Banco Central vendió, como agencia fiscal, US$ 7.000 millones para el financiamiento de la expansión fiscal, con cargo a los fondos soberanos. Tal ha sido la única oportunidad en que la institución ha realizado una operación específica del Fisco. 

La normativa que rige la información relacionada con el MCF, agregó, se encuentra contenida en el número 10 del Compendio de Normas de Cambios Internacionales, en relación con la obligación de informar que asiste a las instituciones financieras de acuerdo con el artículo 40 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, el que actúa, a su turno, en virtud del deber que tiene de velar por la estabilidad de los medios de pago. 

Ante una consulta del Honorable Senador señor Escalona, sostuvo que el contenido de la moción no afecta al Banco Central desde el punto de vista de la disponibilidad de la información.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, en tanto, precisó que en la oportunidad en que le correspondió actuar, el Banco Central realizó operaciones directas con la Tesorería General de la República (TGR). Se trató, en su momento, de información que no estuvo sujeta a reserva, pues fue plenamente informada. La TGR, por su parte, regularmente vende dólares a través de bancos privados, dando lugar a un flujo de información que el instituto emisor conoce, pero respecto del que cuenta con deber de reserva.

La información que recibe el Banco Central sobre las operaciones del MCF, añadió, da cuenta de quiénes son los clientes de las instituciones que en él operan, si bien se trata de información reservada. Entre esos clientes, en todo caso, puede encontrarse el Fisco a través de la TGR.

El Honorable Senador señor Frei preguntó por el manejo de los recursos pertenecientes a CODELCO y de los regulados por la ley reservada del cobre.

El señor Presidente del Banco Central expresó que hasta 1997 CODELCO vendía sus dólares al Banco Central. Desde entonces, debe hacerlo a través de bancos privados.

El Fiscal del Banco Central, señor Miguel Ángel Nacrur, explicó, respecto de los fondos de la ley reservada del cobre, que CODELCO cuenta con cuatro cuentas corrientes en dólares que funcionan a través de la TGR, que es el cuentacorrentista ante el Banco Central. Tres de dichas cuentas corresponden a cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas, y la cuarta a la que, hasta hace un tiempo atrás, manejaba el Consejo Superior de Defensa Nacional (CONSUDENA). En todas ellas, CODELCO deposita el 10% de las ventas del cobre. Respecto de esas sumas, la TGR dispone los pagos en moneda extranjera, instruyendo al Banco Central para que los efectúe a través de sus corresponsales.

El Gerente de División de Operaciones Financieras del Banco Central, señor Beltrán de Ramón Acevedo, agregó que para los efectos señalados, el instituto emisor actúa como cuenta de tránsito, toda vez que una vez hecho el depósito por parte de CODELCO, el Banco Central inmediatamente transfiere a la TGR que, a su vez, es la que envía los montos a las ramas castrenses.

En relación con los fondos que permanecen en stock para la administración del CONSUDENA, informó a la Comisión que el Ministerio de Hacienda ha solicitado recientemente que sean administrados por el Banco Central, cuyo Consejo deberá pronunciarse prontamente. 

El Honorable Senador señor Lagos consultó si los fondos que se encuentran en stock están distribuidos entre las cuatro cuentas corrientes o solamente se hallan en la del CONSUDENA, y quién lleva a cabo la administración de tales recursos. 

El señor Gerente de División de Operaciones Financieras del Banco Central manifestó desconocer la cuantía de los aludidos montos, si bien el stock disponible se encuentra en la cuenta corriente de CONSUDENA, y sólo se traspasa a alguna de las otras tres cuentas en la medida que se produce un gasto.

El señor Presidente del Banco Central acotó que el CONSUDENA puede, a su vez, tener esos fondos depositados en bancos y obtener retornos, para posteriormente hacer las transferencias. La intención del Ejecutivo es modificar esa dinámica para que ahora los recursos formen parte de una suerte de fondo de estabilización administrado de acuerdo con las directrices que se indiquen.

El señor Fiscal del Banco Central precisó que la agencia fiscal que realiza el instituto emisor en relación con los fondos de la ley reservada del cobre, data ya de algún tiempo. En cuanto a su procedencia legal, lo que se requiere es un decreto del Ministerio de Hacienda que determine cuáles son las instrucciones que el Banco Central, en cuanto mandatario, debe cumplir en la inversión en los títulos y en las instituciones que se establezcan.   
Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos. 
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único

El artículo único del proyecto de ley intercala en la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, un artículo 25, nuevo, que prescribe que la Dirección de Presupuestos deberá proporcionar, a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, así como a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, un informe trimestral de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares de los estados Unidos de América y en tras monedas extranjeras, dentro de los treinta días siguientes al fin del respectivo trimestre.

Puesto en votación el artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos. 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Intercalar en la ley Nº 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente artículo 25, nuevo:

“Artículo 25.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe trimestral de las operaciones cambiarías realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares de los Estados Unidos de América, así como de otras monedas extranjeras, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.”.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 22 de marzo y 11 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión a 12 de abril de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LOS DERECHOS Y DEBERES QUE TIENEN LAS PERSONAS EN RELACIÓN CON ACCIONES VINCULADAS A SU ATENCIÓN EN SALUD.

(4398-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud presenta un nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la suma, que se encuentra en segundo trámite constitucional, originado en mensaje de la señora Presidenta de la República. 




A las sesiones en que se trató este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, el señor Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich Muxi; el Asesor Jurídico del Ministerio, abogado señor Eduardo Díaz Silva, y el asesor del Ministro, doctor Juan Cataldo Acuña. De la Secretaría General de la Presidencia, los abogados señora María José Lezana Illesca y señores Pedro Pablo Rossi Guajardo y Omar Pinto Peña. Del Instituto Nacional de Derechos Humanos, la señora Gloria Maira Vargas. Del Instituto Libertad y Desarrollo, la señora Silvia Baeza Vallejos y el señor Daniel Montalva Armanet. De la Fundación Jaime Guzmán, el señor Jorge González Kazazian. De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Eduardo Goldstein Braunfeld. Y los asesores del Senador Chahuán, señores Marcelo Sanhueza Mortara y Hugo Reyes Farías.

CONSTANCIAS


En el primer trámite constitucional la Cámara de Diputados recabó la opinión de la Corte Suprema acerca de esta iniciativa. En el presente informe se consignan las observaciones del Alto Tribunal, que en algunos casos motivaron ajustes del texto del proyecto. Si bien la Comisión en esta oportunidad ha introducido enmiendas en los artículos informados por la Corte, no se recabó nuevamente su parecer, pues esos cambios no son sustanciales.


Se deja constancia de que las letras b) y c) del inciso tercero del artículo 14; el inciso cuarto del artículo 20; el inciso cuarto del artículo 29, y el inciso séptimo del artículo 33 del proyecto que se propone al final de este informe tienen carácter de ley orgánica constitucional, porque inciden en las atribuciones de las Cortes de Apelaciones. En consecuencia, su aprobación requiere el voto afirmativo de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - - - - - - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1) Artículos del proyecto propuesto en el Segundo Informe que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones:  1°, 7°, 15, 21, 26, 29, 30, 34, 35, 36, 39, 40 y 43.

2) Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 

Parlamentarias: 41, 42, 43, 44, 47, 48 y 57.

Del Ejecutivo: 1) a) y b); 5) a) y b); 6) c); 7) a); 8); 9); 10) a), b), c), d), e), f), g), i) y j); 11); 12) a); 13) a) y b); 14); 15); 16) a); 17); 18) a) y b); 19) a) y c); 20) a) y b); 22); 24) a) y b) y 25).

3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: 

Parlamentarias: 1, 2, 3, 9, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 27 y 28.

Del Ejecutivo: 2), 3) a), b) y c); 4); 6) a); 10) h); 16) b); 18) c); 19) b) y 23) a) y b).

4) Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

5) Indicaciones rechazadas: 

Parlamentarias: 5, 7, 10, 18, 19, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 29, 30, 30 A, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 40 A, 46, 50, 52, 53, 54, 55, 56 y 56 A.

Del Ejecutivo: 6) b); 7) b); 10) k); 12) b) y 21.

6) Indicaciones retiradas: 4, 6, 8, 17, 20, 45, 49 y 51.

- - - - - - - - 

DISPOSICIONES QUE SE MODIFICAN 

O QUE SE RELACIONAN CON EL PROYECTO
· Artículo 19 Nº 9 de la Constitución Política de la República, que establece el derecho a la protección de la salud, y N° 20, sobre recurso de protección.

· Código Sanitario, decreto con fuerza de ley N° 725, del Ministerio de Salud Pública, de 1967, publicado en 1968, especialmente los artículos 130, 131, 132 y 134.

· Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.
· Ley N° 20.120, sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma y que prohíbe la clonación humana.
· Ley N° 19.966, que establece un régimen de garantías en salud.

· Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. 

· Ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad.
· Ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos.

· Ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.
· Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Registro Civil, artículo 3° y 31.

· Artículo 42 del Código Civil.

· Decreto N° 570, del Ministerio de Salud, de 1998 y publicado en 2000, Reglamento para la internación de las personas con enfermedades mentales y sobre los establecimientos que la proporcionan.

· Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006, que fija texto el refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.
· Auto Acordado de la Corte Suprema de 24 de junio de 1992, publicado en el Diario Oficial el 27 del mismo mes, sobre tramitación del recurso de protección.

- - - - - - - -

CONSIDERACIONES PREVIAS


El Honorable Senador señor Girardi manifestó que las ideas contenidas en este proyecto son prácticamente las mismas incluidas en mociones de que fueron autores algunos grupos de parlamentarios, que las enviaron a la ex Presidenta de la República, señora Michele Bachelet, quien las plasmó en mensaje dirigido a la Cámara de Diputados. Al proyecto original se le agregaron un par de artículos más, pero se le trató como una iniciativa diferente, que no reconocía la autoría parlamentaria. Sugirió que el Ejecutivo revise este tipo de situaciones, para que no se repitan
. 


El Honorable Senador señor Chahuán propuso oficiar al Ejecutivo, a fin de proponerle que en los mensajes que inician proyectos de ley que tienen antecedente en mociones parlamentarias, sean reconocidas las iniciativas previas. 


La Comisión así lo acordó, y remitió al señor Ministro Secretario General de la Presidencia el oficio N° 579, de 2 de septiembre de 2010, en que solicita dejar constancia en los mensajes del Presidente de la República de las iniciativas legales de autoría parlamentaria sobre la misma materia, que les hayan precedido en el tiempo.

- - - - - - - - -

Observaciones de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

Esta Comisión de Salud evacuó su segundo informe el 15 de octubre de 2008. La Sala, en sesión del día 28 del mismo mes, previo acuerdo de los Comités, resolvió que el proyecto se enviara a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el objetivo de que ésta informara acerca de su constitucionalidad. En la misma oportunidad dispuso también la sala que, posteriormente, si correspondiere, el proyecto volviera a la Comisión de Salud. 

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su informe de fecha 21 de junio de 2010, recomendó que, en virtud de los razonamientos en él expuestos, el proyecto en estudio fuera enmendado para armonizar sus disposiciones al texto de la Constitución Política y así subsanar las dudas de constitucionalidad surgidas durante el análisis de la iniciativa.

Además, estimó oportuno sugerir que la Comisión de Salud efectuara una revisión de las disposiciones del proyecto de ley, con el objetivo de perfeccionar la redacción de algunas de ellas.

Para ambos efectos propuso al Senado que esta iniciativa fuera nuevamente considerada por la Comisión de Salud, previa apertura de un nuevo plazo para presentar indicaciones, de manera de permitir los perfeccionamientos que, a su juicio, precisa la iniciativa en estudio.


La Sala, al tomar conocimiento del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, fijó plazos para indicaciones, el último de los cuales expiró el 7 de septiembre de 2010. Cabe consignar que el Ejecutivo presentó sus indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, cuando ya estaba confeccionado el Boletín respectivo por la Secretaría General, por lo que aludiremos a las proposiciones de enmienda en él contenidas con la numeración que les asigna el oficio respectivo, N° 251-358, de fecha 3 de septiembre de 2010.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Habida consideración que esta Comisión de Salud ya emitió su segundo informe sobre el proyecto que nos ocupa, el presente versará sobre las propuestas de modificación contenidas en las indicaciones presentadas por los colegisladores, las consideraciones formuladas en el análisis que hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y las observaciones de la Corte Suprema, todas las cuales se describirán sumariamente al tratar las disposiciones en que ellas inciden. Además, se relatarán aquellos cambios que son fruto de indicaciones surgidas durante el estudio del proyecto y que fueron admitidas a tramitación por la unanimidad de los Senadores presentes, de conformidad con lo que autoriza el inciso final del artículo 121.

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2°


Su primer inciso enuncia como derechos de toda persona que reciba atención de salud, cualquiera sea el prestador, a que las prestaciones sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna por razones de sexo, orientación sexual, etnia, raza, religión, condición física o mental, nivel socioeconómico, lugar de residencia, ideología, afiliación política o sindical, cultura, nacionalidad, edad, información genética, sistema de salud u otras.


Indicaciones Nos 1 y 2


De la Honorable Senadora señora Matthei y de los Honorables Senadores señores Larraín y Novoa, respectivamente, para sustituir el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a que, cualquiera que sea el prestador que le otorgue atención de salud en las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y la rehabilitación del individuo, éstas sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna, en las formas y condiciones que determina la Constitución y las leyes, de acuerdo a las condiciones previstas en éstas de acuerdo a la naturaleza de la prestación o relativas a edad, representación, relación paterno-filial o conyugal.”.

Se hizo hincapié en que las discriminaciones que quedan prohibidas son las arbitrarias, en concordancia con la Constitución Política de la República, pues la ley puede consagrar diferencias que se funden en la razón, la lógica o la equidad. 

En cuanto a la proposición misma, se suprimió la enunciación de causas de discriminación, para no correr el riesgo de que la misma resulte incompleta; como consecuencia de lo anterior, se rechazó la última frase de las indicaciones.

El Honorable Senador señor Rossi propuso conservar las palabras “u otras”, que aparecen al final del inciso en comento, como un modo de abarcar cualquier tipo de discriminación arbitraria, lo que no concitó apoyo.

- Las indicaciones Nos 1 y 2 fueron aprobadas con la modificación señalada y otras de mera redacción, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Ruiz-Esquide y el voto en contra del Honorable Senador señor Rossi.

Artículo 3°


Define quienes son prestadores de salud, distinguiendo entre los institucionales y los individuales. Es prestador toda persona, natural o jurídica, pública o privada, cuya actividad sea el otorgamiento de atenciones en salud. 


El inciso segundo precisa que son prestadores institucionales los establecimientos asistenciales, entendiendo por tales a toda organización de medios personales, materiales e inmateriales destinada al otorgamiento de prestaciones de salud, dotada de una individualidad determinada y ordenada bajo una dirección, cualquiera sea su naturaleza y nivel de complejidad. Acto seguido, el inciso señala que se consideran tales los hospitales, clínicas, consultorios, centros médicos y otros destinados a la atención de salud, tanto abierta o ambulatoria, como cerrada u hospitalización.

Indicación N° 1) a) del Ejecutivo

Propone eliminar esta última oración.


El Abogado del Ministerio de Salud, señor Luis Eduardo Díaz, destacó que en el texto aprobado en general hay una definición de prestadores institucionales bastante amplia, por lo que parece innecesario hacer mención de algunos tipos de prestadores de esa índole, lo que, además, puede inducir a errores. Por ejemplo, dijo, un centro médico no siempre tiene una organización societaria o asociativa que lo convierta en un prestador institucional, y en muchas ocasiones varios médicos comparten oficinas e instalaciones y asumen esa denominación. 

Los prestadores se clasifican simplemente en individuales e institucionales. Sin embargo, los individuales no necesariamente realizan prestaciones complejas, por lo general son sólo ambulatorias, de ahí que las exigencias que se les imponen sean menores. Aclaró que el concepto centro médico no está definido en el Código Sanitario ni en la normativa complementaria.


El Honorable Senador señor Rossi señaló que ciertas agrupaciones de técnicos de la salud debieran ser consideradas como prestadores institucionales, pues no se les debe aplicar un estatuto menos estricto, como el de prestadores individuales, si en la práctica constituyen verdaderas clínicas.


La indicación N° 1) a) del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide. 


- Simultáneamente, y con igual votación, se readecuó la redacción de la última oración de este inciso, en uso de la facultad del artículo 121 del Reglamento del Senado.


El inciso cuarto del artículo 3° del proyecto dispone que será obligación de todo prestador cumplir con las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, incluyendo los procesos de certificación y acreditación. 

Indicación N° 1) b) del Ejecutivo
Plantea agregar al final, luego de la expresión “certificación y acreditación”, las palabras “cuando correspondan”.


- Se aprobó con igual votación que la anterior.

- - - - - - -

Indicación N° 2) del Ejecutivo
Tiene por finalidad insertar en el Título II del proyecto un nuevo Párrafo 1°, intitulado “De la Seguridad en la Atención de Salud” y conformado por un solo artículo, signado con el ordinal 4°. Consecuencia de esta inserción será la modificación de la numeración correlativa de los otros párrafos del Título II y de los demás artículos del proyecto.


El nuevo artículo 4° propuesto por el Presidente de la República prescribe que “Toda persona tiene derecho a que, en el marco de la atención de salud que se le brinda, los miembros del equipo de salud y los prestadores institucionales cumplan las normas vigentes en el país en materia de seguridad del paciente y calidad de la atención de salud, referentes a materias tales como infecciones intrahospitalarias, identificación y accidentabilidad de los pacientes, errores en la atención de salud, y, en general, todos aquellos eventos adversos evitables según las prácticas comúnmente aceptadas. Adicionalmente, toda persona o quien la represente, tiene derecho a ser informada acerca de la ocurrencia de un evento adverso, independiente de la magnitud de los daños que aquél haya ocasionado.


Las normas o protocolos a que se refiere el inciso primero serán aprobadas por resolución del Ministro de Salud, publicada en el Diario Oficial, la que además deberá ser permanentemente revisada y actualizada de acuerdo a la evidencia científica disponible.”.


La indicación incorpora entre los derechos de las personas en materia de salud, que los prestadores institucionales y los miembros del equipo de salud den cumplimiento a las normas sobre seguridad del paciente y calidad de la atención de salud, así como el derecho que ellas tienen a ser informadas de eventos adversos que ocurran en el marco de dicha atención.


- Se aprobó por unanimidad, con la misma votación que las dos precedentes, con algunas correcciones de forma.

- - - - - - - -

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS PERSONAS EN SU ATENCIÓN DE SALUD

Párrafo 1° (pasa a ser 2°)

Del derecho a un trato digno

Artículo 4° (pasa a ser 5°)
El primer inciso preceptúa que, en su atención de salud, las personas tienen derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia. El inciso segundo enuncia una serie de obligaciones que pesan sobre los prestadores, de las que destacaremos las contenidas en los literales a), c) y d), en los cuales inciden las correcciones practicadas por la Comisión, las indicaciones presentadas y los reparos levantados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

La letra a) obliga a los prestadores a velar porque se utilice un lenguaje adecuado y comprensible durante la atención, cuidando que las personas que, por su origen étnico, nacionalidad o condición, no tengan dominio del idioma castellano, o sólo lo tengan en forma parcial, puedan recibir la información necesaria y comprensible.


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que este literal debe ser corregido, suprimiendo los motivos que allí se anotan como justificativos para no dominar el castellano, pues puede haber otros; y lo importante es que la persona entienda cabalmente la información que se le proporciona con motivo de la atención de salud, cualquiera sea la razón por la cual el idioma resulte ser un obstáculo.


La Comisión, aplicando el artículo 121 del Reglamento del Senado, acogió la idea y la complementó agregando que iguales medidas deberán adoptarse respecto de personas con una discapacidad que implique igualmente una barrera para recibir y entender esa información.


- La modificación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

La letra c) expresa que los prestadores deberán arbitrar las medidas para proteger la privacidad de la persona durante la atención de salud y para evitar la toma de fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, salvo que exista autorización expresa de la persona y del profesional de la salud que corresponda. Su párrafo segundo agrega que el Ministerio de Salud deberá dictar un reglamento respecto de la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para fines de uso académico, de investigación científica, de seguridad u otros.

La letra d), por su parte, dispone que los prestadores deberán informar, al momento de solicitarse la atención de salud, si el establecimiento tiene carácter docente asistencial o ha suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, y de lo que ello implica, sin perjuicio de requerir la autorización de la persona en los casos y forma que determine, mediante decreto, el Ministerio de Salud.

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento asienta en su informe que estas normas no vulneran la Carta Fundamental, pero requieren una redacción que ofrezca mayor precisión jurídica, para amparar mejor la garantía de respeto y protección a la vida privada y a la honra de los menores de edad, sin alterar las reglas generales sobre representación de éstos. Debe primar el derecho de los padres a estar siempre informados en lo que atañe a sus hijos, a fin de no impedirles ejercer la función de formarlos, que la Constitución Política de la República les reconoce.

En otro orden de cosas, la mencionada Comisión señala que la expresión final “u otros”, que el párrafo segundo de la letra c) encomienda al reglamento, es indeterminada y excesivamente amplia, lo que se aparta de la determinación y especificidad que debe caracterizar los encargos que se cometen a la potestad reglamentaria, como lo ha fallado reiteradamente el Tribunal Constitucional.

Indicaciones Nos 3) a), b) y c) del Ejecutivo
Inciden en los literales c) y d) del artículo 4° del proyecto, arriba resumidos.

La signada 3) a) reemplaza, en el párrafo segundo de la letra c), la oración “dictar un reglamento respecto de” por la palabra “reglamentar”. Es una simplificación de la redacción.

La indicación N° 3) b) agrega al mismo párrafo segundo de la letra c) la siguiente oración final: “En cualquier caso, siempre se requerirá autorización escrita del paciente o su representante.”. 

El Abogado del Ministerio de Salud, señor Luis Eduardo Díaz, explicó que esa oración queda mejor ubicada en el primer párrafo de la letra c), porque es en relación con imágenes, grabaciones y entrevistas publicitarias que se debe exigir la autorización escrita.


La Honorable Senadora señora Matthei consideró razonable que siempre se requiera la firma del paciente, en situaciones en que se pueda ver afectada su privacidad o su honra. 


El abogado señor Díaz expresó que la indicación tiene por objetivo subsanar el reparo de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, exigiendo siempre la autorización expresa del paciente o de su representante legal, cuando la finalidad es periodística o publicitaria; en ningún caso se aceptará la autorización del director del establecimiento o de alguna persona conocida del paciente. 


El Honorable Senador señor Rossi recomendó aclarar la norma, porque en las postas y servicios de urgencia pueden suscitarse situaciones complejas, como en el caso de una persona afectada por un accidente de tránsito que no pueda informar de su voluntad. Por otra parte, argumentó, hay que hacerse cargo de que hay fotografías y grabaciones de procedimientos médicos que se hacen con fines académicos o científicos.


El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que para el caso de que la finalidad sea solamente periodística rige una norma internacional, que exige el consentimiento expreso del paciente. 


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su oposición a incluir en el texto la expresión “u otros”, contenida en la letra c) del artículo 4°, por su excesiva amplitud. Hay que considerar casos justificados, en que no se requeriría autorización expresa, porque la información se recoge por interés científico o académico. 


Por otra parte, señaló no tener una convicción definitiva respecto de la necesidad de que el profesional de la salud preste también su autorización. 


El abogado señor Díaz hizo presente que la exigencia de que los profesionales de la salud tengan que consentir resulta apropiada, en la medida que existan restricciones derivadas de la especial condición de salud del paciente. 


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que a su parecer, el reglamento de la letra c) y el de la letra d) son diferentes, por lo que resulta difícil tratarlos de manera conjunta. 

La Comisión fue de opinión que el reglamento aludido en la letra c) de este artículo debe hacerse cargo de ambas situaciones: imágenes, grabaciones y entrevistas con fines académicos y científicos y los que son recogidos con propósitos periodísticos o publicitarios. A tal efecto, aprobó la indicación N° 3) a) del Ejecutivo, pero consignó el párrafo como inciso final del artículo 5°, con una redacción suficientemente comprehensiva.


La indicación 3) b) del Ejecutivo fue aprobada por unanimidad, con una mejor redacción. Quedó incluida en la nueva formulación de la letra c) del artículo 5°.

- La indicación No 3) a) del Ejecutivo fue aprobada subsumida en el nuevo inciso cuarto del artículo 5°.

- La indicación No 3) b) del Ejecutivo fue aprobada, con la redacción que se ilustra en el acápite de las modificaciones.

- Ambos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 3) c) del Ejecutivo sustituye la letra d) por la siguiente:

“d) Informar, al momento de solicitarse la atención de salud, si el establecimiento tiene carácter docente asistencial o ha suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, y de lo que ello implica, sin perjuicio de requerir la autorización de la persona en los casos y forma que determine el reglamento indicado en la letra c). En cualquier caso, siempre existirá el derecho a oponerse a la participación de estudiantes de pregrado en su atención de salud.”

El Honorable Senador señor Chahuán consultó la posibilidad de referirse a instituciones educacionales acreditadas, en lugar de las reconocidas.

El abogado señor Díaz señaló que una preocupación importante del señor Ministro de Salud, expresada en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, es que en los servicios asistenciales un paciente siempre tenga derecho a oponerse a ser atendido por un estudiante, cuestión que queda entregada al reglamento.

Declaró que el sentido de esta regla, lejos de buscar restringir la actividad docente, es proteger la intimidad o privacidad del paciente, que se ve expuesto ante un número indeterminado de personas, así como asegurarle la calidad de la atención. 

La referencia al reglamento de la letra c) tiene por finalidad unificar en un solo cuerpo normativo las materias de esa jerarquía jurídica que señale esta ley.

En cuanto a la consulta del Honorable Senador señor Chahuán, explicó que para que una universidad o un instituto puedan acreditar la carrera debe contar con un campo clínico. Obtenido el reconocimiento y cumpliendo el requisito de campo clínico, puede aspirar a la acreditación.

Los Honorables Senadores señora Matthei y señor Rossi manifestaron que un estudiante con seis años de estudios está debidamente capacitado para realizar procedimientos médicos, más aún si se encuentra supervisado por un profesional. 

El Honorable Senador señor Girardi señaló que, de acuerdo a su experiencia personal, puede afirmar que nunca ha visto transgredida la privacidad de un paciente atendido por un estudiante. 


Por otro lado, manifestó que le preocupa que los estudiantes se hagan cargo, sin la correspondiente supervisión, de algunos procedimientos médicos delicados y complejos. Esas acciones deben realizarlas bajo la dirección de becados o de médicos

El Honorable Senador señor Chahuán estimó que esta decisión no puede quedar al arbitrio del paciente y que si éste se niega debe hacerlo de manera fundada.


La indicación N° 3) c) del Ejecutivo fue aprobada como inciso tercero del artículo 5°. En él se señala que cuando la atención de salud sea otorgada por alumnos, en un campo clínico, aquéllos siempre deberán actuar bajo la supervisión de un médico o un profesional de la salud que corresponda a la prestación que se otorgue, que trabaje en el establecimiento. Se dejó constancia de que esta fórmula permite que el control sea ejercido por otros profesionales del área, no necesariamente un médico, tales como matronas, enfermeras y kinesiólogos.

- La indicación No 3) c) del Ejecutivo fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide, como inciso tercero del artículo 5°.

Indicación N° 3
De la Honorable Senadora señora Alvear, agrega en el inciso segundo del artículo 4° una letra e), nueva, del siguiente tenor:

“e) Brindar una atención de calidad, garantizando al paciente la utilización de todos los procedimientos, métodos, técnicas, tecnología y equipo de profesionales que se encuentren a disposición del prestador, de acuerdo a la situación médica del paciente.”.

Se observó que, si bien la finalidad de la proposición es asegurar la calidad en la atención, la redacción contiene algunas limitantes, como son las alusiones al empleo de todos los medios disponibles y a la situación médica del paciente. También se aclaró que no debe entenderse que calidad es equivalente a poner a disposición del paciente la totalidad de los medios existentes.

En definitiva, la Comisión aprobó la idea, entendiéndola subsumida en el nuevo artículo 4° del proyecto, aprobado en virtud de la indicación N° 2) del Ejecutivo, que también se refiere a la calidad de la atención.

- Aprobada en la forma que se indica, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Rossi, y la abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Párrafo 2° (pasa a ser 3°)

Del derecho a tener compañía y asistencia espiritual

Artículo 5° (pasa a ser 6°)

El inciso primero consagra el derecho de toda persona a que los prestadores le faciliten la compañía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con ocasión de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamentación que respecto de esta materia dicte el Ministerio de Salud, el que en ningún caso podrá establecer un horario de visitas inferior a seis horas diarias para los prestadores institucionales públicos.

Tiene también derecho, según el inciso segundo, a recibir oportunamente consejería, asistencia religiosa o espiritual, si así lo desea y en conformidad a la ley.

El inciso tercero y último preceptúa que en territorios con alta concentración de población indígena, los prestadores institucionales públicos deberán asegurar el derecho de las personas pertenecientes a los pueblos originarios a recibir una atención de salud con pertinencia cultural, lo cual se expresará en la aplicación de un modelo de salud intercultural validado ante las comunidades indígenas, el cual deberá contener, a lo menos, el reconocimiento, protección y fortalecimiento de los conocimientos y las prácticas de los sistemas de sanación de los pueblos originarios; la existencia de facilitadores interculturales y señalización en idioma español y del pueblo originario que corresponda al territorio, y el derecho a recibir asistencia religiosa propia de su cultura.

Indicaciones Nos 4 y 5


Los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, formularon estas indicaciones, para intercalar en el inciso primero, a continuación de la palabra “públicos”, la frase “en todos los servicios de baja complejidad”.


- La Honorable Senadora señora Matthei retiró su indicación.


- La indicación N° 5 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.


Indicación N° 4) del Ejecutivo


El Presidente de la República propone sustituir, en el mismo inciso primero, la oración “que respecto de esta materia dicte el Ministerio de Salud, el que en ningún caso podrá establecer un horario de visitas inferior a seis horas diarias para los prestadores institucionales públicos”, por la siguiente: “interna de cada establecimiento, la que en ningún caso podrá restringir este derecho de la persona más allá de su propio beneficio clínico”. 

En otros términos, se trata de que la regulación del derecho a gozar de compañía en la hospitalización corresponda al establecimiento y no a la autoridad, criterio que fue compartido por la Comisión, que eliminó únicamente el adjetivo “propio” que antecede a los vocablos “beneficio clínico”, por estimarlo innecesario.


- Se aprobó con esa modificación y otras de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Indicaciones Nos 6 y 7


Los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa proponen eliminar el inciso tercero del artículo 5°.


- La Honorable Senadora señora Matthei retiró su indicación.


- La indicación N° 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.


Se suscitó un debate sobre la necesidad y conveniencia de mantener la frase “en conformidad a la ley”, que figura al final del inciso segundo de este artículo. En principio, a algunos de los intervinientes les pareció innecesaria y redundante, pues no es admisible que actividades como la consejería y la asistencia religiosa o espiritual se realicen en contravención a la ley y porque su ejercicio aparece suficientemente amparado por el inciso tercero del precepto.

Sin embargo, los Honorables Senadores señores Chahuán y Ruiz-Esquide abogaron por mantenerla, aduciendo que permite prevenir discriminaciones que a veces se dan en algunos establecimientos, los cuales admiten a los ministros de determinadas confesiones, pero no de otras.

En razón de lo anterior, se mantuvo sin variaciones la redacción del inciso segundo del artículo 5°, que pasa a ser 6°.

Párrafo 3° (pasa a ser 4°)
Del derecho de información

Artículo 6° (pasa a ser 7°)

Consagra el derecho de toda persona a que el prestador le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito, respecto de los elementos que el precepto detalla en los literales a) a d).


El inciso segundo obliga al Ministerio de Salud a determinar mediante resolución el contenido de una carta de derechos y deberes de las personas en relación con la atención en salud, que los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible.

Indicaciones Nos 5) a) y b) del Ejecutivo


La primera intercala en el encabezado del artículo 6°, entre los vocablos “prestador” y “le”, la palabra “institucional”.

La segunda reemplaza, en el inciso segundo, la expresión “Ministerio de Salud”, por la frase “Ministro de Salud”.


Respecto de la primera de estas indicaciones, el abogado señor Díaz aclaró que las obligaciones del prestador descritas en este artículo, fueron pensadas para el institucional y no para el individual, aunque algunas sean aplicables a este último. Esta es la precisión que se quiere introducir por la vía de esta indicación, porque el contenido de este artículo es específico para el institucional.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide anotó que en el texto no existe una disposición que señale las obligaciones que pesan sobre el prestador individual, que también debe ser sometido a normas en los aspectos que regula el artículo en análisis, y que la incorporación en el texto de la palabra “institucional” excluye de la aplicación de todos sus literales al prestador individual.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que ciertas obligaciones deben gravitar sobre el prestador individual, tales como las relativas a temas monetarios, aunque no es lógico hacerles extensivas todas las que afectan al institucional. Añadió que una posible solución sería incorporar un inciso final en este artículo, que se ocupe del tema en debate.


Respecto de la indicación al inciso segundo, el abogado señor Díaz explicó que la sustitución de la expresión “Ministerio de Salud” por “Ministro de Salud” obedece a una cuestión administrativa práctica: si la atribución se otorga al Ministerio, se debe materializar mediante un decreto, que requiere la firma del Presidente de la República y debe cumplir el trámite de toma de razón en la Contraloría General de la República; en cambio, si se confiere al Ministro, éste la ejercerá mediante una resolución, que solamente necesita la firma del Secretario de Estado. 

- Las indicaciones N° 5) a) y b) del Ejecutivo se aprobaron por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 

Como consecuencia de lo resuelto, en uso de la facultad del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión insertó un inciso final en este artículo, que pasó a ser 7°, el cual especifica que los prestadores individuales estarán obligados a proporcionar la información señalada en las letras a) y b) del inciso primero y a colocar el cartel con los derechos y deberes de las personas en su atención en salud.


- Lo que fue acordado por unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

Artículo 8° (pasa a ser 9°)

Establece, en el inciso primero, el derecho de toda persona a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional.


El inciso segundo dispone a quien debe proporcionarse esa información, distinguiendo según la edad del paciente. Se hará directamente a las personas mayores de catorce y menores de dieciocho años, y a sus padres o representantes legales. A los menores de catorce años se les informará atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal. Con todo, los menores de edad pueden solicitar que no se informe a sus padres o representantes legales sobre un aspecto específico de su salud, petición que queda entregada al criterio del profesional tratante, el que deberá considerar el riesgo para la salud o la vida del menor que implique su situación de salud. Si dicho profesional tienen dudas, deberá consultar al comité de ética al que nos referiremos más adelante.


El inciso tercero estipula que cuando la condición de la persona no le permita recibir la información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con alteración de conciencia, la información será dada a su representante legal o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de que cuando haya recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, sea informada personalmente.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento anotó en su informe que la redacción de este artículo debe hacer primar el derecho de los padres a estar siempre informados en lo que atañe a sus hijos, como un medio de permitirles ejercer la función de formarlos, que la Constitución Política de la República les reconoce.

Indicaciones Nos 8 y 9


Los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa proponen sustituir el inciso segundo del artículo 8° por una norma que dispone que la información directa sea entregada a los mayores de dieciocho años de edad y a los padres o representantes legales de los menores de edad. A los menores de dieciocho años la información se les entregará atendiendo a sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal. Se elimina la posibilidad de que el menor solicite que no se informe a sus padres o representantes legales.


- La Honorable Senadora señora Matthei retiró su indicación.


La Comisión se abocó al estudio de la indicación N° 9.


Al Honorable Senador señor Girardi le pareció que la norma del inciso segundo del texto aprobado en general es adecuada y apunta en la dirección correcta, en cuanto reconoce a los menores el derecho a la confidencialidad respecto de sus padres. Juzgó razonable que se reconozca esta garantía a los niños, por el hecho de ser personas. Además, tanto el médico como los comités de ética avalarían la decisión del menor o la revocarían, si la gravedad del caso requiere informar a los padres. La discusión que se produzca será de carácter ético, concluyó. 


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su acuerdo con el texto del proyecto, porque un menor entre catorce y dieciocho años de edad tiene derecho a recibir la información atinente a su estado de salud y a tomar ciertas decisiones sobre la comunicación de la misma a sus padres o representantes legales. Después de los dieciocho años no se presenta un problema, por cuanto se trata de una persona mayor de edad, y antes de los catorce tampoco, porque entonces los padres deben recibir directamente la información sobre la salud de su hijo. 


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que al discutirse este proyecto en la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, se produjo un gran debate sobre este tema. En esa ocasión se afirmó que los padres tienen un derecho y deber de tutela respecto de los hijos y se cuestionó los efectos de la diferente mirada u opinión que pueda tener un menor de edad respecto de la gravedad de su patología. 

En razón de lo expuesto, declaró que se debe reconocer el derecho de los padres a ser informados sin restricciones sobre la salud de sus hijos, hasta que cumplan los dieciocho años de edad. 


El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que, en todo caso, existe el resguardo de la intervención del médico tratante, que puede acceder a mantener en reserva la información sobre la salud del hijo, pero no está obligado a hacerlo.


La Honorable Senadora señora Matthei destacó que otra garantía de un uso equilibrado de esta facultad del menor es la intervención del comité de ética. 

En definitiva, la Comisión resolvió este punto mediante el reemplazo del inciso segundo por los incisos segundo y tercero que forman parte del artículo 9° del proyecto que se inserta al final.


En conformidad a sus disposiciones, tratándose de menores, la información sobre el estado de salud, posible diagnóstico, alternativas de tratamiento, riesgos involucrados, pronóstico esperado y previsible proceso postoperatorio se proporcionará según las siguientes reglas: siempre se comunicará al mayor de catorce y menor de dieciocho años de edad y a sus padres o representantes legales, salvo que el menor pida que no se informe a estos últimos acerca de algún aspecto específico de su salud, evento en el cual el médico tratante provocará el pronunciamiento del comité de ética del establecimiento, o del Director del mismo, si no hubiere tal comité. Siempre se comunicará la información a los padres o representantes legales de los menores de catorce años, y podrá entregárseles también a éstos, si lo permiten sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, salvo que se opongan sus padres o representantes.

- La indicación N° 9 fue aprobada así modificada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 
Indicación N° 10


De la Honorable Senadora señora Alvear, para eliminar las oraciones que dicen relación con la facultad de los menores de solicitar que no se comunique información relativa a su salud a sus padres o representantes legales y con la información que se debe proporcionar a los menores de catorce años edad.

- Atendida la solución dada al tema en virtud de la indicación anterior, ésta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 
Indicaciones Nos 6) a), b) y c) del Ejecutivo


La primera reemplaza el inciso segundo del artículo 8°. Las otras dos insertan un inciso tercero nuevo e introducen enmiendas en el inciso tercero, que pasaría a ser cuarto.


El texto propuesto para sustituir el inciso segundo comienza por disponer que la información concerniente a menores de edad sea suministrada a sus padres o representantes legales, sin perjuicio de entregarla también a los mayores de catorce y menores de dieciocho años. Respecto de los menores de catorce, consulta la misma disposición del texto aprobado en general, en cuanto se les proporcionará atendiendo a sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal.


En vista de lo acordado a raíz de la aprobación de la indicación N° 9 modificada, esta indicación N° 6) a) del Ejecutivo se dio igualmente por aprobada, subsumida en los nuevos incisos segundo y tercero del artículo 9° del proyecto que se consigna al final.

- Concurrieron al acuerdo, que fue unánime, los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 

El inciso nuevo que incorpora la indicación N° 6) b) dispone que la información proporcionada a los familiares directos deba ser previamente autorizada por la persona mayor de dieciocho años.


Se rechazó por considerarlo innecesario, atendido el tenor del artículo 11 del proyecto que se propone al final, que exige autorización expresa del paciente o de su representante para revelar a terceros el estado de salud de una persona.


- El rechazo fue acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 6) c) del Ejecutivo intercala la frase “a juicio de su médico tratante”, en la norma relativa a la información que debe darse cuando la persona está en una condición que no le permite recibir la información directamente o padece de dificultades de entendimiento o se encuentra con alteración de conciencia. Será el médico quien juzgue si se dan tales supuestos.


- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

La Comisión, en uso de la facultad que entrega el artículo 121 del Reglamento del Senado, introdujo varias enmiendas formales menores en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, del artículo en debate.


- El acuerdo respectivo se adoptó con la misma votación que el anterior.

Artículo 9° (pasa a ser 10)

Expresa que toda persona tiene derecho a manifestar por escrito su voluntad de no ser informada, a menos que lo exija la protección de la vida de otra persona o que, por razones de orden sanitario, resulte necesaria la adopción de conductas y hábitos especiales por parte de ella. Pero podrá designar la o las personas que en su nombre reciban la información respectiva.

De acuerdo con el inciso segundo, si la persona decide no designar un receptor de la información, el médico o profesional tratante deberá registrar los antecedentes relevantes asociados a las acciones vinculadas a la atención de salud en la ficha clínica, y el prestador o el establecimiento de salud deberán tomar los resguardos necesarios para la debida protección de dicha información.

El inciso tercero y final consigna que el ejercicio de este derecho constituye una manifestación voluntaria, consciente y esencialmente revocable.


En el análisis del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se manifestó que este artículo envuelve un riesgo para el derecho a la vida, en cuanto éste implica el deber de conservar la propia.

Indicaciones Nos 11 y 12

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para reemplazar su inciso primero por uno que especifica que este derecho corresponderá a toda persona mayor de dieciocho años, precisión que el texto aprobado en general no contiene.


El sentido de este artículo es distinto del que le precede. En efecto, este último se ocupa de la comunicación de información a terceros, en tanto que el 9° (que pasa a ser 10) trata de la persona que no quiere conocer información relativa a su propio estado de salud, sin perjuicio de lo cual puede designar a otra para que la reciba.


Los integrantes de la Comisión coincidieron en la necesidad de plasmar en el texto que la edad para manifestar por escrito la voluntad de no ser informado es a partir de los catorce años, criterio que debe ser aplicable a todas las disposiciones relativas a dar o recibir esta información, y que tratándose de menores de esa edad la decisión será siempre de los padres o representantes, sin que al médico tratante ni al comité de ética les quepa intervenir. Así se acordó.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 

Artículo 10 (pasa a ser 11)

Protege la reserva de la información acerca del estado de salud de una persona, prohibiendo que ella sea revelada a terceros, salvo que razones de salud pública lo justifiquen o que la falta de información suponga un grave riesgo para la salud de terceros identificables.


El inciso segundo dispone que la información proporcionada a los familiares directos deba ser previamente autorizada por la persona y que la entregada a terceros en razón del tratamiento deba resguardar el derecho a la confidencialidad de la atención de salud y de la información personal que surge de ésta.

Indicación N° 7) a) del Ejecutivo


Reemplaza en el inciso primero la frase “razones de salud pública que así lo justifiquen, o bien,”, por la siguiente: “por autorización expresa del paciente o de su representante legal, por razones de salud pública que así lo justifiquen, o en caso”. Es decir, agrega la posibilidad de que el paciente lo autorice expresamente, que el texto aprobado en general no contempla.


- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 

Indicaciones Nos 13 y 14

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, reemplazan el inciso segundo por uno que puntualiza que para autorizar que se proporcione información a los familiares directos el paciente deberá ser mayor de dieciocho años. En el caso de los menores de esa edad la información será proporcionada también a su o sus representantes legales.


En aplicación del criterio ya establecido al considerar las indicaciones Nos 11 y 12, éstas fueron aprobadas, fijando en catorce años la edad a partir de la cual el paciente estará facultado para autorizar la divulgación de la información a sus familiares directos, y cuidando que esta disposición guarde la debida correspondencia y armonía con las del artículo 9° del proyecto que aprobó la Comisión.


Además, se simplificó la frase “su o sus representantes legales” eliminando el primer vocablo y la conjunción disyuntiva, porque el plural no excluye a ninguno de los representantes, y se suprimió signos de puntuación innecesarios.


- Estas indicaciones fueron aprobadas, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. 

Indicación N° 7) b) del Ejecutivo


Elimina del inciso segundo la oración “La información proporcionada a los familiares directos deberá ser previamente autorizada por la persona.”.


Las normas sobre información a terceros ya incorporadas hacen innecesaria esta disposición, lo que motivó su rechazo.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.
Artículo 11 (pasa a ser 12)


Consagra el derecho de toda persona a recibir del médico tratante, una vez finalizada su hospitalización, un informe legible, que contendrá las menciones especificadas en las letras a) a c) del primer inciso.

Indicación N° 8) del Ejecutivo


Agrega a la letra a) del inciso primero, que señala que el informe en cuestión contendrá la identificación de la persona, la frase “y del profesional que actuó como tratante principal”. La Comisión juzgó de toda conveniencia esta adición, por lo que la aprobó.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

Indicaciones Nos 15 y 16


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para incorporar en el inciso primero una letra d), nueva, que agrega a las menciones del informe un listado de los medicamentos y dosis suministrados durante el tratamiento y los recomendados en la receta médica.


Fueron aprobadas con la sola enmienda de sustituir la palabra “recomendados” por “prescritos”.


- Ambas indicaciones, con la modificación señalada y las de adecuación de la redacción necesarias, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.
Párrafo 4° (pasa a ser 5°)
De la reserva de la información contenida en la ficha clínica

Artículo 12 (pasa a ser 13)

Define la ficha clínica como el instrumento obligatorio en que se registra el conjunto de información relativa a la salud de las personas, con la finalidad de integrar en el proceso asistencial de cada paciente la información necesaria. Podrá configurarse de manera electrónica, en papel o en cualquier otro soporte, siempre que los registros sean completos y se asegure el oportuno acceso, conservación y confidencialidad de la información contenida en ella.

Agrega el inciso segundo que toda la información que surja de la ficha clínica y de los estudios y demás documentos donde se registren procedimientos y tratamientos a los que sean sometidas las personas, será considerada como dato sensible, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° de la ley N° 19.628.

El literal g) referido precisa que son datos sensibles aquellos datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.

Indicación N° 9) del Ejecutivo


Reemplaza las palabras finales del inciso primero del artículo 12, “contenida en ella”, por la oración “así como la autenticidad de su contenido y de los cambios efectuados en ella”. Las expresiones que sustituye la indicación se refieren a la información contenida en la ficha clínica, a la que debe asegurarse un acceso oportuno, su conservación y su confidencialidad. 

La propuesta del Ejecutivo, que fue aprobada, agrega como exigencia la de garantizar también su autenticidad y la de los cambios registrados en la ficha por los profesionales tratantes. La Comisión mejoró algunos aspectos de la redacción de este inciso.


- Ambos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.
Artículo 13 (pasa a ser 14)

Hace responsable de la ficha clínica al prestador, quien debe asegurar su reserva por lo menos por quince años. El almacenamiento, administración, protección y eliminación de las fichas será reglamentado por el Ministerio de Salud.


Prescribe el inciso segundo que ningún tercero que no esté directamente relacionado con la atención de salud de la persona tendrá acceso a la información que emane de la respectiva ficha clínica.


El inciso tercero, compuesto por las letras a) a d), enumera las excepciones en que se podrá entregar información, total o parcial, a las personas y organismos que allí se indica, en los casos, forma y condiciones que para cada excepción se señalan.


La letra a) se refiere al titular de la ficha, lo que guarda armonía con la letra ñ) del artículo 2° de la ley N° 19.496, que define al titular de los datos como la persona natural a la que se refieren los datos de carácter personal.


La letra b) estipula que a los representantes legales del titular de la ficha, a su apoderado, a un tercero debidamente autorizado por escrito y, mediante autorización judicial o solicitud de la Superintendencia de Salud, a los herederos en caso de fallecimiento del titular, se les podrá dar copia de informaciones que sean de su interés. Si el titular es menor de edad se aplicará, en lo que corresponda, lo establecido en el inciso segundo del artículo 8º. La referencia ahora corresponde a los incisos segundo y tercero del artículo 9° del proyecto propuesto en este informe.


La letra c) permite que los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública puedan acceder a todo o parte de la ficha clínica de quien tenga la calidad de parte o imputado en los procesos e investigaciones que se instruyan, si la información es relevante para alguna resolución. Se requiere la autorización previa del juez de garantía y debe asegurarse la confidencialidad.


La letra d) concede el acceso a información de la ficha clínica al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, en los casos en que los datos sean necesarios para estudios estadísticos, de seguimiento, de salud pública, de fiscalización o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o de seguridad social. Si las conclusiones o resultados de los estudios van a ser divulgados, el tratamiento de la información debe garantizar que ella no pueda asociarse a persona determinada o determinable.

Según el inciso cuarto, los demás organismos públicos y privados facultados por ley para fiscalizar o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o de seguridad social pueden solicitar informe sobre aspectos específicos de la ficha clínica.


El inciso quinto hace responsables a las personas y los organismos a que se refieren los incisos tercero y cuarto, de mantener la confidencialidad del contenido de la ficha y de la identidad de su titular, así como de utilizar la información que de ella emana, exclusivamente para los fines requeridos.


El inciso sexto y final establece que, sin perjuicio de lo indicado en los dos incisos anteriores, cuando por razones de investigación científica o epidemiológica, terceros ajenos a la atención de salud sean autorizados por el prestador para acceder al contenido de una ficha, se deberá asegurar la debida protección de la confidencialidad de la información de salud a que tengan acceso. En ese caso el responsable de la conservación y custodia de la ficha clínica podrá requerir que el solicitante determine qué parte de la ficha o de la información necesita, de qué período de tiempo y el fin para el cual se solicita.

La Corte Suprema estimó que este artículo vulnera la reserva con que el artículo 134 del Código Sanitario protege la ficha clínica de enfermos mentales o de personas que padezcan dependencia de drogas o alcohol, cuyo contenido sólo puede revelarse a las autoridades judiciales, al Ministerio Público y a los Servicios de Salud, y el precepto en cuestión permite entregarlas a una serie de otras personas y organismos.

Por su parte, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento observó que este artículo debe adecuarse a la preceptiva de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 

Además, respecto de la oración final del literal b) hizo valer el mismo argumento esgrimido respecto de las disposiciones del inciso segundo del artículo 8° (que pasa a ser 9°), en el sentido de que afectaría el derecho y deber de los padres de ejercer la función de formar a sus hijos, que la Constitución Política de la República les reconoce.

Cabe hacer presente que esta disposición del proyecto de ley no vulnera la reserva del artículo 134 del Código Sanitario, sino que consagra nuevas normas legales que modifican dicho precepto, para hacer accesible la información de la ficha clínica a las autoridades que intervienen en procesos judiciales y a entidades que deben resolver sobre prestaciones de la seguridad social o indemnización de siniestros. 

Enseguida, las nuevas reglas contenidas en el artículo 9° del proyecto que se propone en este informe consagran un razonable equilibrio entre el derecho de los padres en la formación y cuidados de su prole y el derecho de los menores a recibir información sobre su salud, en los términos allí estipulados. 


El Presidente de la República formuló once indicaciones a este artículo, individualizadas en su oficio con el N° 10), letras a) a k). Serán tratadas en el orden que corresponde, según la estructura del artículo en que inciden.

Indicación N° 10) a) del Ejecutivo


Propone agregar al final del inciso segundo, que niega a terceros no directamente relacionados con la atención de salud el acceso a la ficha, la oración “Ello incluye al personal de salud o administrativo del mismo prestador, no vinculado a la atención de la persona.”. 


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicaciones Nos 17 y 18
De la Honorable Senadora señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para sustituir el encabezamiento del inciso tercero por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, la información contenida en la ficha deberá ser entregada, en los términos del artículo 13 de la presente ley, a solicitud expresa de las personas y organismos que se indican a continuación, en los casos, forma y condiciones que se señalan:”.


- La indicación N° 17 fue retirada por su autora.


- La indicación N° 18 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.
Indicación N° 10) b) del Ejecutivo


Intercala en el encabezado del inciso tercero una frase según la cual, además de la información contenida en la ficha clínica, se puede entregar a los terceros que la misma disposición señala, los datos que figuren en una copia de la ficha o en parte de ella. La proposición se pone en el caso de que no se solicite toda la ficha o toda la información en ella comprendida.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) c) del Ejecutivo


Elimina de la letra b) del inciso tercero la frase que permite entregar información de todo o parte de la ficha al apoderado del titular y la que faculta a la Superintendencia de Salud para solicitarla para los herederos del mismo.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi. 

- Además, con igual votación, la Comisión introdujo ajustes en la redacción de la letra b) en comento.

Indicación N° 19


De la Honorable Senadora señora Alvear, para suprimir la oración final de la letra b), que, para el caso de la ficha clínica de un titular que sea menor de edad, remite a las disposiciones del inciso segundo del artículo 8°.


Atendido el criterio fijado por la Comisión con anterioridad, en cuanto al tratamiento que debe darse a los menores en materia de información sobre su salud, esta indicación fue rechazada.


- El acuerdo se adoptó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

Indicación N° 10) d) del Ejecutivo


Suprime en la letra c) la expresión “de garantía”, escrita a continuación de la palabra “juez”, de tal modo que será el “juez que corresponda” quien pueda autorizar la entrega de información de la ficha de una persona que figura como parte o imputado en un proceso o investigación de tipo penal.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) e) del Ejecutivo

Sustituye en el mismo literal c) la oración “remitirá la ficha clínica”, por “remitirá los antecedentes requeridos”, ya que no siempre se solicitará toda la ficha.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) f) del Ejecutivo


Reemplaza en la letra d) del inciso tercero una oración, para agregar que la información que se puede entregar al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, debe serlo de acuerdo con sus respectivas atribuciones legales. Estos servicios pueden recabar los datos si son necesarios para estudios estadísticos, de seguimiento, de salud pública, de fiscalización o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o de seguridad social.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó no tener inconveniente en que investigadores accedan a la información de una ficha clínica, la que en muchos casos será innominada, pero indicó que es diferente la situación en que una autoridad política es la que solicita los datos. En consecuencia, planteó la conveniencia de contemplar sanciones suficientemente disuasivas para quienes rompan la reserva o secreto que ampara los datos.


Los funcionarios del Ejecutivo enfatizaron que los servicios que podrán recabar la información podrán hacerlo de acuerdo con sus atribuciones legales y para las finalidades indicadas en la norma, esto es, fines estadísticos o para decidir sobre la procedencia de beneficios. Agregaron que el funcionario público que viola un secreto incurre en una conducta sancionada penalmente y que el inciso que se propone más adelante, en la indicación N° 10) k), protege la información de la ficha conforme a la ley N° 19.628. 

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicaciones Nos 20 y 21

De la Honorable Senadora señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para eliminar la frase “así como copia de toda o parte de ella”. La letra d) permite a las autoridades y servicios del sector público de salud que ella misma indica solicitar esa copia.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Díaz, argumentó que si se elimina la frase los servicios indicados en la norma no tendrían acceso a la ficha para confirmar el diagnóstico y la evolución de una patología que justifica una licencia médica ni el que sirve de base para otorgar otros beneficios de salud o de seguridad social. 

- En vista de los acuerdos adoptados sobre el particular, la indicación N° 20 fue retirada por su autora.

- La indicación N° 21 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) g) del Ejecutivo


Elimina, en la misma letra d), la oración final “En caso que las conclusiones o resultados sean divulgados, el tratamiento de la información emanada de las fichas deberá garantizar que ésta no pueda asociarse a persona determinada o determinable.”.

La parte que se suprime resulta innecesaria, pues el inciso que agrega la indicación N° 10) k) del Ejecutivo ampara la ficha con las disposiciones de la ley sobre protección de la vida privada, lo que basta al propósito que se persigue.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) h) del Ejecutivo


Incide en el inciso cuarto del artículo 13, que pasa a ser 14 en el proyecto que propone la Comisión. Ese inciso autoriza a los demás organismos públicos y privados que se encuentren facultados por ley para fiscalizar o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o de seguridad social, para solicitar un informe sobre aspectos específicos de la ficha clínica. La indicación presidencial agrega una frase que estipula que esos aspectos específicos deberán constar en la solicitud, y una oración que reconoce al paciente o a su representante el derecho a oponerse a la entrega de esa información, debiendo asumir las consecuencias que de ello se deriven.


La agregación permite oponerse a la entrega de información, asumiendo las consecuencias que de ello se sigan. Se trata principalmente, en el caso de entidades privadas, de las compañías de seguros, que requieren antecedentes para indemnizar un siniestro; la última frase advierte que las posibles consecuencias de la negativa recaen en quien la formula, por ejemplo, que no se pague la indemnización.

- Fue aprobada con una corrección formal menor, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) i) del Ejecutivo


Propone agregar al artículo en comento un inciso sexto, nuevo, que permite al prestador demandado en juicio hacer uso de la información contenida en la ficha, para su adecuada defensa.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) j) del Ejecutivo


Suprime en el inciso séptimo la palabra “dos”, escrita antes del sustantivo “incisos”, lo que tiene por efecto que las normas de este inciso resulten aplicables a lo previsto en todos los anteriores. 

En realidad la indicación debe entenderse hecha al inciso sexto y no al séptimo. Como se ha dicho, el inciso sexto aprobado en general obliga al resguardo de la confidencialidad de la información de la ficha clínica, cuando terceros ajenos a la atención de salud sean autorizados por el prestador para acceder a su contenido, por razones de investigación científica o epidemiológica.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó quien resuelve el conflicto que surge cuando el responsable de la información deniega o condiciona una petición de información que alguien formula.

En lo concerniente a peticiones de terceros, el abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, precisó que en los casos de este precepto, que se refiere a investigaciones científicas o epidemiológicas, es el responsable de la conservación de la ficha clínica quien decide, o sea, el director del establecimiento de salud, el cual puede solicitar precisiones sobre los datos específicos requeridos, el tiempo por el cual se tendrá acceso a ellos y los fines para los que se solicitan. Además, el caso puede ser llevado al comité de ética.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicación N° 10) k) del Ejecutivo


Agrega al artículo 13, que pasa a ser 14, un inciso final, que dispone que toda la información contenida en la ficha clínica será considerada dato sensible y será protegida conforme a la ley N° 19.628.

- Fue rechazada porque la idea ya está incluida en el inciso segundo del artículo 13 del proyecto que propone la Comisión, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Párrafo 5º (pasa a ser 6°)

De la autonomía de las personas en su atención de salud

& 1. Del consentimiento informado

Artículo 14 (pasa a ser 15)


Su inciso primero dispone que toda persona tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, con las limitaciones establecidas en el artículo 17 (que pasa a ser 18).


Prescribe el inciso segundo que este derecho debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada, para lo cual será necesario que el profesional tratante entregue información adecuada, suficiente y comprensible, según lo establecido en el artículo 8° (que pasa a ser 9°).


El inciso tercero determina que, por regla general, este procedimiento será verbal, pero deberá constar por escrito en el caso de intervenciones quirúrgicas, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos y, en general, cuando se trate de la aplicación de procedimientos que conlleven un riesgo relevante y conocido para la salud del afectado. La firma del paciente en el documento respectivo hace presumir que ha recibido la información pertinente y ha manifestado su consentimiento.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recomendó precisar los términos en que están redactados estos preceptos, de manera que no afecten el derecho a la vida. A tal efecto, anotó que es necesario que las regulaciones distingan claramente la muerte digna, la prolongación artificial de la vida y la eutanasia.

Indicaciones Nos 22 y 23


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para sustituirlo por el siguiente: 

“Artículo 14.- Toda persona tiene derecho a denegar, a su voluntad, cualquier tratamiento desproporcionado para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud. 

En ningún caso el rechazo a un tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte. Las medidas ordinarias de soporte vital, como la hidratación, alimentación o sonda gasogástrica, no se podrán privar o rechazar jamás. Se considerarán aceptables aquellas medidas de paliación del dolor respecto de enfermos terminales, crónicos o en grave estado de padecimiento,


De acuerdo a las condiciones del prestador y cuando sea posible de brindar, éste deberá otorgarle al enfermo el derecho de aceptar otros tratamientos o medidas alternativas. 


Este derecho debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada, para lo cual será necesario que el profesional tratante entregue información adecuada, suficiente y comprensible, según lo establecido en el artículo 8°. En ningún caso el rechazo a un tratamiento puede ser una solicitud de eutanasia o de auxilio al suicidio.


Por regla general, este proceso se efectuará en forma verbal, pero deberá constar por escrito en el caso de intervenciones quirúrgicas, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos y, en general, para la aplicación de procedimientos que conlleven un riesgo relevante y conocido para la salud del afectado. En estos casos, tanto la información misma, como el hecho de su entrega, aceptación o rechazo, deberá constar por escrito en la ficha clínica del paciente y referirse, al menos, a los contenidos indicados en el inciso primero del artículo 8º. Se presume que la persona ha recibido la información pertinente para la manifestación de su consentimiento, cuando hay constancia de su firma en el documento explicativo del procedimiento o tratamiento al cual deba someterse.”.


El Honorable Senador señor Rossi argumentó que estas indicaciones contrarían derechamente la orientación del párrafo del que forma parte el artículo que ellas sustituyen, que no versa sobre eutanasia pasiva ni cooperación al suicidio, sino que sobre el consentimiento informado como una garantía de los pacientes. Es completamente opuesto al sentido general del proyecto propender a la internación o al tratamiento forzado de una persona, concluyó Su Señoría.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide coincidió con la apreciación del señor Rossi y destacó que, si bien la legislación no debe amparar la eutanasia ni el suicidio asistido ni el encarnizamiento terapéutico, tampoco puede negar el derecho a una muerte digna.


- Puestas en votación las indicaciones Nos 22 y 23 se produjo un doble empate, por lo que quedaron para ser resueltas en la sesión siguiente. Votaron por aprobarlas los Honorables Senadores señores Kuschel y Uriarte y estuvieron por rechazarlas los Honorables Senadores señores Rossi y Ruiz-Esquide.


Al retomar el punto en la oportunidad reglamentaria, el Honorable Senador señor Chahuán manifestó que apoyaba ambas indicaciones en debate porque está por respetar en todo caso el derecho a la vida y el texto en ellas propuesto fija un límite a la voluntad del paciente. En efecto, sin descartar el derecho a bien morir y de rechazar el encarnizamiento terapéutico, impiden que por la vía de suspender las medidas de soporte vital se practique la eutanasia o se preste asistencia al suicidio. 

El señor Ministro de Salud expresó que la Indicación N° 11) del Ejecutivo, a la sazón ya aprobada por la Comisión, resolvió de un modo general y apropiado la cuestión, al señalar que el rechazo a tratamientos no puede tener como objetivo la aceleración artificial de la muerte, la realización de prácticas de eutanasia, o el auxilio al suicidio. La clave de la norma es el objetivo tenido en vista por quien ejecuta la acción o se abstiene de actuar.

Agregó el señor Ministro que el adjetivo “desproporcionado” que califica al sustantivo “tratamiento” en el texto de las indicaciones en discusión es excesivamente amplio y puede dar pie para todo tipo de apreciaciones subjetivas y de subsecuentes conflictos. Destacó también que la redacción de las indicaciones puede quitar el sustento jurídico que hasta ahora han tenido las Cortes de Apelaciones para acoger recursos de protección en casos de huelgas de hambre.

El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que el artículo aprobado en general no impide mantener las medidas de soporte vital, aún en caso que no haya esperanza de mejoría. 

- Puestas nuevamente en votación las indicaciones Nos 22 y 23, resultaron rechazadas por 3 votos contra 2. Estuvieron por aprobarlas los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte, y por desecharlas optaron los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Indicación N° 11) del Ejecutivo


Propone agregar al artículo 14 (que pasa a ser 15) un inciso tercero, nuevo, según el cual en ningún caso el rechazo a tratamientos podrá tener como objetivo la aceleración artificial de la muerte, la realización de prácticas de eutanasia, o el auxilio al suicidio.


El Honorable Senador señor Rossi expresó que no concuerda con aquella parte del inciso que impide rechazar un tratamiento con la finalidad de acelerar artificialmente la muerte, lo que es coherente con su posición sobre la eutanasia, consignada en varias indicaciones de su autoría que vienen más adelante.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que el término esencial del inciso, que delimita su alcance, es la palabra “objetivo”: el rechazo de un tratamiento es ilícito si tiene como finalidad la aceleración artificial de la muerte, la realización de prácticas de eutanasia o el auxilio al suicidio, pero si esas finalidades no están presentes, el rechazo no es objetable.


El Honorable Senador señor Rossi declaró que se abstendría, porque su posición sobre estos temas es muy diferente y está expresada en las indicaciones que se verán más adelante.


- Puesta en votación, la indicación del Ejecutivo se aprobó por 3 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Kuschel, Ruiz-Esquide y Uriarte y se abstuvo el Honorable Senador señor Rossi.


Enseguida, la Comisión acordó sustituir la forma verbal “deberá”, que figura a continuación de la palabra “rechazo” en el inciso tercero, por “deberán”, conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento del Senado.


- Este acuerdo se adoptó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

Artículo 16 (pasa a ser 17)


El inciso primero regula el caso de las personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia o que carezcan de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad mental certificada por un médico cirujano. A ellas igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, señala el precepto en análisis, sin perjuicio de que la decisión temporal o definitiva deberá ser adoptada por su representante legal o, en su defecto, por el apoderado designado para fines vinculados al tratamiento o, en último caso, por la persona a cuyo cuidado se encuentre el paciente

El mismo artículo, en el inciso segundo, se ocupa de la forma de expresar voluntad de los mayores de catorce años y menores de dieciocho y prescribe que lo harán personalmente. Con todo, sus padres o representantes legales serán igualmente consultados. El menor, sin embargo, puede oponerse a esa consulta, evento en el cual el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que en la situación del menor ello no implica grave riesgo para su salud o su vida. Pero si tiene dudas acerca de las situaciones anteriormente descritas o si el menor se opone a que dicha opinión sea requerida, corresponderá al comité de ética decidir. En caso de discrepancia entre la voluntad expresada por el menor y la opinión de sus padres o representantes, el comité también deberá ser consultado. Finalmente, este inciso dispone que los menores de catorce años de edad también sean consultados, atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, su competencia cognitiva y su situación personal, sin perjuicio de que la decisión definitiva corresponderá a sus padres o representantes legales.

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento estimó que estas disposiciones alteran las normas generales sobre representación de los incapaces, estableciendo regímenes especiales para los efectos de la salud, y en la forma de designar apoderado o representante legal a personas afectadas por una discapacidad síquica o intelectual. Además, crean nuevas situaciones de incapacidad y entregan al criterio del médico la determinación de la incapacidad. 

Además, se hizo también valer respecto de este artículo el argumento de que contiene disposiciones que interfieren con el derecho-deber de los padres de formar a sus hijos, consagrado en la Carta Fundamental.

Por su parte, la Corte Suprema señaló, respecto de este artículo y del signado con el número 15, que advierte una contradicción entre sus disposiciones y el artículo 22
 del Reglamento para la internación de las personas con enfermedades mentales y sobre los establecimientos que la proporcionan, decreto N° 570, del Ministerio de Salud, de 1998 y publicado en 2000.

El Honorable Senador señor Rossi hizo presente que los casos regulados por esta norma son aquellos en que el paciente está imposibilitado de prestar consentimiento y tampoco puede hacerlo un representante suyo o una persona que lo tenga a su cuidado, y los casos en que existe riesgo para la salud pública. Un ejemplo de la primera situación es el del accidentado que llega a un servicio de urgencia sin signos vitales, caso en el cual la norma procura llenar un vacío, y del segundo, un enfermo de cólera. 

Por otra parte, el precepto en estudio consagrará una regla de rango legal, que prevalecerá sobre las disposiciones del reglamento traído a colación por la Corte Suprema. Por último, el artículo del proyecto es de alcance general, en tanto que el del decreto N° 570 se aplica sólo a la internación de personas con enfermedades mentales.

Por consiguiente, la Comisión estimó que no hay la contradicción que cree ver el Alto Tribunal.

El Honorable Senador señor Uriarte instó a los funcionarios del Ejecutivo a tomar nota de que será necesario adecuar el referido reglamento, una vez que este proyecto entre en vigencia como ley.

Indicación N° 12) a) del Ejecutivo


Elimina la palabra “mental”, que en el inciso primero del artículo 16 figura a continuación del sustantivo “enfermedad”.


El abogado del Ministerio de Salud, Señor Eduardo Díaz, explicó que no sólo las enfermedades mentales pueden privar a una persona de la capacidad de expresar su voluntad.


- La indicación se aprobó por unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

Indicación N° 24


De la Honorable Senadora señora Alvear, para eliminar el inciso segundo del artículo 16.


El Honorable Senador señor Rossi manifestó que la supresión resultaría contradictoria con los acuerdos adoptados respecto del artículo 9° del texto que propone la Comisión, cuyos incisos segundo y tercero son fruto de un extenso y profundo análisis y debate. Resultado del mismo fue la adopción de un criterio básico, que informará todos los preceptos de la iniciativa, en orden a que los menores de 18 años y mayores de 14 tienen derecho a la confidencialidad y a ser informados sobre su salud, e incluso los menores de 14, si se cumplen determinadas condiciones que la norma establece. En concordancia con ello, un criterio similar debe seguirse en este caso.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que es un objetivo del proyecto reconocer la autonomía y aptitud de las personas para recibir información pertinente a su salud y para tomar decisiones en este ámbito. Hay dos grandes limitantes para eso, cuales son, si está en juego la salud pública y si se trata de menores de edad. Ambos casos han quedado satisfactoriamente resueltos en los artículos ya aprobados, lo que exige guardar la coherencia entre los diversos componentes del proyecto. En este sentido, suprimir el inciso, como propone la indicación, es desandar parte de lo andado.


El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que los roles que la norma asigna al profesional tratante y al comité de ética son garantía suficiente de que la decisión que adopte el menor no redunde en desmedro de su salud o de su vida.

El señor Ministro de Salud opinó que los padres o representantes no deben permanecer desinformados si la decisión del joven, a juicio del profesional, importa un peligro real. Allí hay un límite a la confidencialidad. Advirtió que la intervención del comité de ética puede resultar algo teórica, como sucedería en caso de que la cuestión se presentara con ocasión de una consulta ambulatoria que tuviera lugar con mucha anticipación a la reunión de dicho comité y que el transcurso del tiempo significara un riesgo para la salud del joven.


- La indicación N° 24 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

Indicaciones Nos 25 y 26


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Los menores de dieciocho años de edad expresarán su voluntad personalmente. Sin perjuicio de ello, los padres o representantes legales deberán ser también consultados al respecto. En caso de conflicto entre la decisión del paciente menor de dieciocho años y sus padres o representante legal, y el profesional tratante tenga dudas acerca del tratamiento, corresponderá al comité de ética, quien deberá ser consultado y emitirá sólo una recomendación no vinculante. Los menores de catorce años de edad también deberán ser consultados, atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, sin perjuicio que la decisión definitiva corresponderá a sus padres o representantes legales.”.


- Visto el debate producido sobre la indicación precedente y atendido lo resuelto a su respecto, estas indicaciones también fueron rechazadas, con la misma votación.

Indicación N° 12) b) del Ejecutivo


Sustituye también el inciso segundo del artículo 16, que pasa a ser 17, por el siguiente:


“Los padres o representantes legales de los menores de edad adoptarán las decisiones sobre su tratamiento, teniendo a la vista el interés superior de aquéllos. Sin perjuicio de ello, los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho deberán ser consultados al efecto. Asimismo, se deberá requerir la opinión de los menores de catorce años de edad, atendiendo a sus condiciones de desarrollo psíquico, su competencia cognitiva y su situación personal.”.


- En consonancia con lo acordado respecto de las demás indicaciones que inciden en el inciso segundo del artículo 16, ésta también fue rechazada, con igual votación unánime.

& 2. Del estado de salud terminal y la voluntad manifestada previamente

Artículo 17 (pasa a ser 18)


Se refiere a los enfermos terminales. La persona que se hallare en un estado de salud terminal tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida, pero el rechazo no podrá tener como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.


Los restantes incisos del precepto determinan que este derecho no es aplicable si como resultado de la falta de intervención, procedimiento o tratamiento, se pone en riesgo la salud pública, en los términos establecidos en el Código Sanitario, lo que deberá constar en la ficha clínica. Los profesionales tratantes están obligados a proporcionar al paciente información completa y comprensible para el correcto ejercicio de este derecho. Las personas que se encuentren en este estado tendrán derecho a vivir con dignidad hasta el momento de la muerte, para lo cual recibirán los cuidados paliativos que hagan más soportables los efectos de la enfermedad, podrán contar con la compañía de sus familiares y personas que estén a su cuidado y recibir la asistencia espiritual que soliciten. A los menores de edad, las personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, también se les deberá informar y consultar su opinión, cuando sea posible, sin perjuicio que la decisión definitiva deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal. Podrá solicitar el alta voluntaria la persona o el apoderado designado de acuerdo al inciso cuarto del artículo siguiente o los parientes señalados en el artículo 42
 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enumeración.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento también respecto de este artículo recomendó precisar los términos de su redacción, de manera de no afectar el derecho a la vida, distinguiendo con claridad entre la muerte digna, la prolongación artificial de la vida y la eutanasia. Para dicho propósito, agregó la Comisión, sería de utilidad incorporar una definición del concepto “enfermo terminal”.

Indicaciones Nos 27 y 28

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para sustituir el inciso primero por uno que incluye la frase “sin perjuicio de mantener las medidas de soporte ordinario del artículo 14”, a continuación de la oración que consagra el derecho del paciente terminal a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida.

El Honorable Senador señor Rossi hizo presente que, a su juicio, resulta impracticable una disposición que obligue a alguien a aceptar las medidas de soporte. 

El Honorable Senador señor Chahuán recordó el caso de la señora Terri Schiavo, a quien se le privó de esas medidas luego de muchos años en que permaneció inconsciente y falleció por deshidratación, luego de una sentencia judicial obtenida por el marido, a cuyo favor había un seguro. El enfermo terminal tiene derecho al soporte básico, como es el suero, por ejemplo.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que el caso Schiavo no es homologable a las regulaciones del artículo en debate, porque ella nunca fue informada de su estado terminal ni pudo manifestar decisión de algún tipo, porque permanecía en coma profundo. Una fórmula para resolver estos conflictos reconociendo el derecho a decidir cómo vivir los últimos días, indicó, es anticipar el consentimiento de modo formal y explícito o la designación de representantes que puedan adoptar la decisión llegado el momento. El artículo en debate versa sobre la decisión de una persona en estado terminal que, debidamente informada, adopta una decisión sobre una forma digna de morir. 


El señor Ministro de Salud manifestó que, a su juicio, medidas mínimas como suero, oxígeno y tratamiento anti escaras no se deben suspender en un establecimiento hospitalario. 

En Chile no existen establecimientos especializados en brindar las condiciones para una muerte digna. Las decisiones que pueden adoptar los pacientes en estas situaciones son tremendamente complejas y pueden variar, porque la posición teórica ante una disyuntiva frecuentemente es diferente a la decisión que se adopta ante la inminencia del evento. 

Además, es muy difícil forzar al personal de la salud de los establecimientos hospitalarios, cuya vocación está centrada en la asistencia para la recuperación de la salud, a ser testigos del proceso que desencadena el rechazo al tratamiento. De allí, entonces, que se proceda a dar el alta, para que el buen morir y los cuidados paliativos del dolor tengan lugar en la casa y en el seno de la familia del paciente o de su entorno más cercano. Lo procedente, dijo el señor Ministro, es informar al paciente o sus representantes acerca de cuál es la política del establecimiento a estos respectos.

Sugirió eliminar del texto sustitutivo que plantea la indicación la referencia al artículo 14, puesto que el rechazo de las indicaciones Nos 22 y 23 tiene por efecto que en dicho precepto no se haga referencia a las medidas de soporte ordinario.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expuso que frente a un caso terminal, como siempre existirá una posibilidad de variación en el estado del paciente, por mínima que sea, no se le debe privar de medidas esenciales, como son el oxígeno y una vía abierta que puede servir a distintos propósitos, como hidratar y sedar, por ejemplo.


Todos los miembros de la Comisión estuvieron contestes en que es inadmisible dejar morir a una persona de deshidratación o asfixia, por lo que las medidas de soporte ordinarias proceden en todo caso. 

Se acogió la proposición del señor Ministro, en cuanto a suprimir las palabras “del artículo 14”, aprobando las indicaciones Nos 27 y 28 con esa modificación.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
Indicaciones Nos 13) a) y b) del Ejecutivo


La primera reemplaza, en el inciso cuarto, la frase “personas que estén a su cuidado”, por “personas a cuyo cuidado estén”. La proposición contiene el recto sentido del texto, pues la redacción inicial alude a personas que están al cuidado del paciente, en circunstancias que se trata justamente de lo contrario, esto es, de las personas que tienen al paciente bajo su cuidado.


La segunda sustituye en el inciso final la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,” por el vocablo “Siempre”, con lo que se da a entender que la petición de alza voluntaria no está limitada o acotada por las disposiciones precedentes del artículo en estudio, sino que procede invariablemente.


- Ambas fueron aprobadas en forma unánime por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 18 (pasa a ser 19)


Prescribe que la persona podrá manifestar anticipadamente su voluntad de no someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, lo que hará por escrito, ante un ministro de fe o, al momento de la internación, ante el Director del establecimiento o la persona en quien éste delegue tal función, y ante el profesional de la salud responsable de su ingreso.

En esa declaración anticipada se podrá consignar la voluntad de la persona sobre los cuidados y tratamientos a los que desearía ser sometida, en el evento de que más adelante no esté en condiciones de expresar su consentimiento personalmente.

Asimismo, señala el inciso cuarto, en esa declaración se podrá expresar la voluntad de donar órganos, de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.451; designar un apoderado para las decisiones vinculadas a los tratamientos, y expresar la voluntad de que todos o algunos de los antecedentes específicos de su salud y de su ficha clínica no sean comunicados a terceros. De la existencia de la declaración se dejará constancia en la ficha clínica.

El inciso quinto dispone que en la declaración no se podrá incorporar decisiones o mandatos contrarios al ordenamiento jurídico vigente o a los que son propios del arte médico. En caso de duda, su aplicación deberá ser revisada por el comité de ética del establecimiento o por el que corresponda según lo dispuesto en el artículo 22
 (pasa a ser 23). 

El inciso sexto y final manifiesta que las declaraciones de voluntad regidas por este artículo son actos personalísimos y esencialmente revocables, en todo o parte, incluso verbalmente, y en cualquier momento; sin embargo, para que sean oponibles a terceros, deberá dejarse testimonio de ellas por escrito.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento opinó que el precepto en comento no presenta un problema de constitucionalidad, sino de ambigüedad en la redacción. El uso de la conjunción disyuntiva “o” parece colocar en un mismo nivel el ordenamiento jurídico y el arte médico, lo que puede dar pie para que una acción ajustada a éste resulte en pugna con aquél.

El lenguaje poco claro hace dudosa la norma si se la confronta con el deber constitucional de proteger la vida y deja una puerta abierta para que se pueda practicar algún modo de eutanasia. A fin de evitar semejante riesgo, precisa la Comisión, el paciente podrá negarse a cualquier procedimiento o tratamiento, siempre que con ello no ponga en riesgo su vida. 

La mencionada Comisión recomendó buscar un punto de equilibrio entre el derecho del paciente y la intervención oportuna y eficaz de los agentes de salud, para prevenir los conflictos en materia de responsabilidad médica que estas decisiones de las personas pueden provocar. La solución, precisó, podría seguir el modelo adoptado en materia de donación de órganos
. 

Por último, la mencionada Comisión hizo presente que correspondería definir las formalidades de todas estas decisiones, y de la revocación de las mismas, así como las de su comunicación a los intervinientes.

Indicaciones Nos 29 y 30

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para reemplazar el inciso cuarto por uno que repite casi exactamente el contenido del inciso quinto aprobado en general. La diferencia estriba en que la indicación prohíbe incorporar en la declaración anticipada, además de decisiones o mandatos que sean contrarios al ordenamiento jurídico vigente o contrarios al arte médico, aquellos que transgredan las limitaciones establecidas en el artículo 17 (que pasa a ser 18). Esta última referencia alude a la mantención de medidas de soporte ordinario y a que no se debe acelerar artificialmente la muerte.


El señor Ministro de Salud opinó que la alusión al deber de respetar el orden jurídico vigente está demás y que la expresión “el arte médico” es sumamente imprecisa.


La Comisión consideró que el acuerdo adoptado al sustituir el inciso primero del artículo 17 no es compatible con el nuevo elemento que incorporan estas indicaciones, por lo que las rechazó.


- El acuerdo fue adoptado unánimemente por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

Indicación N° 14) del Ejecutivo


Plantea la supresión, también en el inciso cuarto, de la oración que permite incluir en la declaración anticipada la voluntad de ser donante de órganos, conforme a la ley N° 19.451.


La posibilidad de declarar en un acta formal la voluntad de donar órganos ya está consagrada, en términos muy similares, en el artículo 6° de la citada ley, lo que hace innecesario repetirla aquí, por lo cual la indicación fue aceptada.

- Votaron por suprimir la oración los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.


La Comisión advirtió la necesidad de efectuar un cambio de redacción en el inciso quinto, para clarificar su sentido. A tal efecto, reemplazó el vocablo “ésta”, que precede a la expresión “sea atendida”, por las palabras “la persona”.


- El acuerdo se aprobó con igual votación que el anterior y en uso de la facultad que reconoce el artículo 121 del Reglamento del Senado.

& 3. Normas generales aplicables

Artículo 19 (pasa a ser 20)


Establece, en el primer inciso, el deber del profesional tratante de recabar la opinión del comité de ética del establecimiento, o del que corresponda de acuerdo con el artículo 22, si tiene dudas acerca de la competencia de la persona que renuncia anticipadamente al procedimiento o al tratamiento o estima que la decisión manifestada por ésta o sus representantes legales expone al paciente a graves daños en su salud o al riesgo de morir, que serían evitables siguiendo los tratamientos indicados.


También podrá solicitar la opinión del comité, dice el segundo inciso, si la insistencia en la indicación de los tratamientos o la limitación del esfuerzo terapéutico son rechazados por la persona o por sus representantes legales.


El inciso tercero especifica que el pronunciamiento del comité tendrá sólo el carácter de recomendación y sus integrantes no asumirán responsabilidad civil o penal respecto de lo que ocurra en definitiva. Si la consulta dice relación con la atención a menores de edad, el comité debe tener en cuenta especialmente el interés superior de estos últimos.

La opinión del comité puede ser objeto de una instancia de revisión por la Corte de Apelaciones respectiva, que goza de preferencia para su vista y fallo. La acción, así la denomina el texto, puede ser interpuesta por la persona afectada o por cualquiera a su nombre y se tramita según el procedimiento establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, precepto este último que estatuye el recurso de protección
. Además, la Comisión Nacional y las Comisiones Regionales pueden informar a la Corte de Apelaciones respectiva de casos que conozcan en ejercicio de sus funciones, para que se restablezca el imperio del derecho, fraseamiento que recoge la formulación empleada por el artículo 20 de la Constitución Política de la República para indicar una de las finalidades del recurso de protección.


Por último, el inciso final del artículo 19 permite al profesional tratante que no comparte la decisión del paciente o su representante, abandonar su rol de responsable del tratamiento, para lo cual debe asegurarse de que esa responsabilidad sea asumida por otro profesional de la salud técnicamente calificado.


La Corte Suprema advirtió en su informe que en este artículo, y en los artículos 28 y 32, se hace referencia a la Corte de Apelaciones correspondiente o respectiva, lo que a juicio del Tribunal Supremo adolece de falta de precisión, y sugirió especificar determinadamente cuál será el tribunal que conozca de estas acciones. Sin perjuicio de ello, reiteró lo que informa habitualmente, en el sentido de que los procedimientos contencioso administrativos en primera instancia deberían ser de conocimiento de un juez de letras en lo civil. 

Este reparo fue resuelto incorporando una frase, que puntualiza que la Corte de Apelaciones competente será la del domicilio de quien interpone la acción.


En lo procedimental, la Corte Suprema juzgó que no es razonable otorgar preferencia a estas causas, porque ello, además de complicar el trabajo de los tribunales de alzada, posterga el conocimiento y decisión de una considerable cantidad de asuntos. La Comisión tomó nota de la observación y consideró que estas normas de preferencia no son indispensables para hacer eficaz y oportuna la decisión judicial, puesto que al sujetar la tramitación al procedimiento del recurso de protección la eficacia y oportunidad quedan suficientemente aseguradas.

En vista de lo dicho, se eliminó la frase que confiere preferencia para la vista y fallo, en este artículo y en el artículo 32 (que pasa a ser 33), el cual contiene la misma disposición.


- Ambos acuerdos fueron adoptados en ejercicio de la facultad del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide.


La Comisión, en aplicación del artículo 121 del Reglamento del Senado, reemplazó, en el inciso segundo, la forma verbal “rechazados” por “rechazadas”, para hacer coincidir el género del término con el de los enunciados que le preceden.


- Acordado con la misma votación anterior.


A este artículo se formularon las indicaciones parlamentarias 30 A a 38.

Indicación N° 30 A


Mediante esta proposición de enmienda, el Honorable Senador señor Rossi plantea sustituir el precepto por otro, que autoriza y regula la eutanasia activa. 

En efecto, el primer inciso dispone que todo paciente que sufra una enfermedad incurable o progresivamente letal, que le cause un padecer insufrible en lo físico y que se le representa como imposible de soportar, podrá solicitar, por razones humanitarias y de conformidad a las normas que esta ley establece, que la muerte le sea provocada deliberadamente por un médico cirujano.


El inciso segundo establece un requisito que habilita al paciente para ejercer este derecho, cual es, que los profesionales tratantes cumplan previamente con la obligación de proporcionarle, en lenguaje comprensible para él, información completa respecto de su enfermedad, sus implicancias y posibles tratamientos. Esta información debe entregarse verbalmente y por escrito, en un acta que deberá firmar la persona o su representante legal.


De la voluntad del paciente expresada en forma oral deberá quedar siempre constancia por escrito, puntualiza el inciso tercero. El consentimiento deberá prestarse a lo menos ante dos testigos, debiendo ser uno de éstos el cónyuge o un ascendiente o descendiente mayor de edad del paciente. Si no hay cónyuge, ascendientes o descendientes mayores de edad, o bien ante la negativa de éstos, el consentimiento deberá prestarse a lo menos ante cuatro testigos. Si el paciente estuviere internado en un recinto hospitalario oficiará de ministro de fe el director del establecimiento o quien le subrogue. El consentimiento siempre podrá prestarse ante notario.


El autor de la indicación explicó que la norma propuesta reúne un cúmulo importante de requisitos exigentes para hacer procedente la eutanasia activa; ella fue preparada ya en el primer trámite constitucional, en la Cámara de Diputados, conjuntamente con el ex Diputado señor Juan Bustos. El texto propuesto es fruto de un lato y exhaustivo examen de legislación comparada sobre la materia y responde a la profunda convicción de que esta decisión de las personas es la última que ellas pueden adoptar en uso de su autonomía y en beneficio de su dignidad. Aseveró que el concepto vida humana no sólo se refiere a la extensión o cantidad, sino que para ser tal requiere el goce de cierta calidad mínima. Expresó que el médico, que no es dueño de la vida del paciente, debe respetar la voluntad de éste.



Añadió que en Chile se rehúye hablar y debatir sobre la muerte, así como acerca de otros temas con acentuada carga valórica, como el aborto terapéutico, por ejemplo. El Congreso Nacional no ha sido ajeno a esta actitud y eso provoca en la sociedad suspicacia y desconcierto. Por ello ha planteado esta y otras indicaciones en la misma línea, para que se debatan y se voten y cada uno asuma una posición clara sobre estas cuestiones.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que una indicación similar fue presentada hacia el año 2001 por el entonces Diputado Rossi en un proyecto que se discutía en la Cámara de Diputados. La iniciativa vio afectado su avance por ella, hasta que en un gesto enaltecedor el ex Diputado Rossi la retiró.


El proyecto de ley en informe discurre en torno a la relación médico – paciente y lo deseable es que no quede estigmatizado por la inclusión de temas como la eutanasia activa y la despenalización del auxilio al suicidio por parte de un médico. Enfatizó que el ejercicio de la profesión médica debe propender siempre a la defensa del derecho a la vida.


Citó el precedente del caso del señor Carlos Sánchez, un joven tetrapléjico de la comuna Cerro Navia, a quien patrocinó como abogado. Es la única jurisprudencia obtenida en Chile a favor de un enfermo terminal, al cual el Estado fue obligado a proporcionarle asistencia médica y farmacológica integral y oportuna. Fruto de ello es que el paciente, que fue rechazado una y otra vez en el Hospital Félix Bulnes, donde se sostenía que debía ir a morir en su casa porque no había remedio para él, hoy día está con vida y es padre de 4 hijos. Ese fallo emblemático se fundamentó precisamente en el derecho a la vida reconocido por la Constitución Política de la República.


Se manifestó contrario al encarnizamiento terapéutico y a la supresión de las medidas ordinarias de soporte de las funciones orgánicas básicas. Ello supone reconocer el derecho de las personas a optar por no aceptar un tratamiento que les prolongue artificialmente la vida, a aceptar una muerte digna.


El Honorable Senador señor Girardi manifestó que los médicos y los legisladores no son defensores de la “vida”, sin calificativos, sino de la vida “humana”, esto es, de la que se desenvuelve con dignidad y en que el titular adopta las opciones que su autonomía y circunstancias le permiten. El proyecto enfoca esta cuestión basado en una cultura antropocéntrica influenciada por las religiones monoteístas.


La defensa de la vida humana reconoce un límite en la decisión soberana y autónoma de una persona enfrentada a las graves circunstancias enunciadas en la indicación en estudio. Hay condiciones de vida que resultan incompatibles con la dignidad humana y frente a eso cada individuo debe tener la libertad de decidir. Por otra parte, no es lo mismo enfrentar este dilema contando con los medios para sobrellevar una condición extrema que hacerlo desde la pobreza, o sea, hay que ver también el contexto social en que se dan estos problemas.


En conclusión, este es un debate que hay que hacer y, si no se da el espacio con motivo de la discusión del presente proyecto, podrán generarse otros escenarios apropiados, proponiéndolo en nuevas iniciativas legislativas.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró que el Senado no se ha negado ni se niega a tratar todos los proyectos que se traen a su seno y los que interesan a la población. Sin embargo, agregó, es necesario reconocer que hay temas que incumben a los parlamentarios pero que no encuentran suficiente eco en la ciudadanía; a este respecto, recordó un proverbio árabe que dice que los representantes políticos son la copa de un árbol que encuentra su fuerza en las raíces y esas raíces son el pueblo.


Así enfocado el tema, manifestó ser partidario de que la eutanasia sea discutida en el parlamento, pero no con ocasión de la tramitación del proyecto de ley en informe, pues la retardaría innecesariamente, en circunstancias que las personas esperan desde hace mucho tiempo que sus regulaciones entren de una vez por todas en vigencia. Es crucial no convertir el debate del proyecto sobre derechos y deberes de las personas en una controversia sobre la eutanasia y el auxilio al suicidio, que no son el eje del asunto. Las razones esgrimidas lo mueven a votar en contra de la indicación, concluyó Su Señoría.


El señor Ministro de Salud manifestó que el proyecto en informe es una oportunidad extraordinariamente relevante para fortalecer la dignidad de las personas, especialmente las más desvalidas y desprovistas de la información necesaria. 


La eutanasia no es tema fácil y genera posiciones antagónicas, lo que no hace recomendable incluirlo en el debate de la iniciativa en trámite, pues se postergaría nuevamente el reconocimiento de los derechos y deberes de las personas en materia de atención de salud, largamente esperado por la ciudadanía. Sugirió abrir una instancia específica sobre el particular, como podría ser la presentación de una moción parlamentaria.


- Puesta en votación la indicación N° 30 A, fue rechazada por dos votos en contra, emitidos por los Honorables Senadores señores Chahuán y Ruiz-Esquide, y uno a favor, formulado por el autor de ella.


Las indicaciones Nos 31 a 38, todas referidas al artículo 19 (que pasa a ser 20) fueron objeto de una sola votación, porque la Comisión resolvió mantener el texto del precepto aprobado en general, con la única excepción de la adición propuesta en una indicación del Ejecutivo a que nos referiremos más adelante.

Indicaciones Nos 31 y 32

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para sustituir el inciso primero por un texto que no contiene la oración “que serían evitables prudencialmente siguiendo los tratamientos indicados”, elemento exigido copulativamente por el precepto aprobado en general para provocar la intervención del comité de ética, cuando el profesional tratante tenga dudas acerca de la competencia de la persona, o estime que la decisión manifestada por ésta o sus representantes legales la expone a graves daños a su salud o al riesgo de morir.

Indicaciones Nos 33 y 34

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para sustituir el inciso tercero por una norma que conserva del original la parte relativa al caso de pacientes menores de edad, situación en la cual el comité de ética deberá tener en cuenta especialmente el interés superior de estos últimos. 

La nueva disposición propuesta elimina la oración que da carácter de mera recomendación al pronunciamiento del comité y que exime a sus integrantes de responsabilidad civil o penal. Además, otorga competencia al juez civil, en caso de conflicto, y determina que el procedimiento será sumario. 

Indicaciones Nos 35 y 36


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para eliminar el inciso cuarto, que permite a quien no se conforme con la opinión del comité solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva la revisión del caso y la adopción de las medidas que estime necesarias.

Indicaciones Nos 37 y 38

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para suprimir en el inciso quinto la frase “, siempre y cuando asegure que esta responsabilidad será asumida por otro profesional de la salud técnicamente calificado”, exigencia impuesta al profesional tratante que decide abandonar ese papel si no comparte la decisión de la persona de no someterse a tratamiento o de abandonarlo.


- Puestas en votación las indicaciones Nos 31 a 38, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

Indicación N° 15) del Ejecutivo


Para agregar en el inciso quinto del artículo 19, que pasa a ser 20, a continuación de la palabra “calificado”, la frase “de acuerdo al caso clínico específico”.


El inciso citado dispone que si el profesional tratante decide no continuar como responsable del tratamiento, porque no concuerda con la decisión del paciente o su representante de no someterse al mismo, debe asegurarse de que la responsabilidad sea asumida por otro profesional de la salud técnicamente calificado. El sentido de la proposición es que tal calificación deba ponderarse según el cuadro clínico específico que presente el paciente.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 20 (pasa a ser 21)


Establece que si la persona que ha expresado su voluntad de no ser tratada quisiere interrumpir el tratamiento o se negare a cumplir las prescripciones médicas, podrá solicitar el alta voluntaria. En los mismos casos, la dirección del correspondiente establecimiento de salud, a propuesta del profesional tratante y previa consulta al comité de ética, podrá decretar el alta forzosa. 

Indicaciones Nos 39 y 40

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para sustituirlo por un artículo que adiciona aquel que fuera aprobado en general, en el sentido de exigir que el tratamiento que se rechaza sea eventualmente desproporcionado, lo cual excluye la posibilidad de que el paciente lo rechace sin requisito o condición. Además, exime de responsabilidad al prestador de salud y al equipo médico.

Fueron rechazadas, porque la Comisión estimó que se apartan del lineamiento ya adoptado por ella sobre la materia.

- Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

Indicación N° 40 A


Del Honorable Senador señor Rossi, sustituye el artículo 20 por un precepto que crea una “comisión ética de comprobación” en cada región, a la que corresponderá velar por el adecuado cumplimiento de los requisitos que hacen procedente la eutanasia y, verificados fehacientemente éstos, autorizarla. Su integración, subrogación, funcionamiento y atribuciones estarán especificados en un reglamento que dictará la autoridad competente.

La comisión, que tendrá por lo menos cinco miembros, estará integrada por un médico cirujano y un médico psiquiatra, designados ambos por la directiva del Colegio Médico de entre sus afiliados, procurando que ejerzan la profesión en la región respectiva, un abogado designado por la directiva del Colegio de Abogados de entre sus afiliados, procurando que ejerza la profesión en la región respectiva y un profesor de derecho penal, con el grado de doctor, que ejerza la docencia en una universidad adscrita al Consejo de Rectores. Para sesionar deberán asistir todos sus miembros, o quienes los subroguen, y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta.


El artículo contiene algunas normas de procedimiento, de las cuales merecen destacarse que las decisiones deberán siempre fundarse por escrito y no serán susceptibles de recurso alguno. Otorgada la autorización correspondiente, ésta será comunicada al juzgado de garantía y a la fiscalía local correspondiente al lugar donde se practicará la eutanasia.


La indicación está en relación directa con la signada 30 A, del mismo autor, sobre la cual se adoptó un criterio latamente expuesto en la discusión de esta última. Se trata de la creación de comisiones regionales de ética dedicadas específicamente a resolver las cuestiones que surjan en relación con la eutanasia activa. Se rechazó con la misma votación que la 30 A.


- Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chahuán y Ruiz-Esquide y lo hizo por la aprobación el Honorable Senador señor Rossi.


Artículo 22 (pasa a ser 23)


Expresa esta norma que el Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, las normas necesarias para la creación, funcionamiento y control de los comités de ética, las facultades de la autoridad sanitaria para acreditar y controlar, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética en caso de que no posean uno o no estén en condiciones de constituirlo. Además fijará, mediante instrucciones y resoluciones, las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento argumentó que las facultades y atribuciones a la autoridad sanitaria que este artículo encomienda normar por reglamento son propias de la potestad legislativa, por lo que deben consignarse en el texto del proyecto o en otro.


Opinó también que las competencias otorgadas al Ministerio de Salud en materia de creación, funcionamiento y control de los comités de ética son excesivamente amplias y hacen posible que la autoridad pueda imponer principios éticos diferentes de los que profesan los establecimientos y el personal sanitario de las entidades de salud privadas. Para superar tal inconveniente, y también para prevenir la proliferación de tantas regulaciones diferentes como criterios adopte cada institución, la mencionada Comisión estima que debe explicitarse en el precepto que las finalidades de la norma son que el funcionamiento de dichos comités esté basado en los principios de la bioética, señalando estándares mínimos.

Indicaciones Nos 41 y 42

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, especifican que las regulaciones ministeriales deberán asegurar que el funcionamiento de los comités de ética sea suficientemente periódico.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, explicó que las indicaciones señalan un parámetro al que debería ceñirse el Ministerio al dictar el reglamento, en cuanto a indicar la frecuencia mínima con que los comités deben reunirse y ejercer sus funciones.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide anunció su abstención, porque no es partidario de otorgar facultades a la autoridad sanitaria para controlar a los comités de ética.

- Las indicaciones fueron aprobadas por dos votos a favor, emitidos por los Honorables Senadores señores Chahuán y Rossi y con la abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Indicación N° 16) del Ejecutivo


La letra a) elimina la oración “las facultades de la Autoridad Sanitaria para acreditar y controlar,” de entre aquellas materias que el precepto faculta al Ministerio de Salud para reglamentar.

La letra b) intercala entre la palabra “ética” y la preposición “en”, las palabras “de su elección”, lo que permite a los establecimientos que no cuenten con un comité de ética optar por alguno de su preferencia.

El abogado señor Díaz precisó que el literal a) de esta indicación corrige un error que había pasado inadvertido, en cuanto coloca dentro del ámbito de la potestad reglamentaria el otorgamiento de facultades a la autoridad sanitaria, materia que requiere ley. Y el literal b) explicita que los establecimientos de salud que no cuenten con un comité de ética propio podrán recurrir, en caso necesario, al que ellos escojan, lo que descarta la posibilidad de que sea la autoridad o la ley la que imponga una decisión. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo presente que no tiene sentido someter la ética que debe informar la conducta de quienes intervienen en la atención de salud a reglamentaciones o controles de la autoridad. El ideal es que los establecimientos de un determinado nivel estén obligados a contar con un comité de ética. El asunto de fondo es que los profesionales de la salud tengan siempre presente las implicaciones éticas de su actuar.


El señor Ministro de Salud argumentó que esa finalidad se obtiene con la indicación del Ejecutivo y agregó que la intención es que la intervención del director del establecimiento por carencia de un comité de ética sea realmente un caso excepcionalísimo. Propuso consagrar como obligatorio el comité en los hospitales auto gestionados, los experimentales, los de alta complejidad y los institutos de especialidad, siempre que ellos proporcionen atención cerrada, o sea, que cuenten con servicios de hospitalización.


La Comisión aprobó ambos literales de la indicación N° 16) del Ejecutivo, la letra b) con la modificación sugerida por el señor Ministro, del modo que consta en el capítulo de modificaciones del presente informe.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

Párrafo 6º (pasa a ser 7°)

De la protección de la autonomía de las personas respecto de su participación en protocolos de investigación científica

Artículo 23 (pasa a ser 24)

Dispone que toda persona deberá ser informada y tendrá derecho a elegir su incorporación en cualquier tipo de protocolo de investigación científica biomédica, que su expresión de voluntad deberá ser previa, expresa, libre, informada, personal y constar por escrito y que la decisión no podrá significar menoscabo en la atención ni menos sanción alguna. El inciso segundo específica que en el caso de los menores de edad, se estará a lo dispuesto en los artículos 8° y 16 (pasan a ser 9° y 17, respectivamente).

Por su parte, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consideró que las personas que sean objeto de experimentos científicos deben ser debidamente informadas acerca de los riesgos que el nuevo procedimiento o medicamento que se va a ensayar en ellas involucran para su vida y su integridad física y síquica, de la vida del que está por nacer –en el caso de las mujeres embarazadas– y del riesgo de contagiar a terceros. 

Esa comisión juzgó inconvenientemente amplia la alusión que se hace en el primer inciso del artículo a “cualquier tipo de protocolo”, en circunstancias que debiera referirse específicamente a aquellos vinculados con los procedimientos y drogas en estudio. Además, recomendó que se explicite que los comités éticos que crea el proyecto deban verificar que los protocolos de investigación respeten las normas y principios internacionalmente aceptados para la protección de personas sujetas a experimentación.

Indicaciones Nos 43 y 44

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, intercala en el inciso primero, a continuación de la palabra “biomédica”, la frase “en los términos de la ley N° 20.120
”.

Indicación N° 17) del Ejecutivo


Idéntica a la anterior, también remite al contenido de la ley N° 20.120.


- Estas tres indicaciones fueron tratadas en conjunto y aprobadas por unanimidad por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Indicaciones Nos 45 y 46

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para eliminar el inciso segundo del artículo 23, relativo a la información que tienen derecho a recibir los menores de edad y a la facultad de expresar su voluntad, materias ambas a zanjadas por acuerdos previos de la Comisión.

- La indicación N° 45 fue retirada por su autora.

- La indicación N° 46 fue rechazada por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Girardi.

Artículo 24 (pasa a ser 25)

Encomienda al Ministerio de Salud reglamentar los requisitos de los protocolos de investigación y los procedimientos administrativos y normas sobre constitución, control, funcionamiento y financiamiento de comités para la evaluación ético-científica; las facultades de la autoridad sanitaria para aprobar protocolos y para acreditar a los comités; la declaración y efectos sobre conflictos de interés de investigadores, autoridades y miembros de los mismos comités y, en general, las demás normas necesarias para la adecuada protección de los derechos de las personas respecto de la investigación científica biomédica.


Tal como lo hiciera presente respecto del artículo 22, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consideró que las materias que este artículo encomienda normar por reglamento del Ministerio de Salud son propias de la potestad legislativa, por lo que deben consignarse en el texto de este proyecto o en otro. 

Asimismo, reiteró que la delegación da pábulo para que la autoridad pueda imponer principios éticos diferentes de los que profesan los establecimientos y el personal sanitario de las entidades de salud privadas. En consecuencia, también en este caso la mencionada Comisión sugirió explicitar en el precepto que el funcionamiento de los comités de ética esté basado en los principios de la bioética, señalando estándares mínimos.

Indicación N° 18) del Ejecutivo


Se compone de tres literales, que introducen enmiendas al artículo 24, que pasa a ser 25.

La letra a) elimina la palabra “control”, que es una de las funciones relativas a los comités para la evaluación ético científica que el Ministerio de Salud deberá normar por reglamento, según el texto aprobado en general.

El abogado del Ministerio, señor Díaz, explicó que no corresponde que el Ministerio tenga atribuciones de control sobre una entidad independiente de la Administración del Estado, como son los comités de ética, que pueden funcionar en establecimientos públicos y privados.

- La indicación N° 18) a) fue aprobada unánimemente, por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.

La letra b) reemplaza la oración “las facultades de la Autoridad Sanitaria para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités” por la siguiente “para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités por parte de la Autoridad Sanitaria”. 

El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, informó que la Contraloría General de la República ha recomendado revisar la redacción de este precepto, pues otorgar facultades a organismos de la Administración del Estado excede el ámbito de regulación que compete a un reglamento. En consecuencia, lo que hace la indicación es otorgar derechamente la competencia al Ministerio, por ley, para reglamentar la aprobación de protocolos y la acreditación de los comités de ética por la autoridad sanitaria.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide destacó que el Ejecutivo tiene pendiente desde hace varios años la reglamentación que haga operativa la ley N° 20.120 y reclamó su pronta puesta en ejecución.

- La indicación N° 18) b) del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

La letra c) agrega, a continuación de la oración final del artículo, la oración “en los términos de la ley N° 20.120”.

Se trató junto con las indicaciones Nos 47 y 48, que tienen la misma finalidad, y se aprobó en la forma que se dirá más adelante.

Indicaciones Nos 47 y 48

De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para insertar la misma frase que remite a la ley 
N° 20.120, pero proponen hacerlo a continuación de las palabras “Ministerio de Salud”, que figuran en la primera frase de este precepto.

Se las trató en forma conjunta, pues contienen la misma disposición. Todas ellas apuntan a que la reglamentación que establecerá el Ministerio de Salud deberá ajustarse a la normativa de la ley sobre la investigación científica en el ser humano y su genoma y que prohíbe la clonación humana.


Las tres indicaciones fueron aprobadas, conforme a la ubicación propuesta en las de origen parlamentario, esto es, inmediatamente después de la frase que atribuye la facultad al Ministerio de Salud, al comienzo del artículo.


- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.

Párrafo 7º (pasa a ser 8°)

De los derechos de las personas 

con discapacidad psíquica o intelectual

Artículo 25 (pasa a ser 26)

Preceptúa su inciso primero que los prestadores deberán guardar especial cuidado en brindar un trato digno a las personas con discapacidad psíquica o intelectual, que no puedan comprender adecuadamente la información médica y administrativa que se les entrega, y que deberán respetar la autonomía y confidencialidad en su atención de salud.

Si dichas personas con discapacidad se encuentran en condiciones de manifestar su voluntad, tendrán derecho a designar un apoderado para que se relacione con el equipo de salud tratante y el establecimiento que las acoja, y para que las acompañe y asista en todo el proceso de atención; este apoderado actuará como representante legal para todos los efectos de esta ley. La decisión acerca de si la persona se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad corresponderá al médico tratante.

El inciso tercero reitera disposiciones que forman parte del artículo 4°, que pasa a ser 5° en el proyecto que se propone al final, las que prohíben hacer fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, si la persona con discapacidad no está en condiciones de dar la autorización que el artículo citado exige, aun cuando el profesional de la salud lo autorice. 
Indicaciones Nos 49 y 50


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para reemplazar el inciso primero por uno que en lugar de la frase “personas con discapacidad psíquica o intelectual” emplea la expresión “personas incompetentes”.

- La indicación N° 49 fue retirada por su autora en atención a que resulta preferible utilizar la misma denominación adoptada por la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad.

- Por el mismo motivo, la indicación N° 50 fue rechazada por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.

Indicaciones Nos 51 y 52


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para insertar en el inciso tercero, a continuación de la frase “la autorización que el artículo 4º exige”, la frase “salvo expresa autorización de su representante”, lo que faculta a este último para acceder a que se hagan fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, respecto de personas con discapacidad.


La redacción dada al artículo 5° del proyecto que propone la Comisión es suficiente para proteger a estas personas. Además, corresponde precaver el riesgo de que quien las represente esté movido por un interés diferente del de proteger la privacidad de su representado.

- La indicación N° 51 fue retirada por su autora.

- La indicación N° 52 fue rechazada por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.

Artículo 27 (pasa a ser 28)


Ordena que si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad, las indicaciones y aplicación de tratamientos invasivos e irreversibles, tales como esterilización con fines contraceptivos u otro de carácter definitivo, deberán contar siempre con la revisión previa de la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental, a que se refiere el artículo 32 (que pasa a ser 33). En el caso de la psicocirugía, esta revisión previa deberá proceder siempre.

Indicación N° 19) del Ejecutivo


Mediante tres literales, introduce tres modificaciones en este artículo.


Así, la letra a) traslada de ubicación la mención de la psicocirugía, para agregarla a la enumeración, por vía ejemplar, de tratamientos invasivos e irreversibles.


La letra b) sustituye la revisión previa de la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental, a que se refiere el artículo 32
, por el informe favorable del comité de ética del establecimiento.


La letra c) elimina la oración final, que exige siempre la revisión previa de la Comisión Nacional, cuando se trate de psicocirugía. Es consecuencia de la anterior.


El literal a) reordena la redacción del precepto, en tanto que la letra b) hace intervenir al comité de ética, que se considera más directamente vinculado con las situaciones de hecho que se deben resolver.

- Las tres indicaciones fueron aprobadas, la de la letra b) con una enmienda formal, por los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.

Artículo 28 (pasa a ser 29)


Regula la hospitalización involuntaria de las personas, especificando las condiciones que deben concurrir para que proceda; indica qué autoridad puede ordenarla y revisarla, a quiénes debe comunicarse la medida adoptada y qué autoridad puede ponerle fin.


A efectos del presente informe, interesan los incisos tercero y cuarto de este artículo, en el que recaen dos indicaciones del Ejecutivo. 

Preceptúa el inciso tercero que compete a la autoridad sanitaria regional velar por el respeto de los derechos de las personas ingresadas en instituciones de salud mental y, además, autorizar el ingreso o revisar la legalidad e idoneidad de todas las hospitalizaciones involuntarias que excedan de setenta y dos horas, de acuerdo a lo establecido en los artículos 130 y 131 del Código Sanitario. 

El primero de los artículos referidos faculta a la autoridad sanitaria para observar a los enfermos mentales, los dependientes de drogas y los alcohólicos y para ordenar su internación, permanencia y salida de los establecimientos destinados a ese objetivo. El segundo distingue entre la internación voluntaria, administrativa, judicial o de urgencia y encomienda al reglamento establecer las condiciones para cada tipo de internación.

El inciso cuarto del artículo 28 del proyecto, al igual que el artículo 19, concede una acción ante la Corte de Apelaciones, en caso que el Secretario Regional Ministerial de Salud decida no ejercer la facultad del artículo 132 del Código Sanitario, cual es, dar el alta a una persona internada voluntariamente. 


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hizo presente que la circunstancia de que se reúnan en una misma autoridad, la sanitaria, las atribuciones para ordenar una hospitalización involuntaria y para revisar la legalidad de esa orden, no garantiza un procedimiento administrativo racional y justo.


También respecto de este artículo la Corte Suprema sugirió aclarar cuál será la Corte de Apelaciones competente, punto que se resolvió insertando la frase “del lugar en que esté hospitalizado el paciente”. Además, se adecuó la forma verbal “establecido”, que alude al procedimiento del recurso de protección, porque ella debe estar vinculada con la acción misma, que es la consagrada en el artículo 20 de la Carta Fundamental.


- Este acuerdo se adoptó en el marco del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide.

Indicación N° 20) del Ejecutivo


Consta de dos literales. 

La letra a) elimina en el inciso tercero la frase “o revisará la legalidad e idoneidad”, que es una de las atribuciones concedidas a la autoridad sanitaria respecto de todas las hospitalizaciones involuntarias que superen el límite de setenta y dos horas, lo que salva el reparo levantado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su preferencia porque la decisión de internar y dar de alta en estos casos sea competencia del director del establecimiento. No se entiende por qué una autoridad ajena al proceso clínico deba intervenir. Cualquier abuso puede ser llevado a conocimiento del comité ético del establecimiento, sea éste público o privado. Las normas pertinentes del Código Sanitario merecen una revisión, concluyó Su Señoría.


- La indicación N° 20) a) se aprobó por unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.

La letra b) agrega la frase “sin perjuicio de las demás acciones legales que correspondan”, al final del inciso cuarto, cuyo contenido se ha resumido más arriba.


La Honorable Senadora señora Matthei observó que esta norma establece un recurso judicial, pero lo consagra sólo como una facultad de la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con enfermedad Mental. Estimó que debiera ser obligatorio para la Comisión llevar el asunto a tribunales.


El abogado señor Díaz argumentó que si la Comisión no actúa, cualquiera puede recurrir de amparo a la Corte de Apelaciones, porque se trataría de una privación ilegal de libertad.


La Comisión acogió la indicación y, además, introdujo enmiendas de redacción en el inciso cuarto, en uso de la atribución que otorga el artículo 121 del Reglamento del Senado.


- La indicación N° 20) b) y la modificación de forma señalada se aprobaron por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.

- - - - - - -

Acto seguido, la Comisión consideró la observación de la Corte Suprema, que ha hecho presente la necesidad de coordinar este artículo con las normas del artículo 131 del Código Sanitario, que distingue internación voluntaria, administrativa, judicial y de urgencia. En cambio, el precepto en análisis se refiere a hospitalización involuntaria.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Díaz argumentó que el proyecto no modifica ni pretende modificar la nomenclatura utilizada por el Código Sanitario. Solamente se fijan reglas para el caso de las internaciones no voluntarias prolongadas más allá del lapso que fija este inciso, que pueden tener origen en resoluciones administrativas o judiciales o en una decisión terapéutica adoptada en casos urgentes.

- La Comisión resolvió dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que el sentido y alcance del precepto en análisis es el que se ha consignado arriba. 

- Igual criterio debe aplicarse en el caso de los artículos 30 y 32 (que pasan a ser 31 y 33, respectivamente), relativos a hospitalización y tratamiento involuntarios de personas con discapacidad psíquica o intelectual. 

- En consecuencia, la Comisión propone al Senado aprobar estas constancias.

- - - - - - - -

Artículo 31 (pasa a ser 32)


Regula la investigación científica en que participen personas con discapacidad. La prohíbe absolutamente si la persona no puede expresar su voluntad y exige una evaluación ético científica y la autorización de la autoridad sanitaria, si aquélla puede hacer tal manifestación.


El inciso tercero consagra un derecho a reclamo contra las actuaciones de los prestadores y de la autoridad sanitaria, el que debe presentarse ante la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales, que establece el artículo 32 del proyecto (que pasa a ser 33).

Indicaciones Nos 53 y 54


De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Larraín y Novoa, para reemplazar el órgano competente para conocer del reclamo; dispone que sea la Superintendencia de Prestadores de Salud. Debe entenderse que se trata de la Intendencia de Prestadores de Salud creada por los artículos 108 y 121 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006, servicio que forma parte integrante de la Superintendencia de Salud.


Estas indicaciones están relacionadas con las dos siguientes, que proponen eliminar el artículo 32 del proyecto, que crea una Comisión Nacional y Comisiones Regionales que conocerán los reclamos a que se refiere el artículo 31. Vuestra Comisión de Salud, como se dirá enseguida, se inclinó por conservar el artículo 32, lo que motivó el rechazo de las indicaciones Nos 53 y 54.


- Puestas en votación, fueron rechazadas por 3 votos contra 1. Votaron por desecharlas los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y lo hizo por aprobarlas el Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 32 (pasa a ser 33)


Dispone que el Ministerio de Salud deberá asegurar, sin perjuicio de las facultades de los tribunales ordinarios de justicia, la existencia y funcionamiento de una Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las personas con enfermedades mentales y de una Comisión Regional de Protección en cada región del país, cuya función principal será velar por la protección de los derechos y proporcionar defensoría a las personas con discapacidad psíquica o intelectual, en lo atinente a la atención de salud. El precepto señala las funciones de estas Comisiones y fija los lineamientos orgánicos de ellas.


Los dos últimos incisos otorgan una acción para ante la Corte de Apelaciones, que tiene por finalidad proteger los derechos de personas con discapacidad afectadas por actos de los prestadores o de la autoridad sanitaria, e indican que la tramitación se ajustará a las normas del recurso de protección establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, con preferencia para su vista y fallo.

Indicaciones Nos 55 y 56


De los Honorables Senadores señores señora Matthei, y señores Larraín y Novoa, para eliminar el artículo 32. Su fundamento se encuentra en las dos indicaciones precedentes, que traspasaban a la Intendencia de Prestadores de Salud las funciones y atribuciones de estas Comisiones.


- Puestas en votación, fueron rechazadas por 3 votos contra 1. Votaron por desecharlas los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y lo hizo por aprobarla el Honorable Senador señor Larraín.


En el caso de este artículo cobra mayor fuerza la observación de la Corte Suprema sobre la necesidad de ser más preciso en señalar cuál es la Corte de Apelaciones a la que se podrá recurrir, pues el precepto no da alguna señal. 

En tal virtud, la Comisión, como se dijo al consignar el debate en torno al artículo 19 (que pasa a ser 20), haciendo uso de la facultad del artículo 121 del Reglamento del Senado, agregó en el inciso penúltimo la frase “del domicilio del afectado”, a continuación de la expresión “Corte de Apelaciones” y la frase “del lugar en que tengan su asiento”, en reemplazo del vocablo “respectiva”.


- A título informativo se reitera aquí que el acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide.


Como se dijo anteriormente, al ocuparse del artículo 19, la Comisión eliminó del presente artículo la frase que da preferencia en la vista y fallo a las acciones interpuestas ante las Cortes de Apelaciones que él consagra, acogiendo así una observación de la Corte Suprema.


- Haciendo uso de la facultad que otorga el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide, aprobó esta enmienda.

Párrafo 8° (pasa a ser 9°)

De la participación de las personas usuarias

Artículo 33 (pasa a ser 34)


Encomienda al Ministerio de Salud reglamentar los procedimientos para que los usuarios ejerzan el derecho a participar en las instancias que al efecto crea la ley, efectuando consultas, formulando reclamos y manifestando sugerencias y opiniones, y el plazo y la forma en que los prestadores deberán responderlos o resolverlos, según el caso.


El Ministerio también deberá reglamentar la existencia de comités de ética que atiendan las consultas de las personas que consideren necesaria la evaluación de un caso desde el punto de vista ético clínico, asegurando la participación en ellos de los usuarios. Serán los prestadores institucionales los que provean el acceso de sus usuarios a un comité de ética. Los prestadores individuales deberán dar a conocer a las personas el comité de ética al cual estuvieren adscritos. Los Servicios de Salud deberán disponer de, al menos, un comité de ética, al cual se entenderán adscritos los prestadores privados individuales de su territorio que no lo estén a otro.

Indicación N° 21) del Ejecutivo


Propone eliminar la oración final “al cual se entenderán adscritos los prestadores privados individuales de su territorio, en caso de no estarlo a algún otro”.


El Honorable Senador señor Larraín destacó que la norma reconoce a los usuarios de prestaciones de salud el derecho a participar en los comités de ética y advirtió que no resulta evidente la justificación de la indicación en debate, que suprime la adscripción obligatoria de los prestadores individuales al comité de ética que deberá tener cada Servicio de Salud, si aquéllos no están inscritos en alguno. Pero la frase anterior les obliga a informar a las personas de cuál comité forman parte.


- Puesta en votación, se rechazó por 3 votos en contra y una abstención. Estuvieron por rechazarla los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide, y se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.

TÍTULO III

DE LOS DEBERES DE LAS PERSONAS EN SALUD

Artículo 37 (pasa a ser 38)


Dispone que, sin perjuicio del deber del prestador de informar de acuerdo a lo indicado en el Párrafo 3º (que pasa a ser 4°) del Título II de este proyecto, la persona que solicita una atención de salud procurará informarse acerca del funcionamiento del establecimiento que la recibe, así como sobre los mecanismos de financiamiento existentes. Es obligación del prestador otorgar esta información.

Indicación N° 22) del Ejecutivo


Sustituye la referencia, para formularla al Párrafo 4°, como consecuencia de la inserción de un nuevo Párrafo 1° en ese Título.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide.
Artículo 38 (pasa a ser 39)


Enuncia deberes de las personas que ingresan a un establecimiento de salud: deben cuidar las instalaciones y el equipamiento y tratar respetuosamente a los integrantes del equipo de salud, obligación esta última que se hace extensiva a los familiares, representantes legales y amigos. El trato irrespetuoso grave o los actos de violencia verbal o física del paciente en contra de los integrantes del equipo de salud o de otras personas darán lugar al alta disciplinaria de la persona. Cuando la situación lo amerite, se podrá recurrir a la fuerza pública para restringir el acceso al establecimiento de quienes afecten el normal desenvolvimiento de las actividades en él desarrolladas. Todo lo anterior es sin perjuicio del derecho a perseguir las responsabilidades civiles o penales que correspondan.

Indicación N° 23) del Ejecutivo


La letra a) de esta indicación reemplaza el sustantivo “amigos”, en el segundo inciso, por la frase “otras personas que lo acompañen o visiten”, expresión esta última que resulta más comprehensiva y objetiva.


La letra b) suprime el adjetivo “grave”, que califica al trato irrespetuoso, en el inciso tercero. 


El Honorable Senador señor Girardi manifestó una duda respecto de que proceda el alta disciplinaria autorizada por este artículo y especificó que sí puede ser procedente, en casos como los allí descritos, recabar el auxilio de la fuerza pública, para restablecer el orden.


Los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín hicieron hincapié en que el alta disciplinaria está concebida como una facultad, no una obligación, y que la disposición puede complementarse con una frase que añada el requisito de que dicha alta no ponga en riesgo la vida o la salud del paciente.


Las dos indicaciones fueron aprobadas, la de la letra b) lo fue con la adición que se ha dicho, y la de la letra a) con un ajuste de forma, de manera que quede claro que el deber enunciado en el inciso segundo recae en el paciente, sus familiares, sus representantes legales y en toda persona que visite o acompañe a cualquiera de los anteriores.


- Concurrieron a estos acuerdos todos los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su aprensión sobre la frase final del inciso tercero del artículo en estudio, que hace reserva del derecho a perseguir la responsabilidad civil y penal de quienes hayan afectado el normal desenvolvimiento de las actividades desarrolladas en el establecimiento de salud o han incurrido en actos de violencia verbal o física o en trato irrespetuoso. Señaló que no es posible asignar ese tipo de responsabilidades a pacientes que pueden haber obrado obnubilados o privados permanente o momentáneamente de razón, por lo que pidió votación dividida para la frase final en comento, pues no concurriría a su aprobación.


- La frase en cuestión fue aprobada por 3 votos a favor y una abstención, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide. Votaron por aprobarla los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín.

TÍTULO IV

DEL CUMPLIMIENTO DE LA LEY

Artículo 41 (pasa a ser 42)


Dispone que sea obligación de los prestadores dar cumplimiento a los derechos que consagra esta ley y que el control de ello corresponderá a la Superintendencia de Salud, por intermedio de la Intendencia de Prestadores. El Intendente tiene la facultad de recomendar medidas correctoras de las irregularidades que detecte y de fijar un plazo para su adopción.


El inciso cuarto de este artículo establece que, si transcurrido el plazo fijado, que no podrá ser superior a dos meses, sin que el prestador cumpla la orden, el Intendente lo sancionará de acuerdo con las normas establecidas en los Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud
. 


El inciso quinto concede al prestador el recurso de reposición y el jerárquico en subsidio, sin perjuicio de que pueda ocurrir a la justicia ordinaria. Si la reposición es rechazada en todo o parte, el expediente se eleva al Superintendente, para que conozca el recurso jerárquico, si ha sido interpuesto.

Indicación N° 24) del Ejecutivo


La letra a) de esta proposición de enmienda corrige la redacción del inciso cuarto, mejorándola.


La letra b) elimina la oración final del inciso quinto, sobre elevación del expediente al Superintendente, en caso que se haya interpuesto el recurso jerárquico. La oración resulta innecesaria, pues el artículo 59 de la ley N° 19.880, sobre procedimientos administrativos, contiene la misma disposición. 


- Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Larraín y Ruiz-Esquide.
TÍTULO V

DISPOSICIONES VARIAS

- - - - - - - -

Indicación N° 56 A


Del Honorable Senador señor Rossi, intercala un artículo 42 nuevo que, de ser aprobado, corresponderá signar con el número 43 e incidirá en la numeración del actual artículo 42.


La norma que propone esta indicación sustituye el artículo 393 del Código Penal, que castiga el delito de cooperación al suicidio con presidio menor en sus grados medio a máximo
, si se produce la muerte.


El precepto sustitutivo tipifica tres conductas antijurídicas diferentes.


El primer inciso castiga con pena de presidio mayor en su grado mínimo
 al que quitare la vida a otro, según el deseo expreso y serio del mismo.


El inciso segundo sanciona con presidio menor en su grado máximo
 al que induzca a otro a suicidarse.


El inciso tercero penaliza con presidio menor en su grado medio
 al que, con conocimiento de causa, presta auxilio a otro para que se suicide.


Los dos incisos siguientes consagran reglas complementarias.


El inciso cuarto exige, para que las conductas antes descritas sean punibles, que se produzca la muerte del suicida, lo que excluye las figuras de tentativa y delito frustrado.


El inciso quinto exime de responsabilidad penal al médico que haya desarrollado alguna de las conductas tipificadas en los incisos anteriores, si ha cumplido los requisitos de cuidados contenidos en el Código Sanitario, y lo ha comunicado a la comisión ética de comprobación. 


En vista de lo acordado respecto de las indicaciones del mismo autor relacionadas con la eutanasia activa, la Comisión rechazó también ésta.


- Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chahuán y Ruiz-Esquide y por la aprobación el Honorable Senador señor Rossi.

- - - - - - - -

Artículo 42 (pasa a ser 43)


Modifica el número 1° del artículo 3° de la ley 
N° 4.808, sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000. El precepto que se enmienda señala qué actos se inscriben en el libro de nacimientos y su ordinal 1° expresa que lo serán los nacimientos que ocurran en el territorio de cada comuna.


El artículo 42 del proyecto adiciona ese ordinal con la oración “lo cual se hará de acuerdo al domicilio permanente de la madre y no donde ocasionalmente ocurrió el nacimiento, pudiendo concurrir a cualquier oficina del Registro Civil. La inscripción se deberá hacer por requerimiento en la oficina del domicilio de la madre, y en donde no se cuente con oficina, deberá hacerse en la oficina cabecera comunal”.

Indicación N° 57


Del Honorable Senador señor Gómez, reemplaza el artículo 42, por otro, que introduce modificaciones a los artículos 3° y 31 de la Ley sobre Registro Civil. 


El número 1) agrega un párrafo nuevo al ordinal 1° del artículo 3°, conforme al cual el padre o la madre, al requerir la inscripción de nacimiento, podrá solicitar que, junto con anotarse la comuna en que nació su hijo, se registre, en la misma partida, la comuna o localidad en la que esté avecindada la madre del recién nacido, la que deberá consignarse como lugar de origen de éste.


El número 2) incorpora un ordinal 5°, nuevo, en el artículo 31. Este precepto señala las menciones especiales que deben contener las partidas de nacimiento, además de las comunes a toda inscripción.


El número 5° que se agrega especifica que la comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido deberá consignarse como lugar de origen del hijo, tanto en esta partida, cuanto en el certificado de nacimiento.


El señor Ministro de Salud informó que el Ejecutivo cuenta con un proyecto sobre el Servicio de Registro Civil e Identificación que resuelve en forma integral el tema al que apuntan el artículo 42 y la indicación, iniciativa que pronto será enviada a tramitación legislativa. 


El Honorable Senador señor Chahuán dejó constancia de que en la Cámara de Diputados se encuentra pendiente un proyecto de ley de su autoría, que resuelve este mismo problema.


- La indicación N° 57 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA


El único artículo transitorio del proyecto difiere la entrada en vigencia de la ley a seis meses después de su publicación en el Diario Oficial y ordena que dentro de ese plazo el Ministerio de Salud dicte los reglamentos complementarios.

Indicación N° 25) del Ejecutivo


Reemplaza el inciso primero del artículo transitorio, de manera que la entrada en vigencia de la ley se produzca el primer día del sexto mes siguiente a la publicación. 


- Se aprobó con idéntica votación que la precedente.

- - - - - - -


Finalmente, la Comisión rectificó todas las remisiones internas a disposiciones del proyecto, en consonancia con las decisiones precedentes.


Asimismo, sustituyó la expresión “y/o” por la conjunción “y” u “o”, según correspondiera, en todos los casos en que aparecía empleada en el texto.


- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión.

- - - - - - - -

MODIFICACIONES




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud propone introducir al proyecto de ley contenido en su Segundo Informe las modificaciones que se pormenorizan a continuación, haciendo presente que, como las indicaciones del Presidente de la República fueron presentadas en un plazo especial, después de confeccionado el Boletín respectivo, éstas se individualizan especificando que son del Ejecutivo:

ARTÍCULO 2°
- Sustituir el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a que, cualquiera que sea el prestador que le otorgue atención de salud en las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y la rehabilitación del individuo, éstas sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna, en las formas y condiciones que determinan la Constitución y las leyes, de acuerdo a las condiciones previstas en éstas.”.

(Indicaciones Nos 1 y 2; mayoría 3 x 1).

ARTÍCULO 3°

- En el inciso segundo, suprimir la oración “Se consideran prestadores institucionales los hospitales, clínicas, consultorios, centros médicos y otros destinados a la atención de salud, tanto de atención abierta o ambulatoria, como atención cerrada u hospitalización.”. 

(Indicación N° 1) a) del Ejecutivo; unanimidad 4 x 0).


- En el mismo inciso segundo, reemplazar la frase “los órganos directivos de aquéllos” por la expresión “sus órganos”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado; unanimidad 4 x 0).

- Agregar en el inciso final, a continuación de la palabra “acreditación”, los términos “cuando correspondan.” 

 (Indicación N° 1) b) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

- - - - - - - -


- Insertar a continuación el siguiente Párrafo nuevo en el Título II, enmendado en consecuencia la numeración de los demás Párrafos del Título y la de los siguientes artículos del proyecto:

“Párrafo 1°

De la Seguridad en la Atención de Salud

Artículo 4°.- Toda persona tiene derecho a que, en el marco de la atención de salud que se le brinda, los miembros del equipo de salud y los prestadores institucionales cumplan las normas vigentes en el país en materia de seguridad del paciente y calidad de la atención de salud, referentes a materias tales como infecciones intrahospitalarias, identificación y accidentabilidad de los pacientes, errores en la atención de salud y, en general, todos aquellos eventos adversos evitables según las prácticas comúnmente aceptadas. Adicionalmente, toda persona o quien la represente tiene derecho a ser informada acerca de la ocurrencia de un evento adverso, independientemente de la magnitud de los daños que aquél haya ocasionado.


Las normas o protocolos a que se refiere el inciso primero serán aprobados por resolución del Ministro de Salud, publicada en el Diario Oficial, la que además deberá ser permanentemente revisada y actualizada de acuerdo a la evidencia científica disponible.”.

(Indicación N° 2) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0, e indicación N° 3, mayoría 3 x 1 abstención).

ARTÍCULO 4°


- Pasa a ser artículo 5°, con las siguientes modificaciones:


- En la letra a) del inciso segundo, reemplazar la frase “por su origen étnico, nacionalidad o condición” y la coma escrita antes de ella, por las palabras “adolezcan de alguna discapacidad”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Sustituir la letra c) del mismo inciso, por la siguiente:

“c) Resguardar el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona durante su atención de salud. En especial, se deberá asegurar estos derechos en relación con la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones, cualquiera que sea su fin o uso. En todo caso, para la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para usos o fines periodísticos o publicitarios se requerirá autorización escrita del paciente.”.

(Indicación N° 3) b) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- La letra d) del inciso segundo pasa a ser inciso tercero de este artículo, reemplazada como sigue:

“La atención otorgada por alumnos en establecimientos de carácter docente asistencial, como también en las entidades que han suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, deberá contar con la supervisión de un médico u otro profesional de la salud que trabaje en dicho establecimiento y que corresponda según el tipo de prestación.”.

(Indicación N° 3) c) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Insertar a continuación un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:

“Un reglamento del Ministerio de Salud, establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el literal c) y en el inciso precedente.”.

(Indicación N° 3) a) del Ejecutivo y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 5°

- Reemplazar en el inciso primero la frase “que respecto de esta materia dicte el Ministerio de Salud”, por la siguiente: “interna de cada establecimiento, la que en ningún caso podrá restringir este derecho de la persona más allá de lo que requiera su beneficio clínico” (Indicación N° 4) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 6°


- Pasa a ser artículo 7°, con las siguientes modificaciones:


- En el inciso primero, insertar la palabra “institucional” a continuación del término “prestador”.

(Indicación N° 5) a) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- En el inciso segundo, sustituir la expresión “Ministerio de Salud” por “Ministro de Salud”.

(Indicación N° 5) b) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Incorporar como inciso tercero, nuevo, el siguiente:

“Los prestadores individuales estarán obligados a proporcionar la información señalada en las letras a) y b) y en el inciso precedente.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 8°

- Reemplazar el inciso segundo por los siguientes:
“Dicha información será proporcionada directamente al mayor de catorce años de edad y menor de dieciocho, así como a sus padres o representantes legales. Sin perjuicio de ello, si el menor solicita que ellos no sean informados respecto de algún aspecto específico de su salud, el profesional tratante solicitará el pronunciamiento al respecto del comité de ética del establecimiento o, en su ausencia, el del Director de este último.

Tratándose de los menores de catorce años la información indicada en el inciso primero se deberá entregar a sus padres o representantes legales. A estos menores igualmente se les deberá informar, atendiendo a sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, a menos que los padres o sus representantes legales se opongan.”.

(Indicación N° 9 e indicación N° 6) a) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- En el inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto, intercalar la frase “a juicio de su médico tratante”, a continuación de la frase “Cuando la condición de la persona”, precedida y seguida de una coma.

(Indicación N° 6) c) del ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


En el inciso cuarto, que pasa a ser inciso quinto, reemplazar la palabra “aquéllas” por “aquella”, la expresión “y/o” por la conjunción “o” y la forma verbal “encuentra” por “encuentre”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 9°


- Pasa a ser artículo 10, con la siguiente modificación:


- Sustituir el inciso primero, por el que sigue:

“Artículo 10.- Toda persona mayor de catorce años tiene derecho a manifestar por escrito su voluntad de no ser informada, a menos que lo exija la protección de la vida de otra persona o que, por razones de orden sanitario, resulte necesaria la adopción de conductas y hábitos especiales por parte de ella. Podrá designar, en ese mismo acto, la o las personas que en su nombre reciban la información respectiva.”.

(Indicaciones Nos 11 y 12, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 10


- Pasa a ser artículo 11, con las siguientes modificaciones:


- Sustituir en el inciso primero la frase “razones de salud pública que así lo justifiquen, o bien,”, por la siguiente: “por autorización expresa del paciente o de su representante legal, por razones de salud pública que así lo justifiquen, o en caso”.
(Indicación N° 7) a) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Reemplazar el inciso segundo por el que se señala a continuación:

“La información proporcionada a los familiares directos deberá ser previamente autorizada por la persona mayor de catorce años. En el caso de los menores de dieciocho años la información será proporcionada también a sus representantes legales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°. La información entregada a terceros en razón del tratamiento deberá resguardar el derecho a la confidencialidad de la atención de salud y de la información personal que surge de ésta.”.

(Indicaciones Nos 13 y 14, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 11


- Pasa a ser artículo 12, con las siguientes modificaciones:


- Agregar a la letra a), antes del punto y coma final, la siguiente frase “y del profesional que actuó como tratante principal”.

(Indicación N° 8) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Reemplazar la coma y la conjunción “y” al final de la letra b), por un punto y coma, y el punto final de la letra c) por una coma y la conjunción “y”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Insertar luego la siguiente letra d), nueva:

“d) Un listado de los medicamentos y dosis suministrados durante el tratamiento y los prescritos en la receta médica.”.

(Indicaciones Nos 15 y 16, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 12

- Pasa a ser artículo 13, con las siguientes modificaciones:

- Escribir una coma a continuación de la expresión “de las personas”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

- Reemplazar en el inciso primero las palabras finales “contenida en ella”, por la frase “así como la autenticidad de su contenido y de los cambios efectuados en ella”, precedida de una coma.
(Indicación N° 9) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 13


- Pasa a ser artículo 14, con las siguientes modificaciones:

- Agregar a continuación del punto final del inciso segundo la siguiente oración: “Ello incluye al personal de salud o administrativo del mismo prestador, no vinculado a la atención de la persona.”.
(Indicación N° 10) a) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- En el encabezado del inciso tercero, intercalar entre los términos “ficha” y “deberá”, la frase “copia de la misma o parte de ella”, entre comas.

(Indicación N° 10) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- En la letra b) del inciso tercero, suprimir la expresión “a su apoderado” y la coma que le sigue, así como la frase “o solicitud de la Superintendencia de Salud”,

(Indicación N° 10) c) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

- En el mismo literal b), eliminar la coma a continuación de la expresión “por escrito” y agregar una coma luego del término “herederos”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).


- Sustituir la frase final de la letra b) “el inciso segundo del artículo 8°”, por la siguiente: “los incisos segundo y tercero del artículo 9°”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).




- En la letra c), suprimir la expresión “de garantía”, que figura luego del término “juez”.

(Indicación N° 10) d) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- En la misma letra sustituir la frase “remitirá la ficha clínica”, por esta otra: “remitirá los antecedentes requeridos”. 

(Indicación N° 10) e) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Sustituir en la letra d) la oración “Al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud”, por la siguiente “Al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a la Superintendencia de Seguridad Social, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, de acuerdo a sus respectivas atribuciones legales”.
(Indicación N° 10) f) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- También en la letra d), eliminar la oración final “En caso que las conclusiones o resultados sean divulgados, el tratamiento de la información emanada de las fichas deberá garantizar que ésta no pueda asociarse a persona determinada o determinable.”.
(Indicación N° 10) g) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

- Agregar al final del inciso cuarto, precedida de una coma, la siguiente oración: “los que deberán constar en la solicitud. No obstante, el paciente o su representante podrán oponerse a la entrega de esta información, debiendo asumir las consecuencias que de ello se sigan.”.
(Indicación N° 10) h) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Insertar como inciso sexto, nuevo, pasando el actual a ser inciso séptimo, el siguiente:

“En caso de que el prestador sea demandado en juicio, siempre podrá hacer uso de la información contenida en la ficha para su adecuada defensa.”.

(Indicación N° 10) i) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Suprimir, en el inciso sexto, que pasó a ser séptimo, la palabra “dos”, que precede a la expresión “incisos anteriores”.

(Indicación N° 10) j) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

ARTÍCULO 14


- Pasa a ser artículo 15, con las siguientes modificaciones:

- Sustituir en el inciso primero la remisión al artículo “17” por “18”, y en los incisos segundo y tercero, que pasa a ser cuarto, la remisión al artículo “8°” por “9°”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

- Insertar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser inciso cuarto:

“En ningún caso el rechazo a tratamientos podrá tener como objetivo la aceleración artificial de la muerte, la realización de prácticas eutanásicas, o el auxilio al suicidio.”.

(Indicación N° 11) del Ejecutivo, mayoría 3 x 1 abstención).


En el inciso tercero, que pasó a ser cuarto, reemplazar la forma verbal “deberá”, escrita a continuación de las palabras “aceptación o rechazo”, por “deberán”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 15


- Pasa a ser artículo 16, con la siguiente modificación:

- Sustituir en la letra a) la remisión al artículo “14” por “15” y en la letra b) la expresión “y/o” por la conjunción “o”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).
ARTÍCULO 16


- Pasa a ser artículo 17, con la siguiente modificación:


- En el inciso primero suprimir la palabra “mental” que sigue al vocablo “enfermedad”.

(Indicación N° 12) a) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 17


- Pasa a ser artículo 18, con las siguientes modificaciones:


- Reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 18.- La persona que fuere informada que su estado de salud es terminal, tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida, sin perjuicio de mantener las medidas de soporte ordinario. En ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.”.

(Indicaciones Nos 27 y 28, unanimidad 5 x 0).


- Sustituir en el inciso cuarto la frase “personas que estén a su cuidado”, por “personas a cuyo cuidado estén”.
(Indicación N° 13) a) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Reemplazar en el inciso sexto la expresión inicial “Sin perjuicio de lo anterior”, así como la coma que le sigue, por la palabra “Siempre”.

(Indicación N° 13) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

ARTÍCULO 18


- Pasa a ser artículo 19, con las siguientes modificaciones:


- Eliminar en el inciso cuarto la oración “también se podrá expresar la voluntad de donar órganos de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.451. También en ella”.

(Indicación N° 14) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Sustituir en el inciso quinto la palabra “ésta”, que precede a la expresión “sea atendida”, por la expresión “la persona”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).

- Sustituir en el mismo inciso quinto la remisión al artículo “22” por “23”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).
ARTÍCULO 19


- Pasa a ser artículo 20, con las siguientes modificaciones:

- Sustituir en el inciso primero la remisión al artículo “22” por “23”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

- En el inciso segundo reemplazar la palabra “rechazados” por “rechazadas”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).


- En el inciso cuarto sustituir la palabra “respectiva”, que figura luego de la denominación “Corte de Apelaciones”, por la frase “del domicilio del actor”, y suprimir la oración “y tendrá preferencia para su vista y fallo”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).


- Agregar al final del inciso quinto la frase “de acuerdo al caso clínico específico”, precedida de una coma.

(Indicación N° 15) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

ARTÍCULO 22


- Pasa a ser artículo 23, con las siguientes modificaciones:


- Sustituir la palabra “funcionamiento” por la expresión “funcionamiento suficientemente periódico”.

(Indicaciones Nos 41 y 42, mayoría 2 x 1 abstención).


- Eliminar la oración “las facultades de la Autoridad Sanitaria para acreditar y controlar” y la coma escrita a continuación de la misma.

(Indicación N° 16) a) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Intercalar las palabras “de su elección”, seguidas de una coma, entre el vocablo “ética” y la preposición “en”.

(Indicación N° 16) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Insertar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Dichos comités deberán existir al menos en los siguientes establecimientos, siempre que presten atención cerrada: autogestionados en red, experimentales, de alta complejidad y en los institutos de especialidad.”.

(Indicación N° 16) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

ARTÍCULO 23


- Pasa a ser artículo 24, con las siguientes modificaciones:


- Insertar en el inciso primero, a continuación de la palabra “biomédica” y precedida de una coma, la frase “en los términos de la ley N° 20.120”.

(Indicaciones Nos 43 y 44 y 17) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Sustituir la remisión a los artículos “8°” y “16” por “9°” y “17”, respectivamente.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

ARTÍCULO 24


- Pasa a ser artículo 25, con las siguientes modificaciones:


- Insertar a continuación de la denominación “Ministerio de Salud”, entre comas, la frase “en los términos de la ley 
N° 20.120”. 

(Indicaciones Nos 47 y 48 y 18) c) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Suprimir la palabra “control”, y la coma que le sigue, entre las palabras “constitución,” y “funcionamiento”.

(Indicación N° 18) a) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Reemplazar la oración “las facultades de la Autoridad Sanitaria para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités” por la siguiente: “para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités por parte de la Autoridad Sanitaria”.

(Indicación N° 18) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

ARTÍCULO 26


- Pasa a ser artículo 27, con la siguiente modificación:


- Sustituir la remisión al artículo “25” por “26”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

ARTÍCULO 27


- Pasa a ser artículo 28, con las siguientes modificaciones:


- Sustituir la remisión a los artículos “15” y “16” por “16” y “17”, respectivamente.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).


- Insertar a continuación de la expresión “fines contraceptivos” la palabra “psicocirugía”, precedida de una coma.

(Indicación N° 19) a) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Reemplazar la oración “la revisión previa de la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental a que se refiere el artículo 32”, por la siguiente: “el informe favorable del comité de ética del establecimiento”.
(Indicación N° 19) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Eliminar la oración “En el caso de psicocirugía, esta revisión previa deberá proceder siempre.”.

(Indicación N° 19) c) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).

Artículo 28


- Pasa a ser artículo 29, con las siguientes modificaciones:


- Sustituir en el inciso segundo la remisión al artículo “32” por “33”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).


- Eliminar del inciso tercero la frase “o revisará la legalidad e idoneidad”.

(Indicación N° 20) a) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Reemplazar en el inciso cuarto la expresión “y/o” por la conjunción “y”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).


- En el mismo inciso reemplazar la palabra “correspondiente”, que figura a continuación de la denominación “Corte de Apelaciones”, por la frase “del lugar en que esté hospitalizado el paciente”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).


- Agregar al final del inciso cuarto, precedida de una coma, la frase “sin perjuicio de las demás acciones legales que correspondan”.

(Indicación N° 20) b) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


- Sustituir en el inciso quinto la remisión al artículo “13” por “14”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

ARTÍCULO 32


- Pasa a ser artículo 33, con las siguientes modificaciones:


- Sustituir en la letra a) del inciso segundo la expresión “y/o” por la conjunción “y”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

- Agregar en el inciso penúltimo la frase “del domicilio del afectado”, a continuación de la expresión “Corte de Apelaciones”, y la frase “del lugar en que tengan su asiento”, en reemplazo del vocablo “respectiva”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).


- Suprimir en el inciso final la frase “y tendrán preferencia para su vista y fallo”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).

ARTÍCULO 37


- Pasa a ser artículo 38, con la siguiente modificación:


- Sustituir la expresión “Párrafo 3°” por “Párrafo 4°”.

(Indicación N° 22) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 38


- Pasa a ser artículo 39, con las siguientes modificaciones:


- Reemplazar en el inciso segundo la palabra “amigos” por la frase “otras personas que los acompañen o visiten”.

(Indicación N° 23) a) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Suprimir en el inciso tercero la palabra “grave” que figura a continuación del vocablo “irrespetuoso”.

(Indicación N° 23) b) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Insertar en el inciso tercero, a continuación de la expresión “sus propios actos”, la oración “y siempre que con ella no se ponga en riesgo la vida o la salud del paciente”, seguida de una coma, y eliminar la coma escrita antes de la expresión “a requerir”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 41


- Pasa a ser artículo 42, con las siguientes modificaciones:


- Reemplazar en el inciso cuarto la oración “no podrá ser superior a dos meses, y el prestador no cumpliere la orden, sancionará al prestador”, por la siguiente: “no excederá de dos meses, y el prestador no cumpliere la orden, éste será sancionado”.

(Indicación N° 24) a) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).


- Eliminar en el inciso quinto la oración “Rechazada total o parcialmente una reposición, se elevará el expediente al Superintendente de Salud, si junto con ésta se hubiere interpuesto subsidiariamente el recurso jerárquico.”.

(Indicación N° 24) b) del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 42


- Pasa a ser artículo 43, sustituido por el que sigue:

“Artículo 43.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000:

1) Agrégase, en el número 1° del artículo 3°, el siguiente párrafo segundo, nuevo, sustituyéndose el actual punto y coma (;) que figura al final del referido número por un punto aparte(.):

“El padre o la madre, al requerir esta inscripción, podrá solicitar que, junto con anotarse la comuna en que nació su hijo, se registre, en la misma partida, la comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido, la que deberá consignarse como lugar de origen de éste;”.

2) Modifícase el artículo 31, de la siguiente manera:

a. Elimínase, en el número 3°, la conjunción copulativa “y”, la segunda vez que aparece.

b. Agrégase, a continuación del último párrafo del número 4°, el siguiente número 5°, nuevo:

“5°. La comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido deberá consignarse tanto en esta partida, cuanto en el certificado de nacimiento, como lugar de origen del hijo.”.”.

(Indicación N° 57, unanimidad 3 x 0).

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


- Reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

(Indicación N° 25) del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).


Asimismo, la Comisión de Salud propone aprobar las constancias estampadas en la página ++91++ de este informe.

- - - - - - - 


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes que las personas tienen en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.

Sus disposiciones se aplicarán a cualquier tipo de prestador de acciones de salud, ya sea público o privado.

Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a que, cualquiera que sea el prestador que le otorgue atención de salud en las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y la rehabilitación del individuo, éstas sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna, en las formas y condiciones que determinan la Constitución y las leyes, de acuerdo a las condiciones previstas en éstas.

La atención que se proporcione a las personas con discapacidad física o mental y a aquellas que se encuentren privadas de libertad, deberá regirse por las normas que dicte el Ministerio de Salud, para asegurar que aquélla sea oportuna y de calidad.



Artículo 3°.- Se entiende por prestador de salud, en adelante el prestador, toda persona, natural o jurídica, pública o privada, cuya actividad sea el otorgamiento de atenciones de salud. Los prestadores son de dos categorías: los prestadores institucionales y los prestadores individuales.

Los prestadores institucionales son los establecimientos asistenciales, entendiendo por tales a toda organización de medios personales, materiales e inmateriales destinada al otorgamiento de prestaciones de salud, dotada de una individualidad determinada y ordenada bajo una dirección, cualquiera sea su naturaleza y nivel de complejidad. Corresponde a sus órganos la misión de velar porque al interior de los establecimientos indicados se respeten los contenidos de esta ley. 

Los prestadores individuales son las personas naturales que, ejerciendo de manera independiente, dependiente de un prestador institucional o a través de un convenio con éste, otorgan prestaciones de salud directamente a las personas o colaboran directa o indirectamente en la ejecución de éstas. Se consideran prestadores individuales los profesionales de la salud a que se refiere el Libro Quinto del Código Sanitario. Las normas de esta ley serán aplicables también, en lo que corresponda, a los demás profesionales y trabajadores que, por cualquier causa, deban atender público o se vinculen con el otorgamiento de las atenciones de salud.

Todo prestador, para el otorgamiento de las prestaciones de salud, deberá cumplir con las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, incluyendo los procesos de certificación y acreditación cuando correspondan.

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS PERSONAS EN SU ATENCIÓN DE SALUD

Párrafo 1°

De la Seguridad en la Atención de Salud

Artículo 4°.- Toda persona tiene derecho a que, en el marco de la atención de salud que se le brinda, los miembros del equipo de salud y los prestadores institucionales cumplan las normas vigentes en el país en materia de seguridad del paciente y calidad de la atención de salud, referentes a materias tales como infecciones intrahospitalarias, identificación y accidentabilidad de los pacientes, errores en la atención de salud y, en general, todos aquellos eventos adversos evitables según las prácticas comúnmente aceptadas. Adicionalmente, toda persona o quien la represente tiene derecho a ser informada acerca de la ocurrencia de un evento adverso, independientemente de la magnitud de los daños que aquél haya ocasionado.


Las normas o protocolos a que se refiere el inciso primero serán aprobados por resolución del Ministro de Salud, publicada en el Diario Oficial, la que además deberá ser permanentemente revisada y actualizada de acuerdo a la evidencia científica disponible.
Párrafo 2°
Del derecho a un trato digno

Artículo 5°.- En su atención de salud, las personas tienen derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia.

En consecuencia, los prestadores deberán:

a) Velar porque se utilice un lenguaje adecuado y comprensible durante la atención; cuidar que las personas que adolezcan de alguna discapacidad, no tengan dominio del idioma castellano o sólo lo tengan en forma parcial, puedan recibir la información necesaria y comprensible, por intermedio de un funcionario del establecimiento, si existiere, o con apoyo de un tercero que sea designado por la persona atendida.

b) Velar porque se adopten actitudes que se ajusten a las normas de cortesía y amabilidad generalmente aceptadas, y porque las personas atendidas sean tratadas y llamadas por su nombre.

c) Resguardar el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona durante su atención de salud. En especial, se deberá asegurar estos derechos en relación con la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones, cualquiera que sea su fin o uso. En todo caso, para la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para usos o fines periodísticos o publicitarios se requerirá autorización escrita del paciente.

La atención otorgada por alumnos en establecimientos de carácter docente asistencial, como también en las entidades que han suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, deberá contar con la supervisión de un médico u otro profesional de la salud que trabaje en dicho establecimiento y que corresponda según el tipo de prestación.

Un reglamento del Ministerio de Salud, establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el literal c) y en el inciso precedente.

Párrafo 3°
Del derecho a tener compañía y asistencia espiritual

Artículo 6°.- Toda persona tiene derecho a que los prestadores le faciliten la compañía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con ocasión de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamentación interna de cada establecimiento, la que en ningún caso podrá restringir este derecho de la persona más allá de lo que requiera su beneficio clínico.

Asimismo, toda persona tiene derecho a recibir, oportunamente, consejería, asistencia religiosa o espiritual, si así lo deseare, en conformidad a la ley.

En aquellos territorios con alta concentración de población indígena, los prestadores institucionales públicos deberán asegurar el derecho de las personas pertenecientes a los pueblos originarios a recibir una atención de salud con pertinencia cultural, lo cual se expresará en la aplicación de un modelo de salud intercultural validado ante las comunidades indígenas, el cual deberá contener, a lo menos, el reconocimiento, protección y fortalecimiento de los conocimientos y las prácticas de los sistemas de sanación de los pueblos originarios; la existencia de facilitadores interculturales y señalización en idioma español y del pueblo originario que corresponda al territorio, y el derecho a recibir asistencia religiosa propia de su cultura.

Párrafo 4°
Del derecho de información

Artículo 7°.- Toda persona tiene derecho a que el prestador institucional le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito, respecto de los siguientes elementos:
a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles y los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a dichas prestaciones, así como el valor de las mismas.

b) Las condiciones previsionales de salud requerida, los antecedentes o documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la atención de salud.

c) Las condiciones y obligaciones que las personas deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales, contempladas en sus reglamentos internos.

d) Las instancias y formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias.

Los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta de derechos y deberes de las personas en relación con la atención en salud, cuyo contenido será determinado mediante resolución del Ministro de Salud.

Los prestadores individuales estarán obligados a proporcionar la información señalada en las letras a) y b) y en el inciso precedente.

Artículo 8°.- Toda persona tiene derecho a que todos y cada uno de los miembros del equipo de salud que la atiendan, tengan algún sistema visible de identificación personal, incluyendo la función que desempeñan, así como a saber quién, para su caso, autoriza y efectúa diagnósticos y tratamientos.

Se entenderá que el equipo de salud comprende todo individuo que actúe como miembro de un equipo de personas, que tiene la función de realizar algún tipo de atención o prestación de salud. Lo anterior incluye a profesionales y no profesionales, tanto del área de la salud como de otras que tengan participación en el quehacer de salud.

Artículo 9°.- Toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional. 

Dicha información será proporcionada directamente al mayor de catorce años de edad y menor de dieciocho, así como a sus padres o representantes legales. Sin perjuicio de ello, si el menor solicita que ellos no sean informados respecto de algún aspecto específico de su salud, el profesional tratante solicitará el pronunciamiento al respecto del comité de ética del establecimiento o, en su ausencia, el del Director de este último.

Tratándose de los menores de catorce años la información indicada en el inciso primero se deberá entregar a sus padres o representantes legales. A estos menores igualmente se les deberá informar, atendiendo a sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, a menos que los padres o sus representantes legales se opongan.

Cuando la condición de la persona, a juicio de su médico tratante, no le permita recibir la información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con alteración de conciencia, la información a que se refiere el inciso primero de este artículo será dada a su representante legal, o en su defecto, a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de lo anterior, una vez que haya recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, deberá ser informada en los términos indicados en los incisos anteriores.

Tratándose de atenciones médicas de emergencia o urgencia, es decir, de aquellas en que la falta de intervención inmediata e impostergable implique un riesgo vital o secuela funcional grave para la persona y ella no esté en condiciones de recibir y comprender la información, ésta será proporcionada a su representante o a la persona a cuyo cuidado se encuentre, velando porque se limite a la situación descrita. Sin perjuicio de lo anterior, la persona deberá ser informada, de acuerdo con lo indicado en los incisos precedentes, cuando a juicio del médico tratante las condiciones en que se encuentre lo permitan, siempre que ello no ponga en riesgo su vida. La imposibilidad de entregar la información no podrá, en ningún caso, dilatar o posponer la atención de salud de emergencia o urgencia.

Los prestadores deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la adecuada confidencialidad durante la entrega de esta información, así como la existencia de lugares apropiados para ello. 

Artículo 10.- Toda persona mayor de catorce años tiene derecho a manifestar por escrito su voluntad de no ser informada, a menos que lo exija la protección de la vida de otra persona o que, por razones de orden sanitario, resulte necesaria la adopción de conductas y hábitos especiales por parte de ella. Podrá designar, en ese mismo acto, la o las personas que en su nombre reciban la información respectiva.

Si la persona decide no designar un receptor de esa información, el médico o profesional tratante deberá registrar los antecedentes relevantes asociados a las acciones vinculadas a la atención de salud en la ficha clínica, y el prestador o el establecimiento de salud deberán tomar los resguardos necesarios para la debida protección de dicha información.

El ejercicio de este derecho constituye una manifestación voluntaria, consciente y esencialmente revocable. 

Artículo 11.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente, la información acerca del estado de salud de la persona no deberá ser revelada a terceros, salvo por autorización expresa del paciente o de su representante legal, por razones de salud pública que así lo justifiquen, o en caso que la falta de información suponga un grave riesgo para la salud de terceros identificables.

La información proporcionada a los familiares directos deberá ser previamente autorizada por la persona mayor de catorce años. En el caso de los menores de dieciocho años la información será proporcionada también a sus representantes legales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°. La información entregada a terceros en razón del tratamiento deberá resguardar el derecho a la confidencialidad de la atención de salud y de la información personal que surge de ésta.

Artículo 12.- Toda persona tendrá el derecho a recibir, por parte del médico tratante, una vez finalizada su hospitalización, un informe legible que, a lo menos, deberá contener:

a) La identificación de la persona y del profesional que actuó como tratante principal;

b) El período de tratamiento;
c) Una información comprensible acerca del diagnóstico de ingreso y de alta, con sus respectivas fechas, y los resultados más relevantes de exámenes y procedimientos efectuados que sean pertinentes al diagnóstico e indicaciones a seguir, y
d) Un listado de los medicamentos y dosis suministrados durante el tratamiento y los prescritos en la receta médica.
Adicionalmente, el prestador deberá, previo al pago, si correspondiere éste, entregar por escrito la información sobre los aranceles y procedimientos de cobro de las prestaciones de salud que le fueron aplicables, incluyendo pormenorizadamente, cuando corresponda, los insumos, medicamentos, exámenes, derechos de pabellón, días-cama y honorarios de quienes le atendieron.

Además, toda persona podrá solicitar, en cualquier momento de su tratamiento, un informe que contenga el período de su tratamiento, el diagnóstico y los procedimientos aplicados.

Asimismo, toda persona tiene el derecho a que se le extienda un certificado que acredite su estado de salud y licencia médica si corresponde, cuando su exigencia se establezca por una disposición legal o reglamentaria, o cuando lo solicite para fines particulares. El referido certificado debe ser emitido de preferencia por el profesional que trató al paciente que solicita el certificado.

Párrafo 5°
De la reserva de la información contenida en la ficha clínica

Artículo 13.- La ficha clínica es el instrumento obligatorio en el que se registra el conjunto de información relativa a las diferentes áreas relacionadas con la salud de las personas, que tiene como finalidad la integración de la información necesaria en el proceso asistencial de cada paciente. Podrá configurarse de manera electrónica, en papel o en cualquier otro soporte, siempre que los registros sean completos y se asegure el oportuno acceso, conservación y confidencialidad de la información, así como la autenticidad de su contenido y de los cambios efectuados en ella.
Toda la información que surja, tanto de la ficha clínica como de los estudios y demás documentos donde se registren procedimientos y tratamientos a los que fueron sometidas las personas, será considerada como dato sensible, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° de la ley N° 19.628.

Artículo 14.- La ficha clínica permanecerá en poder del prestador, quien será responsable de la reserva de su contenido y deberá mantenerla por un período de, al menos, quince años. El Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, la forma y las condiciones bajo las cuales los prestadores deberán efectuar el almacenamiento de las fichas, así como las normas necesarias para su administración, adecuada protección y eliminación.

Ningún tercero que no esté directamente relacionado con la atención de salud de la persona tendrá acceso a la información que emane de la respectiva ficha clínica. Ello incluye al personal de salud o administrativo del mismo prestador, no vinculado a la atención de la persona.
Sin perjuicio de lo anterior, la información contenida en la ficha, copia de la misma o parte de ella, deberá ser entregada, total o parcialmente, a solicitud expresa de las personas y organismos que se indican a continuación, en los casos, forma y condiciones que se señalan:

a) Al titular de la ficha clínica.

b) A los representantes legales del titular de la ficha clínica, a un tercero debidamente autorizado por escrito y, mediante autorización judicial, a los herederos, en caso de fallecimiento del titular. Todas estas personas podrán obtener copia de las informaciones que sean de su interés. En caso de que el titular de la ficha sea menor de edad, se aplicará, en lo que corresponda, lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 9º.

c) A los Tribunales de Justicia, al Ministerio Público y a la Defensoría Penal Pública, en los procesos e investigaciones que se instruyan y en los casos en que la información de la ficha clínica, de quien tenga la calidad de parte o imputado, sea relevante para la dictación de las correspondientes resoluciones. En estos casos, será necesaria la autorización previa del juez que corresponda. Exhibida la autorización judicial el prestador remitirá los antecedentes requeridos al juez correspondiente, por un medio que dé garantía de confidencialidad. Asimismo, solicitará al juez custodia para el documento. La presentación como prueba en juicio de datos médicos o genéticos u otros de carácter sensible contenidos en la ficha clínica se someterá a la debida reserva.

d) Al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a la Superintendencia de Seguridad Social, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, de acuerdo a sus respectivas atribuciones legales, en los casos en que los datos sean necesarios para estudios estadísticos, de seguimiento, de salud pública, de fiscalización o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social. Para dichos efectos podrán solicitar informes sobre el contenido de la ficha, así como copia de toda o parte de ella. 

Los demás organismos públicos y privados que se encuentren facultados por ley para fiscalizar o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social, podrán solicitar un informe sobre aspectos específicos de la ficha clínica, los que deberán constar en la solicitud. No obstante, el paciente o su representante podrán oponerse a la entrega de esta información, debiendo asumir las consecuencias que de ello se sigan.

Las personas y los organismos a que se refieren los incisos tercero y cuarto serán responsables de mantener la confidencialidad del contenido de la ficha y de la identidad de su titular, así como también de utilizar la información que de ella emana exclusivamente para los fines requeridos.

En caso de que el prestador sea demandado en juicio, siempre podrá hacer uso de la información contenida en la ficha para su adecuada defensa. 

Sin perjuicio de lo indicado en los incisos anteriores, cuando por razones de investigación científica o epidemiológica, terceros ajenos a la atención de salud sean autorizados por el prestador para acceder al contenido de la ficha, se deberá asegurar la debida protección de la confidencialidad de la información de salud a que tengan acceso. En este caso el responsable de la conservación y custodia de la ficha clínica podrá requerir que el solicitante determine qué parte de la ficha o de la información precisa, de qué período de tiempo y el fin para el que se solicita.

Párrafo 6º
De la autonomía de las personas en su atención de salud

& 1. Del consentimiento informado

Artículo 15.- Toda persona tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, con las limitaciones establecidas en el artículo 18.

Este derecho debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada, para lo cual será necesario que el profesional tratante entregue información adecuada, suficiente y comprensible, según lo establecido en el artículo 9°.

En ningún caso el rechazo a tratamientos podrá tener como objetivo la aceleración artificial de la muerte, la realización de prácticas eutanásicas, o el auxilio al suicidio.

Por regla general, este proceso se efectuará en forma verbal, pero deberá constar por escrito en el caso de intervenciones quirúrgicas, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos y, en general, para la aplicación de procedimientos que conlleven un riesgo relevante y conocido para la salud del afectado. En estos casos, tanto la información misma, como el hecho de su entrega, aceptación o rechazo deberán constar por escrito en la ficha clínica del paciente y referirse, al menos, a los contenidos indicados en el inciso primero del artículo 9º. Se presume que la persona ha recibido la información pertinente para la manifestación de su consentimiento, cuando hay constancia de su firma en el documento explicativo del procedimiento o tratamiento al cual deba someterse.

Artículo 16.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, no se requerirá la manifestación de voluntad en las siguientes situaciones:

a) En caso que la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones señalados en el artículo 15, supongan un riesgo para la salud pública, de conformidad con lo dispuesto en la ley, debiendo dejarse constancia de ello en la ficha clínica de la persona.

b) En aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable y ésta no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.

c) Cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos se deberán adoptar las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida.

Artículo 17.- Tratándose de personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, o que carezcan de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad, certificada por un médico cirujano, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, sin perjuicio que la decisión temporal o definitiva, según corresponda, deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal o, en su defecto, por el apoderado designado para fines vinculados a su tratamiento y, en último caso, por la persona a cuyo cuidado se encuentre.

Los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho expresarán su voluntad personalmente. Sin perjuicio de ello, los padres o representantes legales deberán ser también consultados al respecto. Sin embargo, si el menor se opone a que ellos sean consultados, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida. Cuando el profesional tratante tenga dudas acerca de las situaciones anteriormente descritas o si el menor se opone a que dicha opinión sea requerida, corresponderá al comité de ética decidir acerca de la pertinencia de que el médico efectúe la consulta. Asimismo, dicho comité deberá ser consultado, en caso de que exista discrepancia entre la voluntad expresada por el menor y la opinión de sus padres o representantes. Los menores de catorce años de edad también deberán ser consultados, atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, su competencia cognitiva y su situación personal, sin perjuicio que la decisión definitiva corresponderá a sus padres o representantes legales.

& 2. Del estado de salud terminal y la voluntad manifestada previamente

Artículo 18.- La persona que fuere informada que su estado de salud es terminal, tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida, sin perjuicio de mantener las medidas de soporte ordinario. En ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.

Este derecho de elección no resulta aplicable cuando, como producto de la falta de esta intervención, procedimiento o tratamiento, se ponga en riesgo la salud pública, en los términos establecidos en el Código Sanitario. De esta circunstancia deberá dejarse constancia por el profesional tratante en la ficha clínica de la persona.

Para el correcto ejercicio del derecho establecido en el inciso primero, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar información completa y comprensible.

Las personas que se encuentren en este estado tendrán derecho a vivir con dignidad hasta el momento de la muerte. En consecuencia, tienen derecho a los cuidados paliativos que les permitan hacer más soportables los efectos de la enfermedad, a la compañía de sus familiares y personas a cuyo cuidado estén y a recibir, cuando lo requieran, asistencia espiritual.

Tratándose de menores de edad, personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, cuando sea posible, sin perjuicio que la decisión definitiva deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal.

Siempre podrá solicitar el alta voluntaria la misma persona o el apoderado designado de acuerdo al inciso cuarto del artículo siguiente o los parientes señalados en el artículo 42 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enumeración.

Artículo 19.- La persona podrá manifestar anticipadamente su voluntad de no someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud.

Dicha manifestación de voluntad deberá expresarse por escrito ante un ministro de fe o, al momento de la internación, ante el Director del establecimiento o en quien éste delegue tal función y el profesional de la salud responsable de su ingreso.

Mediante esta declaración anticipada una persona podrá manifestar su voluntad sobre los cuidados y tratamientos a los que desearía ser sometida en el evento de que se encuentre en una situación en la cual no esté en condiciones de expresar su consentimiento personalmente.

En esta declaración podrá designarse un apoderado para las decisiones vinculadas a los tratamientos. Asimismo, podrá expresarse la voluntad de que todos o algunos de los antecedentes específicos de su salud y de su ficha clínica no sean comunicados a terceros. De la existencia de esta declaración se deberá dejar constancia en la ficha clínica de la persona.

En esta declaración no se podrán incorporar decisiones o mandatos contrarios al ordenamiento jurídico vigente o propios del arte médico. En caso de duda, su aplicación concreta deberá ser revisada por el comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 23 le corresponda al establecimiento de salud donde la persona sea atendida, el que velará especialmente por el cumplimiento de los supuestos de hecho en ella descritos. De lo anterior, deberá dejarse constancia en la ficha clínica de la persona.

Las declaraciones de voluntad regidas por este artículo son actos personalísimos y esencialmente revocables, total o parcialmente. La revocación podrá ser verbal y en cualquier momento, pero para ser oponible, deberá dejarse testimonio de ella por escrito.

& 3. Normas generales aplicables

Artículo 20.- En caso que el profesional tratante tenga dudas acerca de la competencia de la persona, o estime que la decisión manifestada por ésta o sus representantes legales la expone a graves daños a su salud o a riesgo de morir, que serían evitables prudencialmente siguiendo los tratamientos indicados, deberá solicitar la opinión del comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 23 le corresponda. 

Asimismo, si la insistencia en la indicación de los tratamientos o la limitación del esfuerzo terapéutico son rechazadas por la persona o por sus representantes legales, se podrá solicitar la opinión de dicho comité. 

En ambos casos, el pronunciamiento tendrá sólo el carácter de recomendación y sus integrantes no tendrán responsabilidad civil o penal respecto de lo que ocurra en definitiva. En caso que la consulta diga relación con la atención a menores de edad, el comité deberá tener en cuenta especialmente el interés superior de estos últimos.

Tanto la persona como cualquiera a su nombre podrán, si no se conformaren con la opinión del comité, solicitar a la Corte de Apelaciones del domicilio del actor la revisión del caso y la adopción de las medidas que estime necesarias. Esta acción se tramitará de acuerdo con las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.

Si el profesional tratante difiere de la decisión manifestada por la persona o su representante, podrá declarar su voluntad de no continuar como responsable del tratamiento, siempre y cuando asegure que esta responsabilidad será asumida por otro profesional de la salud técnicamente calificado, de acuerdo al caso clínico específico.

Artículo 21.- En caso que la persona, en virtud de los artículos anteriores, expresare su voluntad de no ser tratada, quisiere interrumpir el tratamiento o se negare a cumplir las prescripciones médicas, podrá solicitar el alta voluntaria. Asimismo, en estos casos, la Dirección del correspondiente establecimiento de salud, a propuesta del profesional tratante y previa consulta al comité de ética, podrá decretar el alta forzosa. 

Artículo 22.- Tratándose de personas en estado de muerte cerebral, la defunción se certificará una vez que ésta se haya acreditado de acuerdo con las prescripciones que al respecto contiene el artículo 11 de la ley N° 19.451, con prescindencia de la calidad de donante de órganos que pueda tener la persona.

Artículo 23.- El Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, las normas necesarias para la creación, funcionamiento suficientemente periódico y control de los comités de ética, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética de su elección, en caso de que no posean o no estén en condiciones de constituir uno. Además, fijará, a través de instrucciones y resoluciones, las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo. 

Dichos comités deberán existir al menos en los siguientes establecimientos, siempre que presten atención cerrada: autogestionados en red, experimentales, de alta complejidad y en los institutos de especialidad.

Párrafo 7º
De la protección de la autonomía de las personas respecto de su participación en protocolos de investigación científica

Artículo 24.- Toda persona deberá ser informada y tendrá derecho a elegir su incorporación en cualquier tipo de protocolo de investigación científica biomédica, en los términos de la ley N° 20.120. Su expresión de voluntad deberá ser previa, expresa, libre, informada, personal y constar por escrito. En ningún caso esta decisión podrá significar menoscabo en su atención ni menos sanción alguna.

En el caso de los menores de edad, se estará a lo dispuesto en los artículos 9° y 17.

Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Salud, en los términos de la ley N° 20.120, establecer, mediante reglamento, las normas necesarias para regular los requisitos de los protocolos de investigación y los procedimientos administrativos y normas sobre constitución, funcionamiento y financiamiento de comités para la evaluación ético-científica; para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités por parte de la Autoridad Sanitaria; la declaración y efectos sobre conflictos de interés de investigadores, autoridades y miembros de comités y, en general, las demás normas necesarias para la adecuada protección de los derechos de las personas respecto de la investigación científica biomédica.

Párrafo 8º
De los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual

Artículo 26.- En aquellas situaciones en que las personas con discapacidad psíquica o intelectual no pudieren comprender adecuadamente la información entregada, tanto en los aspectos médicos como administrativos, los prestadores deberán guardar especial cuidado en brindarles un trato digno y en respetar la autonomía y confidencialidad de su atención de salud.

Las personas con discapacidad psíquica o intelectual, que se encuentren en condiciones de manifestar su voluntad en las atenciones de salud, tendrán derecho a designar un apoderado para que se relacione con el equipo de salud tratante y el establecimiento que las acoja y para que las acompañe y asista en todo el proceso de atención de su salud, siendo éste el apoderado o representante legal para todos los efectos indicados en esta ley. Corresponderá al médico tratante resolver acerca de si la persona se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad.

En ningún caso podrán efectuarse, aun cuando el profesional de salud lo autorice, fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no está en condiciones de dar la autorización que el artículo 5º exige.

Artículo 27.- La reserva de la información que el profesional tratante debe mantener o la restricción al acceso, por parte de la persona, a los contenidos de su ficha clínica, en razón de los efectos negativos que esa información pudiera tener en su estado mental, obliga al profesional a informar a su representante legal o, en su defecto, al apoderado designado de acuerdo con el artículo 26, o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre, las razones médicas que justifican tal restricción.

Artículo 28.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de esta ley, si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad, las indicaciones y aplicación de tratamientos invasivos e irreversibles, tales como esterilización con fines contraceptivos, psicocirugía u otro de carácter irreversible, deberán contar siempre con el informe favorable del comité de ética del establecimiento. 

Artículo 29.- Una persona puede ser objeto de hospitalización involuntaria siempre que se reúnan todas las condiciones siguientes:

a) Certificación de un médico cirujano que indique fundadamente la necesidad de proceder al ingreso de una persona para llevar a cabo la evaluación de su estado de salud mental;



b) Que el estado de la misma comporte un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros;



c) Que la hospitalización tenga exclusivamente una finalidad terapéutica;



d) Que no exista otro medio menos restrictivo de suministrar los cuidados apropiados, y



e) Que el parecer de la persona atendida haya sido tenido en consideración. De no ser esto último posible, se tendrá en cuenta la opinión de su representante legal o, en su defecto, de su apoderado a efectos del tratamiento y en ausencia de ambos de la persona a él más vinculada por razón familiar o de hecho.



Toda hospitalización involuntaria deberá ser comunicada a la Secretaría Regional Ministerial de Salud y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental, indicada en el artículo 33 que correspondan.



La Autoridad Sanitaria Regional velará por el respeto de los derechos de las personas ingresadas en instituciones de salud mental, y autorizará el ingreso de todas las hospitalizaciones involuntarias que excedan de setenta y dos horas, de acuerdo a lo establecido en los artículos 130 y 131 del Código Sanitario.

Las Comisiones Regionales indicadas informarán de su revisión, conclusiones y recomendaciones al Secretario Regional Ministerial de Salud para que éste, si correspondiere, ejerza la facultad indicada en el artículo 132 del Código Sanitario. En el evento que dicha autoridad decida no ejercer esta facultad, la Comisión respectiva podrá presentar los antecedentes a la Corte de Apelaciones del lugar en que esté hospitalizado el paciente, para que ésta resuelva en definitiva, conforme al procedimiento aplicable a la acción constitucional de protección establecida en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, sin perjuicio de las demás acciones legales que correspondan.


Para el ejercicio de sus funciones, las Comisiones podrán tener acceso al contenido de la ficha clínica en los mismos términos y bajo las mismas normas aplicables según lo establecido en la letra d) del artículo 14 de esta ley.

Artículo 30.- El empleo extraordinario de las medidas de aislamiento o contención física y farmacológica deberá llevarse a cabo con pleno respeto a la dignidad de la persona objeto de tales medidas, las cuales sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta gravemente perturbadora o agresiva.

Estas excepcionales medidas se aplicarán exclusivamente por el tiempo estrictamente necesario para conseguir el objetivo terapéutico, debiendo utilizarse los medios humanos suficientes y los medios materiales que eviten cualquier tipo de daño. Durante el empleo de las mismas, la persona con discapacidad psíquica o intelectual tendrá garantizada la supervisión médica permanente.

Todo lo actuado con motivo del empleo del aislamiento o la sujeción deberá constar por escrito en la ficha clínica. Además de lo anterior, se comunicará el empleo de estos medios a la Autoridad Sanitaria Regional, a cuya disposición estará toda la documentación respectiva. 

Las medidas de aislamiento y contención o aquellas otras que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las visitas, podrán ser reclamadas a la comisión regional que corresponda, para su revisión.

Mediante reglamento, el Ministerio de Salud establecerá las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.

Artículo 31.- Sin perjuicio del derecho de la persona con discapacidad psíquica o intelectual a otorgar su autorización o denegarla para ser sometida a tratamientos, excepcionalmente y sólo cuando su estado lo impida, podrá ser tratada involuntariamente siempre que:

a) Esté certificado por un médico psiquiatra que la persona padece una enfermedad o trastorno mental grave, suponiendo su estado un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros, y que suspender o no tener tratamiento significa un empeoramiento de su condición de salud. En todo caso, este tratamiento no se deberá aplicar más allá del período estrictamente necesario a tal propósito.

b) El tratamiento responda a un plan prescrito individualmente, que atienda las necesidades de salud de la persona, esté indicado por un médico psiquiatra y sea la alternativa terapéutica menos restrictiva de entre las disponibles;

c) Se tenga en cuenta, siempre que ello fuere posible, la opinión de la misma persona; se revise el plan periódicamente y se modifique en caso de ser necesario, y

d) Se registre en la ficha clínica de la persona.

Artículo 32.- Respecto de la participación en protocolos de investigación científica, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no puede expresar su voluntad, no podrá realizarse de ningún modo la investigación. 

En los casos en que se realice investigación científica con participación de personas con discapacidad psíquica o intelectual que tengan la capacidad de manifestar su voluntad y que hayan dado consentimiento informado, además de la evaluación ético científica que corresponda, será necesaria la autorización de la Autoridad Sanitaria competente, como la manifestación de voluntad expresa de participar tanto de parte del paciente como de su representante legal.

En contra de las actuaciones de los prestadores y la Autoridad Sanitaria en relación a investigación científica, podrá presentarse un reclamo a la comisión regional indicada en el artículo 33 que corresponda, a fin de que esta efectúe revisión de los procedimientos en cuestión.

Artículo 33.- Sin perjuicio de las facultades de los tribunales ordinarios de justicia, el Ministerio de Salud deberá asegurar la existencia y funcionamiento de una Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las personas con enfermedades mentales y de Comisiones Regionales de Protección, una en cada Región del país, cuya función principal será velar por la protección de derechos y defensoría de las personas con discapacidad psíquica o intelectual en la atención de salud entregada por los prestadores públicos o privados, ya sea en las modalidades de atención comunitaria, ambulatoria, hospitalaria o de urgencia. Serán atribuciones de la Comisión Nacional:

a) Promover, proteger y defender los derechos humanos de las personas con discapacidad psíquica e intelectual cuando éstos puedan ser vulnerados;

b) Proponer al Ministerio de Salud, a través de la Subsecretaría de Salud Pública, directrices técnicas y normativas complementarias para garantizar la aplicación de la presente ley para promover y proteger los derechos de las personas con discapacidad psíquica e intelectual;

c) Coordinar y velar por el buen funcionamiento de las comisiones regionales;

d) Proponer a la Subsecretaría de Salud Pública la vinculación y coordinación con otros organismos públicos y privados de Derechos Humanos;

e) Efectuar revisión de reclamos sobre lo obrado por las Comisiones Regionales;

f) Revisar las indicaciones y aplicación de tratamientos invasivos e irreversibles;

g) Efectuar revisión de hechos inusuales que involucren vulneración de derechos de las personas y muertes ocurridas durante la hospitalización psiquiátrica.

Serán funciones de las Comisiones Regionales:

a) Efectuar visitas y supervisión de las instalaciones y procedimientos relacionados con la hospitalización y aplicación de tratamientos a personas con discapacidad psíquica o intelectual;

b) Efectuar revisión de las actuaciones de los prestadores públicos y privados en relación a las hospitalizaciones involuntarias y de medidas o tratamientos que priven a la persona de desplazamiento o restrinjan temporalmente su contacto con otras personas, y revisar éstas periódicamente;

c) Efectuar revisión de los reclamos que los usuarios y cualquier otra persona en su nombre realicen sobre vulneración de derechos vinculados a la atención en salud;

d) Emitir recomendaciones a la Autoridad Sanitaria sobre los casos y situaciones sometidos a su conocimiento o revisión;

e) Recomendar a los prestadores institucionales e individuales la adopción de las medidas adecuadas para evitar, impedir o poner término a la vulneración de los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual;

f) Cumplir y ejecutar las directrices técnicas emitidas por el Ministerio de Salud.

La Comisión Nacional estará conformada por las siguientes personas, quienes se desempeñarán ad honorem:

a) Dos miembros de asociaciones gremiales de profesionales del área de la salud, que sean representativos del área de la salud mental.

b) Un miembro de la asociación gremial de abogados que cuente con el mayor número de adherentes;

c) Dos miembros de sociedades científicas del área de la salud mental;

d) Dos representantes de asociaciones de usuarios de la salud mental;

e) Dos representantes de asociaciones de familiares de personas con discapacidad psíquica o intelectual;

f) Un representante de la Autoridad Sanitaria.

La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.

En la conformación de las Comisiones Regionales el Ministerio de Salud deberá procurar una integración con similares características, de acuerdo a la realidad local en la respectiva Región.

El reglamento señalará la manera en que se designarán dichas personas y las normas necesarias para el adecuado funcionamiento de las Comisiones indicadas en este artículo.

En contra de las acciones efectuadas por los prestadores institucionales e individuales, o por la autoridad sanitaria, las personas con discapacidad psíquica o intelectual afectadas, sus representantes y cualquiera a su nombre podrán recurrir directamente a la Corte de Apelaciones del domicilio del afectado para el resguardo de sus derechos. La Comisión Nacional o las Comisiones Regionales podrán informar a la Corte de Apelaciones del lugar en que tengan su asiento, de los casos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones, y entregarle todos los antecedentes para que ésta restablezca el imperio del derecho.

Las acciones ante las Cortes de Apelaciones se tramitarán de acuerdo a las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política.

Párrafo 9°
De la participación de las personas usuarias.

Artículo 34.- El Ministerio de Salud, con consulta a las instancias de participación creadas por ley, reglamentará los procedimientos para que los usuarios ejerzan este derecho, y el plazo y la forma en que los prestadores deberán responderlos o resolverlos, según el caso.

Sin perjuicio de todos los mecanismos e instancias de participación creados por ley, por reglamento o resoluciones, toda persona tiene derecho a efectuar las consultas y los reclamos que estime pertinentes.

Asimismo, los usuarios podrán manifestar por escrito sus sugerencias y opiniones respecto de las atenciones recibidas.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Salud, al reglamentar la existencia de comités de ética que atiendan las consultas de las personas que consideren necesaria la evaluación de un caso desde el punto de vista ético clínico, deberá asegurar la participación de los usuarios en dichos comités. En el caso de los prestadores institucionales, deberán ser éstos los que provean los medios para que sus usuarios accedan a un comité de ética, si así lo requirieren. Los prestadores individuales deberán dar a conocer a las personas el comité de ética al cual estuvieren adscritos. Los Servicios de Salud deberán disponer de, al menos, un comité de ética, al cual se entenderán adscritos los prestadores privados individuales de su territorio, en caso de no estarlo a algún otro.

Párrafo 10°
De los medicamentos e insumos

Artículo 35.- Los prestadores institucionales, públicos y privados, deberán mantener una base de datos actualizada y otro tipo de registros, de libre acceso para quien la solicite, con información que contenga los precios de las prestaciones, de los insumos y de los medicamentos que cobren en la atención de personas.

Asimismo, al momento de ingresar, se informará por escrito, a la persona o a su representante, de los posibles plazos para el pago de las prestaciones, medicamentos e insumos utilizados, así como de los cargos por intereses u otros conceptos.

En los casos en que la persona deba concurrir al pago de las atenciones que recibe, ya sea total o parcialmente, podrá solicitar, en cualquier oportunidad, una cuenta actualizada y detallada de los gastos de todo tipo en que se haya incurrido en su atención de salud.

Artículo 36.- Si las dosis de medicamentos o insumos fueren unitarias, en caso que la persona deba concurrir al pago de ellas, sólo estará obligada al pago de aquellas unidades efectivamente usadas en el tratamiento correspondiente.

TÍTULO III

DE LOS DEBERES DE LAS PERSONAS EN SALUD

Artículo 37.- Las personas deberán respetar las normas vigentes en materia de salud. Para ello, la autoridad competente deberá implementar las medidas que aseguren una amplia difusión de ellas. 

Tanto las personas que solicitan o reciben atención de salud por parte de un prestador institucional, como sus familiares, representantes o quienes los visiten, asumen el deber de respetar el reglamento interno de dicho establecimiento.

Artículo 38.- Sin perjuicio del deber preferente del prestador de informar de acuerdo a lo indicado en el Párrafo 4º del Título II de esta ley, la persona que solicita una atención de salud procurará informarse acerca del funcionamiento del establecimiento que la recibe para los fines de la prestación que requiere, especialmente, respecto de los horarios y modalidades de atención, así como sobre los mecanismos de financiamiento existentes, sin perjuicio de la obligación del prestador de otorgar esta información.

Asimismo, deberá informarse acerca de los procedimientos de consulta y reclamos establecidos.

Artículo 39.- Todas las personas que ingresen a los establecimientos de salud deberán cuidar las instalaciones y equipamiento que el prestador mantiene a disposición para los fines de atención, haciéndose responsables, según corresponda, de acuerdo a la ley.

Las personas deberán tratar respetuosamente a los integrantes del equipo de salud, sean éstos profesionales, técnicos o administrativos. Igual obligación corresponde a los familiares, representantes legales y otras personas que los acompañen o visiten. 

El trato irrespetuoso o los actos de violencia verbal o física en contra de los integrantes del equipo de salud, de las demás personas atendidas o de otras personas, dará derecho a la autoridad del establecimiento a ordenar el alta disciplinaria de la persona, la cual sólo procederá por sus propios actos y siempre que con ella no se ponga en riesgo la vida o la salud del paciente, o a requerir, cuando la situación lo amerite, la presencia de la fuerza pública para restringir el acceso al establecimiento de quienes afecten el normal desenvolvimiento de las actividades en él desarrolladas, sin perjuicio del derecho a perseguir las responsabilidades civiles o penales que correspondan.

Artículo 40.- Tanto la persona que solicita la atención de salud, como sus familiares o representantes legales deberán colaborar con los miembros del equipo de salud que la atiende, informando de manera veraz acerca de sus necesidades y problemas de salud y de todos los antecedentes que conozca o le sean solicitados para su adecuado diagnóstico y tratamiento.

TÍTULO IV

DEL CUMPLIMIENTO DE LA LEY

Artículo 41.- Sin perjuicio del derecho de las personas a reclamar ante las diferentes instancias o entidades que determina la normativa vigente, toda persona tiene derecho a reclamar el cumplimiento de los derechos que esta ley le confiere ante el prestador institucional, el que deberá contar con personal especialmente habilitado para este efecto y un sistema de registro y respuesta escrita de los reclamos planteados. El prestador deberá adoptar las medidas que procedan para la acertada solución de las irregularidades detectadas.

Si la persona estimare que la respuesta no es satisfactoria o que no se han solucionado las irregularidades, podrá recurrir ante la Superintendencia de Salud.

El reglamento regulará el procedimiento a que se sujetarán los reclamos, el plazo en que el prestador deberá comunicar una respuesta a la persona que haya efectuado el reclamo por escrito, el registro que se llevará para dejar constancia de los reclamos, y las demás normas que permitan un efectivo ejercicio del derecho a que se refiere este artículo.

Asimismo, las personas tendrán derecho a requerir, alternativamente, la iniciación de un procedimiento de mediación, en los términos en que está establecido en la ley Nº 19.966 y sus normas complementarias.

Artículo 42.- Corresponderá a los prestadores públicos y privados dar cumplimiento a los derechos que esta ley consagra a todas las personas. En el caso de los prestadores institucionales públicos, deberán, además, adoptar las medidas que sean necesarias para hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios, mediante los procedimientos administrativos o procesos de calificación correspondientes.

La Superintendencia de Salud, a través de su Intendencia de Prestadores, controlará el cumplimiento de esta ley en los prestadores de salud públicos y privados, recomendando la adopción de medidas necesarias para corregir las irregularidades que se detecten.

En el caso que ellas no sean corregidas dentro de los plazos fijados para este efecto por el Intendente de Prestadores, éste ordenará dejar constancia de ello al prestador en un lugar visible para conocimiento público, dentro del establecimiento de que se trate. 

Si transcurrido el plazo que fijare el Intendente de Prestadores para la solución de las irregularidades, el que no excederá de dos meses, y el prestador no cumpliere la orden, éste será sancionado de acuerdo con las normas establecidas en los Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. 

El prestador podrá interponer, en contra de las sanciones aplicadas, dentro del plazo de cinco días hábiles, y sin perjuicio de poder optar por recurrir a la justicia ordinaria, un recurso de reposición ante el Intendente de Prestadores. En forma subsidiaria, podrá interponerse el recurso jerárquico. 

Cuando no se haya deducido reposición, el recurso jerárquico se podrá interponer para ante el Superintendente de Salud, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. En este caso, el Superintendente deberá oír previamente al Intendente, el que podrá formular sus descargos por cualquier medio, escrito o electrónico.

Tanto el Intendente de Prestadores como el Superintendente, tendrán un plazo no superior a treinta días hábiles para resolver los recursos a que se refieren los incisos precedentes.

TÍTULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 43.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000:

1) Agrégase, en el número 1° del artículo 3°, el siguiente párrafo segundo, nuevo, sustituyéndose el actual punto y coma (;) que figura al final del referido número por un punto aparte(.):

“El padre o la madre, al requerir esta inscripción, podrá solicitar que, junto con anotarse la comuna en que nació su hijo, se registre, en la misma partida, la comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido, la que deberá consignarse como lugar de origen de éste;”.

2) Modifícase el artículo 31, de la siguiente manera:

a. Elimínase, en el número 3°, la conjunción copulativa “y”, la segunda vez que aparece.

b. Agrégase, a continuación del último párrafo del número 4°, el siguiente número 5°, nuevo:

“5°. La comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido deberá consignarse tanto en esta partida, cuanto en el certificado de nacimiento, como lugar de origen del hijo.”.

Artículo 44.- Se considerará como un derecho de las personas, en cuanto a su atención de salud, que ante el fallecimiento de un integrante de la familia que, de acuerdo con las disposiciones judiciales, requiera de la realización de una autopsia, ésta deberá ser realizada por los organismos pertinentes en un plazo no mayor a veinticuatro horas, salvo por expresa disposición del fiscal.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Dentro de los seis meses contados desde la fecha de publicación a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio de Salud deberá dictar los reglamentos complementarios de la presente ley.".

- - - - - - - -


Acordado en sesiones de fechas 31 de agosto, 7 de septiembre, 12 y 26 de octubre de 2010 y 18 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet (Hernán Larraín Fernández) y señores Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara. Y en sesiones de fechas 8, 15 y 22 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.




Valparaíso, 30 de marzo de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario

6

INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

(2973-11, 4192-11, 4181-11 Y 4379-11, REFUNDIDOS)
HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en mociones de los Honorables Diputados señoras María Angélica Cristi Marfil, Carolina Goic Boroevic y Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Enrique Accorsi Opazo, Pedro Araya Guerrero, Enrique Estay Peñaloza, Carlos Abel Jarpa Webar, Juan Lobos Krause, Sergio Ojeda Uribe, Jorge Sabag Villalobos, Mario Venegas Cárdenas y Felipe Ward Edwards, y de los ex Diputados señora Laura Soto González y señores Francisco Chahuán Chahuán, Eduardo Díaz del Río, Marco Enríquez-Ominami Gumucio, Guido Girardi Brière, Guido Girardi Lavín, Juan Masferrer Pellizzari, Jaime Mulet Martínez, Carlos Olivares Zepeda, Osvaldo Palma Flores, Leopoldo Sánchez Grunert e Ignacio Urrutia Bonilla.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, la Honorable Diputado señora María Angélica Cristi Marfil. Del Ministerio de Salud, el Ministro, señor Jaime Mañalich Muxi; la Subsecretaria, señora Liliana Jadue Hund; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic Jeldres; el Abogado del mismo Departamento, señor Juan Eduardo Díaz Silva; el Asesor Jurídico de la Subsecretaria, señor Francisco López Díaz; el Asesor de Prensa de la Subsecretaria, señor Alejandro Moller Gutiérrez; el Jefe de Gabinete del Ministro, doctor Juan Cataldo Acuña; el Jefe del Departamento de Alimentos, doctor Tito Pizarro Quevedo. Del Consejo Nacional Para el Control de Estupefacientes, la Jefa del Área de Evaluación y Estudios, señora María Elena Alvarado y el Jefe del Área Salud y Tratamiento, doctor Daniel Martínez Aldunate. De la Secretaría General de la Presidencia, el analista, señor Pedro Pablo Rossi Guajardo. De la Biblioteca del Congreso Nacional, los analistas señor Eduardo Goldstein Braunfeld y señora Irina Aguayo Ormeño. Del Instituto Libertad y Desarrollo, la señora Silvia Baeza Vallejo. Los asesores del Senador señor Chahuán, señores Hugo Reyes Farías, Marcelo Sanhueza Mortara y señora Oriana Fernández González.

- - - - - - -

CONSTANCIAS


El N° 5 del artículo 3° del proyecto, que ordena incorporar determinadas materias en algunos currículos de enseñanza, tiene carácter de ley orgánica constitucional, al tenor del fallo del Tribunal Constitucional rol 1.363, de fecha 28 de julio de 2009. La Cámara de Diputados lo consideró ley común, porque aprobó el proyecto en junio de 2008, antes de la publicación de la LEGE, que tuvo lugar en septiembre de 2009.

El artículo 6° del texto propuesto tiene carácter de ley orgánica constitucional, pues otorga a los Jueces de Policía Local una nueva atribución, cual es, la de decretar la entrada y registro de establecimientos en que la policía denuncie que se infringe la Ley de Alcoholes. 

En consecuencia, la aprobación en Sala de ambas normas requiere el voto conforme de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 19 número 11° y 77, en relación con el artículo 66, todos de la Constitución Política de la República.
- - - - - - -




En cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, la Cámara de Diputados consultó la opinión de la Corte Suprema acerca del artículo 6°. La Corte objetó el artículo, por estimar que atentaría contra la garantía constitucional de inviolabilidad del hogar, consagrada en el artículo 19, número 5°, de la Carta Fundamental. El acuerdo fue adoptado por 9 votos contra 6.

- - - - - - -


El Senado, en sesión de fecha 5 de mayo de 2009, dispuso que este proyecto pase también a la Comisión de Agricultura, una vez informado por la de Salud, y autorizó a ambas para discutirlo en general y en particular, en el trámite reglamentario de primer informe. El 6 de abril de 2011 la Sala modificó el trámite y dispuso que la Comisión de Agricultura sólo lo estudiara en el trámite reglamentario de segundo informe, unida con la de Salud.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Esta iniciativa de ley tiene por objetivos regular la publicidad que incentiva el consumo de alcohol; revertir el consumo de los menores de edad; incorporar a los envases y la publicidad leyendas que adviertan sobre los efectos del alcohol en la salud; estimular el cumplimiento de las normas de la ley N° 19.925, y facilitar su fiscalización.




El proyecto aprobado en general y en particular por la Comisión de Salud ha quedado conformado por seis artículos permanentes y uno transitorio. El artículo 3° está conformado por 7 numerales y el 5° consta de 3 literales.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· Ley N° 19.925, cuyo artículo primero contiene el nuevo texto de la Ley sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.

· Ley N° 18.455, que fija normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, y deroga libro I de la ley N° 17.105.

· Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, ley N° 18.290.

· Ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.
· Artículos 205 y 206 del Código Procesal Penal, relativos a la entrada y registro en lugares de libre acceso público y en lugares cerrados.
- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de esta iniciativa en la Comisión de Salud, el Honorable Senador señor Rossi manifestó que, además de regular la publicidad de los alcoholes, es conveniente debatir el tema de la tributación que los afecta, pues ella es una medida verdaderamente eficaz para disminuir el consumo, como ha sido señalado por la Organización Mundial de la Salud y ha quedado demostrado en el caso del impuesto al tabaco. Manifestó su esperanza de que este punto sea recogido por el Ejecutivo, a diferencia de lo ocurrido en el Gobierno anterior.


Planteó la posibilidad de eliminar lo relativo a las especificaciones del etiquetado y de adoptar una regulación similar a la que se dio para el tabaco, otorgando facultades al Ministerio, que también podrá ejercer la potestad reglamentaria.


La Honorable Senadora señora Matthei criticó el nivel regulatorio del proyecto, que incursiona hasta los más mínimos detalles, como los colores y medidas de la letra del etiquetado de cada envase y en otras cuestiones que son más propias de una circular o un reglamento. 

Aclaró que concurría a la aprobación de la idea de legislar, por considerarlo necesario, pero que discrepaba de algunas disposiciones del proyecto, por los motivos que haría valer al discutirlo en particular.


 El Honorable Senador señor Chahuán informó que esta iniciativa fue objeto de larga discusión en la Cámara de Diputados, y señaló que, si bien comparte lo que dice la Honorable Senadora señora Matthei, en cuanto al nivel de detalle de sus disposiciones, explicó que ello se debe a que el texto es el resultado de consensos que se lograron luego de la activa e intensa participación de los sectores y entidades interesados.


Manifestó que en el primer trámite en la Cámara de origen hubo una gran discusión en la Comisión de Agricultura, en la que incluso los Ministros de Salud y de Agricultura de la época asumieron posiciones encontradas. El acuerdo solo se logró sobre la base de que la regulación fuera a tal punto especifica, que no dejara lugar a dudas.


El Jefe de Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, abogado señor Sebastián Pavlovic, relató que, si bien en un principio el acuerdo alcanzado en la Cámara de Diputados consistía en encomendar al Ministerio la reglamentación del diseño de la advertencia, ese criterio más flexible fue desestimado, pues algunos parlamentarios consideraron que con ello se daba al Ejecutivo facultades muy amplias al respecto.


- Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN PARTICULAR


Al abordar la discusión en particular, el señor Ministro de Salud expresó que Chile ostenta el triste record de ser el primer país en el mundo en cuanto a daño médico asociado con el consumo de alcohol.

La Encuesta Nacional de Salud en Chile 2009–2010 arrojó que sólo el 2% de los adultos bebedores en nuestro país bebe en forma diaria y en moderada cantidad, menos de 20 gramos de alcohol puro al día. La mayor parte bebe en forma intermitente y excesiva. La media de gramos de alcohol puro consumido en un mismo día entre los bebedores chilenos es superior a los 55 gramos, lo que los sitúa en una situación de elevado riesgo, no sólo de problemas relativos al consumo de alcohol, por ejemplo, trastorno por dependencia, sino de un aumento de la incidencia de más de 40 patologías potenciales, la mayoría de ellas de tipo crónico, como enfermedades cardiovasculares y cáncer, además de traumatismos y accidentes. 


Esta situación es grave, afirmó el señor Ministro. Anualmente se producen del orden de 2.000 muertos y 55.000 heridos en accidentes de tránsito. Eso significa que hay un promedio diario de más de 5 muertes por esta causa, 3 de las cuales están asociadas al alcohol. Estas cifras son más altas que las que muestra la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), porque la Encuesta considera un período de tiempo mayor después del accidente, ya que hay decesos que se producen por complicaciones ulteriores al evento mismo. El costo para el país asciende a US$ 1.200 millones.


La ebriedad se produce por lo general después de consumir 60 gramos de alcohol puro. En una salida de fin de semana los jóvenes chilenos de entre 15 y 24 años de edad consumen un promedio de 80 gramos y las mujeres de ese grupo etáreo consumen más que los hombres.


Frente a este cuadro, toda iniciativa para controlar el problema debe ser bienvenida, afirmó el señor Ministro. En este contexto, adelantó que debería legislarse sobre algunos hechos nuevos, de trascendencia creciente, como son la entrega de alcohol a domicilio y por Internet, que hacen posible burlar las prohibiciones y controles legales. Además, está la publicidad encubierta que se hace en películas y series de televisión, en que aparecen personajes consumiendo determinados productos identificables por sus marcas y características, entre ellos, alcohol. Lo ideal sería consolidar en un texto las múltiples iniciativas y normas vigentes sobre expendio y consumo de alcohol.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso llevar el proyecto a la Sala para que se pronuncie lo antes posible sobre la idea de legislar y solicitar que se cambie el trámite inicialmente fijado, de modo que el segundo informe lo vean las Comisiones de Agricultura y Salud, unidas.


El Honorable Senador señor Uriarte expresó su acuerdo con regular las materias que trata el proyecto, pero solicitó escuchar en algún momento de la tramitación a algunas asociaciones de productores de bebidas alcohólicas, particularmente de pisqueros, porque es indudable que estas normas tienen efectos económicos en actividades legítimas y establecidas. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que la industria productora de alcohol resiste este tipo de iniciativas, aduciendo que afectan la economía y las fuentes laborales. Declaró su acuerdo con la proposición del Honorable Senador señor Chahuán y también con el planteamiento del Honorable Senador señor Uriarte, pues él se ha incorporado recientemente a la Comisión y no estuvo presente cuando se recibió a los productores.


El señor Presidente anunció que al inicio de la próxima sesión en que se trate este proyecto se destinaría un tiempo para recibir a la asociación que indique el Senador Uriarte.

- - - - - - - -

Artículo 1°


Este precepto se compone de ocho incisos. El primero de ellos dispone que toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre su consumo excesivo y acerca de los modos de beber sin riesgo. La recomendación debe ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, debe estar escrita en letras negras sobre fondo blanco, en cualquier campo visual del envase. Precisa enseguida la disposición que el tamaño mínimo de la letra de tal advertencia será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros, de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros, y de 3 milímetros para envases de más de 1,5 litros. Asimismo, establece que ella deberá contener un máximo de 5 caracteres por centímetro para letras de 1,5 milímetros; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 milímetros, y de 10 caracteres por centímetro para letras de 3 milímetros.


El inciso segundo, abundando en la regulación, especifica que la recomendación referida deberá incluir la leyenda “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior. A continuación, en punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante: “La mujer embarazada no debe beber alcohol”, “El consumo de alcohol disminuye su capacidad para conducir” o “El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”. Estas frases deberán alternarse a lo menos cada dos años.


Estipula el inciso tercero que la advertencia, en el caso de bebidas alcohólicas importadas, deberá estar adherida al envase de manera que no pueda ser despegada fácilmente.


Y el inciso cuarto agrega que la misma advertencia se incluirá en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea insertada en diarios, revistas o en algún otro medio de comunicación social de tal naturaleza. Dicha recomendación deberá figurar dentro de un recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total del aviso.

En el caso de la publicidad audiovisual, señala el inciso quinto, se proyectará después del comercial, y por un lapso no inferior a tres segundos, un recuadro que abarque la totalidad de la pantalla, que contenga la advertencia indicada en el inciso segundo.


Tratándose de avisos radiales, ordena el inciso sexto, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo.


El inciso séptimo prohíbe hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras.


Y el inciso octavo y final preceptúa que el Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta normativa.


El carácter lato de la regulación contenida en este precepto, explicó el Honorable Senador señor Chahuán, obedece a que él refleja con exactitud los términos en que los miembros de las comisiones de Agricultura y de Salud de la Cámara de Diputados alcanzaron un acuerdo que hizo posible continuar la tramitación del proyecto.


El Honorable Senador señor Girardi agregó que consagrar esas normas con rango legal les asegura mayor fijeza y eficacia, porque reglamentos, circulares, resoluciones e instrucciones pueden quedar sujetos a las circunstancias de cada momento, lo que en esta materia no es recomendable. Destacó que conductas como el consumo de alcohol, de tabaco, de grasa y de sal no han sido asumidas como peligrosas por las personas y, en cambio, la publicidad las promueve como signos de estatus.


Por otra parte, expuso que respecto del problema que enfrenta el proyecto hay dos caminos que se pueden recorrer simultáneamente: la prohibición de expendio y consumo a menores y a mujeres embarazadas resulta justificada, pero no se trata de satanizar el consumo, de modo que la normativa debiera promover en otros segmentos de la población el consumo responsable. Llamó a tener esto en cuenta a la hora de definir las leyendas que se incluirá como advertencia en los envases, tarea en la que se debiera recabar el apoyo de expertos comunicadores.


- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.


Los Honorables Senadores señores Chahuán y Rossi formularon indicación para reemplazar la palabra “disminuye”, de la frase “El consumo de alcohol disminuye su capacidad para conducir”, por el término “anula”.


- La indicación fue aprobada con la misma votación anterior.

- Enseguida, la Comisión acordó dar por aprobados el resto de los artículos, sin modificaciones, con la misma votación anterior.


Sin perjuicio de lo acordado, se reseña a continuación el contenido del resto del articulado. 

Artículo 2°


Conformado por seis incisos, regula detalladamente la publicidad de bebidas alcohólicas.


El inciso primero estipula que la publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintitrés y las seis horas y prohíbe la publicidad en radios, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas, entre las dieciséis y las dieciocho horas.


Por su parte, el inciso segundo prohíbe cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en actividades deportivas, tales como la promoción, comunicación, recomendación o propaganda de dichas bebidas, sus marcas y productos.


Conforme al inciso tercero, igual prohibición regirá para todos los productos, actividades o publicaciones, cualquiera sea su formato, físico o virtual, destinados a menores de edad.

El inciso cuarto dispone que los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos de “merchandising” vinculados a actividades deportivas, no puedan contener publicidad de bebidas alcohólicas, ni siquiera cuando con ello se busque replicar más fielmente algún artículo usado por un deportista o un equipo deportivo determinados.

La publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada a menores de edad es prohibida por el inciso quinto.

En lo que concierne al control, el inciso sexto y último de este artículo señala que, además de los organismos que verifican el cumplimiento de la ley N° 19.925, corresponderá a la autoridad sanitaria fiscalizar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 1° y 2° de esta ley, conforme a las normas del Código Sanitario.

Artículo 3°


Compuesto por siete numerales, introduce modificaciones en la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas. Es del caso recordar que, como se ha dicho, la Ley de Alcoholes esta contenida en el Artículo primero de la ley N° 19.925.

Número 1


Practica en la letra l) del artículo 3º dos modificaciones, consignadas en sendos literales. El artículo 3° en cuestión clasifica los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas en categorías y uno de sus literales se refiere a los hoteles, hosterías, moteles y restaurantes de turismo. Esta categorización sirve de base para fijar la cantidad máxima de algunas patentes en relación al número de habitantes de cada comuna
; para determinar las zonas en que pueden instalarse ciertos establecimientos de expendio
, y para especificar las características de aislamiento e independencia de otros locales que algunos de ellos deben cumplir
.

Cabe señalar que las enmiendas propuestas debieran hacerse en la letra H) del artículo 3°, y no en la letra L), pues esta última alude a las agencias de viñas o de industrias de licores establecidas fuera de la comuna. 

La letra a) de este número inserta la mención “APART HOTELES”, después de la palabra “HOTELES”. 

La letra b) intercala, a su vez, una letra b) en el literal en comento, que define el apart hotel como el establecimiento en que se presta al turista servicio de hospedaje, sin perjuicio de otros servicios, con expendio de bebidas alcohólicas.

Número 2


Sustituye el inciso segundo del artículo 9° de la Ley de Alcoholes.


El mentado artículo 9° indica las menciones que debe llevar la patente de alcoholes. Así, el inciso primero estipula que en ella se consignará el nombre del dueño, el número de su cédula de identidad con indicación del lugar de su otorgamiento y la dirección del negocio. El inciso segundo ordena estampar también los datos correspondientes a quien adquiera la patente, en caso de transferencia, y precisa que son requisitos para el traspaso que se practique previamente la inscripción municipal del acto y que el adquirente no este afectado por las prohibiciones del artículo 4° de la ley
.


La modificación propuesta en el proyecto adiciona el contenido del inciso segundo con dos nuevos elementos: dispone incluir en la patente los datos que identifiquen al poseedor o tenedor de ella a cualquier título, y ordena dejar constancia de el o los administradores o gerentes, si el adquirente, poseedor o tenedor fuere una persona jurídica.

Número 3


Compuesto por dos literales, introduce enmiendas en el artículo 19 de la Ley de Alcoholes.


Ese artículo prohíbe la venta de bebidas alcohólicas, en cualquier tipo de envase, en los campos y recintos destinados a espectáculos deportivos; en las vías, plazas y paseos públicos; en los teatros, cines, circos y demás centros y lugares de espectáculos o diversiones públicas que no paguen patente de alcoholes; en las estaciones ferroviarias, en los trenes y demás vehículos de transporte, y en los espectáculos de fútbol profesional que el Intendente califique de alto riesgo. La norma contempla excepciones.


La letra a) del número 3 que se está analizando incorpora al artículo 19 un nuevo inciso segundo, que incluye la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios o bombas bencineras y en cualquier otro establecimiento que se encuentre emplazado en el mismo terreno.


La letra b) especifica que los espectáculos de fútbol profesional en los que la autoridad puede decretar la prohibición deben ser masivos.

Número 4


Reemplaza los dos primeros incisos del artículo 29 de la Ley de alcoholes. El inciso primero de ese precepto prohíbe el ingreso de menores de dieciocho años a los cabarés, cantinas, bares y tabernas, y el ingreso de menores de dieciséis años a discotecas, a menos que concurran a almorzar o a comer acompañados de sus padres, a los recintos destinados a comedores. El inciso segundo obliga al administrador o dueño de los establecimientos, así como a quienes atienden en ellos, a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen ingresar y aparentemente no cumplan con el requisito de edad mínima. Los dos incisos restantes sancionan la infracción a la norma y la reincidencia.


Los incisos que se proponen como reemplazo de los dos primeros del artículo 29 uniforman el requisito de edad mínima exigido para ingresar a todos los establecimientos enunciados en la norma, incluso las discotecas, si en ellas se expenden bebidas alcohólicas, y lo fijan en 18 años. El acceso a menores a todos esos lugares queda vedado, incluso si están con sus padres.

Número 5


Mediante dos literales, introduce enmiendas en el artículo 39 de la Ley de Alcoholes.

La letra a) incide en el inciso primero de aquel artículo, que ordena estimular en todos los establecimientos educacionales, sean de enseñanza parvularia, básica o media, la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol. Se incluirán temas relativos a cultura gastronómica y a actividades sociales que consideren un consumo adecuado de bebidas alcohólicas, a fin de prevenir positivamente el alcoholismo.


La modificación consiste en reemplazar la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.


Como se adelantó al inicio de este informe, esta norma tiene carácter orgánico constitucional. En efecto, el artículo 31 de la ley N° 20.370, Ley General de Educación, asigna al Presidente de la República la facultad de establecer las bases curriculares para la educación parvularia, básica y media, que definirán los objetivos de aprendizaje de cada nivel de enseñanza. El Ministerio de Educación, por su parte, debe elaborar los planes y programas de estudio que cumplan con dichas bases curriculares, para someterlos a la aprobación del Consejo Nacional de Educación. 

En su sentencia de 28 de julio de 2009, dictada en los autos rol 1.363-09, el Tribunal Constitucional se pronunció sobre el artículo 31 de la LEGE, entre otros, y lo declaró constitucional, lo que corrobora el aserto de su carácter orgánico.

Cuando el legislador incorpora contenidos en las mencionadas bases curriculares, que la autoridad administrativa necesariamente deberá incluir en los planes y programas de enseñanza, está modificando tácitamente el artículo 31 de la LEGE, lo que debe hacer con el quórum correspondiente a la norma que se enmienda.

La letra b) Sustituye el inciso cuarto del artículo 39 de la Ley de Alcoholes, norma de excepción que permite al director de un establecimiento educacional autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o en actividades de beneficencia que se realicen en ellos. Esta posibilidad se sujeta al cumplimiento de las siguientes condiciones: que exista una solicitud en tal sentido del centro general de padres y apoderados o éste de su aprobación; que no excedan de tres veces en cada año calendario, y que se de aviso previo a Carabineros y a la respectiva Municipalidad. Esta autorización no se concederá durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado. Es deber de la dirección del establecimiento velar por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte de manera alguna el normal desarrollo de las actividades educacionales.


El inciso de reemplazo restringe la atribución del director del establecimiento, por cuanto esté podrá otorgar la autorización de que se trata sólo si se lo solicita el centro general de padres y apoderados. Además, en lugar del aviso a la policía y la municipalidad será necesario contar con la autorización de ambas entidades. Por último, este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.

Número 6


Conformado también por dos literales, este numeral modifica el artículo 42 de la Ley de Alcoholes, que tipifica y sanciona al que vende, obsequia o suministra bebidas alcohólicas a cualquier título a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3º
. 


La letra a) de este número 6 adiciona el primer inciso con una oración que, además, prohíbe a los menores de 18 años comprar bebidas alcohólicas.

La letra b) sustituye el inciso segundo del artículo 42, que permite la venta, el obsequio o el suministro de bebidas alcohólicas a menores cuando éstos concurran a almorzar o a comer, acompañados de sus padres, a los recintos destinados a comedores. 

El nuevo inciso segundo, que tiene la virtud de derogar la autorización recién indicada, obliga a quienes atiendan en esos establecimientos a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a toda persona que desee adquirir bebidas alcohólicas y tenga, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores. 

Número 7


Agrega al artículo 51 de la Ley de alcoholes dos incisos nuevos, el segundo y el tercero. Ese precepto hace solidariamente responsables de las sanciones que se apliquen por infracción a las disposiciones de esta ley, a los dueños, empresarios o regentes de los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas.

El inciso segundo nuevo dispone que, para todos los efectos legales, el dueño, empresario, sean ellos personas naturales o jurídicas, o el regente de un establecimiento se entenderán emplazados cuando la boleta de citación sea recibida por una persona adulta que se encuentre a cargo del local en que se cometa el hecho denunciado. El parte o denuncia respectiva debe dejar constancia, a lo menos, de la individualización del regente y de la persona a cargo del local al momento de la citación, si no fuere el regente o administrador.


Conforme al inciso tercero nuevo, un cartel con la individualización del regente administrador deberá mantenerse en un lugar visible del local.

Artículo 4°


Determina que los planes y programas de estudio y prevención a que se refieren los incisos primero, segundo y final del artículo 39 de la ley N° 19.925, deberán estar en ejecución un año después de la publicación de esta ley.

El inciso primero a que se hace remisión, al tenor de la modificación que se propone en el número 5 del artículo 3°, obliga a incorporar al currículo de enseñanza de los establecimientos educacionales de enseñanza parvularia, básica o media, la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol. El inciso segundo establece que, con el objeto de contribuir a la finalidad prevista en el inciso precedente, el Ministerio de Educación proporcionará material didáctico a los establecimientos educacionales de menores recursos y capacitará docentes en la prevención del alcoholismo. Y el último inciso de este artículo creó una comisión interministerial, compuesta por representantes de los Ministerios de Educación, de Salud y de Trabajo y Previsión Social, encargada de implementar y fomentar programas de prevención del abuso de bebidas alcohólicas para ser impartidos en establecimientos educacionales, empresas, servicios públicos y municipalidades, y de arbitrar las medidas y efectuar los estudios necesarios para evaluar sus resultados.

Artículo 5°


Modifica, mediante tres literales, el inciso primero del artículo 13 de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito. Hay que tener presente que a la fecha el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2009, fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicho cuerpo normativo. 

El artículo 13 señala los requisitos generales necesarios para obtener licencia de conductor, así como los especiales exigidos para determinados tipos de licencia.

Las letras a) y b) de este artículo 5° practican en el artículo 13 de la Ley de Tránsito los ajustes formales necesarios para agregar un número 5, nuevo.

Dicho número 5 contiene un nuevo requisito general, cual es, no haber sido sorprendido por Carabineros realizando alguna de las conductas descritas en los incisos primero de los artículos 25 y 26 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en los últimos doce meses.


El artículo 25 aludido prohíbe el consumo de bebidas alcohólicas en calles, caminos, plazas, paseos y demás lugares de uso público, y el artículo 26 sanciona al que es sorprendido en la vía pública o en lugares de libre acceso al público en manifiesto estado de ebriedad.

Artículo 6°


Este artículo agrega un artículo 16 ter en la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los juzgados de policía local.


El nuevo artículo que se propone otorga al juez una nueva facultad, cuando recibe una denuncia de Carabineros de Chile por contravención a lo establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.925. En esa situación, podrá decretar la entrada y registro del establecimiento, aunque éste se encuentre cerrado, para verificar el hecho denunciado; es requisito que la denuncia contenga antecedentes que permitan fundar sospechas sobre la verdad del hecho.

Como se recordará, la Corte Suprema, al dar a conocer su parecer respecto de este artículo, hizo presente que él afectaría garantías constitucionales, particularmente la inviolabilidad del hogar.


El aludido artículo 14 de la ley N° 18.287 dispone que todos los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas, a excepción de hoteles y casas de pensión, deben estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquiera otra persona. De modo que el ingreso y registro no se verificarán en la morada del dueño o regente del establecimiento, sino en un inmueble destinado al comercio de alcoholes.


Por lo demás, no hay que olvidar que los artículos 205 y 206 del Código Procesal Penal confieren similar facultad a la policía y al juez de garantía, incluso si hubiere oposición del propietario, y ello no ha suscitado reproche de inconstitucionalidad.

Artículo transitorio

Estipula que el artículo 1° de esta ley entrará en vigencia a partir de un año contado desde la fecha de su publicación, y que el artículo 2° regirá a partir de dos años contados desde la misma fecha.

- - - - - - - -

MODIFICACIÓN


- Reemplazar, en la frase “El consumo de alcohol disminuye su capacidad para conducir”, del inciso segundo del artículo 1°, la palabra “disminuye” por “anula”. 

(Unanimidad 4 x 0).

- - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre su consumo excesivo y,o los modos de beber sin riesgo. Esta recomendación deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 mm. para envases menores de 237 ml.; de 2 mm. para envases de hasta 1,5 lts., y de 3 mm. para envases de más de 1,5 lts. Asimismo, se establece un máximo de 5 caracteres por centímetro para letras de 1,5 mm.; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 mm., y de 10 caracteres por centímetro para letras de 3 mm.


La recomendación referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior. A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante, las que deberán rotarse, a lo menos, cada dos años:


-“La mujer embarazada no debe beber alcohol”.


-“El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”.


-“El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”.


En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá ser adherida al envase de manera que no pueda ser despegada fácilmente.


La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea insertada en diarios, revistas o en algún otro medio de comunicación social de tal naturaleza. Dicha recomendación deberá insertarse dentro de un recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.


En el caso de la publicidad audiovisual, se proyectará después del comercial, y por un lapso no inferior a tres segundos, un recuadro que abarque la totalidad de la pantalla, que contenga la advertencia indicada en el inciso segundo.


En el caso de los avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo.


No se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras.


El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta normativa.


Artículo 2°.- La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintitrés y las seis horas. Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.


Se prohíbe cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta de bebidas alcohólicas en actividades deportivas, tales como la promoción, comunicación, recomendación o propaganda de dichas bebidas, sus marcas y productos.


Igual prohibición regirá para todos los productos, actividades o publicaciones, cualquiera sea su formato, físico o virtual, destinados a menores de edad.


Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos de “merchandising” vinculados a actividades deportivas, no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas, ni siquiera cuando con ello se busque replicar más fielmente algún artículo usado por un deportista o equipo deportivo determinado.


Asimismo, prohíbese también la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada a menores de edad.


Además de los organismos que fiscalizan el cumplimiento de la ley N° 19.925, la autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de lo establecido en los artículos 1° y 2° de esta ley, conforme a las normas del Código Sanitario.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas:


1.- Modifícase la letra l) del artículo 3° en los siguientes términos:


a) Agrégase, después de la expresión “HOTELES,” lo siguiente: “APART HOTELES,”.


b) Intercálase la siguiente letra b), pasando la actual letra b) a ser c), y así sucesivamente:


“b) Apart hotel, en el que se presta al turista servicio de hospedaje, sin perjuicio de otros servicios, con expendio de bebidas alcohólicas.”.


2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 9°, por el siguiente:


“Igual anotación se hará respecto del adquirente de una patente, en caso de transferencia, o respecto del poseedor o tenedor a cualquier título de ella. Si fuere una persona jurídica, deberá dejarse constancia del o los administradores o gerentes. Las patentes sólo pueden transferirse previa inscripción en la oficina municipal que corresponda, y a personas que no estén comprendidas en las prohibiciones del artículo 4°.”.


3.- Modifícase el artículo 19, en los siguientes términos:


a) Incorpórase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios o bombas bencineras y en cualquier otro establecimiento que se encuentre emplazado en el mismo terreno.”.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la expresión “de fútbol profesional” por la palabra “masivos”.


4.- Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 29, por los siguientes:


“Artículo 29.- Prohíbese el ingreso de menores de dieciocho años a los cabarés, cantinas, bares y tabernas. Prohíbese, asimismo, el ingreso de menores de dieciocho años a las discotecas cuando en ellas se expendan bebidas alcohólicas.


El administrador o dueño de esos establecimientos, así como quien atienda en ellos, estará obligado a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública a todas las personas que deseen ingresar y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad.”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 39.


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, sólo a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o actividades de beneficencia que se realicen hasta por tres veces en cada año calendario. Se deberá contar, asimismo, con las autorizaciones de Carabineros de Chile y la respectiva municipalidad, las que no se concederán durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado. La dirección del establecimiento velará por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte, de manera alguna, el normal desarrollo de las actividades educacionales. Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.


6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 42.


a) Agrégase, como frase final del inciso primero del artículo 42, la siguiente:


“Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años comprar bebidas alcohólicas.”.


b) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 42, por el siguiente:


“Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos estarán obligados a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.


7.- Agréganse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Para todos los efectos legales, el dueño, empresario, sean ellos personas naturales o jurídicas, o el regente de un establecimiento, se entenderán emplazados cuando la boleta de citación sea recibida por una persona adulta que se encuentre a cargo del local en que se cometa el hecho denunciado, debiendo, en el parte o denuncia respectiva, dejarse constancia, a lo menos, de la individualización del regente y de la persona a cargo del local al momento de la citación, si no fuere el regente o administrador.


Deberá, asimismo, mantenerse en un lugar visible del local, un cartel con la individualización del regente administrador.”.


Artículo 4°.- Los planes y programas de estudio y prevención a que se refieren los incisos primero, segundo y final del artículo 39 de la ley N° 19.925, deberán estar en ejecución un año después de la publicación de esta ley.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 13 de la ley N° 18.290:

a) Sustitúyese en el número 3.- la conjunción “y” final y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;)

b) Reemplázase en el número 4.- el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.


c) Agrégase el siguiente número 5:


“5.- No haber sido sorprendido por Carabineros realizando alguna de las conductas descritas en los incisos primero de los artículos 25 y 26 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en los últimos doce meses.”


Artículo 6°.- Agrégase en la ley N° 18.287, sobre procedimiento de los juzgados de policía local, el siguiente artículo 16 ter:


“Artículo 16 ter.- En los casos de denuncias de Carabineros de Chile por contravención a lo establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.925, el juez podrá decretar la entrada y registro del establecimiento, aunque éste se encontrare cerrado, para verificar el hecho denunciado, cuando la denuncia contenga los antecedentes que permitan fundar sospechas sobre la verdad del hecho.


En tal caso, podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública y se aplicará lo establecido en los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 16 bis.”.


Artículo transitorio.- El artículo 1° de esta ley entrará en vigencia a partir de un año contado desde la fecha de su publicación.


El artículo 2° de esta ley entrará en vigencia a partir de dos años contados desde la fecha de su publicación.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 20 de abril, 4 y 11 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y en sesión de 5 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.


Valparaíso, 7 de abril de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES CHAHUÁN, GÓMEZ Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE DERECHOS DE EMPAQUETADORES DE SUPERMERCADOS U OTROS ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES

(7592-13)

La regulación de los servicios que prestan los empaquetadores en los supermercados u otros establecimientos comerciales y sus respectivos derechos, han sido motivo de gran discusión tanto en la Inspección del Trabajo así como también en los Tribunales de Justicia,

En la Dirección del Trabajo se ha dictado en esta materia jurisprudencia en la que se sostiene que esta actividad es un servicio dentro de la cadena productiva de un supermercado, y por lo tanto, sobre todo si la prestación de servicios se verifica bajo subordinación y dependencia -elemento que debe constatarse caso a caso- existe relación de trabajo.

Además de la labor realizada por la Dirección del Trabajo en torno a estos trabajadores el año 2006 se constituyó la Comisión Investigadora sobre el accionar de la Dirección del Trabajo, con el objeto de evaluar sus labores en la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral.

Las conclusiones de dicha Comisión Investigadora fueron claras en cuanto que es necesario establecer nuevas normas para que exista protección judicial efectiva ante la no escrituración de contrato de trabajo en relaciones laborales.

Estas conclusiones llevaron a la presentación de un proyecto de ley (Boletín Nº 5.983-13) referido a la regularización de la situación de los trabajadores empaquetadores. Este proyecto tiene por objetivo establecer un régimen para empaquetadores de supermercados, cuando éstos son menores de edad.

Además el mismo autor de este proyecto presentó en septiembre de 2010 una moción que buscaba establecer un nuevo contrato especial el código del trabajo que regulara y definiera el contrato laboral de empaquetador de supermercado.

Sin perjuicio de valorar ambas propuestas, a fin de proponer una nueva alternativa que de solución y protección a los trabajadores de los supermercados es que venimos en presentar un nuevo proyecto de ley que busca consagrar que pese a no existir vinculo laboral entre los supermercados y los empaquetadores cuando estos sean jóvenes que estén realizando estudios, discapacitados y adultos mayores, estos grupos de personas si tienen una serie de derechos que los supermercados les deben garantizar y cumplir.

La razón fundamental de esta nueva propuesta está en que existe el peligro de que si se considera relación laboral la que existe entre el supermercado y el empaquetador cuando este último es un joven estudiante, un adulto mayor, o una persona con discapacidad, éstos arriesgan perder una serie de beneficios sociales que son incompatibles con percibir alguna remuneración o renta.

Es por esto que este proyecto expresamente señala que el “estipendio o propina pagada por dicho público a quienes desarrollan las actividades aquí señaladas, no constituirá remuneración ni renta para efecto legal alguno”

Además de esto se busca establecer una serie de derechos para los empaquetadores.

El primer derecho está en permitirles el uso por parte de ellos de las dependencias higiénicas y similares establecidas para el uso de trabajadores del supermercado y los de los contratistas y subcontratistas.

Además se excluye de impuestos y cotizaciones de seguridad social a las propinas recibidas por los empaquetadores

Por ultimo se establece la obligación del supermercado a otorgar cobertura para enfermedades y accidentes que puedan sufrir las personas con ocasión de los servicios descritos.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Artículo Único: Incorpórese en el Código del Trabajo el siguiente artículo 8 bis nuevo:

Artículo 8 bis.- No dan origen a un contrato de trabajo los servicios de empaque o embalaje de los productos que un supermercado o establecimiento comercial venda directamente al público, siempre que estos servicios sean realizados por estudiantes de instituciones de educación básica, media y superior, personas con discapacidad, o personas que hayan cumplido la edad legal para jubilarse o que se encuentren pensionadas. El estipendio o propina pagada por dicho público a quienes desarrollan las actividades aquí señaladas, no constituirá remuneración ni renta para efecto legal alguno.

El supermercado o establecimiento comercial no podrá cerrar, retener o compensar cantidad alguna por desarrollar los servicios descritos en el inciso primero ni tampoco podrá cobrar por el uniforme o implementos de seguridad ó que sean necesarios para la prestación de tales servicios.

El establecimiento de que se trate estará obligado a mantener un registro actualizado trimestralmente del número de personas que preste los servicios de empaque o embalaje señalados en el inciso primero, especificando el nombre, cédula de identidad, fecha de nacimiento y domicilio de éstos. Adicionalmente, en caso de tratarse de personas menores de 18 años y mayores de 15 años, el registro deberá especificar la autorización de quien tenga a su cargo el cuidado personal del menor, con indicación del nombre, cédula nacional de identidad, domicilio y establecimiento educacional. En el caso de servicios prestados por estudiantes, deberá incorporar al respectivo registro el certificado que acredite la calidad de alumno regular.

El establecimiento de que se trate estará obligado a otorgar un seguro para cobertura de enfermedades y accidentes que puedan sufrir quienes presten los servicios descritos en el inciso primero y deberá permitirles el uso de las instalaciones comunes y sanitarias utilizadas por sus trabajadores y los de contratistas y subcontratistas y deberá proveerles sin costo el uniforme si lo exige la empresa como uso obligatorio.

El establecimiento podrá organizar y distribuir los horarios de la prestación del servicio, no pudiendo afectar los horarios de estudio, cuando corresponda.

La prestación de servicios de empaque o embalaje que no cumpla con lo dispuesto en este artículo se regirá por las reglas generales establecidas en este Código.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.

� Ver Boletín N° 2.597-11, moción en la Cámara de Diputados, de octubre 2000, y Boletín �N° 4.270-11, moción en el Senado, de junio 2006.


� “Artículo 22.- Sólo podrá aplicarse un tratamiento, siempre que no sea irreversible, sin el consentimiento previo e informado del paciente, en los siguientes casos:





a) Si la persona es un menor, caso en el cual el consentimiento deberá otorgarse por su representante legal y/o la persona que actuará como su apoderado en la relación con el equipo tratante y el establecimiento que lo acoge.


b) Si la persona, está inconsciente y/o requiere del tratamiento en forma urgente para preservar su salud o su vida.


c) Si se trata de un paciente internado en conformidad al artículo 15.


d) Si la persona es mayor de edad y ha sido evaluada por su médico tratante como incapaz de consentir, de la manera prevista en el artículo 21, se solicitará la anuencia del familiar que actúa como apoderado conforme al artículo 16. Si éste no existe se informará al director del establecimiento, quien deberá consignar su opinión concordante por escrito en la historia clínica.”.


� “Art. 42. En los casos en que la ley dispone que se oiga a los parientes de una persona, se entenderán comprendidos en esa denominación el cónyuge de ésta y sus consanguíneos de uno y otro sexo, mayores de edad. A falta de consanguíneos en suficiente número serán oídos los afines.





 Serán preferidos los descendientes y ascendientes a los colaterales, y entre éstos los de más cercano parentesco.





 Los parientes serán citados, y comparecerán a ser oídos, verbalmente, en la forma prescrita por el Código de Enjuiciamiento.”.


� El precepto referido, en su formulación original, atribuye al Ministerio de Salud la facultad de normar la creación, funcionamiento y control de los comités de ética, y la de establecer las potestades de la autoridad sanitaria para acreditar y controlar mecanismos que permitan que los establecimientos que no cuenten con tal comité puedan acceder a uno de ellos.


� Ley N° 19.451.


� El procedimiento para la tramitación del recurso de protección no se encuentra en la Constitución Política de la República ni en alguna ley complementaria, sino en el Auto Acordado de la Corte Suprema de 24 de junio de 1992, publicado en el Diario Oficial el 27 del mismo mes.


� Ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y que prohíbe la clonación humana.





� Entidad que deberá crear el Ministerio de Salud, cuya función principal será velar por la protección de derechos y defensoría de las personas con discapacidad psíquica o intelectual en la atención de salud. Habrá también comisiones regionales.


� El Título IV crea la Intendencia de Prestadores de Salud y el Título V contiene disposiciones comunes a ambas intendencias (la otra es la de Fondos y Seguros Previsionales de Salud).


� 541 días a 5 años.


� 5 años y 1 días a 10 años.


� 3 años y 1 día a 5 años.


� 541 días a 3 años.


� Artículo 7° de la ley N° 19.925.


� Artículos 8° y 16.


� Artículos 14, 15 y 17.


� “Artículo 4º.- No podrá concederse autorización para la venta de bebidas alcohólicas a las siguientes personas:


 1.- Los miembros del Congreso Nacional, Intendentes, Gobernadores, alcaldes y miembros de los Tribunales de Justicia;


 2.- Los empleados o funcionarios fiscales o municipales;


 3.- Los que hayan sido condenados por crímenes o simples delitos;


 4.- Los dueños o administradores de negocios que hubieren sido clausurados definitivamente;


 5.- Los consejeros regionales y los concejales, y 


 6.- Los menores de dieciocho años.


 A los clubes, centros o círculos sociales con personalidad jurídica sólo podrá otorgársele patente para el expendio de bebidas alcohólicas, con informe anual favorable de la respectiva Prefectura de Carabineros.”.





� Impone la sanción de prisión en su grado medio (21 a 40 días) y multa de tres a diez unidades tributarias mensuales ($ 110.697 a $ 368.990, a mayo de 2010).
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